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PRESENTACIÓN

La Constitución Política del Estado, de 7 de febrero de 2009, entre los 
principios ético-morales de la sociedad, asume y promueve el “suma 
qamaña” (Vivir Bien), asimismo, adopta como valores del Estado, entre 
otros, la igualdad, inclusión, dignidad, respeto, igualdad de oportunidades, 
equidad social y de género en la participación para Vivir Bien; de igual 
forma, establece como una de las funciones y fines esenciales del 
Estado, la de constituir una sociedad justa y armoniosa, cimentada en 
la descolonización, sin discriminación ni explotación, con plena justicia 
social, para consolidar las identidades plurinacionales; disposiciones que 
fundamentan que por vez primera en la historia de Bolivia, se incorpore 
en su contenido, de manera específica, derechos de las personas con 
discapacidad en los artículos 70 al 72.

En consecuencia con el reconocimiento constitucional de los derechos 
de las personas con discapacidad para lograr su inclusión plena y 
efectiva en la sociedad,  el Estado boliviano mediante Ley Nº 4024, de 
15 de abril de 2009, ratificó la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo de las Naciones 
Unidas, instrumento amplio e integral que tiene el propósito de promover, 
proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales de esta población, así 
como el respeto de su dignidad inherente. 

La ratificación de la Convención, significó para el Estado Boliviano un 
mayor desafío hacia la inclusión, un mayor reto para construir una sociedad 
equitativa, justa y respetuosa de los derechos humanos, que impulsaron 
la adopción y desarrolló de políticas públicas, planes y normas para la 
inclusión y el  ejercicio a plenitud de los derechos de las personas con 
discapacidad, toda vez que en el marco de la ratificación del instrumento 
internacional, el Estado se obliga a informar y ser consultado sobre el 
cumplimiento de los compromisos asumidos en la Convención.

En ese contexto, en el marco del Artículo 35 de la Convención, el Estado 
boliviano presentó el “Informe inicial sobre las medidas adoptadas para 
el cumplimiento de la Convención” al Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, que en sus sesiones 273 y 274, celebradas 
los días 17 y 18 de agosto de 2016 respectivamente, examinó el Informe 
Inicial del Estado Plurinacional de Bolivia, y posteriormente,  en su 290 
sesión, celebrada el 30 de agosto de 2016, aprobó las observaciones 
finales sobre el referido informe. 

La aprobación de las “Observaciones finales al Informe Inicial del Estado 
Plurinacional de Bolivia” por el Comité de Naciones Unidas, si bien 
evidenció avances en el ejercicio de los derechos de esta población, 
develo diversas necesidades y problemáticas estructurales que se deben 



atender por el Estado Boliviano, para el cumplimiento de la Convención y 
en consecuencia para el ejercicio pleno y efectivo de los derechos de las 
personas con discapacidad. 

Las Observaciones Finales al Informe Inicial del Estado Boliviano, 
contienen las preocupaciones evidenciadas por el Comité así como 
recomendaciones para atender o superar las mismas, que en su mayoría 
se derivan para su cumplimiento bajo la luz y guía de las observaciones 
generales emitidas por el Comité respecto a preceptos de la Convención; 
que hasta la fecha constituyen siete (7) lineamientos que profundizan el 
alcance de los derechos reconocidos de las personas con discapacidad y 
los compromisos y obligaciones asumidas por el Estado y por la comunidad.

Por otra parte, es menester citar que en el punto 3.c. de las Observaciones 
Finales al Informe Inicial del Estado Boliviano, el Comité encomia al 
Estado parte por la designación de la Defensoría del Pueblo como 
instancia responsable del monitoreo independiente del cumplimiento 
de la Convención; asimismo, en el punto 81 pide al Estado parte que 
difunda ampliamente las observaciones finales, en particular entre las 
organizaciones no gubernamentales y las organizaciones que representan 
a las personas con discapacidad y  las personas con discapacidad y sus 
familiares, en las diferentes lenguas oficiales, incluida la lengua de señas, 
y en formatos accesibles. 

En ese antecedente, la Defensoría del Pueblo, en el marco de la atribución 
legal de velar por la observancia de los Tratados y Convenciones 
Internacionales sobre derechos humanos y promover su difusión y 
aplicación, ha evidenciado la necesidad e importancia de publicar un 
compilado de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, las Observaciones Finales al Informe Inicial del Estado 
Plurinacional de Bolivia y las siete (7) Observaciones Generales del Comité 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, 
con la finalidad de contribuir al conocimiento y la toma de conciencia 
sobre los derechos de las personas con discapacidad en la comunidad en 
general y en particular de las personas con discapacidad, para impulsar 
de manera conjunta, en el marco del derecho a la participación activa 
en la construcción y consolidación del Estado Plurinacional de Bolivia, 
acciones de seguimiento, monitoreo e incidencia de estos instrumentos 
especializados respecto a los derechos de las personas con discapacidad 
y su dignidad inherente. 

Nadia Alejandra Cruz Tarifa

DEFENSORA DEL PUEBLO   



5

LEY No 4024, DE 15 DE ABRIL DE 2009, 
QUE APRUEBA LA

“CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS CON

DISCAPACIDAD
Y SU PROTOCOLO FACULTATIVO” DE LA 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS





7

LEY Nº 4024

LEY DE 15 DE ABRIL DE 2009
EVO MORALES AYMA

PRESIDENTE DEL ESTADO 
PLURINACIONAL DE BOLIVIA

Por cuanto, el Honorable Congreso Nacional, ha sancionado la 
siguiente Ley:

EL HONORABLE CONGRESO NACIONAL,

D E C R E T A:

Artículo Único.- De conformidad con el artículo 158, atribución 14ª, 
de la Constitución Política del Estado, se aprueba la “Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo 
Facultativo”, abierto a la firma en la Sede de Naciones Unidas a Partir 
del 30 de marzo de 2007 y suscrito por Bolivia el 13 de agosto de 2007.

Remítase al Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones del Honorable Congreso Nacional, a 
los veinticinco días del mes de marzo de dos mil nueve años.

Fdo. Oscar Ortiz Antelo, Edmundo Novillo Aguilar, Orlando Careaga 
Alurralde, José Villavicencio Amuruz, Martín Mollo Soto, Segundo 
Tobías Maida Rojas

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los quince días del mes 
de abril de dos mil nueve años.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan 
Ramón Quintana Taborga, Celima Torrico Rojas.
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE NACIONES UNIDAS

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención,

a) Recordando los principios de la Carta de las Naciones Unidas que 
proclaman que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base 
el reconocimiento de la dignidad y el valor inherentes y de los derechos 
iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana,

b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos, han reconocido y proclamado que toda persona tiene los 
derechos y libertades enunciados en esos instrumentos, sin distinción de 
ninguna índole,

c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e 
interrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, 
así como la necesidad de garantizar que las personas con discapacidad 
los ejerzan plenamente y sin discriminación,

d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la 
Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Internacional 
sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios 
y de sus familiares,

e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y 
que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las 
barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena 
y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás,

f) Reconociendo la importancia que revisten los principios y las directrices de 
política que figuran en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos 
y en las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad como factor en la promoción, la formulación 
y la evaluación de normas, planes, programas y medidas a nivel nacional, 
regional e internacional destinados a dar una mayor igualdad de 
oportunidades a las personas con discapacidad,

g) Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a la 
discapacidad como parte integrante de las estrategias pertinentes de 
desarrollo sostenible,
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h) Reconociendo también que la discriminación contra cualquier persona por 
razón de su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad y el 
valor inherentes del ser humano,

i) Reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad,

j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos humanos 
de todas las personas con discapacidad, incluidas aquellas que necesitan 
un apoyo más intenso,

k) Observando con preocupación que, pese a estos diversos instrumentos y 
actividades, las personas con discapacidad siguen encontrando barreras 
para participar en igualdad de condiciones con las demás en la vida social 
y que se siguen vulnerando sus derechos humanos en todas las partes del 
mundo,

l) Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para mejorar 
las condiciones de vida de las personas con discapacidad en todos los 
países, en particular en los países en desarrollo,

m) Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden 
realizar las personas con discapacidad al bienestar general y a la 
diversidad de sus comunidades, y que la promoción del pleno goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales por las personas con 
discapacidad y de su plena participación tendrán como resultado un mayor 
sentido de pertenencia de estas personas y avances significativos en el 
desarrollo económico, social y humano de la sociedad y en la erradicación 
de la pobreza,

n) Reconociendo la importancia que para las personas con discapacidad 
reviste su autonomía e independencia individual, incluida la libertad de 
tomar sus propias decisiones,

o) Considerando que las personas con discapacidad deben tener la 
oportunidad de participar activamente en los procesos de adopción de 
decisiones sobre políticas y programas, incluidos los que les afectan 
directamente,

p) Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las personas 
con discapacidad que son víctimas de múltiples o agravadas formas de 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional, étnico, indígena o 
social, patrimonio, nacimiento, edad o cualquier otra condición,

q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen estar 
expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de violencia, 
lesiones o abuso, abandono o trato negligente, malos tratos o explotación,
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r) Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad 
deben gozar plenamente de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, 
y recordando las obligaciones que a este respecto asumieron los Estados 
Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño,

s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género 
en todas las actividades destinadas a promover el pleno goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales por las personas con 
discapacidad,

t) Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con discapacidad 
viven en condiciones de pobreza y reconociendo, a este respecto, la 
necesidad fundamental de mitigar los efectos negativos de la pobreza en 
las personas con discapacidad,

u) Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las personas 
con discapacidad, en particular durante los conflictos armados y la 
ocupación extranjera, es indispensable que se den condiciones de paz y 
seguridad basadas en el pleno respeto de los propósitos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas y se respeten los instrumentos vigentes en 
materia de derechos humanos,

v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, social, 
económico y cultural, a la salud y la educación y a la información y las 
comunicaciones, para que las personas con discapacidad puedan 
gozar plenamente de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales,

w) Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto a otras 
personas y a la comunidad a la que pertenecen, tienen la responsabilidad  
de procurar, por todos los medios, que se promuevan y respeten los 
derechos reconocidos en la Carta Internacional de Derechos Humanos,

x) Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y fundamental 
de la sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y del Estado, 
y de que las personas con discapacidad y sus familiares deben recibir 
la protección y la asistencia necesarias para que las familias puedan 
contribuir a que las personas con discapacidad gocen de sus derechos 
plenamente y en igualdad de condiciones,

y) Convencidos de que una convención internacional amplia e integral para 
promover y proteger los derechos y la dignidad de las personas con 
discapacidad contribuirá significativamente a paliar la profunda desventaja 
social de las personas con discapacidad y promoverá su participación, con 
igualdad de oportunidades, en los ámbitos civil, político, económico, social 
y cultural, tanto en los países en desarrollo como en los desarrollados,
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Convienen en lo siguiente:

Artículo 1
Propósito

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el 
goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover 
el respeto de su dignidad inherente. Las personas con discapacidad incluyen a 
aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales 
a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 
las demás.

Artículo 2
Definiciones

A los fines de la presente Convención:

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la 
comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, 
así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los 
medios de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos 
o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las 
comunicaciones de fácil acceso;

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y 
otras formas de comunicación no verbal;

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier 
distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 
propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce 
o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, 
civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la 
denegación de ajustes razonables;

Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o 
indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las 
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones 
con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales;

Por “diseño universal” se entenderá el diseño de productos, entornos, 
programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor 
medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El 
“diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de 
personas con discapacidad, cuando se necesiten.
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Artículo 3
Principios generales

Los principios de la presente Convención serán:

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida 
la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las 
personas;

b) La no discriminación;

c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;

d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con 
discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas;

e) La igualdad de oportunidades;

f) La accesibilidad;

g) La igualdad entre el hombre y la mujer;

h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con 
discapacidad y de su derecho a preservar su identidad.

Artículo 4
Obligaciones generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno 
ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos 
de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:
a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole 

que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos 
en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, 
para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 
existentes que constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad;

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la 
protección y promoción de los derechos humanos de las personas 
con discapacidad;

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la 
presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones 
públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, 
organización o empresa privada discrimine por motivos de 
discapacidad;
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f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, 
servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a 
la definición del artículo 2 de la presente Convención, que requieran 
la menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer 
las necesidades específicas de las personas con discapacidad, 
promover su disponibilidad y uso, y promover el diseño universal en la 
elaboración de normas y directrices;

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover 
la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas para la 
movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas 
para las personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio 
asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con 
discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y 
tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras 
formas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan 
con personas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos 
en la presente Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los 
servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los 
Estados Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo 
de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la 
cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno 
ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en 
la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del 
derecho internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva 
la presente Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones 
sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los 
Estados Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente 
con las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las representan.

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones 
que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los derechos de 
las personas con discapacidad y que puedan figurar en la legislación de 
un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor en dicho Estado. 
No se restringirán ni derogarán ninguno de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales reconocidos o existentes en los Estados Partes 
en la presente Convención de conformidad con la ley, las convenciones y 
los convenios, los reglamentos o la costumbre con el pretexto de que en 
la presente Convención no se reconocen esos derechos o libertades o se 
reconocen en menor medida.
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5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las 
partes de los Estados federales sin limitaciones ni excepciones.

Artículo 5
Igualdad y no discriminación

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante 
la ley y en virtud de ella y que tienen derecho a igual protección legal y a 
beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación alguna.

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de 
discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad 
protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier 
motivo.

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados 
Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la 
realización de ajustes razonables.

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, 
las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la 
igualdad de hecho de las personas con discapacidad.

Artículo 6
Mujeres con discapacidad

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad 
están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a ese respecto, 
adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar plenamente y 
en igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar 
el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con el propósito de 
garantizarle el ejercicio y goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales establecidos en la presente Convención.

Artículo 7
Niños y niñas con discapacidad

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar 
que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de 
condiciones con los demás niños y niñas.

2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con 
discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés 
superior del niño.
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3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con discapacidad 
tengan derecho a expresar su opinión libremente sobre todas las 
cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida consideración 
teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de condiciones con 
los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada con arreglo a su 
discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho.

Artículo 8
Toma de conciencia

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, 
efectivas y pertinentes para:
a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome 

mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y 
fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas 
respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se 
basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;

c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y 
aportaciones de las personas con discapacidad.

2. Las medidas a este fin incluyen:
a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización 

pública destinadas a:
i) Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las 

personas con discapacidad;
ii) Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social 

respecto de las personas con discapacidad;
iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos 

y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus 
aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado 
laboral;

b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre 
todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de 
respeto de los derechos de las personas con discapacidad;

c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que 
difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea 
compatible con el propósito de la presente Convención;

d) Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan 
en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas 
personas.
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Artículo 9
Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma 
independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, 
los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el 
acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 
con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las 
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público 
o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, 
que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de 
acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a:
a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 

exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones 
médicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos 
los servicios electrónicos y de emergencia.

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para:
a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas 

y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios 
abiertos al público o de uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones 
y servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos 
los aspectos de su accesibilidad para las personas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas 
de accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de 
señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión;

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, 
incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de 
señas, para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas 
al público;

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las 
personas con discapacidad para asegurar su acceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, 
incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución 
de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones 
accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y 
tecnologías sean accesibles al menor costo.
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Artículo 10
Derecho a la vida

Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los seres 
humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar el goce 
efectivo de ese derecho por las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones con las demás.

Artículo 11
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les 
corresponden con arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho 
internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, 
todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la protección de 
las personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones 
de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales.

Artículo 12
Igual reconocimiento como persona ante la ley

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen 
derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica.

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad 
tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en 
todos los aspectos de la vida.

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar 
acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar 
en el ejercicio de su capacidad jurídica.

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas 
al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias 
adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con 
el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas 
salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de 
la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que 
sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que 
se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes 
periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, 
independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al 
grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 
personas.
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5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes 
tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para 
garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad 
de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, 
controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de 
condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de 
crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad no 
sean privadas de sus bienes de manera arbitraria.

Artículo 13
Acceso a la justicia

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, 
incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para 
facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como 
participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, 
en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de 
investigación y otras etapas preliminares.

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 
efectivo a la justicia, los Estados Partes promoverán la capacitación 
adecuada de los que trabajan en la administración de justicia, incluido el 
personal policial y penitenciario.

Artículo 14
Libertad y seguridad de la persona

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás:
a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona;
b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que 

cualquier privación de libertad sea de conformidad con la ley, y que 
la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una 
privación de la libertad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se 
vean privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad 
de condiciones con las demás, derecho a garantías de conformidad con 
el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de 
conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención, 
incluida la realización de ajustes razonables.
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Artículo 15
Protección contra la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes

1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido a 
experimentos médicos o científicos sin su libre consentimiento.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evitar que 
las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, 
sean sometidas a torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

Artículo 16
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, social, educativo y de otra índole que sean pertinentes 
para proteger a las personas con discapacidad, tanto en el seno del hogar 
como fuera de él, contra todas las formas de explotación, violencia y 
abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género.

2. Los Estados Partes también adoptarán todas las medidas pertinentes para 
impedir cualquier forma de explotación, violencia y abuso asegurando, 
entre otras cosas, que existan formas adecuadas de asistencia y apoyo que 
tengan en cuenta el género y la edad para las personas con discapacidad 
y sus familiares y cuidadores, incluso proporcionando información y 
educación sobre la manera de prevenir, reconocer y denunciar los casos 
de explotación, violencia y abuso. Los Estados Partes asegurarán que 
los servicios de protección tengan en cuenta la edad, el género y la 
discapacidad.

3. A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y abuso, 
los Estados Partes asegurarán que todos los servicios y programas 
diseñados para servir a las personas con discapacidad sean supervisados 
efectivamente por autoridades independientes.

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para promover 
la recuperación física, cognitiva y psicológica, la rehabilitación y la 
reintegración social de las personas con discapacidad que sean víctimas 
de cualquier forma de explotación, violencia o abuso, incluso mediante la 
prestación de servicios de protección. Dicha recuperación e integración 
tendrán lugar en un entorno que sea favorable para la salud, el bienestar, 
la autoestima, la dignidad y la autonomía de la persona y que tenga en 
cuenta las necesidades específicas del género y la edad.
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5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, incluidas 
legislación y políticas centradas en la mujer y en la infancia, para asegurar 
que los casos de explotación, violencia y abuso contra personas con 
discapacidad sean detectados, investigados y, en su caso, juzgados.

Artículo 17
Protección de la integridad personal

Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad 
física y mental en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 18
Libertad de desplazamiento y nacionalidad

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con 
discapacidad a la libertad de desplazamiento, a la libertad para elegir 
su residencia y a una nacionalidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, incluso asegurando que las personas con discapacidad:
a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionalidad y a no 

ser privadas de la suya de manera arbitraria o por motivos de 
discapacidad;

b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de su capacidad para 
obtener, poseer y utilizar documentación relativa a su nacionalidad u 
otra documentación de identificación, o para utilizar procedimientos 
pertinentes, como el procedimiento de inmigración, que puedan 
ser necesarios para facilitar el ejercicio del derecho a la libertad de 
desplazamiento;

c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido el propio;
d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de discapacidad, 

del derecho a entrar en su propio país.

2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscritos inmediatamente 
después de su nacimiento y tendrán desde el nacimiento derecho a un 
nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a 
conocer a sus padres y ser atendidos por ellos.

Artículo 19
Derecho a vivir de forma independiente 

y a ser incluido en la comunidad

Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en 
igualdad de condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir 
en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán 
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medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho 
por las personas con discapacidad y su plena inclusión y participación en la 
comunidad, asegurando en especial que:

a) Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su lugar 
de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con 
las demás, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida 
específico;

b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios 
de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la 
comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar 
su existencia y su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o 
separación de ésta;

c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en 
general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de las personas 
con discapacidad y tengan en cuenta sus necesidades.

Artículo 20
Movilidad personal

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las 
personas con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor 
independencia posible, entre ellas:

a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en la 
forma y en el momento que deseen a un costo asequible;

b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia 
humana o animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos 
técnicos y ayudas para la movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su 
disposición a un costo asequible;

c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado que 
trabaje con estas personas capacitación en habilidades relacionadas con 
la movilidad;

d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, dispositivos 
y tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los aspectos de la 
movilidad de las personas con discapacidad.

Artículo 21
Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión 
y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas 
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en igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de 
comunicación que elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 
Convención, entre ellas:

a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al público en 
general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles 
y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad;

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, 
medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos 
los demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que 
elijan las personas con discapacidad en sus relaciones oficiales;

c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en 
general, incluso mediante Internet, a que proporcionen información y 
servicios en formatos que las personas con discapacidad puedan utilizar 
y a los que tengan acceso;

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran 
información a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean 
accesibles para las personas con discapacidad;

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas.

Artículo 22
Respeto de la privacidad

1. Ninguna persona con discapacidad, independientemente de cuál sea 
su lugar de residencia o su modalidad de convivencia, será objeto de 
injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, 
correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación, o de agresiones 
ilícitas contra su honor y su reputación. Las personas con discapacidad 
tendrán derecho a ser protegidas por la ley frente a dichas injerencias o 
agresiones.

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información personal y 
relativa a la salud y a la rehabilitación de las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 23
Respeto del hogar y de la familia

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner 
fin a la discriminación contra las personas con discapacidad en todas las 
cuestiones relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las 
relaciones personales, y lograr que las personas con discapacidad estén 
en igualdad de condiciones con las demás, a fin de asegurar que:
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a) Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad en 
edad de contraer matrimonio, a casarse y fundar una familia sobre la 
base del consentimiento libre y pleno de los futuros cónyuges;

b) Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir 
libremente y de manera responsable el número de hijos que quieren 
tener y el tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y otro, 
y a tener acceso a información, educación sobre reproducción y 
planificación familiar apropiados para su edad, y se ofrezcan los 
medios necesarios que les permitan ejercer esos derechos;

c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, 
mantengan su fertilidad, en igualdad de condiciones con las demás.

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las 
personas con discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, 
la guarda, la adopción de niños o instituciones similares, cuando esos 
conceptos se recojan en la legislación nacional; en todos los casos se 
velará al máximo por el interés superior del niño. Los Estados Partes 
prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapacidad para el 
desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los hijos.

3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discapacidad 
tengan los mismos derechos con respecto a la vida en familia. Para hacer 
efectivos estos derechos, y a fin de prevenir la ocultación, el abandono, 
la negligencia y la segregación de los niños y las niñas con discapacidad, 
los Estados Partes velarán por que se proporcione con anticipación 
información, servicios y apoyo generales a los menores con discapacidad 
y a sus familias.

4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean 
separados de sus padres contra su voluntad, salvo cuando las 
autoridades competentes, con sujeción a un examen judicial, determinen, 
de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que esa 
separación es necesaria en el interés superior del niño. En ningún caso 
se separará a un menor de sus padres en razón de una discapacidad del 
menor, de ambos padres o de uno de ellos.

5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata 
no pueda cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar atención 
alternativa dentro de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de 
la comunidad en un entorno familiar.
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Artículo 24
Educación

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho 
sin discriminación y sobre la base de la igualdad de oportunidades, los 
Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los 
niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a:
a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad 

y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las 
libertades fundamentales y la diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de 
las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y 
físicas;

c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de 
manera efectiva en una sociedad libre.

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que:
a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema 

general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños 
y las niñas con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza 
primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por 
motivos de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación 
primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de 
condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan;

c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades 
individuales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el 
marco del sistema general de educación, para facilitar su formación 
efectiva;

e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos 
que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de 
conformidad con el objetivo de la plena inclusión.

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la 
posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin 
de propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la 
educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los Estados 
Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas:
a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, 

medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y 
habilidades de orientación y de movilidad, así como la tutoría y el 
apoyo entre pares;
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b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la 
identidad lingüística de las personas sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños 
y las niñas ciegos, sordos o sordociegos se imparta en los lenguajes 
y los modos y medios de comunicación más apropiados para cada 
persona y en entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo 
académico y social.

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes 
adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos 
maestros con discapacidad, que estén cualificados en lengua de señas 
o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen en todos 
los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre 
la discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación 
aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales 
educativos para apoyar a las personas con discapacidad.

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad 
tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, 
la educación para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin 
discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los 
Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las 
personas con discapacidad.

Artículo 25
Salud

Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen 
derecho a gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación por 
motivos de discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas 
pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad a 
servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida 
la rehabilitación relacionada con la salud. En particular, los Estados Partes:

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y atención de 
la salud gratuitos o a precios asequibles de la misma variedad y calidad 
que a las demás personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y 
reproductiva, y programas de salud pública dirigidos a la población;

b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas con 
discapacidad específicamente como consecuencia de su discapacidad, 
incluidas la pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios 
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas 
discapacidades, incluidos los niños y las niñas y las personas mayores;

c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las comunidades 
de las personas con discapacidad, incluso en las zonas rurales;
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d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas con 
discapacidad atención de la misma calidad que a las demás personas 
sobre la base de un consentimiento libre e informado, entre otras formas 
mediante la sensibilización respecto de los derechos humanos, la dignidad, 
la autonomía y las necesidades de las personas con discapacidad a través 
de la capacitación y la promulgación de normas éticas para la atención de 
la salud en los ámbitos público y privado;

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad en la 
prestación de seguros de salud y de vida cuando éstos estén permitidos 
en la legislación nacional, y velarán por que esos seguros se presten de 
manera justa y razonable;

f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de salud 
o de atención de la salud o alimentos sólidos o líquidos por motivos de 
discapacidad.

Artículo 26
Habilitación y rehabilitación

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, incluso 
mediante el apoyo de personas que se hallen en las mismas circunstancias, 
para que las personas con discapacidad puedan lograr y mantener la 
máxima independencia, capacidad física, mental, social y vocacional, y 
la inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida. A tal 
fin, los Estados Partes organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y 
programas generales de habilitación y rehabilitación, en particular en los 
ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales, de 
forma que esos servicios y programas:
a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en una 

evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la 
persona;

b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad y en todos los 
aspectos de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposición de 
las personas con discapacidad lo más cerca posible de su propia 
comunidad, incluso en las zonas rurales.

2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de formación inicial y 
continua para los profesionales y el personal que trabajen en los servicios 
de habilitación y rehabilitación.

3. Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conocimiento y el 
uso de tecnologías de apoyo y dispositivos destinados a las personas con 
discapacidad, a efectos de habilitación y rehabilitación.
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Artículo 27
Trabajo y empleo

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello 
incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante 
un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno 
laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas 
con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el 
ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran 
una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, 
incluida la promulgación de legislación, entre ellas:
a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a 

todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas 
las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad 
en el empleo, la promoción profesional y unas condiciones de trabajo 
seguras y saludables;

b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo 
justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y 
de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo 
seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la 
reparación por agravios sufridos;

c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus 
derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las 
demás;

d) Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo 
a programas generales de orientación técnica y vocacional, servicios 
de colocación y formación profesional y continua;

e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de 
las personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas 
para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al 
mismo; 

f) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia, 
de constitución de cooperativas y de inicio de empresas propias;

g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público;
h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector 

privado mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir 
programas de acción afirmativa, incentivos y otras medidas;

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de 
experiencia laboral en el mercado de trabajo abierto;
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k) Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, 
mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a 
personas con discapacidad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no 
sean sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, 
en igualdad de condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso u 
obligatorio.

Artículo 28 
Nivel de vida adecuado y protección social

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual 
incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua 
de sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para 
salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación 
por motivos de discapacidad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad 
a la protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por 
motivos de discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para 
proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:
a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con 

discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, 
dispositivos y asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles 
para atender las necesidades relacionadas con su discapacidad;

b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular 
las mujeres y niñas y las personas mayores con discapacidad, a 
programas de protección social y estrategias de reducción de la 
pobreza;

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus 
familias que vivan en situaciones de pobreza a asistencia del Estado 
para sufragar gastos relacionados con su discapacidad, incluidos 
capacitación, asesoramiento, asistencia financiera y servicios de 
cuidados temporales adecuados;

d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas de 
vivienda pública; e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones 
de las personas con discapacidad a programas y beneficios de 
jubilación.
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Artículo 29 
Participación en la vida política y pública

Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los derechos 
políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones con las 
demás y se comprometerán a:

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena y 
efectivamente en la vida política y pública en igualdad de condiciones con 
las demás, directamente o a través de representantes libremente elegidos, 
incluidos el derecho y la posibilidad de las personas con discapacidad a 
votar y ser elegidas, entre otras formas mediante:
i) La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales 

electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y 
utilizar;

ii) La protección del derecho de las personas con discapacidad a 
emitir su voto en secreto en elecciones y referéndum públicos sin 
intimidación, y a presentarse efectivamente como candidatas en las 
elecciones, ejercer cargos y desempeñar cualquier función pública a 
todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de nuevas tecnologías 
y tecnologías de apoyo cuando proceda;

iii) La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con 
discapacidad como electores y a este fin, cuando sea necesario y a 
petición de ellas, permitir que una persona de su elección les preste 
asistencia para votar;

b) Promover activamente un entorno en el que las personas con discapacidad 
puedan participar plena y efectivamente en la dirección de los asuntos 
públicos, sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás, 
y fomentar su participación en los asuntos públicos y, entre otras cosas:
i) Su participación en organizaciones y asociaciones no 

gubernamentales relacionadas con la vida pública y política del país, 
incluidas las actividades y la administración de los partidos políticos;

ii) La constitución de organizaciones de personas con discapacidad que 
representen a estas personas a nivel internacional, nacional, regional 
y local, y su incorporación a dichas organizaciones.

Artículo 30 
Participación en la vida cultural, las actividades 

recreativas, el esparcimiento y el deporte

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con 
discapacidad a participar, en igualdad de condiciones con las demás, en 
la vida cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar 
que las personas con discapacidad:



30

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles;
b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras 

actividades culturales en formatos accesibles;
c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o 

servicios culturales tales como teatros, museos, cines, bibliotecas y 
servicios turísticos y, en la medida de lo posible, tengan acceso a 
monumentos y lugares de importancia cultural nacional.

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad puedan desarrollar y utilizar su potencial 
creativo, artístico e intelectual, no sólo en su propio beneficio sino también 
para el enriquecimiento de la sociedad.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de 
conformidad con el derecho internacional, a fin de asegurar que las leyes 
de protección de los derechos de propiedad intelectual no constituyan una 
barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las personas con 
discapacidad a materiales culturales.

4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de 
condiciones con las demás, al reconocimiento y el apoyo de su identidad 
cultural y lingüística específica, incluidas la lengua de señas y la cultura de 
los sordos.

5. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en igualdad 
de condiciones con las demás en actividades recreativas, de esparcimiento 
y deportivas, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para:
a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible, de las 

personas con discapacidad en las actividades deportivas generales a 
todos los niveles;

b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad 
de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas 
específicas para dichas personas y de participar en dichas actividades 
y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de condiciones 
con las demás, instrucción, formación y recursos adecuados;

c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a 
instalaciones deportivas, recreativas y turísticas;

d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual 
acceso con los demás niños y niñas a la participación en actividades 
lúdicas, recreativas, de esparcimiento y deportivas, incluidas las que 
se realicen dentro del sistema escolar;

e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los 
servicios de quienes participan en la organización de actividades 
recreativas, turísticas, de esparcimiento y deportivas.
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Artículo 31
Recopilación de datos y estadísticas

1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos datos 
estadísticos y de investigación, que les permita formular y aplicar políticas, 
a fin de dar efecto a la presente Convención. En el proceso de recopilación 
y mantenimiento de esta información se deberá:
a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida la legislación 

sobre protección de datos, a fin de asegurar la confidencialidad y el 
respeto de la privacidad de las personas con discapacidad;

b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente para proteger 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como los 
principios éticos en la recopilación y el uso de estadísticas.

2. La información recopilada de conformidad con el presente artículo 
se desglosará, en su caso, y se utilizará como ayuda para evaluar el 
cumplimiento por los Estados Partes de sus obligaciones conforme a la 
presente Convención, así como para identificar y eliminar las barreras con 
que se enfrentan las personas con discapacidad en el ejercicio de sus 
derechos.

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas 
estadísticas y asegurar que sean accesibles para las personas con 
discapacidad y otras personas.

Artículo 32
Cooperación internacional

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación 
internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para 
hacer efectivos el propósito y los objetivos de la presente Convención, 
y tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este respecto, entre los 
Estados y, cuando corresponda, en asociación con las organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular 
organizaciones de personas con discapacidad. Entre esas medidas cabría 
incluir:
a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas 

de desarrollo internacionales, sea inclusiva y accesible para las 
personas con discapacidad;

b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso mediante el 
intercambio y la distribución de información, experiencias, programas 
de formación y prácticas recomendadas;

c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a conocimientos 
científicos y técnicos;
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d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y 
económica, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles 
y de asistencia y compartiendo esas tecnologías, y mediante su 
transferencia.

2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio de las 
obligaciones que incumban a cada Estado Parte en virtud de la presente 
Convención.

Artículo 33
Aplicación y seguimiento nacionales

1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo, 
designarán uno o más organismos gubernamentales encargados de 
las cuestiones relativas a la aplicación de la presente Convención y 
considerarán detenidamente la posibilidad de establecer o designar un 
mecanismo de coordinación para facilitar la adopción de medidas al 
respecto en diferentes sectores y a diferentes niveles.

2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y 
administrativos, mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, 
a nivel nacional, un marco, que constará de uno o varios mecanismos 
independientes, para promover, proteger y supervisar la aplicación de la 
presente Convención. Cuando designen o establezcan esos mecanismos, 
los Estados Partes tendrán en cuenta los principios relativos a la condición 
jurídica y el funcionamiento de las instituciones nacionales de protección y 
promoción de los derechos humanos.

3. La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las 
organizaciones que las representan, estarán integradas y participarán 
plenamente en todos los niveles del proceso de seguimiento.

Artículo 34
Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad

1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(en adelante, “el Comité”) que desempeñará las funciones que se enuncian 
a continuación.

2. El Comité constará, en el momento en que entre en vigor la presente 
Convención, de 12 expertos. Cuando la Convención obtenga otras 60 
ratificaciones o adhesiones, la composición del Comité se incrementará 
en seis miembros más, con lo que alcanzará un máximo de 18 miembros.

3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funciones a título personal 
y serán personas de gran integridad moral y reconocida competencia y 
experiencia en los temas a que se refiere la presente Convención. Se 
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invita a los Estados Partes a que, cuando designen a sus candidatos, 
tomen debidamente en consideración la disposición que se enuncia en el 
párrafo 3 del artículo 4 de la presente Convención.

4. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes, que 
tomarán en consideración una distribución geográfica equitativa, la 
representación de las diferentes formas de civilización y los principales 
ordenamientos jurídicos, una representación de género equilibrada y la 
participación de expertos con discapacidad.

5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto secreto de una lista de 
personas designadas por los Estados Partes de entre sus nacionales en 
reuniones de la Conferencia de los Estados Partes. En estas reuniones, 
en las que dos tercios de los Estados Partes constituirán quórum, las 
personas elegidas para el Comité serán las que obtengan el mayor 
número de votos y una mayoría absoluta de votos de los representantes 
de los Estados Partes presentes y votantes.

6. La elección inicial se celebrará antes de que transcurran seis meses a 
partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Por lo 
menos cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario 
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes 
invitándolos a que presenten sus candidatos en un plazo de dos meses. 
El Secretario General preparará después una lista en la que figurarán, por 
orden alfabético, todas las personas así propuestas, con indicación de los 
Estados Partes que las hayan propuesto, y la comunicará a los Estados 
Partes en la presente Convención.

7. Los miembros del Comité se elegirán por un período de cuatro años. 
Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin 
embargo, el mandato de seis de los miembros elegidos en la primera 
elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la 
primera elección, los nombres de esos seis miembros serán sacados 
a suerte por el presidente de la reunión a que se hace referencia en el 
párrafo 5 del presente artículo.

8. La elección de los otros seis miembros del Comité se hará con ocasión 
de las elecciones ordinarias, de conformidad con las disposiciones 
pertinentes del presente artículo.

9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia o declara que, por alguna otra 
causa, no puede seguir desempeñando sus funciones, el Estado Parte 
que lo propuso designará otro experto que posea las cualificaciones y 
reúna los requisitos previstos en las disposiciones pertinentes del presente 
artículo para ocupar el puesto durante el resto del mandato.

10. El Comité adoptará su propio reglamento.
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11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y 
las instalaciones que sean necesarios para el efectivo desempeño de las 
funciones del Comité con arreglo a la presente Convención y convocará 
su reunión inicial.

12. Con la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas, los 
miembros del Comité establecido en virtud de la presente Convención 
percibirán emolumentos con cargo a los recursos de las Naciones Unidas 
en los términos y condiciones que la Asamblea General decida, tomando 
en consideración la importancia de las responsabilidades del Comité.

13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas 
e inmunidades que se conceden a los expertos que realizan misiones 
para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones 
pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas.

Artículo 35
Informes presentados por los Estados Partes

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario 
General de las Naciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las medidas 
que hayan adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a la presente 
Convención y sobre los progresos realizados al respecto en el plazo de 
dos años contado a partir de la entrada en vigor de la presente Convención 
en el Estado Parte de que se trate.

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes ulteriores al 
menos cada cuatro años y en las demás ocasiones en que el Comité se lo 
solicite.

3. El Comité decidirá las directrices aplicables al contenido de los informes.

4. El Estado Parte que haya presentado un informe inicial exhaustivo al 
Comité no tendrá que repetir, en sus informes ulteriores, la información 
previamente facilitada. Se invita a los Estados Partes a que, cuando 
preparen informes para el Comité, lo hagan mediante un procedimiento 
abierto y transparente y tengan en cuenta debidamente lo dispuesto en el 
párrafo 3 del artículo 4 de la presente Convención.

5. En los informes se podrán indicar factores y dificultades que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la 
presente Convención.

Artículo 36
Consideración de los informes

1. El Comité considerará todos los informes, hará las sugerencias y las 
recomendaciones que estime oportunas respecto a ellos y se las remitirá 
al Estado Parte de que se trate. Éste podrá responder enviando al Comité 
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cualquier información que desee. El Comité podrá solicitar a los Estados 
Partes más información con respecto a la aplicación de la presente 
Convención.

2. Cuando un Estado Parte se haya demorado considerablemente en la 
presentación de un informe, el Comité podrá notificarle la necesidad de 
examinar la aplicación de la presente Convención en dicho Estado Parte, 
sobre la base de información fiable que se ponga a disposición del Comité, 
en caso de que el informe pertinente no se presente en un plazo de tres 
meses desde la notificación. El Comité invitará al Estado Parte interesado 
a participar en dicho examen. Si el Estado Parte respondiera presentando 
el informe pertinente, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 
artículo.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a 
disposición de todos los Estados Partes.

4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a sus informes en sus 
propios países y facilitarán el acceso a las sugerencias y recomendaciones 
generales sobre esos informes.

5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los organismos 
especializados, los fondos y los programas de las Naciones Unidas, 
así como a otros órganos competentes, los informes de los Estados 
Partes, a fin de atender una solicitud o una indicación de necesidad de 
asesoramiento técnico o asistencia que figure en ellos, junto con las 
observaciones y recomendaciones del Comité, si las hubiera, sobre esas 
solicitudes o indicaciones.

Artículo 37
Cooperación entre los Estados Partes y el Comité

1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayudarán a sus miembros 
a cumplir su mandato.

2. En su relación con los Estados Partes, el Comité tomará debidamente en 
consideración medios y arbitrios para mejorar la capacidad nacional de 
aplicación de la presente Convención, incluso mediante la cooperación 
internacional.

Artículo 38
Relación del Comité con otros órganos

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de 
estimular la cooperación internacional en el ámbito que abarca:

a) Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones Unidas 
tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las 
disposiciones de la presente Convención que entren dentro de su mandato. 
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El Comité podrá invitar también a los organismos especializados y a otros 
órganos competentes que considere apropiados a que proporcionen 
asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Convención en los 
ámbitos que entren dentro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá 
invitar a los organismos especializados y a otros órganos de las Naciones 
Unidas a que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en 
las esferas que entren dentro de su ámbito de actividades;

b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, con otros 
órganos pertinentes instituidos en virtud de tratados internacionales 
de derechos humanos, con miras a garantizar la coherencia de sus 
respectivas directrices de presentación de informes, sugerencias y 
recomendaciones generales y a evitar la duplicación y la superposición 
de tareas en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 39 
Informe del Comité

El Comité informará cada dos años a la Asamblea General y al Consejo 
Económico y Social sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y 
recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los informes 
y datos recibidos de los Estados Partes en la Convención. Esas sugerencias 
y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité, 
junto con los comentarios, si los hubiera, de los Estados Partes.

Artículo 40 
Conferencia de los Estados Partes

1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una Conferencia de los 
Estados Partes, a fin de considerar todo asunto relativo a la aplicación de 
la presente Convención.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de 
los Estados Partes en un plazo que no superará los seis meses contados 
a partir de la entrada en vigor de la presente Convención. Las reuniones 
ulteriores, con periodicidad bienal o cuando lo decida la Conferencia de 
los Estados Partes, serán convocadas por el Secretario General.

Artículo 41
Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente 
Convención.
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Artículo 42
Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y las 
organizaciones regionales de integración en la Sede de las Naciones Unidas, 
en Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007.

Artículo 43
Consentimiento en obligarse

La presente Convención estará sujeta a la ratificación de los Estados 
signatarios y a la confirmación oficial de las organizaciones regionales de 
integración signatarias. Estará abierta a la adhesión de cualquier Estado u 
organización regional de integración que no la haya firmado.

Artículo 44
Organizaciones regionales de integración

1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la que 
sus Estados miembros hayan transferido competencia respecto de las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Esas organizaciones 
declararán, en sus instrumentos de confirmación oficial o adhesión, 
su grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
presente Convención. Posteriormente, informarán al depositario de toda 
modificación sustancial de su grado de competencia.

2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a la presente 
Convención serán aplicables a esas organizaciones dentro de los límites 
de su competencia.

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 45 y en los 
párrafos 2 y 3 del artículo 47 de la presente Convención, no se tendrá en 
cuenta ningún instrumento depositado por una organización regional de 
integración.

4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto en la Conferencia de 
los Estados Partes, con un número de votos igual al número de sus 
Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros 
ejercen el suyo, y viceversa.
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Artículo 45
Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación 
o adhesión.

2. Para cada Estado y organización regional de integración que ratifique la 
Convención, se adhiera a ella o la confirme oficialmente una vez que haya 
sido depositado el vigésimo instrumento a sus efectos, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido 
depositado su propio instrumento.

Artículo 46
Reservas

1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito de la 
presente Convención.

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento.

Artículo 47
Enmiendas

1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente Convención 
y presentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes, 
pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia 
de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla 
a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa 
notificación, al menos un tercio de los Estados Partes se declara a favor 
de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia 
bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en 
la conferencia será sometida por el Secretario General a la Asamblea 
General de las Naciones Unidas para su aprobación y posteriormente a 
los Estados Partes para su aceptación.

2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que el número de instrumentos de aceptación depositados 
alcance los dos tercios del número de Estados Partes que había en la 
fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, la enmienda entrará 
en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel en que 
hubiera depositado su propio instrumento de aceptación. Las enmiendas 
serán vinculantes exclusivamente para los Estados Partes que las hayan 
aceptado.
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3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los Estados Partes por 
consenso, las enmiendas adoptadas y aprobadas de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo que guarden relación 
exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40 entrarán en vigor para 
todos los Estados Partes el trigésimo día a partir de aquel en que el 
número de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos 
tercios del número de Estados Partes que hubiera en la fecha de adopción 
de la enmienda.

Artículo 48
Denuncia

Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La 
denuncia tendrá efecto un año después de que el Secretario General haya 
recibido la notificación.

Artículo 49
Formato accesible

El texto de la presente Convención se difundirá en formatos accesibles.

Artículo 50
Textos auténticos

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente 
Convención serán igualmente auténticos. EN TESTIMONIO DE LO CUAL, 
los plenipotenciarios abajo firmantes, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman la presente Convención.
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Los Estados Partes en el presente Protocolo acuerdan lo siguiente:

Artículo 1

1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reconoce 
la competencia del Comité sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (“el Comité”) para recibir y considerar las comunicaciones 
presentadas por personas o grupos de personas sujetos a su jurisdicción 
que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de 
cualquiera de las disposiciones de la Convención, o en nombre de esas 
personas o grupos de personas.

2. El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado 
Parte en la Convención que no sea parte en el presente Protocolo.

Artículo 2

El Comité considerará inadmisible una comunicación cuando:

a) Sea anónima;

b) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación o sea 
incompatible con las disposiciones de la Convención;

c) Se refiera a una cuestión que ya haya sido examinada por el Comité o ya 
haya sido o esté siendo examinada de conformidad con otro procedimiento 
de investigación o arreglo internacionales;

d) No se hayan agotado todos los recursos internos disponibles, salvo que 
la tramitación de esos recursos se prolongue injustificadamente o sea 
improbable que con ellos se logre un remedio efectivo;

e) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada; o

f) Los hechos objeto de la comunicación hubieran sucedido antes de la 
fecha de entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte 
interesado, salvo que esos hechos continuasen produciéndose después 
de esa fecha.

Artículo 3

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2 del presente Protocolo, el Comité 
pondrá en conocimiento del Estado Parte, de forma confidencial, toda 
comunicación que reciba con arreglo al presente Protocolo. En un plazo de 
seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité por escrito explicaciones 
o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se indiquen las medidas 
correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas.
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Artículo 4

1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión 
sobre el fondo de ésta, el Comité podrá remitir en cualquier momento al 
Estado Parte interesado, a los fines de su examen urgente, una solicitud 
para que adopte las medidas provisionales necesarias a fin de evitar 
posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta 
violación.

2. El ejercicio por el Comité de sus facultades discrecionales en virtud 
del párrafo 1 del presente artículo, no implicará juicio alguno sobre la 
admisibilidad o sobre el fondo de la comunicación.

Artículo 5

El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que reciba 
en virtud del presente Protocolo. Tras examinar una comunicación, el Comité 
hará llegar sus sugerencias y recomendaciones, si las hubiere, al Estado Parte 
interesado y al comunicante.

Artículo 6

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves 
o sistemáticas por un Estado Parte de los derechos recogidos en la 
Convención, el Comité invitará a ese Estado Parte a colaborar en el 
examen de la información y, a esos efectos, a presentar observaciones 
sobre dicha información.

2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el 
Estado Parte interesado, así como toda información fidedigna que esté a 
su disposición, el Comité podrá encargar a uno o más de sus miembros 
que lleven a cabo una investigación y presenten, con carácter urgente, 
un informe al Comité. Cuando se justifique y con el consentimiento del 
Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territorio.

3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las 
transmitirá al Estado Parte interesado, junto con las observaciones y 
recomendaciones que estime oportunas.

4. En un plazo de seis meses después de recibir las conclusiones de la 
investigación y las observaciones y recomendaciones que le transmita el 
Comité, el Estado Parte interesado presentará sus propias observaciones 
al Comité.

5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas se 
solicitará la colaboración del Estado Parte.
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Artículo 7

1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el 
informe que ha de presentar con arreglo al artículo 35 de la Convención 
pormenores sobre cualesquiera medidas que hubiere adoptado en 
respuesta a una investigación efectuada con arreglo al artículo 6 del 
presente Protocolo.

2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del artículo 
6, el Comité podrá, si fuera necesario, invitar al Estado Parte interesado 
a que le informe sobre cualquier medida adoptada como resultado de la 
investigación.

Artículo 8

Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presente 
Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del 
Comité establecida en los artículos 6 y 7.

Artículo 9

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente 
Protocolo.

Artículo 10

El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados y las 
organizaciones regionales de integración signatarios de la Convención en la 
Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, a partir del 30 de marzo de 
2007.

Artículo 11

El presente Protocolo estará sujeto a la ratificación de los Estados signatarios 
del presente Protocolo que hayan ratificado la Convención o se hayan adherido a 
-4- ella. Estará sujeto a la confirmación oficial de las organizaciones regionales 
de integración signatarias del presente Protocolo que hayan confirmado 
oficialmente la Convención o se hayan adherido a ella. Estará abierto a la 
adhesión de cualquier Estado u organización regional de integración que haya 
ratificado la Convención, la haya confirmado oficialmente o se haya adherido a 
ella y que no haya firmado el presente Protocolo.

Artículo 12

1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la que 
sus Estados miembros hayan transferido competencia respecto de las 
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cuestiones regidas por la Convención y el presente Protocolo. Esas 
organizaciones declararán, en sus instrumentos de confirmación oficial o 
adhesión, su grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas 
por la Convención y el presente Protocolo. Posteriormente, informarán al 
depositario de toda modificación sustancial de su grado de competencia.

2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo al presente Protocolo se 
aplicarán a esas organizaciones dentro de los límites de su competencia.

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 13 y en el párrafo 
2 del artículo 15 del presente Protocolo, no se tendrá en cuenta ningún 
instrumento depositado por una organización regional de integración.

4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto en la reunión de los Estados 
Partes, con un número de votos igual al número de sus Estados miembros 
que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no 
ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 
viceversa.

Artículo 13

1. Con sujeción a la entrada en vigor de la Convención, el presente Protocolo 
entrará en vigor el trigésimo día después de que se haya depositado el 
décimo instrumento de ratificación o adhesión.

2. Para cada Estado u organización regional de integración que ratifique el 
Protocolo, lo confirme oficialmente o se adhiera a él una vez que haya sido 
depositado el décimo instrumento a sus efectos, el Protocolo entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado su 
propio instrumento.

Artículo 14

1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito del 
presente Protocolo.

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento.

Artículo 15

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda al presente Protocolo y 
presentarla al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, 
pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia 
de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla 
a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa 
notificación, al menos un tercio de los Estados Partes se declara a favor 
de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia 
bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por 
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mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en 
la conferencia será sometida por el Secretario General a la Asamblea 
General de las Naciones Unidas para su aprobación y posteriormente a 
todos los Estados Partes para su aceptación.

2. Las enmiendas adoptadas y aprobadas conforme a lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo entrarán en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que el número de instrumentos de aceptación depositados 
alcance los dos tercios del número de Estados Partes que hubiera en 
la fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, las enmiendas 
entrarán en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel 
en que hubieran depositado su propio instrumento de aceptación. Las 
enmiendas serán vinculantes exclusivamente para los Estados Partes que 
las hayan aceptado.

Artículo 16

Los Estados Partes podrán denunciar el presente Protocolo mediante 
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La 
denuncia tendrá efecto un año después de que el Secretario General haya 
recibido la notificación.

Artículo 17

El texto del presente Protocolo se difundirá en formatos accesibles.

Artículo 18

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del presente 
Protocolo serán igualmente auténticos.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios abajo firmantes, 
debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman el presente 
Protocolo.



45

OBSERVACIONES FINALES SOBRE 
EL INFORME INICIAL DEL ESTADO 

PLURINACIONAL DE BOLIVIA, APROBADO 
EL 30 DE AGOSTO DE 2016

COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD DE NACIONES UNIDAS





47

COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD DE NACIONES UNIDAS, 

OBSERVACIONES FINALES SOBRE EL INFORME 
INICIAL DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA, 

APROBADO EL 30 DE AGOSTO DE 2016.

 I. Introducción

1. El Comité examinó el informe inicial del Estado Plurinacional de Bolivia 
(CRPD/C/BOL/1), en sus sesiones 273ª y 274ª (véase CRPD/C/SR.273 
y 274), celebradas los días 17 y 18 de agosto de 2016 respectivamente. 
En su 290ª sesión, celebrada el 30 de agosto de 2016, aprobó las 
observaciones finales que figuran a continuación.

2. El Comité acoge con agrado el informe inicial del Estado parte y le 
agradece el envío de las respuestas escritas (CRPD/C/BOL/Q/1/Add.1) 
a la lista de cuestiones preparada por el Comité (CRPD/C/BOL/Q/1). El 
Comité agradece el diálogo constructivo mantenido con la delegación del 
Estado parte.

 II. Aspectos positivos

3. El Comité encomia al Estado parte por:
a) La adopción de la Ley General para Personas con Discapacidad núm. 

223 (2 de marzo de 2012) y su Decreto reglamentario;
b) La adopción de la Ley contra el Racismo y Toda Forma de 

Discriminación (8 de octubre de 2010);
c) La designación de la Defensoría del Pueblo como instancia 

responsable del monitoreo independiente del cumplimiento de la 
Convención.

4. El Comité nota con beneplácito la creación del fondo Nacional de 
Solidaridad y Equidad.

 III. Principales áreas de preocupación y recomendaciones

A. Principios generales y obligaciones (arts. 1 a 4)

5. Al Comité le preocupa que en la Constitución Política del Estado parte no 
se reconozca a las personas con discapacidad como titulares plenos de 
todos los derechos humanos, sino que se les concibe como necesitados 
de protección.
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6. El Comité recomienda al Estado parte la revisión de toda su 
legislación, incluyendo la Constitución, con el fin de aprobar leyes 
que reconozcan a las personas con discapacidad como titulares 
plenos de todos los derechos humanos.

7. Preocupa al Comité que todavía persista el uso de criterios para la 
certificación de la discapacidad que reflejan el modelo médico, sin tomar 
en cuenta las barreras a las que enfrentan ni el modelo respetuoso de 
los derechos humanos de las personas con discapacidad. Asimismo, 
preocupa que el procedimiento para la obtención del certificado de 
discapacidad sea complicado y costoso para la mayoría de las personas 
con discapacidad, sobre todo para aquellas que viven en zonas rurales y 
comunidades indígenas, lo que resulta en el enorme subregistro.

8. El Comité recomienda al Estado parte que reforme los criterios para 
la certificación de la discapacidad que reflejen el modelo social y de 
derechos humanos de la discapacidad, y que haga dicho proceso 
accesible, sencillo y gratuito a todas las personas con discapacidad.

9. El Comité señala con preocupación la falta de consultas con 
organizaciones que representan a las personas con discapacidad, 
incluyendo a las organizaciones de mujeres y niñas con discapacidad y 
las que representan los intereses de los niños. Preocupa también que no 
exista un mecanismo establecido para dichas consultas en la adopción 
de legislación y políticas y en la toma de otras decisiones relevantes para 
las personas con discapacidad. También le preocupa que no se hayan 
ocupado las nueve representaciones de sociedad civil en el Comité 
Nacional de Personas con Discapacidad.

10. El Comité recomienda al Estado parte que adopte mecanismos de 
consulta abiertos, amplios y democráticos con las organizaciones 
representativas de personas con discapacidad, incluyendo a las 
que representan a las mujeres y niñas con discapacidad y las que 
representan los intereses de los niños con discapacidad, en la 
adopción de políticas, elaboración de leyes y otras decisiones 
relevantes para ellas. Asimismo le insta a cumplir con la conformación 
del Comité Nacional de Personas con Discapacidad, fomentando la 
participación amplia y democrática de organizaciones de personas 
con discapacidad independientes y otras organizaciones de la 
sociedad civil y que consulte con las organizaciones de personas 
con discapacidad, como previsto en la Ley núm. 223.

 B. Derechos específicos (arts. 5 a 30)

Igualdad y no discriminación (art. 5)

11. Al Comité le preocupa la ineficacia de los recursos legales, reflejada en el 
escaso número de quejas presentadas por discriminación por motivos de 
discapacidad.



49

12. El Comité recomienda la creación y el fortalecimiento de un sistema 
para la presentación de quejas por discriminación por motivo de 
discapacidad que sea efectivo, sencillo, accesible y reparador 
para las personas con discapacidad que aleguen haber sido 
discriminadas, en todos los Departamentos y en todos los idiomas, 
incluyendo la lengua de señas boliviana.

13. Al Comité le preocupa que no se reconozca la denegación de ajustes 
razonables como una forma de discriminación por motivo de discapacidad, 
así como los escasos esfuerzos por reconocer y eliminar la discriminación 
múltiple e interseccional.

14. El Comité recomienda al Estado parte que reconozca la denegación 
de ajustes razonables como forma de discriminación por motivo 
de discapacidad y que adopte medidas para prevenir y eliminar la 
discriminación múltiple e interseccional. También le recomienda 
que se guíe por el artículo 5 de la Convención al implementar las 
metas 10.2 y 10.3 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Mujeres con discapacidad (art. 6)

15. Al Comité le preocupa la ausencia de mujeres y niñas con discapacidad 
de las políticas y estrategias para la igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres, particularmente su ausencia en el Plan Nacional para 
la Igualdad de Oportunidades – Mujeres Construyendo la Nueva Bolivia 
para Vivir Bien.

16. El Comité recomienda al Estado parte que revise y reforme el 
Plan Nacional para la Igualdad de Oportunidades para incorporar 
la perspectiva de las mujeres con discapacidad. Le insta a que 
revise las políticas de inclusión de personas con discapacidad y 
garantice que tengan un enfoque de género. También le recomienda 
que se guíe por el artículo 6 de la Convención y su observación 
general núm. 3 (2016) sobre mujeres y niñas con discapacidad para 
la implementación de las metas 5.1, 5.2 y 5.5 de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible.

Niños y niñas con discapacidad (art. 7)

17. Al Comité le preocupa la escasez de información acerca de niñas y niños 
con discapacidad institucionalizados, así como la ausencia de medidas 
para prevenir su abandono.

18. El Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas para 
desinstitucionalizar a niños y niñas con discapacidad, proteger sus 
derechos a vivir en un entorno familiar, ser incluidos en la comunidad 
y evitar su abandono.

Toma de conciencia (art. 8)
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19. Al Comité le preocupa que el Estado parte considere la prevención primaria 
de deficiencias como una medida de cumplimiento de la Convención. 
Asimismo le preocupan los pocos esfuerzos realizados por divulgar los 
derechos de las personas con discapacidad, y lamenta que funcionarios 
públicos se expresen de manera denigrante e irrespetuosa respecto a las 
personas con discapacidad.

20. El Comité recomienda al Estado parte que ponga en marcha 
programas de concientización acerca de los derechos de las 
personas con discapacidad, dirigidos a los que diseñan las políticas 
y demás funcionarios y servidores públicos, personal de seguridad, 
de justicia y la sociedad boliviana en general, y que fomente el pleno 
respeto de la dignidad de las personas con discapacidad.

Accesibilidad (art. 9)

21. Al Comité le preocupa la ausencia de planes para la accesibilidad con 
metas y plazos concretos. Le preocupa también que no se tome en 
cuenta la opinión de las personas con discapacidad para el diseño de 
dicha planificación, la definición de indicadores y las sanciones por su 
incumplimiento.

22. El Comité insta al Estado parte a que implemente planes de 
accesibilidad con metas y plazos medibles, así como sanciones 
por incumplimiento. También le recomienda que asigne los 
presupuestos suficientes para implementar dichos planes y 
que los mismos puedan ser monitoreados y evaluados por las 
organizaciones de personas con discapacidad. Además, el Comité 
recomienda al Estado parte que se guíe por su observación general 
núm. 2 (2014) sobre accesibilidad y por el artículo 9 de la Convención 
en la implementación de las metas 11.2 y 11.7 de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible.

Derecho a la vida (art. 10)

23. Al Comité le preocupan las informaciones de algunos casos de infanticidio 
de recién nacidos con discapacidad en las comunidades más remotas del 
Estado parte, motivados por prejuicios persistentes.

24. El Comité insta al Estado parte a que fortalezca las medidas para 
proteger a los niños con discapacidad y garantizar su derecho a 
la vida. Le recomienda que adopte medidas de concientización 
y educación para las familias de niños con discapacidad y sus 
comunidades. Recomienda también que suministre la asistencia 
necesaria para familias de niños con discapacidad con el fin de 
contar con información, servicios y apoyo generales con respecto 
a la vida en familia y a tener acceso a un nivel de vida adecuado 
respetando su dignidad.
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Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias (art. 11)

25. Preocupa al Comité que la accesibilidad y la inclusión de personas con 
discapacidad en la reducción de riesgos de desastres sea insuficiente y 
que no se cuente con protocolos de respuesta a estos.

26. El Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas para 
la inclusión de las personas con discapacidad en las estrategias 
para la adaptación al cambio climático, la reducción de riesgos de 
desastres y para la inclusión de la accesibilidad en infraestructura 
y las rutas de evacuación y la provisión de información relativa a la 
reducción de riesgos de desastres incluyendo en braille, lengua de 
señas y modos y formatos alternativos de comunicación tomando 
en cuenta el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de 
Desastres (2015-2030).

Igual reconocimiento como persona ante la ley (art. 12)

27. Preocupa al Comité que persistan en el Estado parte los regímenes que 
limitan parcial y totalmente la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, así como la inexistencia de medidas para derogar dichas 
figuras jurídicas.

28. En línea con su observación general núm. 1 (2014) sobre igual 
reconocimiento como persona ante la ley, el Comité recomienda 
al Estado parte que derogue los regímenes jurídicos que limitan 
parcial o totalmente la capacidad jurídica e implemente sistemas 
de apoyo a personas con discapacidad para que puedan ejercer 
dicha capacidad jurídica, respetando plenamente su voluntad y 
preferencias.

Acceso a la justicia (art. 13)

29. Preocupa al Comité que existan restricciones para las personas con 
discapacidad al pleno acceso a la justicia, como la imposibilidad de 
representarse a sí mismas. Particularmente, le preocupa que tales 
restricciones se impongan a aquellas personas que requieren de apoyos 
más intensos.

30. El Comité insta al Estado parte a que derogue cualquier disposición 
legal que limite el acceso a la justicia de las personas con 
discapacidad, y le recomienda que implemente sistemas de apoyo 
para las personas con discapacidad que requieran de los mismos.

31. Al Comité le preocupa que las instituciones operadoras de justicia no 
implementen ajustes de procedimiento cuando se involucra a personas 
con discapacidad en los procesos. Asimismo le preocupa que no se cuente 
con intérpretes de lengua de señas, escritura braille u otros formatos y 
modos accesibles de información y comunicación.
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32. El Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas para 
implementar los apoyos necesarios para garantizar el acceso a la 
justicia de personas con discapacidad, particularmente por medio 
de la implementación de ajustes de procedimiento y medidas 
para asegurar la accesibilidad a instalaciones, a la información y 
comunicación.

33. Al Comité le preocupa que no se brinden capacitaciones continuas 
al personal judicial acerca de los derechos de las personas con 
discapacidad, lo que resulta en la falta de toma de conciencia suficiente 
de los derechos de las personas con discapacidad y la violación de sus 
garantías procesales y otros derechos fundamentales.

34. El Comité insta al Estado parte a que establezca programas de 
capacitación continua acerca de los derechos de las personas 
con discapacidad dirigidos a personal judicial, policía, personal 
penitenciario y otros operadores de justicia. También recomienda 
al Estado parte que se guíe por el artículo 13 de la Convención para 
la implementación de la meta 16.3 de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible.

Libertad y seguridad de la persona (art. 14)

35. Al Comité le preocupa que en el Estado parte no se respeten las garantías 
del debido proceso, particularmente para personas con discapacidad 
intelectual o psicosocial. Igualmente, le preocupa que se apliquen las 
medidas de seguridad a personas señaladas de la comisión de un delito y 
quienes son declaradas inimputables por “discapacidad mental”.

36. El Comité insta al Estado parte a que asegure las garantías del 
debido proceso, incluyendo la presunción de inocencia y el derecho 
a un juicio justo, a todas las personas con discapacidad, en igualdad 
de condiciones con las demás. También le recomienda que revise 
y modifique su legislación penal para eliminar las declaratorias 
de inimputabilidad basadas en la discapacidad y las medidas de 
seguridad que son impuestas como resultado de dicha declaración.

37. Al Comité le preocupa que no se cuente con información acerca de la 
detención de personas con discapacidad en contra de su voluntad en el 
Estado parte.

38. El Comité insta al Estado parte a que prohíba la detención basada 
en la deficiencia, lleve a cabo un diagnóstico sobre personas con 
discapacidad cuyo internamiento se haya realizado por motivo de su 
discapacidad, y a la posterior adopción e implementación de un plan 
para su desinstitucionalización, que cuente con alternativas sociales 
y presupuesto suficiente y sea supervisado por una autoridad 
independiente en consultas con organizaciones de personas con 
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discapacidad. Para la implementación de estas recomendaciones el 
Comité le recomienda guiarse por las directrices sobre libertad y 
seguridad de la persona, artículo 14 de la Convención.

Protección contra la tortura (art. 15)

39. Le preocupa al Comité que el Servicio para la Prevención de la Tortura 
no cuente con el mandato para supervisar la situación de las personas 
con discapacidad que están institucionalizadas en contra de su voluntad, 
particularmente con información sobre la incidencia de actos que puedan 
ser considerados como tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes 
en contra de personas con discapacidad.

40. El Comité insta al Estado parte a que amplíe las atribuciones 
del Servicio para la Prevención de la Tortura con el fin de incluir 
la supervisión de instalaciones de reclusión de personas con 
discapacidad y a que constituya un mecanismo efectivo para la 
prevención, protección y defensa de los derechos de personas con 
discapacidad institucionalizadas.

Protección contra la explotación, la violencia y el abuso (art. 16)

41. Al Comité le preocupa que la legislación vigente para el combate de la 
violencia no reconoce las formas específicas de violencia en contra de 
personas con discapacidad. Le preocupa también:
a) La escasez de información sobre la situación de violencia en contra 

de mujeres, niñas y niños con discapacidad, incluyendo la ausencia 
de registros de hechos de violencia en contra de ellas;

b) La falta de medidas para prevenir la explotación de personas con 
discapacidad por medio de la mendicidad, así como de programas 
para el rescate y reparación de las víctimas;

c) La falta de accesibilidad en los programas e instituciones para la 
protección en contra de la violencia, la explotación y el abuso.

42. El Comité recomienda al Estado parte que modifique la legislación 
relativa a la lucha contra la violencia con la incorporación de la 
perspectiva de la discapacidad, el género y la edad. También le 
recomienda que adopte un marco de debida diligencia para combatir 
social y penalmente la explotación de personas con discapacidad a 
través de la mendicidad, así como para crear y mantener programas 
accesibles para el rescate, la reparación y la rehabilitacion integral 
de víctimas, que incluya medidas de protección social, acceso a la 
justicia con enfoque de género y edad, y apoyo psicosocial.
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Protección de la integridad personal (art. 17)

43. Preocupa al Comité que se practiquen esterilizaciones y otras 
intervenciones quirúrgicas sin el consentimiento libre e informado de 
personas con discapacidad, y con tan solo la autorización de tutor o 
representante legal, o por orden del juez.

44. El Comité insta al Estado parte a abolir la práctica de la esterilización 
de personas con discapacidad sin su consentimiento libre e 
informado y/o por decisión de una tercera persona y le recomienda 
la adopción de protocolos para regular dicho consentimiento en 
cualquier intervención de tipo quirúrgico o psiquiátrico o cualquier 
otra intervención de carácter invasivo.

45. El Comité lamenta los actos de violencia en contra de la integridad física y 
psicosocial de personas con discapacidad que ejercían su legítimo derecho 
a la manifestación pública. También preocupan las informaciones de uso 
excesivo de fuerza, intimidación y violencia física y verbal, cometidas por 
agentes de policía, que condujeron a lesiones físicas de manifestantes, 
incluyendo mujeres y niños con discapacidad.

46. El Comité insta al Estado parte a que establezca un proceso 
de investigación imparcial e independiente para determinar las 
responsabilidades en los actos de represión y el uso de la violencia 
en el contexto de las manifestaciones sociales de personas con 
discapacidad con miras a enjuiciar a los responsables así como la 
reparación física y psicosocial de quienes resultaron afectados.

Libertad de desplazamiento y nacionalidad (art. 18)

47. Preocupa al Comité que no se garantice el registro universal de todas las 
personas con discapacidad, y que en mayor proporción los recién nacidos 
con discapacidad no cuenten con un certificado de identidad y que esto 
impida su acceso a servicios básicos. Preocupa también que no se brinde 
suficiente información a las familias al respecto.

48. El Comité insta al Estado parte a que garantice que todas las personas 
con discapacidad tengan derecho a ser registradas, capacitando a 
funcionarios de las instituciones oficiales en el registro de todas 
las personas con discapacidad, particularmente en comunidades 
indígenas y en zonas remotas y rurales.

Derecho a vivir de forma independiente y a ser 
incluido en la comunidad (art. 19)

49. Al Comité le preocupa la inexistencia de servicios de apoyo disponibles 
para personas con discapacidad que les permitan ser incluidas y participar 
plenamente en la comunidad, lo que contribuye a perpetuar el modelo de 
institucionalización.
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50. El Comité insta al Estado parte a que implemente servicios de apoyo 
en la comunidad, contando con recursos humanos calificados 
y presupuestos suficientes, que permitan a las personas con 
discapacidad decidir de manera autónoma en dónde vivir y a ser 
incluidas en la comunidad.

Libertad de expresión y comunicación y 
acceso a la información (art. 21)

51. Preocupa al Comité que la lengua de señas boliviana no esté reconocida 
como lengua oficial del Estado parte, lo cual limita la libertad de expresión 
y comunicación de personas con discapacidad, particularmente en 
el acceso y las funciones en servicios públicos tales como la salud, 
educación, justicia y otros.

52. El Comité recomienda al Estado parte que expedite el reconocimiento 
de la lengua de señas boliviana como un idioma oficial, que promueva 
la certificación de intérpretes calificados de lengua de señas 
boliviana en todo el Estado parte y que aumente la disponibilidad 
de dichos intérpretes en los servicios públicos para promover la 
incorporación de la cultura e identidad lingüística de las personas 
sordas, en colaboración con las organizaciones de personas con 
discapacidad.

Respeto del hogar y la familia (art. 23)

53. Al Comité le preocupa que las personas declaradas legalmente interdictas 
no puedan ejercer su derecho a contraer matrimonio ni a fundar una 
familia.

54. El Comité insta al Estado parte a que derogue toda disposición 
legal que restrinja el derecho de las personas con discapacidad a 
contraer matrimonio libremente y sobre la base del consentimiento 
de la pareja, así como al acceso a la información para ejercer sus 
derechos sexuales y reproductivos.

Educación (art. 24)

55. Al Comité le preocupan los bajos niveles de matriculación y altos 
porcentajes de deserción escolar de personas con discapacidad, y 
que en el caso de quienes sí se encuentran matriculadas, lo hagan 
mayoritariamente en la modalidad de educación especial y segregada.

56. El Comité insta al Estado parte a que:
a) Adopte, aplique y supervise políticas de educación inclusiva y 

de calidad en todo el territorio;
b) Promueva la matriculación de todas las personas con 

discapacidad, especialmente de mujeres y niños, personas de 
comunidades indígenas y aquellas que viven en comunidades 
rurales y remotas;
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c) Garantice la formación de docentes en educación inclusiva 
a todo nivel, en lengua de señas, braille y otros formatos 
accesibles de información y comunicación;

d) Adopte una estrategia para el suministro de los ajustes 
razonables en las escuelas y otras instituciones de aprendizaje, 
ofreciendo entre otras cosas, tecnología y asistencia de apoyo 
en las aulas, accesibilidad y material de aprendizaje; y

e) Se guíe por el artículo 24 de la Convención y por su observación 
general núm. 4 (2016) sobre el derecho a la educación inclusiva 
para la implementación de las metas 4.5 y 4.8 de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible.

Salud (art. 25)

57. Al Comité le preocupa:
a) La ausencia de medidas para la inclusión de personas con 

discapacidad en los servicios de salud a todos los niveles, y en 
particular la inexistencia de protocolos, ausencia de accesibilidad en 
instalaciones y equipo, ausencia de entornos del uso de lengua de 
señas y falta de capacitación del personal de salud acerca de los 
derechos de las personas con discapacidad;

b) La persistencia de la discriminación hacia personas con discapacidad 
al negarles parcial o totalmente los servicios y tratamientos médicos;

c) La falta de políticas para la prevención secundaria del aparecimiento 
de nuevas deficiencias en personas con discapacidad o el 
agravamiento de las ya existentes;

d) El incumplimiento de la cobertura universal en salud, como prevista 
en la Ley núm. 475 de prestaciones de servicios de salud integral.

58. El Comité recomienda al Estado parte que adopte medidas con el fin 
de promover la salud y el bienestar físico y mental y que:
a) Implemente una estrategia de accesibilidad a instalaciones 

y mobiliario médico, la información y la comunicación para 
personas con discapacidad;

b) Promueva una campaña de capacitación y promoción de los 
derechos de las personas con discapacidad a profesionales y 
personal de la salud en todo el territorio nacional, que incluya 
el derecho al consentimiento libre e informado y la adopción de 
protocolos de atención, incluyendo en los servicios de salud 
sexual y reproductiva;

c) Asigne suficientes recursos humanos y materiales para hacer 
efectiva la universalización en la cobertura de servicios de 
salud, incluyendo los servicios especializados en materia de 
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discapacidad, que se enfoque en la prevención secundaria de 
la aparición de nuevas deficiencias o el agravamiento de las ya 
existentes en personas con discapacidad;

d) Se guíe por el artículo 25 de la Convención para el cumplimiento 
de las metas 3.7 y 3.8 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Habilitación y rehabilitación (art. 26)

59. Al Comité le preocupa la baja cobertura existente de servicios de 
rehabilitación para personas con discapacidad, particularmente de 
servicios integrales para la inclusión comunitaria, sobre todo en las zonas 
urbano-marginales y rurales.

60. El Comité insta al Estado parte a que adopte una estrategia de desarrollo 
inclusivo y rehabilitación con enfoque comunitario, con atención especial 
en la intervención temprana, incluyendo capacitación a los padres 
de niños con discapacidad, que cuente con asignación de recursos 
suficientes para su implementación, y la participación de personas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en su 
diseño e implementación.

Trabajo y empleo (art. 27)

61. Al Comité le preocupan la falta de implementación de las cuotas laborales y 
las altas tasas de desempleo de personas con discapacidad. Le preocupa 
también que las medidas para la promoción del empleo de personas con 
discapacidad no incluyan la capacitación continua y se enmarquen dentro 
del modelo de trabajo “especializado” y segregado. También le preocupa 
que, debido a la inamovilidad laboral de personas con discapacidad y 
sus familiares, se desincentive a empleadores a contratar personas con 
discapacidad.

62. El Comité recomienda al Estado parte que adopte una política de 
empleo de personas con discapacidad en donde se garantice el 
acceso al empleo, se promueva el trabajo en un mercado y unos 
entornos abiertos, inclusivos y accesibles, así como la equiparación 
de oportunidades y la igualdad de género, y que se suministren 
ajustes razonables para personas con discapacidad. También lo 
insta a implementar efectivamente medidas de acción afirmativa 
vinculantes para fomentar el empleo de personas con discapacidad, 
tanto en el sector público como en el privado. Además, le recomienda 
que se guíe por el artículo 27 de la Convención para la implementación 
de la meta 8.5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Nivel de vida adecuado y protección social (art. 28)

63. Al Comité le preocupa que más del 80% de las personas con discapacidad 
viva en condiciones de pobreza o pobreza extrema, y que muy pocas 
reciban el apoyo de la renta solidaria. Además, al Comité le preocupa que el 
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apoyo económico es insuficiente para garantizar un nivel de vida adecuado 
para las personas con discapacidad y para cubrir los costos adicionales de 
la discapacidad.

64. El Comité recomienda al Estado parte que tome medidas para garantizar 
un nivel de vida adecuado para las personas con discapacidad y sus 
familias, y para sufragar los costos incrementados de vida por causa 
de la discapacidad mediante, entre otros, una revisión de los apoyos 
sociales, tal como la renta solidaria, particularmente a aquellas que 
viven en condiciones de pobreza o se encuentran desempleadas 
o sin ingresos fijos, particularmente a quienes viven en las áreas 
rurales y remotas, comunidades indígenas, mujeres y personas 
mayores con discapacidad, con el propósito de ampliar la cobertura 
a todas las personas con discapacidad. También le recomienda que 
se guíe por el artículo 28 de la Convención en la implementación de 
las metas 1.3 y 1.4 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Participación en la vida política y pública (art. 29)

65. El Comité nota con preocupación que las personas que han sido 
declaradas legalmente incapaces no pueden ejercer su derecho al voto 
ni a ser elegidas en cargos de elección, y, además, que no se encuentran 
inscritas en el registro electoral.

66. El Comité insta al Estado parte a que derogue las disposiciones que 
limitan el derecho a votar por motivo de capacidad jurídica y que 
adopte las medidas legislativas necesarias para garantizar que todas 
las personas con discapacidad, especialmente con discapacidad 
intelectual o psicosocial, sean registradas en el padrón electoral 
y puedan ejercer su derecho al voto, así como presentarse como 
candidatos en cargos de elección.

Participación en la vida cultural, las actividades 
recreativas, el esparcimiento y el deporte (art. 30)

67. Al Comité le preocupa:
a) El escaso apoyo que se brinda a deportistas con discapacidad, 

en particular a los deportistas de alto rendimiento y sus escasas 
oportunidades para asistir a competiciones de carácter internacional;

b) La falta de accesibilidad a sitios histórico culturales, patrimoniales y 
turísticos;

c) Que el Estado parte no haya ratificado el Tratado de Marrakech para 
Facilitar el Acceso a las Obras Publicadas a las Personas Ciegas, con 
Discapacidad Visual o con Otras Dificultades para Acceder al Texto 
Impreso.

68. El Comité recomienda al Estado parte que:
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a) Implemente los recursos materiales y humanos para fomentar 
la práctica del deporte en personas con discapacidad en los 
niveles educativos, recreativos y de alta competitividad;

b) Adopte planes de accesibilidad, con indicadores y plazos 
concretos, en sitios de valor histórico y patrimonial, sitios 
turísticos e instalaciones donde se desarrollan actividades 
culturales y recreativas;

c) Ratifique y aplique el Tratado de Marrakech lo antes posible.

 C. Obligaciones específicas (arts. 31 a 33)

Recopilación de datos y estadísticas (art. 31)

69. Al Comité le preocupa que el Estado parte no cuente con información 
actualizada que describa cuantitativa y cualitativamente la situación de las 
personas con discapacidad y el cumplimiento de sus derechos humanos.

70. El Comité recomienda al Estado parte que recopile y actualice 
datos y estadísticas acerca de personas con discapacidad sobre 
la base del modelo de derechos humanos, desglosados por edad, 
sexo, tipo de deficiencia, barreras encontradas, pertenencia 
étnica y localización geográfica, que incluyan datos sobre tipo de 
residencia o institucionalización y casos por discriminación o por 
violencia en contra de estas personas. En el desarrollo de estos 
procesos recomienda la consulta con organizaciones de personas 
con discapacidad. Le recomienda además que se guíe por el artículo 
31 de la Convención en la implementación de la meta 17.18 de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Cooperación internacional (art. 32)

71. Al Comité le preocupa la ausencia de los derechos de personas con 
discapacidad reconocidos por la Convención en la implementación y el 
monitoreo nacionales de la Agenda 2030.

72. El Comité recomienda al Estado parte que transversalice los 
derechos de las personas con discapacidad en la implementación 
y el monitoreo de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible a nivel nacional, y que tales procesos se desarrollen en 
colaboración e involucrando estrechamente a las organizaciones de 
personas con discapacidad.

Aplicación y seguimiento nacionales (art. 33)

73. Preocupa al Comité el presupuesto incierto e insuficiente de la Defensoría 
del Pueblo como instancia responsable del monitoreo independiente del 
cumplimiento de la Convención.
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74. El Comité insta al Estado parte a que asigne los recursos suficientes 
para que la Defensoría del Pueblo pueda desempeñar efectivamente 
sus funciones en el monitoreo de la Convención y asegurar que tal 
dotación de recursos no comprometa su independencia.

75. Al Comité le preocupa que las organizaciones de personas con 
discapacidad no sean tomadas en cuenta ni participen en el Comité 
Nacional de Personas con Discapacidad ni en el desempeño de las 
funciones de la Defensoría del Pueblo.

76. El Comité recomienda al Estado parte que incluya a las organizaciones 
de personas con discapacidad a nivel nacional en los procesos 
impulsados por el Comité Nacional de Personas con Discapacidad 
para dar cumplimiento a la Convención y en el desempeño de las 
funciones de la Defensoría del Pueblo en los procesos de monitoreo 
independiente.

Cooperación y asistencia técnica

77. En virtud del artículo 37 de la Convención, el Comité ofrece orientación 
técnica al Estado parte, con base en las consultas que se formulen a los 
expertos, a través de la Secretaría. También el Estado parte podrá requerir 
asistencia técnica de los organismos especializados de las Naciones 
Unidas con oficinas en el país o la región.

 IV. Seguimiento

Difusión de la información

78. El Comité pide al Estado parte que, dentro del plazo de 12 meses a 
partir de la aprobación de las presentes observaciones finales y de 
conformidad con el artículo 35, párrafo 2, de la Convención, informe de 
las medidas adoptadas para aplicar las recomendaciones del Comité 
que figuran supra en los párrafos 18 (sobre la desinstitucionalización 
de los niños y niñas con discapacidad) y 48 (sobre el derecho de todas 
las personas con discapacidad a ser registradas).

79. El Comité pide al Estado parte que aplique las recomendaciones que 
figuran en las presentes observaciones finales, y le recomienda que 
transmita estas observaciones, para su examen y la adopción de 
medidas al respecto, a los miembros del Gobierno y del Parlamento, 
los funcionarios de los ministerios competentes, los miembros del 
poder judicial y de los grupos profesionales pertinentes (como los 
profesionales de la educación, de la medicina y del derecho), las 
autoridades locales y los medios de comunicación, utilizando para 
ello estrategias de comunicación social modernas.
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80. El Comité pide encarecidamente al Estado parte que haga partícipes 
a las organizaciones de la sociedad civil, en particular a las 
organizaciones de personas con discapacidad, en la preparación de 
sus informes periódicos.

81. El Comité pide al Estado parte que difunda ampliamente las presentes 
observaciones finales, en particular entre las organizaciones 
no gubernamentales y las organizaciones que representan a las 
personas con discapacidad, así como entre las propias personas 
con discapacidad y sus familiares, en las lenguas nacionales y 
minoritarias, incluida la lengua de señas, y en formatos accesibles, 
y que las publique en el sitio web del Gobierno dedicado a los 
derechos humanos.

Próximo informe periódico

82. El Comité pide al Estado parte que presente sus informes segundo, 
tercero y cuarto combinados a más tardar el 16 de diciembre de 
2023 y que incluya en ellos información sobre la aplicación de las 
presentes observaciones finales. Asimismo, invita al Estado parte 
a que considere la posibilidad de presentar dichos informes de 
conformidad con el procedimiento simplificado de presentación de 
informes, con arreglo al cual el Comité elabora una lista de cuestiones 
al menos un año antes de la fecha prevista para la presentación 
de los informes combinados del Estado parte. Las respuestas del 
Estado a esta lista de cuestiones constituirán su siguiente informe.





63

OBSERVACIONES GENERALES
COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 

CON DISCPACIDAD DE NACIONES UNIDAD





65

OBSERVACIONES GENERALES DEL COMITÉ 
SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD DE NACIONES UNIDAS

Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad

Observación general Nº 1 (2014) Artículo 12: Igual 
reconocimiento como persona ante la ley

Distr. General: 19 de mayo de 2014
Comité sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad

11º período de sesiones, de 31 de 
marzo a 11 de abril de 2014.

I. Introducción

1. La igualdad ante la ley es un principio básico general de la protección de los 
derechos humanos y es indispensable para el ejercicio de otros derechos 
humanos. La Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos garantizan específicamente 
el derecho a la igualdad ante la ley. En el artículo 12 de la Convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad se describe en 
mayor profundidad el contenido de ese derecho civil, centrándose en las 
esferas en que tradicionalmente se les ha denegado a las personas con 
discapacidad. En el artículo 12 no se establecen derechos adicionales 
para las personas con discapacidad; simplemente se describen los 
elementos específicos que los Estados partes deben tener en cuenta para 
garantizar a las personas con discapacidad el derecho a la igualdad ante 
la ley, en igualdad de condiciones con las demás.

2. Habida cuenta de la importancia de este artículo, el Comité facilitó 
la celebración de foros interactivos para discutir sobre la capacidad 
jurídica. Basándose en los intercambios sumamente provechosos sobre 
las disposiciones del artículo 12 en que participaron expertos, Estados 
partes, organizaciones de personas con discapacidad, organizaciones 
no gubernamentales, órganos encargados de vigilar la aplicación de 
tratados, instituciones nacionales de derechos humanos y organismos de 
las Naciones Unidas, el Comité consideró imperativo ofrecer orientaciones 
adicionales en una observación general.
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3. Sobre la base de los informes iniciales de distintos Estados partes que ha 
examinado hasta la fecha, el Comité observa que hay un malentendido 
general acerca del alcance exacto de las obligaciones de los Estados 
partes en virtud del artículo 12 de la Convención. Ciertamente, no se ha 
comprendido en general que el modelo de la discapacidad basado en 
los derechos humanos implica pasar del paradigma de la adopción de 
decisiones sustitutiva a otro que se base en el apoyo para tomarlas. El 
objetivo de la presente observación general es analizar las obligaciones 
generales que se derivan de los diversos componentes del artículo 12.

4. La presente observación general refleja una interpretación del artículo 12 
que se funda en los principios generales de la Convención expuestos en 
el artículo 3, a saber, el respeto de la dignidad inherente, la autonomía 
individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la 
independencia de las personas; la no discriminación; la participación e 
inclusión plenas y efectivas en la sociedad; el respeto por la diferencia y la 
aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad 
y la condición humanas; la igualdad de oportunidades; la accesibilidad; 
la igualdad entre el hombre y la mujer; y el respeto a la evolución de las 
facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a 
preservar su identidad.

5. La Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y la Convención sobre los derechos 
de las personas con discapacidad especifican que el derecho al igual 
reconocimiento como persona ante la ley es operativo “en todas partes”. 
En otras palabras, con arreglo al derecho internacional de los derechos 
humanos no hay ninguna circunstancia que permita privar a una persona 
del derecho al reconocimiento como tal ante la ley, o que permita limitar 
ese derecho. Esto se ve reforzado por el artículo 4, párrafo 2, del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que establece que no es 
posible suspender ese derecho ni siquiera en situaciones excepcionales. 
Aunque en la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad no se especifica una prohibición equivalente de suspender 
el derecho al igual reconocimiento como persona ante la ley, la disposición 
del Pacto Internacional ofrece esa protección en virtud del artículo 4, 
párrafo 4, de la Convención, en el que se establece que las disposiciones 
de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
no derogan las normas de derecho internacional en vigor.

6. El derecho a la igualdad ante la ley se refleja también en otros tratados 
internacionales y regionales fundamentales de derechos humanos. El 
artículo 15 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer garantiza la igualdad de la mujer ante la 
ley y exige que se reconozca a la mujer una capacidad jurídica idéntica 
a la del hombre, en particular para firmar contratos, administrar bienes y 
ejercer sus derechos en el sistema de justicia. El artículo 3 de la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos establece el derecho de 
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toda persona a la igualdad ante la ley y a gozar de igual protección de la 
ley. El artículo 3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
consagra el derecho a la personalidad jurídica y el derecho de toda 
persona a ser reconocida como tal ante la ley.

7. Los Estados partes deben examinar de manera holística todas las esferas 
de la legislación para asegurarse de que el derecho a la capacidad jurídica 
de las personas con discapacidad no esté limitado de modo distinto al de 
las demás personas. Históricamente, las personas con discapacidad se 
han visto privadas en muchas esferas, de manera discriminatoria, de su 
derecho a la capacidad jurídica, en virtud de regímenes basados en la 
sustitución en la adopción de decisiones, como la tutela, la curaduría y 
las leyes sobre la salud mental que permiten el tratamiento forzoso. Esas 
prácticas deben ser abolidas, a fin de que las personas con discapacidad 
recobren la plena capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las 
demás.

8. El artículo 12 de la Convención afirma que todas las personas con 
discapacidad tienen plena capacidad jurídica. Esa capacidad ha sido 
negada de forma discriminatoria a muchos grupos a lo largo de la 
historia, como las mujeres (sobre todo al contraer matrimonio) y las 
minorías étnicas. Sin embargo, las personas con discapacidad siguen 
siendo el grupo al que más comúnmente se le niega la capacidad 
jurídica en los ordenamientos jurídicos de todo el mundo. El derecho al 
igual reconocimiento como persona ante la ley entraña que la capacidad 
jurídica es un atributo universal inherente a todas las personas en razón 
de su condición humana y debe mantenerse para las personas con 
discapacidad en igualdad de condiciones con las demás. La capacidad 
jurídica es indispensable para el ejercicio de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, y adquiere una importancia especial 
para las personas con discapacidad cuando tienen que tomar decisiones 
fundamentales con respecto a su salud, su educación y su trabajo. En 
muchos casos, la negación de la capacidad jurídica a las personas 
con discapacidad ha hecho que se vean privadas de muchos derechos 
fundamentales, como el derecho de voto, el derecho a casarse y fundar 
una familia, los derechos reproductivos, la patria potestad, el derecho 
a otorgar su consentimiento para las relaciones íntimas y el tratamiento 
médico y el derecho a la libertad.

9. Todas las personas con discapacidad, incluidas las que tienen deficiencias 
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, pueden verse afectadas 
por la negación de la capacidad jurídica y la sustitución en la adopción 
de decisiones. No obstante, los regímenes basados en la adopción de 
decisiones sustitutiva y la negación de la capacidad jurídica han afectado 
y siguen afectando de manera desproporcionada a las personas con 
discapacidad cognitiva o psicosocial. El Comité reafirma que el hecho de 
que una persona tenga una discapacidad o una deficiencia (incluidas las 
deficiencias físicas o sensoriales) no debe ser nunca motivo para negarle 
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la capacidad jurídica ni ninguno de los derechos establecidos en el artículo 
12. Todas las prácticas cuyo propósito o efecto sea violar el artículo 12 
deben ser abolidas, a fin de que las personas con discapacidad recobren 
la plena capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás.

10. La presente Observación general se centra principalmente en el 
contenido normativo del artículo 12 y en las obligaciones que de él se 
derivan para los Estados. El Comité seguirá trabajando en esta esfera 
para ofrecer nuevas orientaciones fundamentales sobre los derechos y 
obligaciones que dimanan del artículo 12 en las observaciones finales, las 
observaciones generales y otros documentos que elabore en el futuro.

II. Contenido normativo del artículo 12

Artículo 12, párrafo 1

11. En el artículo 12, párrafo 1, se reafirma que las personas con discapacidad 
tienen derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. Esto 
garantiza que todo ser humano sea respetado como una persona titular 
de personalidad jurídica, lo que es un requisito indispensable para que se 
reconozca la capacidad jurídica de la persona.

Artículo 12, párrafo 2

12. En el artículo 12, párrafo 2, se reconoce que las personas con discapacidad 
tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en 
todos los aspectos de la vida. La capacidad jurídica incluye la capacidad 
de ser titular de derechos y la de actuar en derecho. La capacidad jurídica 
de ser titular de derechos concede a la persona la protección plena de sus 
derechos por el ordenamiento jurídico. La capacidad jurídica de actuar 
en derecho reconoce a esa persona como actor facultado para realizar 
transacciones y para crear relaciones jurídicas, modificarlas o ponerles 
fin. El derecho al reconocimiento como actor jurídico está establecido en el 
artículo 12, párrafo 5, de la Convención, en el que se expone la obligación 
de los Estados partes de tomar “todas las medidas que sean pertinentes 
y efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, 
en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar 
bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en 
igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y [velar] por que las personas con 
discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria”.

13. La capacidad jurídica y la capacidad mental son conceptos distintos. La 
capacidad jurídica es la capacidad de ser titular de derechos y obligaciones 
(capacidad legal) y de ejercer esos derechos y obligaciones (legitimación 
para actuar). Es la clave para acceder a una participación verdadera en 
la sociedad. La capacidad mental se refiere a la aptitud de una persona 
para adoptar decisiones, que naturalmente varía de una persona a otra y 
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puede ser diferente para una persona determinada en función de muchos 
factores, entre ellos factores ambientales y sociales. En instrumentos 
jurídicos tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(art. 6), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 16) y 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (art. 15) no se especifica la distinción entre capacidad 
mental y capacidad jurídica. El artículo 12 de la Convención sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, en cambio, deja en claro que 
el “desequilibrio mental” y otras denominaciones discriminatorias no son 
razones legítimas para denegar la capacidad jurídica (ni la capacidad legal 
ni la legitimación para actuar). En virtud del artículo 12 de la Convención, 
los déficits en la capacidad mental, ya sean supuestos o reales, no deben 
utilizarse como justificación para negar la capacidad jurídica.

14. La capacidad jurídica es un derecho inherente reconocido a todas las 
personas, incluidas las personas con discapacidad. Como se señaló 
anteriormente, tiene dos facetas. La primera es la capacidad legal de 
ser titular de derechos y de ser reconocido como persona jurídica ante 
la ley. Ello puede incluir, por ejemplo, el hecho de tener una partida de 
nacimiento, de poder buscar asistencia médica, de estar inscrito en el 
registro electoral o de poder solicitar un pasaporte. La segunda es la 
legitimación para actuar con respecto a esos derechos y el reconocimiento 
de esas acciones por la ley. Este es el componente que frecuentemente 
se deniega o reduce en el caso de las personas con discapacidad. Por 
ejemplo, las leyes pueden permitir que las personas con discapacidad 
posean bienes, pero no siempre respetan las medidas que adopten para 
comprarlos o venderlos. La capacidad jurídica significa que todas las 
personas, incluidas las personas con discapacidad, tienen la capacidad 
legal y la legitimación para actuar simplemente en virtud de su condición 
de ser humano. Por consiguiente, para que se cumpla el derecho a la 
capacidad jurídica deben reconocerse las dos facetas de esta; esas 
dos facetas no pueden separarse. El concepto de capacidad mental 
es, de por sí, muy controvertido. La capacidad mental no es, como se 
presenta comúnmente, un fenómeno objetivo, científico y natural, sino que 
depende de los contextos sociales y políticos, al igual que las disciplinas, 
profesiones y prácticas que desempeñan un papel predominante en su 
evaluación.

15. En la mayoría de los informes de los Estados partes que el Comité ha 
examinado hasta la fecha se mezclan los conceptos de capacidad mental 
y capacidad jurídica, de modo que, cuando se considera que una persona 
tiene una aptitud deficiente para adoptar decisiones, a menudo a causa 
de una discapacidad cognitiva o psicosocial, se le retira en consecuencia 
su capacidad jurídica para adoptar una decisión concreta. Esto se decide 
simplemente en función del diagnóstico de una deficiencia (criterio 
basado en la condición), o cuando la persona adopta una decisión que 
tiene consecuencias que se consideran negativas (criterio basado en 
los resultados), o cuando se considera que la aptitud de la persona para 
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adoptar decisiones es deficiente (criterio funcional). El criterio funcional 
supone evaluar la capacidad mental y denegar la capacidad jurídica si 
la evaluación lo justifica. A menudo se basa en si la persona puede o 
no entender la naturaleza y las consecuencias de una decisión y/o en 
si puede utilizar o sopesar la información pertinente. Este criterio es 
incorrecto por dos motivos principales: a) porque se aplica en forma 
discriminatoria a las personas con discapacidad; y b) porque presupone 
que se pueda evaluar con exactitud el funcionamiento interno de la 
mente humana y, cuando la persona no supera la evaluación, le niega un 
derecho humano fundamental, el derecho al igual reconocimiento como 
persona ante la ley. En todos esos criterios, la discapacidad de la persona 
o su aptitud para adoptar decisiones se consideran motivos legítimos para 
negarle la capacidad jurídica y rebajar su condición como persona ante 
la ley. El artículo 12 no permite negar la capacidad jurídica de ese modo 
discriminatorio, sino que exige que se proporcione apoyo en su ejercicio.

Artículo 12, párrafo 3

16. En el artículo 12, párrafo 3, se reconoce que los Estados partes tienen 
la obligación de proporcionar a las personas con discapacidad acceso 
al apoyo que sea preciso para el ejercicio de su capacidad jurídica. Los 
Estados partes no deben negar a las personas con discapacidad su 
capacidad jurídica, sino que deben proporcionarles acceso al apoyo que 
necesiten para tomar decisiones que tengan efectos jurídicos.

17. El apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica debe respetar los 
derechos, la voluntad y las preferencias de las personas con discapacidad 
y nunca debe consistir en decidir por ellas. En el artículo 12, párrafo 3, no 
se especifica cómo debe ser el apoyo. “Apoyo” es un término amplio que 
engloba arreglos oficiales y oficiosos, de distintos tipos e intensidades. 
Por ejemplo, las personas con discapacidad pueden escoger a una o 
más personas de apoyo en las que confíen para que les ayuden a ejercer 
su capacidad jurídica respecto de determinados tipos de decisiones, o 
pueden recurrir a otras formas de apoyo, como el apoyo entre pares, 
la defensa de sus intereses (incluido el apoyo para la defensa de los 
intereses propios) o la asistencia para comunicarse. El apoyo a las 
personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica puede 
incluir medidas relacionadas con el diseño universal y la accesibilidad —
por ejemplo, la exigencia de que las entidades privadas y públicas, como 
los bancos y las instituciones financieras, proporcionen información en un 
formato que sea comprensible u ofrezcan interpretación profesional en la 
lengua de señas—, a fin de que las personas con discapacidad puedan 
realizar los actos jurídicos necesarios para abrir una cuenta bancaria, 
celebrar contratos o llevar a cabo otras transacciones sociales. El apoyo 
también puede consistir en la elaboración y el reconocimiento de métodos 
de comunicación distintos y no convencionales, especialmente para 
quienes utilizan formas de comunicación no verbales para expresar su 
voluntad y sus preferencias. Para muchas personas con discapacidad, 
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la posibilidad de planificar anticipadamente es una forma importante de 
apoyo por la que pueden expresar su voluntad y sus preferencias, que 
deben respetarse si llegan a encontrarse en la imposibilidad de comunicar 
sus deseos a los demás. Todas las personas con discapacidad tienen el 
derecho de planificar anticipadamente, y se les debe dar la oportunidad 
de hacerlo en condiciones de igualdad con las demás. Los Estados 
partes pueden ofrecer diversas formas de mecanismos de planificación 
anticipada para tener en cuenta las distintas preferencias, pero todas las 
opciones deben estar exentas de discriminación. Debe prestarse apoyo a 
la persona que así lo desee para llevar a cabo un proceso de planificación 
anticipada. El momento en que una directiva dada por anticipado entra en 
vigor (y deja de tener efecto) debe ser decidido por la persona e indicado 
en el texto de la directiva; no debe basarse en una evaluación de que la 
persona carece de capacidad mental.

18. El tipo y la intensidad del apoyo que se ha de prestar variará notablemente 
de una persona a otra debido a la diversidad de las personas con 
discapacidad. Esto es acorde con lo dispuesto en el artículo 3 d), en el 
que se mencionan, entre los principios generales de la Convención, “el 
respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad 
como parte de la diversidad y la condición humanas”. En todo momento, 
incluso en situaciones de crisis, deben respetarse la autonomía individual 
y la capacidad de las personas con discapacidad de adoptar decisiones.

19. Algunas personas con discapacidad solo buscan que se les reconozca su 
derecho a la capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 12, párrafo 2, de la Convención, y 
pueden no desear ejercer su derecho a recibir el apoyo previsto en el 
artículo 12, párrafo 3.

Artículo 12, párrafo 4

20. En el artículo 12, párrafo 4, se describen las salvaguardias con que debe 
contar un sistema de apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica. El 
artículo 12, párrafo 4, debe interpretarse en conjunción con el resto del 
artículo 12 y con toda la Convención. En este párrafo se exige a los Estados 
partes que creen salvaguardias adecuadas y efectivas para el ejercicio de 
la capacidad jurídica. El objetivo principal de esas salvaguardias debe ser 
garantizar el respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias de la 
persona. Para lograrlo, las salvaguardias deben proporcionar protección 
contra los abusos, en igualdad de condiciones con las demás personas.

21. Cuando, pese a haberse hecho un esfuerzo considerable, no sea posible 
determinar la voluntad y las preferencias de una persona, la determinación 
del “interés superior” debe ser sustituida por la “mejor interpretación 
posible de la voluntad y las preferencias”. Ello respeta los derechos, la 
voluntad y las preferencias de la persona, de conformidad con el artículo 
12, párrafo 4. El principio del “interés superior” no es una salvaguardia que 
cumpla con el artículo 12 en relación con los adultos. El paradigma de “la 
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voluntad y las preferencias” debe reemplazar al del “interés superior” para 
que las personas con discapacidad disfruten del derecho a la capacidad 
jurídica en condiciones de igualdad con los demás.

22. Aunque todas las personas pueden ser objeto de “influencia indebida”, este 
riesgo puede verse exacerbado en el caso de aquellas que dependen del 
apoyo de otros para adoptar decisiones. Se considera que hay influencia 
indebida cuando la calidad de la interacción entre la persona que presta el 
apoyo y la que lo recibe presenta señales de miedo, agresión, amenaza, 
engaño o manipulación. Las salvaguardias para el ejercicio de la 
capacidad jurídica deben incluir la protección contra la influencia indebida; 
sin embargo, la protección debe respetar los derechos, la voluntad y las 
preferencias de la persona, incluido el derecho a asumir riesgos y a 
cometer errores. Artículo 12, párrafo 5

23. El artículo 12, párrafo 5, obliga a los Estados partes a adoptar medidas, 
con inclusión de medidas legislativas, administrativas y judiciales y 
otras medidas prácticas, para garantizar los derechos de las personas 
con discapacidad en lo que respecta a las cuestiones financieras y 
económicas, en igualdad de condiciones con las demás. Tradicionalmente 
se ha negado a las personas con discapacidad el acceso a las finanzas 
y la propiedad sobre la base del modelo médico de la discapacidad. Este 
criterio de negar a las personas con discapacidad la capacidad jurídica 
para las cuestiones financieras debe sustituirse por el apoyo para ejercer 
la capacidad jurídica, de acuerdo con el artículo 12, párrafo 3. De la misma 
manera que no se puede utilizar el género como base para discriminar 
en las esferas de las finanzas y la propiedad1, tampoco se puede usar la 
discapacidad.

III. Obligaciones de los Estados partes

24. Los Estados partes tienen la obligación de respetar, proteger y hacer 
realidad el derecho de todas las personas con discapacidad al igual 
reconocimiento como persona ante la ley. A este respecto, los Estados 
partes deben abstenerse de cualquier actuación que prive a las personas 
con discapacidad del derecho al igual reconocimiento como persona 
ante la ley. Los Estados partes deben adoptar medidas para impedir que 
agentes no estatales y particulares interfieran en la capacidad de las 
personas con discapacidad de hacer efectivos sus derechos humanos, 
incluido el derecho a la capacidad jurídica, y de disfrutarlos. Uno de los 
objetivos del apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica es fomentar 
la confianza y las aptitudes de las personas con discapacidad de modo 
que puedan ejercer su capacidad jurídica con menos apoyo en el futuro, 
si así lo desean. Los Estados partes tienen la obligación de impartir 

1  Véase la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, art. 
13 b).
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capacitación a las personas que reciben apoyo para que puedan decidir 
cuándo necesitan menos apoyo o cuándo ya no lo necesitan en el ejercicio 
de su capacidad jurídica.

25. Para reconocer plenamente la “capacidad jurídica universal”, en virtud de 
la cual todas las personas, con independencia de su discapacidad o de su 
aptitud para adoptar decisiones, poseen una capacidad jurídica inherente, 
los Estados partes deben dejar de negar la capacidad jurídica cuando el 
propósito o efecto de esa negación sea una discriminación por motivos de 
discapacidad2.

26. En sus observaciones finales sobre los informes iniciales de los Estados 
partes, en relación con el artículo 12, el Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad ha declarado en repetidas ocasiones que los 
Estados partes deben “examinar las leyes que regulan la guarda y la tutela 
y tomar medidas para elaborar leyes y políticas por las que se reemplacen 
los regímenes basados en la sustitución en la adopción de decisiones por 
un apoyo para la adopción de decisiones que respete la autonomía, la 
voluntad y las preferencias de la persona”.

27. Los regímenes basados en la sustitución en la adopción de decisiones 
pueden revestir muchas formas diferentes, entre ellas la tutela plena, la 
interdicción judicial y la tutela parcial. Sin embargo, todos esos regímenes 
tienen ciertas características en común: pueden describirse como sistemas 
en los que: i) se despoja a la persona de la capacidad jurídica, aunque 
sea con respecto a una única decisión; ii) puede nombrar al sustituto que 
tomará las decisiones alguien que no sea la persona concernida y ese 
nombramiento puede hacerse en contra de su voluntad; y iii) toda decisión 
adoptada por el sustituto en la adopción de decisiones se basa en lo que 
se considera el “interés superior” objetivo de la persona concernida, en 
lugar de basarse en su propia voluntad y sus preferencias.

28. La obligación de los Estados partes de reemplazar los regímenes basados 
en la adopción de decisiones sustitutiva por otros que se basen en el 
apoyo a la adopción de decisiones exige que se supriman los primeros 
y se elaboren alternativas para los segundos. Crear sistemas de apoyo 
a la adopción de decisiones manteniendo paralelamente los regímenes 
basados en la adopción de decisiones sustitutiva no basta para cumplir 
con lo dispuesto en el artículo 12 de la Convención.

29. Un régimen de apoyo para la adopción de decisiones comprende diversas 
opciones de apoyo que dan primacía a la voluntad y las preferencias de 
la persona y respetan las normas de derechos humanos. El régimen debe 
proteger todos los derechos, incluidos los que se refieren a la autonomía 
(derecho a la capacidad jurídica, derecho al igual reconocimiento como 
persona ante la ley, derecho a elegir dónde vivir, etc.) y los relativos a la 
protección contra el abuso y el maltrato (derecho a la vida, derecho a la 

2  Véase la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, art. 2, en conjunción con el 
art. 5.
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integridad física, etc.). Además, los sistemas de apoyo para la adopción 
de decisiones no deben regular en exceso la vida de las personas con 
discapacidad. Aunque esos regímenes pueden adoptar muchas formas, 
todos deben incluir determinadas disposiciones esenciales para asegurar 
el cumplimiento del artículo 12 de la Convención, entre ellas las siguientes:
a) El apoyo para la adopción de decisiones debe estar disponible para 

todos. El grado de apoyo que necesite una persona, especialmente 
cuando es elevado, no debe ser un obstáculo para obtener apoyo en 
la adopción de decisiones.

b) Todas las formas de apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica, 
incluidas las formas más intensas, deben estar basadas en la voluntad 
y las preferencias de la persona, no en lo que se suponga que es su 
interés superior objetivo.

c) El modo de comunicación de una persona no debe ser un obstáculo 
para obtener apoyo en la adopción de decisiones, incluso cuando esa 
comunicación sea no convencional o cuando sea comprendida por 
muy pocas personas.

d) La persona o las personas encargadas del apoyo que haya 
escogido oficialmente la persona concernida deben disponer de un 
reconocimiento jurídico accesible, y los Estados tienen la obligación 
de facilitar la creación de apoyo, especialmente para las personas 
que estén aisladas y tal vez no tengan acceso a los apoyos que 
se dan de forma natural en las comunidades. Esto debe incluir un 
mecanismo para que los terceros comprueben la identidad de la 
persona encargada del apoyo, así como un mecanismo para que los 
terceros impugnen la decisión de la persona encargada del apoyo 
si creen que no está actuando en consonancia con la voluntad y las 
preferencias de la persona concernida.

e) A fin de cumplir con la prescripción enunciada en el artículo 12, 
párrafo 3, de la Convención de que los Estados partes deben adoptar 
medidas para “proporcionar acceso” al apoyo necesario, los Estados 
partes deben velar por que las personas con discapacidad puedan 
obtener ese apoyo a un costo simbólico o gratuitamente y por que 
la falta de recursos financieros no sea un obstáculo para acceder al 
apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica.

f) El apoyo en la adopción de decisiones no debe utilizarse como 
justificación para limitar otros derechos fundamentales de las 
personas con discapacidad, especialmente el derecho de voto, el 
derecho a contraer matrimonio, o a establecer una unión civil, y a 
fundar una familia, los derechos reproductivos, la patria potestad, el 
derecho a otorgar su consentimiento para las relaciones íntimas y el 
tratamiento médico y el derecho a la libertad.

g) La persona debe tener derecho a rechazar el apoyo y a poner fin a la 
relación de apoyo o cambiarla en cualquier momento.
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h) Deben establecerse salvaguardias para todos los procesos 
relacionados con la capacidad jurídica y el apoyo en el ejercicio de la 
capacidad jurídica. El objetivo de las salvaguardias es garantizar que 
se respeten la voluntad y las preferencias de la persona.

i) La prestación de apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica no 
debe depender de una evaluación de la capacidad mental; para ese 
apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica se requieren indicadores 
nuevos y no discriminatorios de las necesidades de apoyo.

30. El derecho a la igualdad ante la ley se reconoce desde hace mucho tiempo 
como un derecho civil y político, con raíces en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos. Los derechos civiles y políticos nacen 
en el momento de la ratificación, y los Estados partes deben adoptar 
medidas para hacerlos efectivos de inmediato. Como tales, los derechos 
establecidos en el artículo 12 se aplican desde el momento de la ratificación 
y deben hacerse efectivos inmediatamente. La obligación del Estado, 
establecida en el artículo 12, párrafo 3, de proporcionar acceso al apoyo 
necesario en el ejercicio de la capacidad jurídica es una obligación para 
dar efectividad al derecho civil y político de gozar de igual reconocimiento 
como persona ante la ley. La “efectividad progresiva” (art. 4, párr. 2) no 
se aplica a las disposiciones del artículo 12. Tras la ratificación de la 
Convención, los Estados partes deben comenzar inmediatamente a 
adoptar medidas para hacer realidad los derechos consagrados en el 
artículo 12. Esas medidas deben ser deliberadas, estar bien planificadas e 
incluir la consulta y la participación real de las personas con discapacidad 
y de sus organizaciones.

IV. Relación con otras disposiciones de la Convención

31. El reconocimiento de la capacidad jurídica está vinculado de manera 
indisoluble con el disfrute de muchos otros derechos humanos establecidos 
en la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, 
entre ellos los siguientes: el derecho al acceso a la justicia (art. 13); el 
derecho a no ser internado contra su voluntad en una institución de salud 
mental y a no ser obligado a someterse a un tratamiento de salud mental 
(art. 14); el derecho al respeto de la integridad física y mental (art. 17); el 
derecho a la libertad de desplazamiento y a la nacionalidad (art. 18); el 
derecho a elegir dónde y con quién vivir (art. 19); el derecho a la libertad 
de expresión (art. 21); el derecho a casarse y fundar una familia (art. 23); 
el derecho a dar su consentimiento para el tratamiento médico (art. 25); 
y el derecho a votar y a presentarse como candidato en las elecciones 
(art. 29). El no reconocimiento de la personalidad jurídica de la persona 
compromete notablemente su capacidad de reivindicar, ejercer y hacer 
cumplir esos derechos y muchos otros derechos establecidos en la 
Convención.
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Artículo 5: Igualdad y no discriminación

32. Para lograr el igual reconocimiento como persona ante la ley, no debe 
negarse la capacidad jurídica de modo discriminatorio. El artículo 5 de la 
Convención garantiza la igualdad de todas las personas ante la ley y en 
virtud de ella y el derecho a igual protección legal, y prohíbe expresamente 
toda discriminación por motivos de discapacidad. La discriminación por 
motivos de discapacidad se define en el artículo 2 de la Convención como 
“cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad 
que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales”. La negación de la 
capacidad jurídica con el propósito o el efecto de obstaculizar el derecho 
de las personas con discapacidad al igual reconocimiento como persona 
ante la ley es una violación de los artículos 5 y 12 de la Convención. 
Los Estados pueden limitar la capacidad jurídica de una persona en 
determinadas circunstancias, como la quiebra o una condena penal. Sin 
embargo, el derecho al igual reconocimiento como persona ante la ley y a 
no sufrir discriminación exige que cuando el Estado niegue la capacidad 
jurídica, lo haga aplicando los mismos motivos a todas las personas. La 
negación de la capacidad jurídica no debe basarse en un rasgo personal 
como el género, la raza o la discapacidad, ni tener el propósito o el efecto 
de tratar a esas personas de manera diferente.

33. La no discriminación en el reconocimiento de la capacidad jurídica 
restablece la autonomía y respeta la dignidad humana de la persona, 
en consonancia con los principios consagrados en el artículo 3 a) de 
la Convención. La libertad de tomar las propias decisiones exige casi 
siempre el goce de capacidad jurídica. La independencia y la autonomía 
incluyen la facultad de lograr que se respeten jurídicamente las propias 
decisiones. La necesidad de apoyo y de ajustes razonables para adoptar 
decisiones no se utilizará para poner en duda la capacidad jurídica de la 
persona. El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con 
discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas (art. 3 
d)) son incompatibles con una concesión de la capacidad jurídica basada 
en la asimilación.

34. La no discriminación incluye el derecho a obtener ajustes razonables en 
el ejercicio de la capacidad jurídica (art. 5, párr. 3). Los ajustes razonables 
se definen en el artículo 2 de la Convención como “las modificaciones 
y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, 
para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales”. El derecho a obtener ajustes razonables en el 
ejercicio de la capacidad jurídica es independiente, y complementario, del 
derecho a recibir apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica. Los Estados 
partes están obligados a efectuar las modificaciones o adaptaciones 
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necesarias para que las personas con discapacidad puedan ejercer su 
capacidad jurídica, salvo cuando impongan una carga desproporcionada 
o indebida. Esas modificaciones o adaptaciones pueden incluir, entre otras 
cosas, el acceso a los edificios esenciales, como los tribunales, bancos, 
oficinas de prestaciones sociales y lugares de votación; información 
accesible sobre las decisiones que tengan efectos jurídicos; y asistencia 
personal. El derecho a recibir apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica 
no se limitará esgrimiendo que constituye una carga desproporcionada o 
indebida. El Estado tiene la obligación absoluta de proporcionar acceso al 
apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica. 

Artículo 6: Mujeres con discapacidad

35. El artículo 15 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer establece la capacidad jurídica de las 
mujeres en igualdad de condiciones con los hombres, admitiendo así 
que el reconocimiento de la capacidad jurídica es esencial para el igual 
reconocimiento como persona ante la ley: “[l]os Estados partes reconocerán 
a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la del 
hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. 
En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar 
contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las 
etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales” (párr. 2). 
Esa disposición se aplica a todas las mujeres, incluidas las mujeres con 
discapacidad. En la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad se reconoce que las mujeres con discapacidad pueden ser 
objeto de formas múltiples e intersectoriales de discriminación por motivos 
de género y de discapacidad. Por ejemplo, las mujeres con discapacidad 
presentan tasas elevadas de esterilización forzada, y con frecuencia 
se ven privadas del control de su salud reproductiva y de la adopción 
de decisiones al respecto, al darse por sentado que no son capaces 
de otorgar su consentimiento para las relaciones sexuales. Ciertas 
jurisdicciones tienen también tasas más altas de imposición de sustitutos 
en la adopción de decisiones para las mujeres que para los hombres. 
Por ello, es especialmente importante reafirmar que la capacidad jurídica 
de las mujeres con discapacidad debe ser reconocida en igualdad de 
condiciones con las demás personas. 

Artículo 7: Niños y niñas con discapacidad

36. Mientras que en el artículo 12 de la Convención se protege la igualdad 
ante la ley de todas las personas, con independencia de su edad, en el 
artículo 7 se reconoce que las capacidades de los niños y las niñas están 
en desarrollo y se exige que “en todas las actividades relacionadas con los 
niños y las niñas con discapacidad, una consideración primordial [sea] la 
protección del interés superior del niño” (párr. 2) y que “su opinión [reciba] 
la debida consideración teniendo en cuenta su edad y madurez” (párr. 
3). Para cumplir con lo dispuesto en el artículo 12, los Estados partes 
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deben examinar sus leyes a fin de asegurarse de que la voluntad y las 
preferencias de los niños y niñas con discapacidad sean respetadas en 
igualdad de condiciones con los demás niños.

Artículo 9: Accesibilidad

37. Los derechos establecidos en el artículo 12 están estrechamente 
vinculados con las obligaciones de los Estados relativas a la accesibilidad 
(art. 9), porque el derecho al igual reconocimiento como persona ante la 
ley es necesario para que las personas con discapacidad puedan vivir en 
forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la 
vida. El artículo 9 exige que se identifiquen y eliminen los obstáculos para 
acceder a las instalaciones o servicios abiertos u ofrecidos al público. 
La falta de acceso a la información y la comunicación y los servicios 
inaccesibles pueden, en la práctica, constituir obstáculos a la efectividad 
de la capacidad jurídica de algunas personas con discapacidad. Por 
consiguiente, los Estados partes deben garantizar la plena accesibilidad 
de todos los procedimientos para el ejercicio de la capacidad jurídica y de 
toda la información y comunicación correspondiente. Los Estados partes 
deben examinar sus leyes y prácticas para asegurarse de que el derecho 
a la capacidad jurídica y la accesibilidad sean efectivos.

Artículo 13: Acceso a la justicia 

38. Los Estados partes tienen la obligación de velar por que las personas 
con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones 
con las demás. El reconocimiento del derecho a la capacidad jurídica 
es esencial para el acceso a la justicia en muchos aspectos. Para que 
las personas con discapacidad puedan exigir el cumplimiento de sus 
derechos y obligaciones en igualdad de condiciones con las demás, debe 
reconocérseles la personalidad jurídica con la misma capacidad ante las 
cortes de justicia y los tribunales. Los Estados partes también deben velar 
por que las personas con discapacidad tengan acceso a representación 
jurídica en igualdad de condiciones con las demás. Se ha determinado que 
en muchas jurisdicciones este es un problema, que debe solucionarse, 
entre otros medios, garantizando que las personas que vean obstaculizado 
su derecho a la capacidad jurídica tengan la oportunidad de impugnar 
esos obstáculos —en su propio nombre o por medio de su representante 
legal— y de defender sus derechos ante los tribunales. Con frecuencia se 
ha excluido a las personas con discapacidad del desempeño de funciones 
esenciales en el sistema de justicia, en calidad de abogados, jueces, 
testigos o miembros de un jurado.

39. Los agentes de policía, los trabajadores sociales y las otras personas que 
intervienen en las respuestas iniciales deben recibir formación para que 
sepan que las personas con discapacidad tienen personalidad jurídica 
plena y den el mismo crédito a sus denuncias y declaraciones que el que 
darían a las de personas sin discapacidad. Esto entraña la capacitación 
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y sensibilización de los miembros de esas importantes profesiones. 
También se debe reconocer la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad para testificar en igualdad de condiciones con las demás. 
El artículo 12 de la Convención garantiza el apoyo en el ejercicio de la 
capacidad jurídica, incluida la capacidad de testificar en las actuaciones 
judiciales y administrativas y otras actuaciones jurídicas. Ese apoyo 
puede adoptar formas diversas, como el reconocimiento de distintos 
métodos de comunicación, la autorización de los testimonios por vídeo 
en determinadas situaciones, la realización de ajustes procesales, la 
prestación de servicios de interpretación profesional en lengua de señas 
y otros métodos de asistencia. También se debe impartir capacitación a 
los jueces y sensibilizarlos sobre su obligación de respetar la capacidad 
jurídica de las personas con discapacidad, con inclusión de su capacidad 
legal y de su legitimación para actuar.

Artículos 14 y 25: Libertad, seguridad y consentimiento

40. El respeto del derecho a la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad en igualdad de condiciones con los demás incluye el respeto 
de su derecho a la libertad y a la seguridad de la persona. La negación 
de la capacidad jurídica a las personas con discapacidad y su privación 
de libertad en instituciones contra su voluntad, sin su consentimiento o 
con el consentimiento del sustituto en la adopción de decisiones, es un 
problema habitual. Esa práctica constituye una privación arbitraria de la 
libertad y viola los artículos 12 y 14 de la Convención. Los Estados partes 
deben eliminar esas prácticas y establecer un mecanismo para examinar 
los casos en que se haya internado a personas con discapacidad en un 
entorno institucional sin su consentimiento expreso.

41. El derecho a gozar del más alto nivel posible de salud (art. 25) incluye el 
derecho a la atención de la salud sobre la base del consentimiento libre 
e informado. Los Estados partes tienen la obligación de exigir a todos 
los profesionales de la salud y la medicina (incluidos los profesionales 
de la psiquiatría) que obtengan el consentimiento libre e informado de las 
personas con discapacidad antes de cualquier tratamiento. En relación 
con el derecho a la capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las 
demás personas, los Estados partes tienen la obligación de no permitir 
que el consentimiento sea otorgado por personas que sustituyan a las 
personas con discapacidad en la adopción de decisiones, en nombre de 
ellas. Todo el personal médico y sanitario debe velar por que se efectúe 
la consulta apropiada directamente con la persona con discapacidad. Ese 
personal debe garantizar también, en la medida de sus posibilidades, que 
los asistentes o personas encargadas de prestar apoyo no sustituyan a 
las personas con discapacidad en sus decisiones ni tengan una influencia 
indebida sobre ellas. Artículos 15, 16 y 17: Respeto de la integridad 
personal y protección contra la tortura, la violencia, la explotación y el 
abuso.
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42. Como ha afirmado el Comité en varias observaciones finales, el 
tratamiento forzoso por parte de profesionales de la psiquiatría y otros 
profesionales de la salud y la medicina es una violación del derecho 
al igual reconocimiento como persona ante la ley y una infracción del 
derecho a la integridad personal (art. 17), el derecho a la protección 
contra la tortura (art. 15) y el derecho a la protección contra la violencia, la 
explotación y el abuso (art. 16). Esa práctica niega la capacidad jurídica de 
una persona de elegir el tratamiento médico que ha de recibir y por lo tanto 
constituye una violación del artículo 12 de la Convención. En lugar de ello, 
los Estados partes deben respetar la capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad de adoptar decisiones en todo momento, también en 
situaciones de crisis; velar por que se proporcione información exacta y 
accesible sobre las opciones de servicios disponibles y por que se ofrezcan 
alternativas no médicas; y proporcionar acceso a apoyo independiente. 
Los Estados partes tienen la obligación de proporcionar acceso a apoyo 
para las decisiones relativas a los tratamientos psiquiátricos y otros 
tratamientos médicos. El tratamiento forzoso es un problema que afecta 
especialmente a las personas con discapacidad psicosocial e intelectual 
y otras discapacidades cognitivas. Los Estados partes deben eliminar 
las políticas y las disposiciones legislativas que permiten o perpetran el 
tratamiento forzoso, ya que este constituye una violación continua que se 
observa en la legislación sobre salud mental en todo el mundo, a pesar de 
los datos empíricos que indican que no es eficaz y de las opiniones de los 
usuarios de los sistemas de salud mental que han padecido sufrimientos 
y traumas profundos como consecuencia de tratamientos forzosos. El 
Comité recomienda que los Estados partes velen por que las decisiones 
relativas a la integridad física o mental de una persona solo se puedan 
adoptar con el consentimiento libre e informado de la persona en cuestión.

Artículo 18: Nacionalidad

43. Como parte del derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica en 
todas partes, las personas con discapacidad tienen derecho a un nombre 
y a que se inscriba su nacimiento (art. 18, párr. 2). Los Estados partes 
deben adoptar las medidas necesarias para que los niños y niñas con 
discapacidad sean inscritos al nacer. Ese derecho está establecido en la 
Convención sobre los Derechos del Niño (art. 7); sin embargo, los niños 
y niñas con discapacidad tienen más probabilidades de no ser inscritos 
que los demás niños. Esto no solo los priva de la ciudadanía, sino que a 
menudo también los priva de acceso a la atención de salud y la educación 
y puede incluso conducir a su muerte. Puesto que no existe ningún registro 
oficial de su existencia, su muerte puede ocurrir con relativa impunidad.
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Artículo 19: Derecho a vivir de forma independiente 
y a ser incluido en la comunidad

44. Para hacer plenamente efectivos los derechos establecidos en el 
artículo 12, es imperativo que las personas con discapacidad tengan 
oportunidades de formar y expresar su voluntad y preferencias, a fin 
de ejercer su capacidad jurídica en igualdad de condiciones con los 
demás. Esto significa que las personas con discapacidad deben tener la 
oportunidad de vivir de forma independiente en la comunidad y de hacer 
elecciones y tener control sobre su vida diaria, en igualdad de condiciones 
con las demás, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.

45. La interpretación del artículo 12, párrafo 3, a la luz del derecho a vivir en 
la comunidad (art. 19) supone que el apoyo en el ejercicio de la capacidad 
jurídica debe proporcionarse mediante un enfoque basado en la comunidad. 
Los Estados partes deben reconocer que las comunidades son un recurso 
y un aliado en el proceso de comprender los tipos de apoyo necesarios 
para el ejercicio de la capacidad jurídica, incluida la información sobre las 
diversas opciones de apoyo. Los Estados partes deben reconocer que las 
redes sociales y el apoyo a las personas con discapacidad que se da de 
forma natural en la comunidad (como el que brindan los amigos, la familia 
y la escuela) son elementos esenciales para el apoyo en la adopción de 
decisiones. Esto es coherente con la importancia que se concede en la 
Convención a la inclusión y la participación plenas de las personas con 
discapacidad en la comunidad.

46. La segregación de las personas con discapacidad en instituciones sigue 
siendo un problema generalizado e insidioso que viola varios de los 
derechos garantizados en la Convención. El problema se ve agravado 
por la frecuente negación de la capacidad jurídica a las personas 
con discapacidad, que permite que sean otros quienes otorguen su 
consentimiento para internarlos en entornos institucionales. Con frecuencia 
también se confiere a los directores de las instituciones la capacidad 
jurídica de las personas que residen en ellas. Esto deja todo el poder y 
el control sobre la persona en manos de la institución. A fin de cumplir 
lo dispuesto en la Convención y respetar los derechos humanos de las 
personas con discapacidad, se debe proceder a la desinstitucionalización, 
y todas las personas con discapacidad deben recobrar la capacidad 
jurídica y poder elegir dónde y con quién vivir (art. 19). La elección que 
haga la persona de dónde y con quién vivir no debe afectar a su derecho 
a acceder al apoyo en el ejercicio de su capacidad jurídica.

Artículo 22: Privacidad

47. Los regímenes basados en la adopción de decisiones sustitutiva, además 
de ser incompatibles con el artículo 12 de la Convención, pueden también 
violar el derecho a la privacidad de las personas con discapacidad, ya 
que los sustitutos en la adopción de decisiones suelen tener acceso a una 
amplia gama de información personal y de otra índole sobre la persona. 
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Al establecer los sistemas de apoyo para la adopción de decisiones, los 
Estados partes deben garantizar que quienes presten el apoyo en el 
ejercicio de la capacidad jurídica respeten plenamente el derecho a la 
privacidad de las personas con discapacidad.

Artículo 29: Participación política

48. La negación o la limitación de la capacidad jurídica han sido utilizadas 
para negar la participación política, especialmente el derecho de voto, a 
determinadas personas con discapacidad. Para hacer plenamente efectivo 
el reconocimiento de la capacidad jurídica en igualdad de condiciones 
en todos los aspectos de la vida, es importante que se reconozca la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad en la vida pública 
y política (art. 29). Esto significa que la capacidad de adoptar decisiones 
no puede justificar que se excluya a las personas con discapacidad 
del ejercicio de los derechos políticos, incluidos el derecho de voto, el 
derecho a presentarse como candidatas en las elecciones y el derecho a 
ser miembros de un jurado.

49. Los Estados partes tienen la obligación de proteger y promover el derecho 
de las personas con discapacidad de acceder al apoyo de su elección 
para emitir su voto en secreto y participar sin discriminación en todas las 
elecciones y referendos. El Comité recomienda además a los Estados 
partes que garanticen el derecho de las personas con discapacidad a 
presentarse como candidatas en las elecciones, ejercer efectivamente 
cargos y desempeñar cualquier función pública en cualquier nivel de 
gobierno, con ajustes razonables y apoyo, cuando lo deseen, en el 
ejercicio de su capacidad jurídica.

V. Aplicación en el plano nacional

50. Habida cuenta del contenido normativo y de las obligaciones que se han 
descrito en el presente documento, los Estados partes deben adoptar las 
medidas siguientes para asegurar la plena aplicación del artículo 12 de la 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad:
a) Reconocer a las personas con discapacidad como personas ante 

la ley, con personalidad jurídica y capacidad jurídica en todos los 
aspectos de la vida, en igualdad de condiciones con las demás. Ello 
exige que se supriman los regímenes y mecanismos basados en la 
adopción de decisiones sustitutiva, que niegan la capacidad jurídica y 
que tienen el propósito o el efecto de discriminar a las personas con 
discapacidad. Se recomienda a los Estados partes que establezcan 
disposiciones legislativas que protejan el derecho a la capacidad 
jurídica de todas las personas en condiciones de igualdad.

b) Establecer, reconocer y proporcionar a las personas con discapacidad 
el acceso a una amplia gama de formas de apoyo en el ejercicio de 
su capacidad jurídica. Las salvaguardias para ese apoyo deben estar 
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fundadas en el respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias 
de las personas con discapacidad. El apoyo debe satisfacer los 
criterios enunciados en el párrafo 29 supra, que se refiere a las 
obligaciones de los Estados partes de cumplir con lo dispuesto en el 
artículo 12, párrafo 3, de la Convención.

c) Celebrar consultas estrechas y colaborar activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en 
la elaboración y aplicación de la legislación y las políticas y en otros 
procesos de adopción de decisiones para dar efecto al artículo 12.

51. El Comité alienta a los Estados partes a que estudien y elaboren prácticas 
óptimas que respeten el derecho al igual reconocimiento de la capacidad 
jurídica de las personas con discapacidad y el apoyo en el ejercicio de la 
capacidad jurídica, o destinen recursos al efecto.

52. Se alienta a los Estados partes a que elaboren mecanismos eficaces 
para combatir la adopción de decisiones substitutiva tanto formal como 
informal. A tal fin, el Comité insta a los Estados partes a que velen por que 
las personas con discapacidad tengan la oportunidad de hacer elecciones 
reales en su vida y de desarrollar su personalidad, para apoyar el ejercicio 
de su capacidad jurídica. Esto incluye, entre otras cosas, oportunidades 
de crear redes sociales; oportunidades de trabajar y ganarse la vida en 
condiciones de igualdad con los demás; la posibilidad de elegir entre 
distintos lugares de residencia en la comunidad; y la inclusión en la 
educación en todos los niveles.
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Observación general Nº 2 (2014) Artículo 9: Accesibilidad

Distr. General: 22 de mayo de 2014

Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad

11º período de sesiones 31 de marzo a 11 de abril de 2014

I. Introducción

1. La accesibilidad es una condición previa para que las personas con 
discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente 
en la sociedad en igualdad de condiciones. Sin acceso al entorno físico, el 
transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y 
las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios 
e instalaciones abiertos al público o de uso público, las personas con 
discapacidad no tendrían iguales oportunidades de participar en sus 
respectivas sociedades. No es casualidad que la accesibilidad sea uno de 
los principios en los que se basa la Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad (art. 3 f)). Tradicionalmente, el movimiento en 
favor de las personas con discapacidad ha sostenido que el acceso de esas 
personas al entorno físico y al transporte público es una condición previa 
para que ejerzan su libertad de circulación, garantizada en el artículo 13 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. De igual forma, el 
acceso a la información y la comunicación se considera una condición 
previa para la libertad de opinión y de expresión, garantizada en el artículo 
19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el artículo 19, 
párrafo 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

2. El artículo 25 c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
consagra el derecho de todos los ciudadanos a tener acceso, en 
condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
Las disposiciones de este artículo podrían servir de base para incorporar 
el derecho al acceso en los tratados fundamentales de derechos humanos.

3. La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial garantiza a todas las personas el derecho de 
acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales 
como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos 
y parques (art. 5 f)). Con ello se estableció un precedente en el marco 
jurídico internacional de derechos humanos, en virtud del cual el derecho 
de acceso puede considerarse un derecho per se. Es cierto que, en el 
caso de los miembros de diferentes grupos raciales o étnicos, las barreras 
al libre acceso a lugares y servicios abiertos al público han sido producto 
de actitudes basadas en prejuicios y de una disposición a utilizar la fuerza 
para impedir el acceso a espacios que son físicamente accesibles. En 
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cambio, las personas con discapacidad se enfrentan a barreras técnicas 
y ambientales —en la mayoría de los casos, del entorno construido por 
el hombre— como peldaños a la entrada de los edificios, la falta de 
ascensores en los edificios de varias plantas y la ausencia de información 
en formatos accesibles. El entorno construido siempre se relaciona con el 
desarrollo social y cultural y con las costumbres; por lo tanto, ese entorno 
está bajo el pleno control de la sociedad. Estas barreras artificiales a 
menudo se deben a la falta de información y de conocimientos técnicos, 
más que a una voluntad consciente de impedir a las personas con 
discapacidad el acceso a lugares o servicios destinados al uso público. 
Al objeto de introducir políticas que mejoren la accesibilidad para las 
personas con discapacidad, es necesario modificar las actitudes hacia 
esas personas a fin de combatir el estigma y la discriminación, mediante 
iniciativas de educación permanente, actividades de sensibilización, 
campañas culturales y comunicación. 

4. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial establecen claramente el derecho de acceso como parte del 
derecho internacional de los derechos humanos. La accesibilidad debe 
considerarse una reafirmación, desde el punto de vista específico de la 
discapacidad, del aspecto social del derecho al acceso. La Convención 
sobre los derechos de las personas con discapacidad incluye la 
accesibilidad como uno de sus principios fundamentales, una condición 
previa esencial para que las personas con discapacidad disfruten de 
manera efectiva y en condiciones de igualdad de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales. La accesibilidad debe 
considerarse no solo en el contexto de la igualdad y la no discriminación, 
sino también como un modo de invertir en la sociedad y como parte 
integrante de la agenda para el desarrollo sostenible.

5. Aunque diferentes personas y organizaciones entienden de modo distinto 
lo que significa la tecnología de la información y de las comunicaciones 
(TIC), comúnmente se considera que TIC es una expresión general que 
incluye cualquier dispositivo o aplicación de información y comunicación y 
su contenido. Esta definición comprende una amplia gama de tecnologías 
de acceso, como la radio, la televisión, los servicios satelitales, los teléfonos 
móviles, las líneas de telefonía fija, las computadoras, y el hardware y 
software de las redes. La importancia de la TIC radica en su capacidad de 
poner al alcance un amplio abanico de servicios, transformar los servicios 
ya existentes y crear una mayor demanda de acceso a la información 
y el conocimiento, particularmente en las poblaciones subatendidas 
y excluidas, como las personas con discapacidad. El artículo 12 del 
Reglamento de las Telecomunicaciones Internacionales (aprobado en 
Dubai en 2012) consagra el derecho de las personas con discapacidad a 
tener acceso a servicios de telecomunicaciones internacionales, teniendo 
en cuenta las recomendaciones pertinentes de la Unión Internacional 
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de Telecomunicaciones (UIT). Las disposiciones de ese artículo podrían 
servir de base para reforzar los marcos legislativos nacionales de los 
Estados partes.

6. En su Observación general Nº 5 (1994) sobre las personas con 
discapacidad, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
evocó el deber de los Estados de aplicar las Normas Uniformes de 
las Naciones Unidas sobre la igualdad de oportunidades para las 
personas con discapacidad3. Las Normas Uniformes hacen hincapié 
en la importancia de la accesibilidad al entorno físico, el transporte, la 
información y las comunicaciones para la igualdad de oportunidades de 
las personas con discapacidad. El concepto se desarrolla en el artículo 5 
de las Normas, en el que el acceso al entorno físico y a la información y la 
comunicación se considera una esfera en que los Estados deben adoptar 
medidas con carácter prioritario. La importancia de la accesibilidad queda 
patente también en la Observación general Nº 14 (2000) del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, sobre el derecho al 
disfrute del más alto nivel posible de salud (párr. 12). En su Observación 
general Nº 9 (2006) sobre los derechos de los niños con discapacidad, 
el Comité de los Derechos del Niño destaca que la inaccesibilidad física 
del transporte público y de otras instalaciones, en particular los edificios 
gubernamentales, las zonas comerciales y las instalaciones de recreo, 
es un factor importante de marginación y exclusión de los niños con 
discapacidad y compromete claramente su acceso a los servicios, en 
particular la salud y la educación (párr. 39). El Comité de los Derechos del 
Niño reiteró la importancia de la accesibilidad en su Observación general 
Nº 17 (2013) sobre el derecho del niño al descanso, el esparcimiento, el 
juego, las actividades recreativas, la vida cultural y las artes.

7. El Resumen del Informe mundial sobre la discapacidad, publicado en 2011 
por la Organización Mundial de la Salud y el Banco Mundial en el marco 
de la consulta más amplia jamás realizada y con la participación activa de 
centenares de profesionales que se ocupan de la discapacidad, destaca 
que el entorno construido, los sistemas de transporte y la información 
y la comunicación son a menudo inaccesibles para las personas con 
discapacidad (pág. 10). Estas personas se ven privadas de ejercer 
algunos de sus derechos básicos, como el derecho a buscar empleo 
o el derecho a la atención de la salud, debido a la falta de transporte 
accesible. El grado de aplicación de las normativas sobre accesibilidad 
sigue siendo reducido en muchos países y las personas con discapacidad 
a menudo ven denegado su derecho a la libertad de expresión debido 
a la inaccesibilidad de la información y la comunicación. Incluso en los 
países en que existen servicios de interpretación en la lengua de señas 
para las personas sordas, el número de intérpretes cualificados suele 
ser demasiado escaso para satisfacer la creciente demanda de esos 
servicios, y el hecho de que los intérpretes tengan que desplazarse para 

3  Resolución 48/96 de la Asamblea General, anexo.
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llegar a sus clientes hace que el uso de sus servicios sea excesivamente 
caro. Las personas con discapacidad intelectual y psicosocial, así como 
las personas sordociegas, se enfrentan con barreras cuando intentan 
acceder a la información y la comunicación debido a la falta de formatos 
fáciles de leer y de modos de comunicación aumentativos y alternativos. 
También encuentran barreras al tratar de acceder a los servicios, debido 
a los prejuicios y a la falta de capacitación adecuada del personal que 
presta esos servicios.

8. En el informe Making Televisión Accessible, publicado en 2011 por 
la Unión Internacional de Telecomunicaciones en cooperación con 
la Iniciativa Mundial en favor de una tecnología de la información y las 
comunicaciones de carácter incluyente, se destaca que una proporción 
importante de los 1.000 millones de personas que viven con alguna 
forma de discapacidad no puede disfrutar del contenido audiovisual de la 
televisión. Ello se debe a la inaccesibilidad del contenido, la información 
y/o los dispositivos necesarios para tener acceso a esos servicios.

9. La cuestión de la accesibilidad fue reconocida por la comunidad de la 
TIC desde la primera fase de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la 
Información, que tuvo lugar en Ginebra en 2003. Introducido y propugnado 
por la comunidad de personas con discapacidad o que se ocupan de la 
discapacidad, el concepto fue incorporado en la Declaración de Principios 
aprobada en la Cumbre, en cuyo párrafo 25 se afirma que “[e]s posible 
promover el intercambio y el fortalecimiento de los conocimientos 
mundiales en favor del desarrollo si se eliminan los obstáculos que impiden 
un acceso equitativo a la información para actividades económicas, 
sociales, políticas, sanitarias, culturales, educativas y científicas, y si se 
facilita el acceso a la información que está en el dominio público, lo que 
incluye el diseño universal y la utilización de tecnologías auxiliares”4.

10. El Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha 
considerado la accesibilidad como una de las cuestiones fundamentales 
en cada uno de los diez diálogos interactivos que ha mantenido con los 
Estados partes para examinar sus informes iniciales, antes de elaborar 
la presente observación general. Todas las observaciones finales sobre 
esos informes contienen recomendaciones relativas a la accesibilidad. 
Un problema común ha sido la falta de un mecanismo de supervisión 
adecuado para garantizar la aplicación práctica de las normas de 
accesibilidad y la legislación pertinente. En algunos Estados partes, la 
supervisión era responsabilidad de autoridades locales que carecían 
de los conocimientos técnicos y los recursos humanos y materiales 
necesarios para garantizar su aplicación efectiva. Otro problema común 
ha sido la falta de formación de los interesados pertinentes y la insuficiente 

4  Véase la “Declaración de Principios. Construir la Sociedad de la Información: un desafío global para el 
nuevo milenio”, aprobada por la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información en su primera 
fase, celebrada en Ginebra en 2003 (WSIS-03/GENEVA/4-S), párr. 25.
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participación de las personas con discapacidad y las organizaciones que 
las representan en el proceso de garantizar el acceso al entorno físico, el 
transporte, la información y la comunicación.

11. El Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad también 
ha abordado la cuestión de la accesibilidad en su jurisprudencia. En el caso 
Nyusti y Takács c. Hungría (comunicación Nº 1/2010, dictamen aprobado 
el 16 de abril de 2013), el Comité consideró que todos los servicios abiertos 
al público o de uso público debían ser accesibles de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad. Se pidió al Estado parte que velara por que 
las personas ciegas tuvieran acceso a los cajeros automáticos. El Comité 
recomendó al Estado parte, entre otras cosas, que estableciera normas 
mínimas sobre la accesibilidad de los servicios bancarios prestados por 
entidades financieras privadas para las personas con deficiencia visual 
y de otro tipo, creara un marco legislativo con criterios de referencia 
concretos, de obligado cumplimiento y con plazos determinados para 
supervisar y evaluar la modificación y adaptación graduales por las 
entidades financieras privadas de sus servicios bancarios inaccesibles 
a fin de hacerlos accesibles, y velara por que todos los nuevos cajeros 
automáticos que se adquirieran y demás servicios bancarios fueran 
plenamente accesibles para las personas con discapacidad (párr. 10.2 a)).

12. Habida cuenta de estos antecedentes y del hecho de que la accesibilidad 
es, en efecto, una condición previa esencial para que las personas con 
discapacidad puedan participar plenamente en la sociedad en igualdad 
de condiciones y disfrutar de manera efectiva de todos sus derechos 
humanos y libertades fundamentales, el Comité considera necesario 
aprobar una observación general relativa al artículo 9 de la Convención, 
sobre la accesibilidad, de conformidad con su reglamento y con la práctica 
establecida de los órganos de tratados de derechos humanos.

II. Contenido normativo

13. El artículo 9 de la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad establece que “[a] fin de que las personas con discapacidad 
puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los 
aspectos de la vida, los Estados partes adoptarán medidas pertinentes 
para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y 
la comunicación, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público 
o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales”. Es importante que 
la accesibilidad se aborde en toda su complejidad, incluyendo el entorno 
físico, el transporte, la información y la comunicación, y los servicios. La 
atención prioritaria ya no se centra en la personalidad jurídica y el carácter 
público o privado de quienes poseen los edificios, las infraestructuras de 
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transporte, los vehículos, la información y la comunicación, y los servicios. 
En la medida en que los bienes, productos y servicios están abiertos al 
público o son de uso público, deben ser accesibles a todas las personas, 
independientemente de que la entidad que los posea u ofrezca sea una 
autoridad pública o una empresa privada. Las personas con discapacidad 
deben tener igualdad de acceso a todos los bienes, productos y servicios 
abiertos al público o de uso público de una manera que garantice su acceso 
efectivo y en condiciones de igualdad y respete su dignidad. Este enfoque 
se basa en la prohibición de la discriminación; la denegación de acceso 
debe considerarse un acto discriminatorio, independientemente de que 
quien lo cometa sea una entidad pública o privada. Debe asegurarse la 
accesibilidad a todas las personas con discapacidad, con independencia 
del tipo de deficiencia, sin distinción de ninguna clase por motivos tales 
como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o 
de otra índole, el origen nacional o social, el patrimonio, el nacimiento 
u otra condición, la situación jurídica o social, el género o la edad. La 
accesibilidad debe tener especialmente en cuenta las perspectivas del 
género y la edad de las personas con discapacidad.

14. El artículo 9 de la Convención consagra claramente la accesibilidad como 
la condición previa para que las personas con discapacidad puedan vivir 
en forma independiente, participar plenamente y en pie de igualdad en la 
sociedad y disfrutar de manera irrestricta de todos sus derechos humanos 
y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás. El 
artículo 9 tiene raíces en los tratados de derechos humanos existentes, por 
ejemplo en el artículo 25 c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, sobre el derecho a la igualdad de acceso al servicio público, y el 
artículo 5 f) de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial, relativo al derecho al acceso a todos 
los lugares o servicios destinados al uso público. Cuando se aprobaron 
esos dos tratados fundamentales de derechos humanos, Internet, que 
ha cambiado radicalmente el mundo, no existía. La Convención sobre 
los derechos de las personas con discapacidad es el primer tratado de 
derechos humanos del siglo XXI que se ocupa del acceso a las TIC, y no 
crea nuevos derechos a ese respecto para las personas con discapacidad. 
Además, el concepto de igualdad en el derecho internacional también ha 
cambiado en los últimos decenios, y el cambio conceptual de la igualdad 
formal a la igualdad sustantiva ha tenido un impacto en los deberes de 
los Estados partes. La obligación de los Estados de proporcionar la 
accesibilidad es una parte esencial del nuevo deber de respetar, proteger 
y hacer realidad los derechos a la igualdad. Por lo tanto, la accesibilidad 
debe considerarse en el contexto del derecho al acceso, visto desde la 
perspectiva específica de la discapacidad. El derecho al acceso de las 
personas con discapacidad se garantiza mediante la estricta aplicación 
de las normas de accesibilidad. Las barreras que impiden el acceso a los 
objetos, instalaciones, bienes y servicios existentes que están destinados 
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o abiertos al público se eliminarán gradualmente de forma sistemática 
y, lo que es más importante, con una supervisión continua, al objeto de 
alcanzar la plena accesibilidad.

15. La aplicación estricta del diseño universal a todos los nuevos bienes, 
productos, instalaciones, tecnologías y servicios debe garantizar 
un acceso pleno, en pie de igualdad y sin restricciones a todos los 
consumidores potenciales, incluidas las personas con discapacidad, de 
una manera que tenga plenamente en cuenta su dignidad y diversidad 
intrínsecas. Debe contribuir a la creación de una cadena irrestricta de 
desplazamientos de la persona de un espacio a otro, y también dentro 
de un espacio en particular, sin barrera alguna. Las personas con 
discapacidad y los demás usuarios deben poder desplazarse por calles 
sin barreras, entrar en vehículos accesibles de piso bajo, acceder a la 
información y la comunicación y entrar en edificios de diseño universal y 
desplazarse dentro de ellos, recurriendo a ayudas técnicas y asistencia 
humana o animal en caso necesario. El diseño universal no elimina 
automáticamente la necesidad de ayudas técnicas. Su aplicación a un 
edificio desde la fase del diseño inicial contribuye a que la construcción 
sea mucho menos costosa: hacer que un edificio sea accesible desde el 
principio puede no aumentar para nada el costo de construcción total, en 
muchos casos, o aumentarlo solo mínimamente, en algunos. Por otra parte, 
el costo de las adaptaciones posteriores para hacer un edificio accesible 
puede a veces ser considerable, especialmente en el caso de ciertos 
edificios históricos. Si bien la aplicación inicial del diseño universal es más 
económica, el posible costo de la eliminación posterior de las barreras 
no puede aducirse como excusa para eludir la obligación de eliminar 
gradualmente los obstáculos a la accesibilidad. La accesibilidad de la 
información y la comunicación, incluida la TIC, también debe establecerse 
desde el principio, ya que toda adaptación posterior para ofrecer acceso 
a Internet y a la TIC puede aumentar los costos. Por lo tanto, es más 
económico incorporar componentes obligatorios de accesibilidad a la TIC 
desde las primeras etapas del diseño y la producción.

16. La aplicación del diseño universal hace que la sociedad sea accesible para 
todos los seres humanos, no solo para las personas con discapacidad. 
Es también importante señalar que el artículo 9 impone explícitamente 
a los Estados partes el deber de garantizar la accesibilidad tanto en las 
zonas urbanas como en las rurales. Los datos han demostrado que la 
accesibilidad es normalmente mayor en las ciudades más grandes que en 
las zonas rurales apartadas y menos desarrolladas, si bien la urbanización 
extensiva puede también, en ocasiones, crear barreras nuevas y 
adicionales que impiden el acceso de las personas con discapacidad, en 
particular a las zonas construidas, el transporte y los servicios, así como a 
los servicios de información y comunicación más sofisticados en las zonas 
urbanas densamente pobladas y con mucho ajetreo. Tanto en los centros 
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urbanos como en las zonas rurales, las personas con discapacidad deben 
disponer de acceso a las partes naturales y culturales del entorno físico 
que el público puede utilizar y disfrutar.

17. El artículo 9, párrafo 1, obliga a los Estados partes a identificar y eliminar 
los obstáculos y barreras a la accesibilidad, entre otras cosas de:
a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 

exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones 
médicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos 
los servicios electrónicos y de emergencia. Las otras instalaciones 
exteriores e interiores a que se hace referencia más arriba deben 
incluir los organismos encargados de hacer cumplir la ley, los 
tribunales, las prisiones, las instituciones sociales, las áreas de 
interacción social y recreación y de actividades culturales, religiosas, 
políticas y deportivas, y los establecimientos comerciales. Los 
servicios de otro tipo deben incluir los servicios postales, bancarios, 
de telecomunicaciones y de información.

18. El artículo 9, párrafo 2, establece las medidas que los Estados partes 
deben adoptar a fin de desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación 
de normas nacionales mínimas sobre la accesibilidad de las instalaciones 
y los servicios abiertos al público o de uso público. Estas normas 
deberán ser acordes con las de otros Estados partes a fin de asegurar 
la interoperabilidad con respecto al libre movimiento en el marco de la 
libertad de desplazamiento y la nacionalidad (art. 18) de las personas con 
discapacidad. Los Estados partes también deben adoptar medidas para 
que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y servicios 
abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos 
de su accesibilidad para las personas con discapacidad (art. 9, párr. 2 b)).

19. Dado que la falta de accesibilidad a menudo se debe a la insuficiente 
concienciación y a la falta de conocimientos técnicos, el artículo 9 obliga a 
los Estados partes a ofrecer formación a todas las personas involucradas 
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas con 
discapacidad (párr. 2 c)). En el artículo 9 no se hace ningún intento de 
enumerar a los interesados pertinentes: en una lista exhaustiva deberían 
figurar las autoridades que expiden los permisos de construcción, las 
juntas directivas de las empresas de radiotelevisión, las entidades que 
conceden las licencias de TIC, los ingenieros, los diseñadores, los 
arquitectos, los planificadores urbanos, las autoridades de transporte, 
los proveedores de servicios, los miembros de la comunidad académica 
y las personas con discapacidad y sus organizaciones. Se debe ofrecer 
formación no solo a quienes diseñan bienes, servicios y productos, sino 
también a quienes de hecho los producen. Además, el fortalecimiento de 
la participación directa de las personas con discapacidad en el desarrollo 
de productos mejoraría la comprensión de las necesidades existentes y 
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la eficacia de las pruebas de accesibilidad. En última instancia, son los 
constructores en la obra los que hacen que un edificio sea accesible o no. 
Es importante establecer sistemas de formación y supervisión para todos 
estos grupos a fin de garantizar la aplicación práctica de las normas de 
accesibilidad.

20. El desplazamiento y la orientación en los edificios y otros lugares 
abiertos al público pueden ser un problema para algunas personas con 
discapacidad si no existen una señalización adecuada, información y 
comunicación accesibles o servicios de apoyo. Por lo tanto, el artículo 
9, párrafo 2 d) y e), dispone que los edificios y otros espacios abiertos al 
público deben contar con señalización en Braille y en formatos de fácil 
lectura y comprensión, y que se deben ofrecer asistencia humana o animal 
e intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de 
la lengua de señas, para facilitar la accesibilidad. Sin esa señalización 
y sin información y comunicación accesibles y servicios de apoyo, la 
orientación y el desplazamiento dentro y a través de los edificios pueden 
ser imposibles para muchas personas con discapacidad, en especial las 
que experimentan fatiga cognitiva.

21. Sin acceso a la información y la comunicación, el disfrute de la libertad 
de pensamiento y de expresión y de muchos otros derechos y libertades 
fundamentales puede verse gravemente menoscabado y restringido. Por 
lo tanto, el artículo 9, párrafo 2 f) y g), de la Convención establece que 
los Estados partes deben ofrecer formas de asistencia humana o animal 
e intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales 
de la lengua de señas (párr. 2 e)), promover otras formas adecuadas 
de asistencia y apoyo a las personas con discapacidad para asegurar 
su acceso a información, y promover el acceso de las personas con 
discapacidad a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y las 
comunicaciones, incluida Internet, mediante la aplicación de normas de 
accesibilidad obligatorias. La información y la comunicación deben estar 
disponibles en formatos fáciles de leer y modos y métodos aumentativos 
y alternativos para las personas con discapacidad que utilizan esos 
formatos, modos y métodos.

22. Para promover la participación plena de las personas con discapacidad 
en la sociedad en igualdad de condiciones pueden utilizarse las nuevas 
tecnologías, pero solo si están diseñadas y producidas de una forma 
que garantice su accesibilidad. Las nuevas inversiones y la nueva 
investigación y producción deben contribuir a eliminar la desigualdad, y 
no a crear nuevas barreras. Por consiguiente, en el artículo 9, párrafo 2 
h), se pide a los Estados partes que promuevan el diseño, el desarrollo, la 
producción y la distribución de sistemas y tecnologías de la información y 
las comunicaciones accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos 
sistemas y tecnologías sean accesibles al menor costo posible. El uso de 
sistemas que mejoran la audición, incluidos los sistemas de asistencia 
ambiental que ayudan a los usuarios de audífonos y bucles de inducción, 



93

y los ascensores equipados para que puedan ser utilizados por las 
personas con discapacidad durante las evacuaciones de emergencia de 
los edificios son solo algunos de los ejemplos de adelantos tecnológicos 
al servicio de la accesibilidad.

23. Puesto que la accesibilidad es una condición previa para que las 
personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente, como se 
establece en el artículo 19 de la Convención, y participar plenamente en 
la sociedad en condiciones de igualdad con las demás, la denegación de 
acceso al entorno físico, el transporte, las tecnologías de la información y 
las comunicaciones, y las instalaciones y los servicios abiertos al público 
debe ser examinada en el contexto de la discriminación. Adoptar “todas 
las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar 
o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que 
constituyen discriminación contra las personas con discapacidad” (art. 4, 
párr. 1 b)) constituye la principal obligación general de todos los Estados 
partes. “Los Estados partes prohibirán toda discriminación por motivos 
de discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad 
protección legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier 
motivo” (art. 5, párr. 2). “A fin de promover la igualdad y eliminar la 
discriminación, los Estados partes adoptarán todas las medidas 
pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables” (art. 5, 
párr. 3).

24. Debe hacerse una clara distinción entre la obligación de garantizar el 
acceso a todos los nuevos objetos, infraestructuras, bienes, productos 
y servicios que se diseñen, construyan o produzcan, y la obligación de 
eliminar las barreras y asegurar el acceso al entorno físico y el transporte, 
la información y la comunicación, y los servicios abiertos al público que 
ya existan. Otra de las obligaciones generales de los Estados partes es 
“emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, servicios, 
equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del 
artículo 2 de la presente Convención, que requieran la menor adaptación 
posible y el menor costo para satisfacer las necesidades específicas de las 
personas con discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y promover 
el diseño universal en la elaboración de normas y directrices” (art. 4, párr. 
1 f)). Todos los objetos, infraestructuras, instalaciones, bienes, productos 
y servicios nuevos deben ser diseñados de forma que sean plenamente 
accesibles para las personas con discapacidad, de conformidad con 
los principios del diseño universal. Los Estados partes están obligados 
también a garantizar que las personas con discapacidad tengan acceso 
al entorno físico, el transporte, la información y la comunicación, y los 
servicios abiertos al público que ya existan. No obstante, como esta 
obligación debe cumplirse gradualmente, los Estados partes deben fijar 
plazos y asignar recursos adecuados para la eliminación de las barreras 
existentes. Además, los Estados partes deben prescribir claramente 
los deberes que las diferentes autoridades (incluidas las regionales 
y locales) y entidades (incluidas las privadas) deben cumplir para 
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asegurar la accesibilidad. Los Estados partes deben prescribir también 
mecanismos de supervisión efectivos que garanticen la accesibilidad y 
vigilen la aplicación de sanciones contra quienes incumplan las normas 
de accesibilidad.

25. La accesibilidad se relaciona con grupos de personas, mientras que 
los ajustes razonables se refieren a casos individuales. Esto significa 
que la obligación de proporcionar accesibilidad es una obligación ex 
ante. Por tanto, los Estados partes tienen la obligación de proporcionar 
accesibilidad antes de recibir una petición individual para entrar en un 
lugar o utilizar un servicio. Los Estados partes deben establecer normas 
de accesibilidad, que deben adoptarse en consulta con las organizaciones 
de personas con discapacidad y especificarse para los proveedores de 
servicios, los constructores y otros interesados pertinentes. Las normas 
de accesibilidad deben ser amplias y uniformes. En el caso de las 
personas con deficiencias raras que no se tuvieron en cuenta al elaborar 
las normas de accesibilidad o que no utilizan los modos, métodos o medios 
previstos para garantizar la accesibilidad (no leen Braille, por ejemplo), 
incluso la aplicación de las normas de accesibilidad puede ser insuficiente 
para garantizarles el acceso. En tales casos, pueden aplicarse ajustes 
razonables. De conformidad con la Convención, los Estados partes no 
pueden aducir medidas de austeridad como excusa para evitar implantar 
gradualmente la accesibilidad para las personas con discapacidad. La 
obligación de establecer la accesibilidad es incondicional, lo que significa 
que la entidad obligada a asegurarla no puede excusarse por no hacerlo 
aduciendo la carga que supone proporcionar acceso a las personas con 
discapacidad. El deber de realizar ajustes razonables, por el contrario, 
existe solo si la aplicación no representa una carga indebida para la 
entidad.

26. La obligación de realizar ajustes razonables es una obligación ex nunc, 
lo que significa que estos son exigibles desde el momento en que una 
persona con una deficiencia los necesita en una determinada situación, 
por ejemplo, el lugar de trabajo o la escuela, para disfrutar de sus derechos 
en igualdad de condiciones en un contexto particular. En este caso, las 
normas de accesibilidad pueden servir de indicador, pero no pueden 
considerarse obligatorias. Los ajustes razonables pueden utilizarse 
como medio para garantizar la accesibilidad a una persona con una 
discapacidad en una situación particular. Con la introducción de ajustes 
razonables se pretende hacer justicia individual en el sentido de garantizar 
la no discriminación o la igualdad, teniendo en cuenta la dignidad, la 
autonomía y las elecciones de la persona. Por lo tanto, una persona con 
una deficiencia rara puede solicitar ajustes que no estén comprendidos en 
el alcance de ninguna norma de accesibilidad.
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III. Obligaciones de los Estados partes

27. Aunque la garantía del acceso al entorno físico, el transporte, la información 
y la comunicación, y los servicios abiertos al público a menudo es una 
condición previa para que las personas con discapacidad disfruten de 
forma efectiva de diversos derechos civiles y políticos, los Estados partes 
pueden garantizar ese acceso mediante una aplicación gradual cuando 
sea necesario, así como recurriendo a la cooperación internacional. 
Puede realizarse un análisis de la situación para identificar los obstáculos 
y barreras que es preciso eliminar de forma eficiente y en un plazo de corto 
a medio. Las barreras deben eliminarse de modo continuo y sistemático, 
en forma gradual pero constante.

28. Los Estados partes están obligados a aprobar y promulgar normas 
nacionales de accesibilidad y a supervisarlas. En caso de no contarse con 
legislación sobre la materia, el primer paso es aprobar un marco jurídico 
adecuado. Los Estados partes deben proceder a un examen exhaustivo 
de las leyes sobre la accesibilidad para identificar, vigilar y resolver las 
lagunas en la legislación y en la aplicación. Es frecuente que las leyes 
sobre discapacidad no incluyan la TIC en su definición de accesibilidad, 
y las leyes sobre los derechos de las personas con discapacidad que se 
ocupan del acceso no discriminatorio en esferas tales como la contratación 
pública, el empleo y la educación a menudo no incluyen el acceso a la TIC 
y a los numerosos bienes y servicios de importancia central en la sociedad 
moderna que se ofrecen a través de la TIC. Es importante que el examen 
y la aprobación de estas leyes y normativas se realicen en estrecha 
consulta con las personas con discapacidad y las organizaciones que las 
representan (art. 4, párr. 3), así como con otros interesados pertinentes, 
incluidos los miembros de la comunidad académica y las asociaciones 
de arquitectos, planificadores urbanos, ingenieros y diseñadores. La 
legislación debe incorporar el principio del diseño universal, y basarse en 
él, como se exige en la Convención (art. 4, párr. 1 f)), y debe disponer la 
aplicación obligatoria de las normas de accesibilidad y la imposición de 
sanciones, incluidas multas, a quienes no las apliquen.

29. Es útil generalizar el uso de las normas de accesibilidad que establecen 
los diversos ámbitos que han de ser accesibles, como el entorno físico 
en las leyes sobre construcción y planificación, el transporte en las leyes 
sobre transporte público aéreo, ferroviario, por carretera y acuático, la 
información y las comunicaciones, y los servicios abiertos al público. 
Sin embargo, la accesibilidad debe incorporarse también en las leyes 
generales y específicas sobre igualdad de oportunidades, igualdad y 
participación en el contexto de la prohibición de la discriminación por 
motivo de discapacidad. La denegación de acceso debe estar claramente 
definida como un acto de discriminación prohibido. Las personas con 
discapacidad a quienes se haya denegado el acceso al entorno físico, 
el transporte, la información y la comunicación o los servicios abiertos al 
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público deben disponer de recursos jurídicos efectivos. Cuando definan 
las normas de accesibilidad, los Estados partes deben tener en cuenta 
la diversidad de las personas con discapacidad y garantizar que se 
proporcione accesibilidad a las personas de ambos géneros, de todas las 
edades y con cualquier tipo de discapacidad. Parte de la tarea de tener 
en cuenta la diversidad de las personas con discapacidad al proporcionar 
la accesibilidad consiste en reconocer que algunas de ellas necesitan 
asistencia humana o animal para gozar de plena accesibilidad (como 
asistencia personal, interpretación en lengua de señas, interpretación en 
lengua de señas táctiles o perros guía). Debe estipularse, por ejemplo, 
que prohibir la entrada de perros guía en un edificio o un espacio abierto 
constituiría un acto prohibido de discriminación por motivo de discapacidad.

30. Es necesario establecer normas mínimas de accesibilidad para los 
diversos servicios ofrecidos por entidades públicas y privadas a 
personas con diferentes tipos de deficiencia. Siempre que se elabore 
una nueva norma relacionada con la TIC, deberán integrarse en ella 
instrumentos de referencia tales como la Recomendación UIT-T sobre la 
lista de verificación de la accesibilidad de las telecomunicaciones para 
actividades de normalización (2006) y las Directrices sobre la posibilidad 
de acceso a las telecomunicaciones en favor de las personas de edad y 
las personas con discapacidad (UIT-T F.790). Ello permitirá generalizar 
el diseño universal en la elaboración de normas. Los Estados partes 
deben establecer un marco legislativo que cuente con cotas de referencia 
específicas, aplicables y sujetas a un calendario para supervisar y evaluar 
la modificación y el ajuste graduales por las entidades privadas de sus 
servicios anteriormente inaccesibles, a fin de hacerlos accesibles. Los 
Estados partes deben también garantizar que todos los nuevos bienes 
y servicios que se adquieran sean plenamente accesibles para las 
personas con discapacidad. Las normas mínimas deben elaborarse en 
estrecha consulta con las personas con discapacidad y las organizaciones 
que las representan, de conformidad con el artículo 4, párrafo 3, de la 
Convención. También pueden elaborarse mediante la cooperación 
internacional, en colaboración con otros Estados partes y organizaciones 
y organismos internacionales, con arreglo al artículo 32 de la Convención. 
Se alienta a los Estados partes a que se sumen a los grupos de estudio de 
la UIT en los sectores de las radiocomunicaciones, la normalización y el 
desarrollo, que trabajan activamente en la integración de la accesibilidad 
en el desarrollo de las telecomunicaciones internacionales y las normas 
de la TIC y en la sensibilización de la industria y los gobiernos sobre la 
necesidad de aumentar el acceso de las personas con discapacidad a 
la TIC. Esa cooperación puede resultar útil para elaborar y promover 
normas internacionales que contribuyan a la interoperabilidad de los 
bienes y servicios. En lo que respecta a los servicios relacionados con 
las comunicaciones, los Estados partes deben garantizar un mínimo de 
calidad de los servicios, en especial en el caso de los tipos de servicios 
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relativamente nuevos, como la asistencia personal, la interpretación 
en la lengua de señas y la comunicación por señas táctiles, a fin de 
normalizarlos.

31. Al examinar su legislación sobre la accesibilidad, los Estados partes 
deben estudiar y, cuando sea necesario, modificar sus leyes para 
prohibir la discriminación por motivos de discapacidad. Como mínimo, 
deben considerarse actos prohibidos de discriminación basada en la 
discapacidad las siguientes situaciones en que la falta de accesibilidad 
ha impedido a personas con discapacidad el acceso a un servicio o 
instalación abierto al público:
a) Cuando el servicio o instalación se haya establecido después de la 

introducción de las normas de accesibilidad pertinentes;
b) Cuando podría haberse concedido acceso a la instalación o el 

servicio (en el momento en que se creó) mediante la realización de 
ajustes razonables.

32. Como parte de su examen de la legislación sobre la accesibilidad, los 
Estados partes deben también considerar sus leyes sobre contratación 
pública para asegurarse de que sus procedimientos en la materia 
incorporen los requisitos de accesibilidad. Es inaceptable que se utilicen 
fondos públicos para crear o perpetuar la desigualdad que inevitablemente 
se deriva de la inaccesibilidad de los servicios e instalaciones. La 
contratación pública debe utilizarse para aplicar medidas de acción 
afirmativa de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, párrafo 4, de 
la Convención, a fin de garantizar la accesibilidad y la igualdad de facto de 
las personas con discapacidad.

33. Los Estados partes deben adoptar planes de acción y estrategias para 
identificar las actuales barreras a la accesibilidad, fijar calendarios con 
plazos específicos y proporcionar los recursos tanto humanos como 
materiales necesarios para eliminar las barreras. Una vez aprobados, 
dichos planes de acción y estrategias deben aplicarse estrictamente. Los 
Estados partes también deben reforzar sus mecanismos de supervisión 
con el fin de garantizar la accesibilidad y deben seguir proporcionando 
fondos suficientes para eliminar las barreras a la accesibilidad e impartir 
formación al personal de supervisión. Como las normas de accesibilidad 
a menudo se aplican a nivel local, es de enorme importancia reforzar 
continuamente la capacidad de las autoridades locales encargadas 
de supervisar la aplicación de las normas. Los Estados partes tienen 
la obligación de elaborar un marco de supervisión eficaz y establecer 
órganos de supervisión eficientes con capacidad adecuada y mandatos 
apropiados para garantizar la aplicación y observancia de los planes, las 
estrategias y la normalización.
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IV. Relación con otros artículos de la Convención

34. La obligación de los Estados partes de garantizar el acceso al entorno 
físico, el transporte, la información y la comunicación, y los servicios 
abiertos al público para las personas con discapacidad debe considerarse 
desde la perspectiva de la igualdad y la no discriminación. La denegación 
de acceso al entorno físico, el transporte, la información y la comunicación, 
y los servicios abiertos al público constituye un acto de discriminación por 
motivo de discapacidad que está prohibido en virtud del artículo 5 de la 
Convención. La garantía de la accesibilidad en el futuro debe considerarse 
en el contexto del cumplimiento de la obligación general de desarrollar 
bienes, servicios, equipo e instalaciones de diseño universal (art. 4, párr. 
1 f)).

35. La sensibilización es una de las condiciones previas para la aplicación 
efectiva de la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad. Puesto que a menudo la accesibilidad se considera de 
manera restrictiva, como la accesibilidad a las zonas construidas (que 
es importante, pero que constituye solo un aspecto del acceso para las 
personas con discapacidad), los Estados partes deben esforzarse de 
forma sistemática y continua por crear conciencia sobre la accesibilidad 
entre todos los interesados pertinentes. Se debe abordar la naturaleza 
integral de la accesibilidad, disponiendo el acceso al entorno físico, 
el transporte, la información y la comunicación, y los servicios. La 
sensibilización debe también hacer hincapié en que la obligación de 
respetar las normas de accesibilidad se aplica lo mismo al sector público 
que al privado. Debe promover la aplicación del diseño universal y la 
idea de que diseñar y construir en forma accesible desde el comienzo 
resulta eficaz en relación con el costo y económico. La sensibilización 
debe llevarse a cabo en cooperación con las personas con discapacidad, 
las organizaciones que las representan y los expertos técnicos. Debe 
prestarse atención especial al fomento de la capacidad para la aplicación 
de las normas de accesibilidad y la supervisión de dicha aplicación. Los 
medios de comunicación no solo deben tener en cuenta la accesibilidad 
de sus propios programas y servicios para las personas con discapacidad, 
sino que también deben contribuir activamente a la promoción de la 
accesibilidad y a la creación de conciencia.

36. El pleno acceso al entorno físico, el transporte, la información y la 
comunicación y los servicios abiertos al público es verdaderamente una 
condición previa esencial para el disfrute efectivo de muchos derechos 
amparados por la Convención. En situaciones de riesgo, desastres 
naturales y conflicto armado, los servicios de emergencia deben ser 
accesibles a las personas con discapacidad, o de lo contrario no será 
posible salvarles la vida ni proteger su bienestar (art. 11). La accesibilidad 
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debe incorporarse como prioridad en la labor de reconstrucción después 
de los desastres. Por lo tanto, la reducción del riesgo de desastres debe 
tener en cuenta la accesibilidad e incluir la discapacidad.

37. No puede haber un acceso efectivo a la justicia si los edificios en que 
están ubicados los organismos encargados de hacer cumplir la ley y de 
administrar la justicia no son físicamente accesibles para las personas 
con discapacidad, o si no son accesibles los servicios, la información y 
la comunicación que proporcionan (art. 13). Para ofrecer una protección 
efectiva y significativa frente a la violencia, el abuso y la explotación que 
pueden sufrir las personas con discapacidad, en especial las mujeres y los 
niños, los centros de acogida, los servicios de apoyo y los procedimientos 
deben ser accesibles (art. 16). La accesibilidad del entorno, el transporte, 
la información y la comunicación, y los servicios es una condición previa 
para la inclusión de las personas con discapacidad en sus respectivas 
comunidades locales y para que puedan vivir en forma independiente (art. 
19).

38. Los artículos 9 y 21 abordan la cuestión de la información y la 
comunicación. El artículo 21 establece que los Estados partes “adoptarán 
todas las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad 
puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, 
incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en 
igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de 
comunicación que elijan”. A continuación se describe con detalle cómo 
puede garantizarse la accesibilidad de la información y la comunicación 
en la práctica. Los Estados partes tienen la obligación de “facilitar a las 
personas con discapacidad información dirigida al público en general … 
en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes 
tipos de discapacidad” (art. 21 a)). El artículo establece además que 
se facilitará “la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, 
medios y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos 
los demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que 
elijan las personas con discapacidad en sus relaciones oficiales” (art. 21 
b)). Se alienta a las entidades privadas que presten servicios al público 
en general, incluso mediante Internet, a que proporcionen información y 
servicios en formatos que las personas con discapacidad puedan utilizar 
y a los que tengan acceso (art. 21 c)), y a los medios de comunicación, 
incluidos los que suministran información a través de Internet, a que hagan 
que sus servicios sean accesibles para las personas con discapacidad 
(art. 21 d)). El artículo 21 también obliga a los Estados partes a reconocer 
y promover la utilización de lenguas de señas, de conformidad con los 
artículos 24, 27, 29 y 30 de la Convención.

39. Sin un transporte accesible a las escuelas, sin edificios escolares 
accesibles y sin información y comunicación accesibles, las personas 
con discapacidad no tendrían oportunidad de ejercer su derecho a la 
educación (artículo 24 de la Convención). Así pues, las escuelas deben ser 
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accesibles, tal como se indica de forma explícita en el artículo 9, párrafo 
1 a), de la Convención. No obstante, es el proceso global de educación 
inclusiva el que debe ser accesible, no solo los edificios, sino también la 
totalidad de la información y la comunicación, incluidos los sistemas de 
asistencia ambiental o de frecuencia modulada, los servicios de apoyo y 
los ajustes razonables en las escuelas. A fin de fomentar la accesibilidad, 
la educación debe promover la lengua de señas, el Braille, la escritura 
alternativa y los modos, medios y formatos de comunicación y orientación 
aumentativos y alternativos, y ser impartida con dichos sistemas (art. 
24, párr. 3 a)), prestando especial atención a los lenguajes adecuados 
y a los modos y medios de comunicación utilizados por los estudiantes 
ciegos, sordos y sordociegos. Los modos y medios de enseñanza deben 
ser accesibles y aplicarse en entornos accesibles. Todo el entorno de los 
alumnos con discapacidad debe estar diseñado de manera que fomente 
la inclusión y garantice su igualdad en todo el proceso de su educación. 
La plena aplicación del artículo 24 de la Convención debe considerarse 
conjuntamente con los demás instrumentos fundamentales de derechos 
humanos, así como con las disposiciones de la Convención relativa a la 
Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza, de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura.

40. La atención de la salud y la protección social seguirán estando fuera del 
alcance de las personas con discapacidad si no pueden acceder a los 
locales en los que se prestan esos servicios. Incluso en el caso de que 
los edificios en los que se prestan los servicios de atención de salud y 
protección social sean accesibles, sin transporte accesible las personas 
con discapacidad no pueden trasladarse a los sitios en que se ofrecen los 
servicios. Toda la información y comunicación relativa a la prestación de 
la atención de salud debe estar disponible en lengua de señas, Braille, 
formatos electrónicos accesibles, escritura alternativa y modos, medios 
y formatos de comunicación y orientación aumentativos y alternativos. Es 
especialmente importante tener en cuenta la dimensión de género de la 
accesibilidad en la atención de la salud, sobre todo en la atención de la 
salud reproductiva de las mujeres y las niñas con discapacidad, incluidos 
los servicios ginecológicos y obstétricos.

41. Si el propio lugar de trabajo no es accesible, las personas con 
discapacidad no pueden gozar de manera efectiva de sus derechos al 
trabajo y al empleo, establecidos en el artículo 27 de la Convención. Por 
consiguiente, los lugares de trabajo deben ser accesibles, como se indica 
de forma explícita en el artículo 9, párrafo 1 a). La negativa a adaptar 
el lugar de trabajo constituye un acto prohibido de discriminación por 
motivo de discapacidad. Aparte de la accesibilidad física del lugar de 
trabajo, las personas con discapacidad necesitan transporte y servicios 
de apoyo accesibles para llegar a este. Toda la información relativa al 
trabajo, los anuncios de ofertas de empleo, los procesos de selección y 
la comunicación en el lugar de trabajo que forme parte del proceso de 
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trabajo deben ser accesibles mediante la lengua de señas, el Braille, los 
formatos electrónicos accesibles, la escritura alternativa y los modos, 
medios y formatos de comunicación aumentativos y alternativos. También 
deben ser accesibles todos los derechos sindicales y laborales, al igual 
que las oportunidades de formación y la cualificación para un empleo. 
Por ejemplo, los cursos de lengua extranjera o de informática para los 
empleados y el personal contratado en prácticas deben ser impartidos en 
un entorno accesible y en formas, modos, medios y formatos accesibles.

42. El artículo 28 de la Convención trata sobre el nivel de vida adecuado y la 
protección social de las personas con discapacidad. Los Estados partes 
deben adoptar las disposiciones necesarias para asegurarse de que 
las medidas y los servicios de protección social generales y específicos 
para personas con discapacidad se ofrezcan de modo accesible, en 
edificios accesibles, y de que toda la información y comunicación 
correspondiente esté disponible en lengua de señas, Braille, formatos 
electrónicos accesibles, escritura alternativa, y modos, medios y formatos 
de comunicación aumentativos y alternativos. Los programas de viviendas 
sociales deben ofrecer viviendas que, entre otras cosas, sean accesibles 
para las personas con discapacidad y para las personas de edad.

43. El artículo 29 de la Convención reconoce a las personas con discapacidad 
el derecho a participar en la vida política y pública, así como en la dirección 
de los asuntos públicos. Las personas con discapacidad no podrán 
ejercer estos derechos en igualdad de condiciones y de forma efectiva si 
los Estados partes no garantizan que los procedimientos, instalaciones y 
materiales electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y 
utilizar. También es importante que las reuniones políticas y los materiales 
utilizados y elaborados por los partidos políticos o los distintos candidatos 
que participan en elecciones públicas sean accesibles. De lo contrario, las 
personas con discapacidad se verán privadas de su derecho a participar 
en el proceso político en condiciones de igualdad. Las personas con 
discapacidad elegidas para cargos públicos deben tener igualdad de 
oportunidades para ejercer su mandato de un modo plenamente accesible.

44. Toda persona tiene derecho a gozar de las artes, a participar en actividades 
deportivas y a ir a hoteles, restaurantes y bares. No obstante, los usuarios 
de sillas de ruedas no pueden asistir a un concierto si para acceder a la sala 
de concierto solo hay escaleras. Las personas ciegas no pueden disfrutar 
de una pintura si no existe en la galería una descripción de la misma que 
puedan escuchar. Las personas con hipoacusia no pueden disfrutar de 
una película si esta no está subtitulada. Las personas sordas no pueden 
disfrutar de una obra de teatro si no se proporciona interpretación en 
lengua de señas. Las personas con discapacidad intelectual no pueden 
disfrutar de un libro si no existe del mismo una versión de fácil lectura o 
una versión en modos aumentativos y alternativos. El artículo 30 de la 
Convención establece que los Estados partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a participar, en igualdad de condiciones con 
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las demás, en la vida cultural. Los Estados partes deben adoptar todas las 
medidas pertinentes para asegurar que las personas con discapacidad: 
a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles; b) Tengan 
acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras actividades 
culturales en formatos accesibles; c) Tengan acceso a lugares en donde 
se ofrezcan representaciones o servicios culturales tales como teatros, 
museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la medida de lo 
posible, tengan acceso a monumentos y lugares de importancia cultural 
nacional. La provisión de acceso a monumentos culturales e históricos 
que forman parte del patrimonio nacional puede ser difícil en algunas 
circunstancias. Sin embargo, los Estados partes están obligados procurar 
facilitar el acceso a estos sitios. Muchos monumentos y lugares de 
importancia cultural nacional se han hecho accesibles de una manera que 
preserva su identidad cultural e histórica y su singularidad.

45. “Los Estados partes adoptarán las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad puedan desarrollar y utilizar su potencial 
creativo, artístico e intelectual” (art. 30, párr. 2). “Los Estados partes 
tomarán todas las medidas pertinentes, de conformidad con el derecho 
internacional, a fin de asegurar que las leyes de protección de los 
derechos de propiedad intelectual no constituyan una barrera excesiva 
o discriminatoria para el acceso de las personas con discapacidad a 
materiales culturales” (art. 30, párr. 3). El Tratado de Marrakech para facilitar 
el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad 
visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso, de la 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, aprobado en junio de 
2013, debe garantizar el acceso al material cultural, sin barreras excesivas 
o discriminatorias, para las personas con discapacidad, incluidas las que 
viven en el extranjero o que son miembros de una minoría en otro país y 
que hablan o utilizan la misma lengua o el mismo medio de comunicación, 
especialmente las que tienen dificultades para acceder a los textos 
impresos clásicos. La Convención sobre los derechos de las personas 
con discapacidad dispone que las personas con discapacidad tienen 
derecho, en igualdad de condiciones con las demás, al reconocimiento 
y el apoyo de su identidad cultural y lingüística específica. El artículo 30, 
párrafo 4, destaca el reconocimiento y el apoyo a la lengua de señas y la 
cultura de las personas sordas.

46. El artículo 30, párrafo 5, de la Convención establece que, a fin de que las 
personas con discapacidad puedan participar en igualdad de condiciones 
con las demás en actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas, 
los Estados partes adoptarán las medidas pertinentes para:
a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible, de las 

personas con discapacidad en las actividades deportivas generales a 
todos los niveles;
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b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad 
de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas 
específicas para dichas personas y de participar en dichas actividades 
y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de condiciones 
con las demás, instrucción, formación y recursos adecuados;

c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a 
instalaciones deportivas, recreativas y turísticas;

d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual 
acceso con los demás niños y niñas a la participación en actividades 
lúdicas, recreativas, de esparcimiento y deportivas, incluidas las que 
se realicen dentro del sistema escolar;

e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los 
servicios de quienes participan en la organización de actividades 
recreativas, turísticas, de esparcimiento y deportivas.

47. La cooperación internacional, descrita en el artículo 32 de la Convención, 
debe ser una importante herramienta para la promoción de la accesibilidad 
y el diseño universal. El Comité recomienda que los organismos de 
desarrollo internacionales reconozcan la importancia de apoyar los 
proyectos encaminados a mejorar la TIC y otra infraestructura de 
acceso. Todas las nuevas inversiones llevadas a cabo en el marco de la 
cooperación internacional deben utilizarse para alentar la eliminación de 
las barreras actuales e impedir la creación de otras nuevas. Es inaceptable 
utilizar fondos públicos para perpetuar nuevas desigualdades. Todos 
los objetos, infraestructura, instalaciones, bienes, productos y servicios 
nuevos deben ser plenamente accesibles para todas las personas con 
discapacidad. La cooperación internacional no debe utilizarse meramente 
para invertir en bienes, productos y servicios accesibles sino también para 
propiciar el intercambio de conocimientos técnicos e información sobre 
buenas prácticas para el logro de la accesibilidad en formas que supongan 
cambios tangibles que puedan mejorar las vidas de millones de personas 
con discapacidad en todo el mundo. La cooperación internacional en 
materia de normalización también es importante, al igual que la obligación 
de prestar apoyo a las organizaciones de personas con discapacidad para 
que puedan participar en los procesos nacionales e internacionales de 
elaboración, aplicación y supervisión de la aplicación de las normas de 
accesibilidad. La accesibilidad debe ser parte integrante de toda iniciativa 
de desarrollo sostenible, especialmente en el contexto de la agenda para 
el desarrollo después de 2015.

48. La supervisión de la accesibilidad es un aspecto fundamental del 
seguimiento nacional e internacional de la aplicación de la Convención. El 
artículo 33 de la Convención exige a los Estados partes que designen un 
mecanismo de coordinación dentro de sus gobiernos para las cuestiones 
relativas a la aplicación de la Convención, y que establezcan marcos 
nacionales para supervisar la aplicación que consten de uno o varios 
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mecanismos independientes. Ha de integrarse también a la sociedad civil, 
que debe participar plenamente en el proceso de supervisión. Es crucial 
que se consulte debidamente a los órganos establecidos de conformidad 
con el artículo 33 cuando se estudien las medidas para la adecuada 
aplicación del artículo 9. Esos órganos deben contar con oportunidades 
reales, entre otras cosas, de participar en la elaboración de las normas 
nacionales de accesibilidad, formular comentarios sobre la legislación 
vigente y los proyectos de legislación, presentar propuestas con respecto 
a proyectos de legislación y normas de política y participar plenamente en 
las campañas de sensibilización y educación. Los procesos de supervisión 
nacional e internacional de la aplicación de la Convención deben llevarse 
a cabo de una forma accesible que promueva y garantice la participación 
efectiva de las personas con discapacidad y las organizaciones que las 
representan. El artículo 49 de la Convención exige que el texto de la 
Convención se difunda en formatos accesibles. Esta es una novedad en un 
tratado internacional de derechos humanos, por lo que debe considerarse 
que la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
establece a ese respecto un precedente para todos los futuros tratados.
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Observación general N° 3 (2016), sobre las 
mujeres y las niñas con discapacidad

Distr. General: 25 de noviembre de 2016

1. La presente observación general ha sido elaborada por el Comité sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad de conformidad con el 
artículo 47 de su reglamento, que establece que el Comité podrá preparar 
observaciones generales sobre la base de los diversos artículos y 
disposiciones de la Convención con miras a ayudar a los Estados partes a 
cumplir sus obligaciones de presentación de informes, y con los párrafos 
54 a 57 de sus métodos de trabajo.

2. Se dispone de pruebas sólidas que demuestran que las mujeres y las 
niñas con discapacidad afrontan obstáculos en la mayor parte de los 
ámbitos de la vida. Esos obstáculos generan situaciones en las que 
existen formas múltiples e interseccionales de discriminación contra las 
mujeres y las niñas con discapacidad, en particular en relación con: la 
igualdad de acceso a la educación, las oportunidades económicas, la 
interacción social y la justicia; el igual reconocimiento como persona ante 
la ley5; y la capacidad de participar en la política y ejercer control sobre sus 
propias vidas en diversos contextos, por ejemplo, respecto de la atención 
de la salud, incluidos los servicios de salud sexual y reproductiva, y de 
dónde y con quién desean vivir.

I. Introducción

3. Las leyes y políticas internacionales y nacionales sobre la discapacidad 
han desatendido históricamente los aspectos relacionados con las mujeres 
y las niñas con discapacidad. A su vez, las leyes y las políticas relativas 
a la mujer tradicionalmente han hecho caso omiso de la discapacidad. 
Esta invisibilidad ha perpetuado una situación en la que existen formas 
múltiples e interseccionales de discriminación contra las mujeres y las 
niñas con discapacidad6. Las mujeres con discapacidad a menudo son 
objeto de discriminación por motivos de género y/o discapacidad, y 
también por otros motivos.

4. En la presente observación general, se utilizan los siguientes términos:
a) “Mujeres con discapacidad”, que hace referencia a todas las mujeres, 

niñas y adolescentes con discapacidad.
b) “Sexo” y “género”; “sexo” que designa diferencias biológicas y 

“género” que se refiere a las características que una sociedad o 
cultura considera masculinas o femeninas.

5  Véase Organización Mundial de la Salud (OMS) y Banco Mundial, Resumen del Informe mundial sobre la 
discapacidad (Ginebra, 2011).

6  Véase www.un.org/womenwatch/enable.
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c) “Discriminación múltiple”, que hace referencia a una situación en la que 
una persona experimenta dos o más motivos de discriminación, lo que 
conduce a una discriminación compleja o agravada7. “Discriminación 
interseccional”, que hace referencia a una situación en la que varios 
motivos interactúan al mismo tiempo de forma que son inseparables8. 
Entre los motivos de discriminación figuran la edad; la discapacidad; 
el origen étnico, indígena, nacional o social; la identidad de género; 
la opinión política o de otra índole; la raza; la condición de migrante, 
refugiado o solicitante de asilo; la religión; el sexo y la orientación 
sexual.

5. Las mujeres con discapacidad no constituyen un grupo homogéneo. 
Entre ellas se incluyen las mujeres indígenas; las mujeres refugiadas, 
solicitantes de asilo y desplazadas internas; las mujeres privadas de 
libertad (en hospitales, instituciones residenciales, centros de menores 
o correccionales y cárceles); las mujeres en situación de pobreza; 
las mujeres de diferentes orígenes étnicos, religiosos y raciales; las 
mujeres con discapacidades múltiples y que requieren altos niveles de 
apoyo; las mujeres con albinismo; y las mujeres lesbianas, bisexuales y 
transexuales, así como las personas intersexuales. La diversidad de las 
mujeres con discapacidad también incluye todos los tipos de deficiencias, 
a saber, trastornos físicos, psicosociales, intelectuales o sensoriales que 
pueden combinarse o no con limitaciones funcionales. La discapacidad se 
entiende como el efecto social de la interacción entre la propia deficiencia 
y el entorno social y material, como se describe en el artículo 1 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

6. Desde el decenio de 1980 se han introducido cambios graduales en 
la legislación y las políticas y ha aumentado el reconocimiento de las 
mujeres con discapacidad. La jurisprudencia desarrollada en el marco 
de la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer ha 
puesto de relieve los problemas que deben abordarse respecto de las 
mujeres y las niñas con discapacidad y las recomendaciones que deben 
aplicarse. A nivel de las políticas, diversos órganos de las Naciones 
Unidas han comenzado a ocuparse de asuntos que afectan a las mujeres 
con discapacidad y algunas estrategias regionales relativas al desarrollo 
inclusivo de las personas con discapacidad las incluyen.

7. El artículo 6 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad es una respuesta a la falta de reconocimiento de los derechos 
de las mujeres y las niñas con discapacidad, que trabajaron arduamente 
para que el artículo se incluyera en el tratado. El artículo 6 refuerza el 

7  Véase Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomendación general 
núm. 26 (2004) sobre las medidas especiales de carácter temporal, párr. 12.

8  Ibid., recomendación general núm. 28 (2010) relativa a las obligaciones básicas de los Estados partes 
de conformidad con el artículo 2 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer, párr. 18.
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enfoque no discriminatorio de la Convención, en particular respecto de 
las mujeres y las niñas, y exige a los Estados partes que vayan más allá 
de abstenerse de realizar acciones discriminatorias y pasen a adoptar 
medidas encaminadas al desarrollo, el adelanto y la potenciación de las 
mujeres y las niñas con discapacidad, y a la promoción de iniciativas para 
potenciarlas reconociendo que son titulares diferenciados de derechos, 
ofreciendo vías para que se escuche su voz y ejerzan su capacidad de 
agencia, reforzando su autoestima y aumentando su poder y autoridad 
para adoptar decisiones en todas las esferas que afectan a su vida. El 
artículo 6 debe servir de guía a los Estados partes para que cumplan 
sus responsabilidades relacionadas con la Convención a fin de promover, 
proteger y hacer efectivos los derechos humanos de las mujeres y las 
niñas con discapacidad, con un enfoque basado en los derechos humanos 
y una perspectiva de desarrollo.

8. La igualdad de género es esencial en el contexto de los derechos 
humanos. La igualdad es un principio fundamental de derechos humanos 
que es relativo por su propia naturaleza y específico en función del 
contexto. Para garantizar los derechos humanos de la mujer se requiere, 
ante todo, una comprensión amplia de las estructuras sociales y las 
relaciones de poder que configuran las leyes y las políticas, así como de la 
dinámica económica y social, la vida familiar y comunitaria, y las creencias 
culturales. Los estereotipos de género pueden limitar la capacidad de las 
mujeres para desarrollar sus propias capacidades, emprender carreras 
profesionales y tomar decisiones sobre sus vidas y planes de vida. Ambos 
estereotipos, los hostiles/negativos y los aparentemente benignos puede 
ser nocivos. Para promover la igualdad de género es preciso reconocer y 
afrontar los estereotipos de género nocivos. La Convención consagra la 
obligación de luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas 
nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se 
basan en el género y la edad, en todos los ámbitos de la vida.

9. El artículo 6 es una disposición vinculante sobre la no discriminación y 
la igualdad que prohíbe inequívocamente la discriminación contra las 
mujeres con discapacidad y promueve la igualdad de oportunidades 
y de resultados. Las mujeres y las niñas con discapacidad tienen más 
probabilidades de ser objeto de discriminación que los hombres y los 
niños con discapacidad y que las mujeres y las niñas sin discapacidad.

10. El Comité observa que las contribuciones realizadas durante su media 
jornada de debate general sobre las mujeres y las niñas con discapacidad, 
celebrada durante su noveno período de sesiones, en abril de 2013, 
pusieron de relieve una serie de temas y definieron tres principales 
motivos de preocupación con respecto a la protección de sus derechos 
humanos: la violencia, la salud y los derechos sexuales y reproductivos, 
y la discriminación. Además, en sus observaciones finales sobre las 
mujeres con discapacidad, el Comité ha expresado preocupación por: 
la prevalencia de la discriminación múltiple e interseccional contra las 
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mujeres con discapacidad9; la discriminación que sufren las mujeres 
y las niñas con discapacidad por razón de su género, su discapacidad 
u otros factores10 que no se aborda adecuadamente en la legislación 
y las políticas11; el derecho a la vida12; el igual reconocimiento como 
persona ante la ley13; la persistencia de la violencia contra las mujeres 
y las niñas con discapacidad14, incluidos la violencia15 y los abusos16 
sexuales; la esterilización forzada17; la mutilación genital femenina18; la 
explotación sexual y económica19; la institucionalización20; la exclusión o la 
participación insuficiente de las mujeres con discapacidad en los procesos 
de adopción de decisiones21 en la vida pública y política22; la ausencia 
de una perspectiva de género en las políticas sobre la discapacidad23; 
la ausencia de una perspectiva de derechos de las personas con 
discapacidad en las políticas que promueven la igualdad género24; y la 
falta, o el número insuficiente, de medidas específicas para promover la 
educación y el empleo de las mujeres con discapacidad25.

II. Contenido normativo

11. La presente observación general refleja una interpretación del artículo 6 
que se funda en los principios generales expuestos en el artículo 3 de la 
Convención, a saber, el respeto de la dignidad inherente, la autonomía 
individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la 
independencia de las personas; la no discriminación; la participación e 
inclusión plenas y efectivas en la sociedad; el respeto por la diferencia y la 
aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad 
y la condición humanas; la igualdad de oportunidades; la accesibilidad; 
la igualdad entre el hombre y la mujer; y el respeto a la evolución de las 
facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a 
preservar su identidad.

9  Véanse por ejemplo, CRPD/C/SLV/CO/1, párr. 17, y CRPD/C/UKR/CO/1, párr. 9.
10  Véanse por ejemplo, CRPD/C/AUT/CO/1, párr. 17, y CRPD/C/ECU/CO/1, párr. 16.
11  Véanse por ejemplo, CRPD/C/BRA/CO/1, párr. 16, y CRPD/C/EU/CO/1, párr. 20.
12  Véanse por ejemplo, CRPD/C/MEX/CO/1, párr. 34, y CRPD/C/AZE/CO/1, párr. 18.
13  Véase por ejemplo, CRPD/C/ARG/CO/1, párr. 31.
14  Véase por ejemplo, CRPD/C/BEL/CO/1, párr. 30.
15  Véanse por ejemplo, CRPD/C/AUS/CO/1, párr. 16, y CRPD/C/CHN/CO/1 y Corr.1, párrs. 57, 65 y 90.
16  Véanse por ejemplo, CRPD/C/SLV/CO/1, párr. 37, y CRPD/C/CZE/CO/1, párr. 34.
17  Véanse por ejemplo, CRPD/C/MUS/CO/1, párr. 29, y CRPD/C/NZL/CO/1, párr. 37.
18  Véanse por ejemplo, CRPD/C/GAB/CO/1, párr. 40, y CRPD/C/KEN/CO/1, párr. 33.
19  Véanse por ejemplo, CRPD/C/DOM/CO/1, párr. 32, y CRPD/C/PRY/CO/1, párr. 17.
20  Véanse por ejemplo, CRPD/C/HRV/CO/1, párr. 23, y CRPD/C/SVK/CO/1, párr. 55.
21  Véanse por ejemplo, CRPD/C/QAT/CO/1, párr. 13, y CRPD/C/ECU/CO/1, párrs. 12 y 16.
22  Véanse, por ejemplo, CRPD/C/CRI/CO/1, párr. 13, y CRPD/C/ECU/CO/1, párr. 16.
23  Véanse por ejemplo, CRPD/C/SWE/CO/1, párr. 13, y CRPD/C/KOR/CO/1, párr. 13.
24  Véanse por ejemplo, CRPD/C/AZE/CO/1, párr. 16, y CRPD/C/ESP/CO/1, párr. 21.
25  Véanse por ejemplo, CRPD/C/DNK/CO/1, párr. 18, y CRPD/C/NZL/CO/1, párr. 16.
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12. El artículo 6 es un artículo transversal vinculado a todos los demás 
artículos de la Convención. Debe recordar a los Estados partes que 
incluyan los derechos de las mujeres y las niñas con discapacidad en 
todas las medidas encaminadas a aplicar la Convención. En particular, 
deben adoptarse medidas positivas para velar por que las mujeres con 
discapacidad estén protegidas contra la discriminación múltiple y puedan 
disfrutar de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 
igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 6, párrafo 1

13. El artículo 6, párrafo 1, reconoce que las mujeres con discapacidad están 
sujetas a múltiples formas de discriminación y obliga a los Estados partes 
a adoptar medidas para asegurar que puedan disfrutar plenamente y en 
igualdad de condiciones de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales. La Convención hace referencia a la discriminación 
múltiple en el artículo 5, párrafo 2, que no solo obliga a los Estados partes 
a prohibir toda discriminación por motivos de discapacidad, sino también 
a ofrecer protección contra la discriminación por otros motivos26. En su 
jurisprudencia el Comité ha incluido referencias a las medidas para hacer 
frente a la discriminación múltiple e interseccional27.

14. La “discriminación por motivos de discapacidad” se define en el artículo 
2 de la Convención como cualquier distinción, exclusión o restricción por 
motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar 
o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. 
Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de 
ajustes razonables. La “discriminación contra la mujer” se define en el 
artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer como toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de 
su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

15. En el artículo 2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, los “ajustes razonables” se definen como las 
modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan 
una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un 
caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce 
o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales. Por consiguiente, y de 

26  Véase Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomendación general 
núm. 25, párr. 12.

27 Véanse CRPD/C/MUS/CO/1, CRPD/C/BRA/CO/1, CRPD/C/CZE/CO/1, CRPD/C/DNK/CO/1, CRPD/C/
AUS/CO/1, CRPD/C/SWE/CO/1 y CRPD/C/DEU/CO/1, entre otros.
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conformidad con el artículo 5, párrafo 2, de la Convención, los Estados 
partes deben garantizar a todas las personas con discapacidad protección 
legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo. En su 
jurisprudencia reciente, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer ha hecho referencia a los ajustes razonables en relación 
con las mujeres con discapacidad en el acceso al empleo28. La obligación 
de realizar ajustes razonables es una obligación ex nunc, lo que significa 
que estos son exigibles desde el momento en que una persona los 
solicita en una determinada situación para disfrutar de sus derechos en 
igualdad de condiciones en un contexto particular. La denegación de 
ajustes razonables a las mujeres con discapacidad puede considerarse 
discriminación en virtud de los artículos 5 y 629. Un ejemplo de ajuste 
razonable podría ser un mecanismo accesible en el lugar de trabajo que 
permita a una mujer con discapacidad amamantar a su hijo.

16. El concepto de discriminación interseccional reconoce que las personas 
no sufren discriminación como miembros de un grupo homogéneo, 
sino como individuos con identidades, condiciones y circunstancias 
vitales multidimensionales. Reconoce las vivencias y experiencias de 
agravamiento de la situación de desventaja de las personas a causa de 
formas de discriminación múltiples e interseccionales, que requieren la 
adopción de medidas específicas con respecto a la recopilación de datos 
desglosados, la consulta, la formulación de políticas, la ejecutabilidad de 
las políticas de no discriminación y la provisión de recursos eficaces.

17. La discriminación contra las mujeres y las niñas con discapacidad puede 
adoptar muchas formas: a) discriminación directa; b) discriminación 
indirecta; c) discriminación por asociación; d) denegación de ajustes 
razonables; y e) discriminación estructural o sistémica. Independientemente 
de la forma que esta adopte, las consecuencias de la discriminación 
vulneran los derechos de las mujeres con discapacidad:
a) La discriminación directa se produce cuando las mujeres con 

discapacidad reciben un trato menos favorable que otra persona 
en una situación similar por alguna causa relacionada con uno de 
los motivos prohibidos. También incluye los actos u omisiones que 
causen perjuicio y se basen en alguno de los motivos prohibidos de 
discriminación cuando no exista una situación similar comparable30. 
Por ejemplo, la discriminación directa se produce cuando los 
testimonios de las mujeres con discapacidad intelectual o psicosocial 
se desestiman en procedimientos judiciales a causa de la capacidad 
jurídica, denegando así a esas mujeres el acceso a la justicia y a 
recursos eficaces como víctimas de la violencia.

28  Véase, por ejemplo, CEDAW/C/HUN/CO/7-8 y Corr.1, párr. 45.
29  Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 2 (2014) 

relativa a la accesibilidad.
30  Véase Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 20 (2009) 

sobre la no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales, párr. 10.
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b) La discriminación indirecta hace referencia a leyes, políticas o 
prácticas en apariencia neutras pero que influyen de manera 
desproporcionadamente negativa en las mujeres con discapacidad31. 
Por ejemplo, los centros de atención de la salud pueden parecer 
neutrales pero son discriminatorios cuando no incluyen camillas 
accesibles para los exámenes ginecológicos.

c) La discriminación por asociación es la discriminación contra personas 
a causa de su asociación con una persona con discapacidad. Las 
mujeres que desempeñan una función de cuidadoras suelen sufrir 
discriminación por asociación. Por ejemplo, la madre de un niño 
con discapacidad puede ser discriminada por un posible empleador 
que teme que sea una trabajadora menos comprometida o que esté 
menos disponible a causa de su hijo.

d) La denegación de ajustes razonables constituye discriminación 
cuando no se realizan las modificaciones y adaptaciones necesarias 
y adecuadas (que no impongan una carga desproporcionada o 
indebida), a pesar de que se requieran para garantizar que las 
mujeres con discapacidad gocen, en igualdad de condiciones con 
las demás, de sus derechos humanos o libertades fundamentales32. 
Por ejemplo, se pueden denegar ajustes razonables a una mujer con 
discapacidad si no puede someterse a una mamografía en un centro 
de salud debido a la inaccesibilidad física de los edificios.

e) La discriminación estructural o sistémica, se manifiesta a través 
de patrones ocultos o encubiertos de comportamiento institucional 
discriminatorio, tradiciones culturales discriminatorias y normas 
y/o reglas sociales discriminatorias. La fijación de estereotipos de 
género y discapacidad nocivos, que pueden dar lugar a ese tipo 
de discriminación, está inextricablemente vinculada a la falta de 
políticas, reglamentos y servicios específicos para las mujeres 
con discapacidad. Por ejemplo, debido a los estereotipos basados 
en la intersección del género y la discapacidad, las mujeres con 
discapacidad pueden enfrentarse a obstáculos cuando denuncian 
la violencia, como la incredulidad y la desestimación de alegaciones 
por la policía, los fiscales y los tribunales. Asimismo, las prácticas 
nocivas están estrechamente vinculadas a las funciones asignadas 
a cada género y las relaciones de poder creadas por la sociedad, y 
las refuerzan, y pueden reflejar percepciones negativas o creencias 
discriminatorias sobre las mujeres con discapacidad, como la creencia 
de que los hombres con VIH/SIDA pueden curarse manteniendo 
relaciones sexuales con mujeres con discapacidad33. La falta de 
concienciación, capacitación y políticas para prevenir la fijación de 
estereotipos nocivos de las mujeres con discapacidad por parte de 

31  Ibid.
32  Véase el artículo 2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
33  Véase A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 24.
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funcionarios públicos, docentes, proveedores de servicios de salud, 
agentes de policía, fiscales o jueces, y por el público en general, a 
menudo puede dar lugar a la violación de derechos.

18. Las mujeres con discapacidad son objeto de discriminación múltiple no 
solo en el ámbito público, sino también en la esfera privada, por ejemplo, 
en la familia o en relación con proveedores privados de servicios sociales. 
El derecho internacional de los derechos humanos reconoce desde 
hace mucho tiempo la responsabilidad del Estado parte respecto de los 
actos de discriminación34 cometidos por agentes privados, no estatales. 
Los Estados partes deben adoptar disposiciones y procedimientos 
jurídicos que reconozcan explícitamente la discriminación múltiple a fin 
de garantizar que las denuncias formuladas sobre la base de más de 
un motivo de discriminación se tomen en consideración al determinar la 
responsabilidad y los recursos.

Artículo 6, párrafo 2

19. El artículo 6, párrafo 2, trata del desarrollo, el adelanto y la potenciación de 
la mujer. Presupone que es posible garantizar a las mujeres los derechos 
enunciados en la Convención si los Estados partes hacen todo lo posible 
por alcanzar y promover esos derechos con los medios adecuados y en 
todos los ámbitos abordados en la Convención.

20. De conformidad con la Convención, los Estados partes deben tomar 
“todas las medidas pertinentes” con objeto de asegurar y promover 
el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales para las personas con discapacidad. Esas medidas 
pueden ser legislativas, educativas, administrativas, culturales, políticas, 
lingüísticas o de otra índole. Son pertinentes si respetan los principios 
de la Convención, incluido el objetivo de garantizar a las mujeres con 
discapacidad el ejercicio y goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales establecidos en la Convención. Las medidas pueden ser 
temporales o a largo plazo y deben eliminar la desigualdad de iure y 
de facto. Si bien las medidas especiales de carácter temporal, como los 
cupos, pueden ser necesarias para superar la discriminación estructural, 
sistémica o múltiple, las medidas a largo plazo, como la reforma de leyes 
y políticas con objeto de garantizar la igualdad de participación de las 
mujeres con discapacidad en todos los ámbitos de la vida, son requisitos 
previos esenciales para lograr la igualdad sustantiva de las mujeres con 
discapacidad.

34  Véase Comité de Derechos Humanos, observaciones generales núm. 18 (1989) sobre la no discrimi-
nación, párr. 9, y núm. 28 (2000) sobre la igualdad de derechos entre hombres y mujeres, párr. 31; 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 20, párr. 11; Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomendación general núm. 28, párr. 9, y 
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, observación general núm. 25 (2000) relativa a 
las dimensiones de la discriminación racial relacionadas con el género, párrs. 1 y 2.
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21. Todas las medidas deben asegurar el pleno desarrollo, adelanto y 
potenciación de la mujer con discapacidad. El desarrollo guarda relación 
con el crecimiento económico y la erradicación de la pobreza, pero no 
se limita a esos ámbitos. Aunque las medidas de desarrollo que tienen 
en cuenta las diferencias de género y la discapacidad en los ámbitos 
de la educación, el empleo, la generación de ingresos y la lucha contra 
la violencia, entre otros, pueden ser adecuadas para asegurar el pleno 
empoderamiento económico de las mujeres con discapacidad, se 
precisan medidas adicionales en relación con la salud y la participación 
en la política, la cultura y los deportes.

22. A fin de promover y potenciar a las mujeres con discapacidad, las medidas 
deben ir más allá del objetivo del desarrollo y estar también encaminadas 
a mejorar la situación de las mujeres con discapacidad durante toda su 
vida. No basta con tener en cuenta a las mujeres con discapacidad al 
formular medidas de desarrollo, también deben poder participar en la 
sociedad y aportar su contribución.

23. De conformidad con un enfoque basado en los derechos humanos, para 
garantizar la potenciación de las mujeres con discapacidad es necesario 
promover su participación en la adopción de decisiones públicas. Las 
mujeres y las niñas con discapacidad han encontrado históricamente 
muchos obstáculos para participar en la adopción de decisiones 
públicas. Debido a los desequilibrios de poder y a formas múltiples de 
discriminación, han tenido menos oportunidades de crear organizaciones 
que puedan representar sus necesidades como mujeres y personas con 
discapacidad, o de afiliarse a ellas. Los Estados partes deben establecer 
contacto directo con las mujeres y las niñas con discapacidad, y adoptar 
las medidas necesarias para garantizar que sus opiniones se tengan 
plenamente en cuenta y que no sean objeto de represalias por expresar 
sus puntos de vista y preocupaciones, especialmente en relación con 
la salud y los derechos sexuales y reproductivos, así como la violencia 
de género, incluida la violencia sexual. Por último, los Estados partes 
deben fomentar la participación de representantes de organizaciones de 
mujeres con discapacidad, no solo en órganos y mecanismos consultivos 
específicos de este ámbito35.

III. Obligaciones de los Estados partes

24. Los Estados partes en la Convención tienen la obligación de respetar, 
proteger y hacer efectivos los derechos de las mujeres con discapacidad, 
tanto en virtud del artículo 6 como de otras disposiciones sustantivas, a 
fin de asegurarles el goce y el ejercicio de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales. Ese deber implica la adopción de medidas 
jurídicas, políticas, administrativas, educativas y de otra índole.

35  Véase A/HRC/31/62, párr. 70.
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25. La obligación de respetar requiere que los Estados partes se abstengan 
de interferir, directa o indirectamente, en el ejercicio de los derechos 
de las mujeres con discapacidad. En ese sentido, hay que modificar o 
derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que 
constituyan discriminación contra las mujeres con discapacidad. Las 
leyes que no permiten que las mujeres con discapacidad contraigan 
matrimonio o decidan el número y el espaciamiento de sus hijos en 
igualdad de condiciones con las demás son ejemplos comunes de este 
tipo de discriminación. Además, el deber de respetar implica abstenerse 
de todo acto o práctica que contravenga el artículo 6 y otras disposiciones 
sustantivas y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen 
conforme a lo dispuesto en ellas36.

26. La obligación de proteger significa que los Estados partes deben 
asegurarse de que los derechos de las mujeres con discapacidad no sean 
vulnerados por terceros. Por lo tanto, los Estados partes deben tomar 
todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o 
empresa privada discrimine por motivos de sexo y/o deficiencia. También 
comprende el deber de ejercer la diligencia debida mediante la prevención 
de la violencia o las violaciones de los derechos humanos; la protección 
de las víctimas y los testigos de las violaciones; la investigación, el 
enjuiciamiento y la sanción de los responsables, incluidos los agentes 
del sector privado, y la facilitación del acceso a la compensación y la 
reparación cuando se produzcan violaciones de los derechos humanos37. 
Por ejemplo, los Estados partes podrían promover la formación de 
profesionales del sector de la justicia para asegurarse de que existan 
recursos efectivos para las mujeres con discapacidad que han sido 
víctimas de la violencia.

27. La obligación relativa a la efectividad impone un deber continuo y 
dinámico de adoptar y aplicar las medidas necesarias para asegurar el 
desarrollo, adelanto y potenciación de las mujeres con discapacidad. 
Los Estados partes deben adoptar un enfoque doble: a) la incorporación 
sistemática de los intereses y los derechos de las mujeres y las niñas 
con discapacidad en todos los planes de acción, estrategias38 y políticas 
nacionales relativos a la mujer, la infancia y la discapacidad, así como en 
los planes sectoriales sobre, por ejemplo, la igualdad de género, la salud, 
la violencia, la educación, la participación política, el empleo, el acceso a 
la justicia y la protección social; y b) la adopción de medidas selectivas y 
supervisadas dirigidas específicamente a las mujeres con discapacidad. 
Es esencial aplicar un enfoque doble para reducir la desigualdad respecto 
de la participación y del ejercicio de los derechos.

36  Véase el artículo 4, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
37  Véase la recomendación general conjunta núm. 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer/observación general núm. 18 del Comité de los Derechos del Niño (2014), relativa a 
las prácticas nocivas, nota 6.

38  Véase el artículo 4, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
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IV. Relación entre el artículo 6 y otros artículos de la Convención

28. La naturaleza transversal del artículo 6 lo vincula inextricablemente con 
todas las demás disposiciones sustantivas de la Convención. Además de 
estar relacionado con los artículos que incluyen una referencia explícita 
al sexo y/o al género, el artículo 6 está particularmente interrelacionado 
con las disposiciones relativas a la violencia contra las mujeres con 
discapacidad (art. 16) y a la salud y los derechos sexuales y reproductivos, 
incluido el respeto del hogar y de la familia (arts. 23 y 25), y con esferas 
de la discriminación contra las mujeres con discapacidad mencionadas en 
otros artículos pertinentes.

A. Protección contra la explotación, la violencia y el abuso (art. 16)

29. Las mujeres con discapacidad corren mayor riesgo de sufrir violencia, 
explotación y abuso, en comparación con otras mujeres39. La violencia 
puede ser interpersonal o institucional y/o estructural. La violencia 
institucional y/o estructural es cualquier forma de desigualdad estructural 
o de discriminación institucional que mantiene a la mujer en una posición 
subordinada, ya sea física o ideológica, en comparación con otras 
personas de su familia40, su hogar o su comunidad.

30. El ejercicio del derecho de las mujeres con discapacidad a la protección 
contra la explotación, la violencia y el abuso puede verse obstaculizado 
por los estereotipos nocivos que aumentan el riesgo de sufrir violencia. 
Los estereotipos nocivos que infantilizan a las mujeres con discapacidad y 
ponen en tela de juicio su capacidad para tomar decisiones, la percepción 
de que las mujeres con discapacidad son asexuales o sexualmente 
hiperactivas, y las creencias erróneas y los mitos bajo la enorme 
influencia de la superstición que aumentan el riesgo de violencia sexual 
contra las mujeres con albinismo41, impiden en conjunto a las mujeres con 
discapacidad el ejercicio de sus derechos enunciados en el artículo 16.

31. Como ejemplos de violencia, explotación y/o abuso contra las mujeres 
con discapacidad que vulneran el artículo 16 caben citar los siguientes: la 
adquisición de una discapacidad como consecuencia de la violencia o la 
fuerza física; la coerción económica; la trata y el engaño; la desinformación; 
el abandono; la ausencia de consentimiento libre e informado y la coerción 
legal; el descuido, incluidas la denegación del acceso a los medicamentos 
o su retención; la eliminación o el control de apoyos para la comunicación 
y la denegación de asistencia en la comunicación; la denegación de 
la movilidad personal y la accesibilidad, por ejemplo, la eliminación o 
destrucción de elementos de accesibilidad, como rampas, dispositivos 
de asistencia, como bastones blancos, o dispositivos de movilidad, como 
sillas de ruedas; la negativa de los cuidadores a prestar asistencia en 

39  Véase A/67/227, párr. 13.
40  Véase CRPD/C/HRV/CO/1, párr. 9.
41  Véase A/HRC/24/57, párr. 74.
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las actividades cotidianas, como bañarse, gestionar la menstruación y/o 
el saneamiento, vestirse y comer, que dificulta el ejercicio del derecho a 
vivir de forma independiente y a no sufrir tratos degradantes; la privación 
de alimentos o agua, o la amenaza de hacerlo; el miedo a causa de 
la intimidación, la agresión verbal y la ridiculización por motivos de 
discapacidad; el daño o la amenaza de causar daño, matar o llevarse 
a animales domésticos o perros de asistencia o destruir objetos; la 
manipulación psicológica, y el control, por ejemplo, mediante la restricción 
del acceso presencial o virtual a familiares, amigos u otras personas.

32. Algunas formas de violencia, explotación y abuso puede considerarse 
tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes y una vulneración de 
diversos tratados internacionales de derechos humanos. Entre ellas 
cabe citar: el embarazo o la esterilización forzados o realizados bajo 
coerción, o involuntarios42; todos los procedimientos y las intervenciones 
médicos realizados sin el consentimiento libre e informado, incluidos los 
relacionados con la anticoncepción y el aborto; las prácticas quirúrgicas 
invasivas e irreversibles, como la psicocirugía, la mutilación genital 
femenina y las intervenciones quirúrgicas o los tratamientos realizados en 
niños intersexuales sin su consentimiento informado; la administración de 
tratamientos electroconvulsivos y el recurso a la contención farmacológica, 
física o mecánica; y el aislamiento o la reclusión.

33. La violencia sexual contra las mujeres con discapacidad incluye la 
violación43. El abuso sexual se produce en todos los ámbitos, en 
instituciones estatales y no estatales y en la familia o la comunidad. 
Algunas mujeres con discapacidad, en particular las mujeres sordas y 
sordociegas44 y las mujeres con discapacidad intelectual, pueden correr 
un riesgo aún mayor de violencia y malos tratos a causa de su aislamiento, 
dependencia u opresión.

34. Las mujeres con discapacidad pueden ser objeto de explotación 
económica a causa de su deficiencia, lo que a su vez puede exponerlas 
a nuevos actos de violencia. Por ejemplo, las mujeres con deficiencias 
físicas o visibles pueden ser víctimas de la trata con fines de mendicidad 
forzada porque se cree que pueden despertar más compasión entre las 
personas45.

35. La atención y el tratamiento a menudo preferencial que se otorga a los 
niños significa que la violencia contra las niñas con discapacidad es más 
prevalente que la violencia contra los niños con discapacidad o las niñas 
en general. La violencia contra las niñas con discapacidad comprende el 
descuido específico de género, la humillación, la ocultación, el abandono y 
el abuso, incluidos el abuso sexual y la explotación sexual, que aumentan 
durante la pubertad. También es desproporcionadamente probable que 

42  Véase CRPD/C/MEX/CO/1, párr. 37.
43  Véase A/67/227, párr. 35.
44  Véase CRPD/C/BRA/CO/1, párr. 14.
45  Véase A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 25.
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los niños con discapacidad no sean inscritos al nacer46, lo que los expone 
a la explotación y la violencia. Las niñas con discapacidad corren en 
particular el riesgo de sufrir violencia por parte de los miembros de la 
familia y los cuidadores47.

36. Las niñas con discapacidad están particularmente expuestas a sufrir 
prácticas nocivas, que se justifican invocando costumbres y valores 
socioculturales y religiosos. Por ejemplo, las niñas con discapacidad son 
más proclives a “una muerte piadosa” que los niños con discapacidad 
porque sus familias no están dispuestas a criar a una niña con una 
deficiencia o carecen de apoyo para ello48. Otros ejemplos de prácticas 
nocivas incluyen el infanticidio49, las acusaciones de “posesión por los 
espíritus” y restricciones en la alimentación y la nutrición. Además, el 
matrimonio de las niñas con discapacidad, especialmente de las niñas 
con discapacidad intelectual, se justifica con el pretexto de prever 
seguridad, atención y financiación en el futuro. A su vez, el matrimonio 
infantil contribuye a las elevadas tasas de abandono escolar y a partos 
precoces y frecuentes. Las niñas con discapacidad sufren aislamiento 
social, segregación y explotación en el seno de la familia, en particular 
mediante la exclusión de las actividades familiares, la prohibición de salir 
del hogar, la obligación de realizar trabajo doméstico no remunerado y la 
prohibición de asistir a la escuela.

37. Las mujeres con discapacidad están sujetas a las mismas prácticas nocivas 
perpetradas contra las mujeres sin discapacidad, como el matrimonio 
forzado, la mutilación genital femenina, los delitos cometidos por motivos 
de “honor”, la violencia por causa de la dote, las prácticas relacionadas 
con la viudez y las acusaciones de brujería50. Las consecuencias de esas 
prácticas nocivas van mucho más allá de la exclusión social. Refuerzan 
los estereotipos de género nocivos, perpetúan las desigualdades y 
contribuyen a la discriminación contra las mujeres y las niñas. Pueden 
dar lugar a violencia física y psicológica y a la explotación económica. Las 
prácticas nocivas basadas en interpretaciones patriarcales de la cultura 
no pueden invocarse para justificar la violencia contra las mujeres y las 
niñas con discapacidad. Además, las mujeres y las niñas con discapacidad 
están particularmente expuestas a los “exámenes de virginidad”51 y, en 
relación con creencias erróneas relacionadas con el VIH/SIDA, a las 
“violaciones de vírgenes”52.

46  Véase por ejemplo, CRC/C/TGO/CO/3-4, párrs. 8 y 39.
47  Estado mundial de la infancia 2013: Niñas y niños con discapacidad (publicación de las Naciones Unidas, 

núm. de venta S.13.XX.1).
48  Véase A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 24.
49 Ibid.
50  Véase la recomendación general conjunta núm. 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer/observación general núm. 18 del Comité de los Derechos del Niño (2014), relativa a 
las prácticas nocivas, párr. 7.

51  Ibid., párr. 9.
52  Véase A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 24.
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B. Salud y derechos sexuales y reproductivos, incluido el 
respeto del hogar y de la familia (arts. 23 y 25)

38. La fijación de estereotipos indebidos relacionados con la discapacidad 
y el género es una forma de discriminación que tiene repercusiones 
especialmente graves en el disfrute de la salud y los derechos sexuales 
y reproductivos, y del derecho a fundar una familia. Los estereotipos 
nocivos respecto de las mujeres con discapacidad incluyen la creencia 
de que son asexuales, incapaces, irracionales, carecen de control y/o son 
sexualmente hiperactivas. Al igual que todas las mujeres, las que presentan 
discapacidad tienen derecho a elegir el número y el espaciamiento 
de sus hijos, así como a ejercer control sobre las cuestiones relativas 
a su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, y a decidir 
libremente respecto de esas cuestiones, sin verse sujetas a la coerción, la 
discriminación y la violencia53.

39. Las mujeres con discapacidad se enfrentan a múltiples desventajas en 
relación con el disfrute de la salud y los derechos sexuales y reproductivos, 
el igual reconocimiento como persona ante la ley y el acceso a la justicia. 
Además de hacer frente a los obstáculos resultantes de la discriminación 
múltiple por motivos de género y discapacidad, algunas de ellas, por 
ejemplo las mujeres refugiadas, migrantes y solicitantes de asilo, afrontan 
obstáculos adicionales porque se les niega el acceso a la atención de 
la salud. Las mujeres con discapacidad pueden afrontar asimismo 
estereotipos eugenésicos nocivos que suponen que van a dar a luz a 
niños con discapacidad y, por lo tanto, conducen a que se desaliente o se 
impida a las mujeres con discapacidad que realicen su maternidad54.

40. También puede denegarse a las mujeres con discapacidad el acceso a 
la información y la comunicación, incluida una educación sexual integral, 
sobre la base de estereotipos nocivos que suponen que son asexuales y, 
por tanto, no necesitan esa información en igualdad de condiciones con 
las demás. Además, es posible que la información no esté disponible en 
formatos accesibles. La información sobre la salud sexual y reproductiva 
incluye datos sobre todos los aspectos pertinentes, entre ellos la salud 
materna, los anticonceptivos, la planificación familiar, las infecciones 
de transmisión sexual, la prevención del VIH, el aborto sin riesgo y la 
asistencia posterior en casos de aborto, la infecundidad y las opciones de 
fecundidad, y el cáncer del sistema reproductor55.

53  Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo y Plataforma de 
Acción de Beijing, y documentos finales de sus conferencias de examen.

54  Véase A/67/227, párr. 36.
55  Véase Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 22 (2016) 

sobre el derecho a la salud sexual y reproductiva, párr. 18.
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41. La falta de acceso a la información sobre salud sexual y reproductiva de las 
mujeres con discapacidad, especialmente las mujeres con discapacidad 
intelectual y las mujeres sordas y sordociegas, puede aumentar el riesgo 
de que sean objeto de violencia sexual56.

42. El equipo y las instalaciones de atención de la salud, incluidos los aparatos 
de mamografía y las camillas para exámenes ginecológicos, suelen 
ser físicamente inaccesibles para las mujeres con discapacidad57. Es 
posible que las mujeres con discapacidad no tengan a su disposición un 
transporte seguro para trasladarse a los centros de atención de la salud o 
a programas de detección, o que no sea asequible o accesible.

43. Las barreras debidas a la actitud del personal de atención de la salud y 
el personal conexo pueden dar lugar a que se deniegue a las mujeres 
con discapacidad el acceso a servicios y profesionales de atención de 
la salud, especialmente a las mujeres con deficiencias psicosociales o 
intelectuales, las mujeres sordas y sordociegas y las que todavía están 
institucionalizadas58.

44. En la práctica, suele hacerse caso omiso de las opciones de las mujeres 
con discapacidad, especialmente las mujeres con discapacidad psicosocial 
o intelectual, y sus decisiones suelen ser sustituidas por las de terceros, 
incluidos representantes legales, proveedores de servicios, tutores y 
miembros de la familia, en violación de sus derechos en virtud del artículo 
12 de la Convención59. Todas las mujeres con discapacidad han de poder 
ejercer su capacidad jurídica tomando sus propias decisiones, con apoyo 
cuando así lo deseen, sobre la atención médica o el tratamiento terapéutico, 
incluidas las decisiones relativas a conservar su fertilidad y su autonomía 
reproductiva, ejercer su derecho a decidir el número y el espaciamiento de 
los hijos, dar su consentimiento y aceptar una declaración de paternidad 
y ejercer su derecho a establecer relaciones. La restricción o supresión 
de la capacidad jurídica puede facilitar intervenciones forzadas, como la 
esterilización, el aborto, la anticoncepción, la mutilación genital femenina, 
las intervenciones quirúrgicas o los tratamientos realizados en niños 
intersexuales sin su consentimiento informado y la detención forzosa en 
instituciones60.

56  Véase por ejemplo, CRPD/C/MEX/CO/1, párr. 50 b).
57  Véase Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 2 

(2014) sobre la accesibilidad, párr. 40 y, por ejemplo, CRPD/C/DOM/CO/1, párr. 46.
58  Véase A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 37.
59  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Entidad de las 

Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres, Programa Conjunto 
de las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 
Fondo de Población de las Naciones Unidas, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y Organi-
zación Mundial de la Salud (OMS), Eliminating forced, coercive and otherwise involuntary sterilization: an 
interagency statement (WHO, 2014).

60  Véase Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 1 
(2014) relativa al igual reconocimiento como persona ante la ley, párr. 35.
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45. La anticoncepción y la esterilización forzadas también pueden dar lugar 
a la violencia sexual sin la consecuencia del embarazo, especialmente 
en el caso de las mujeres con discapacidad psicosocial o intelectual, las 
mujeres internadas en centros psiquiátricos y otras instituciones y las 
mujeres privadas de libertad. Por lo tanto, es especialmente importante 
reafirmar que debe reconocerse la capacidad jurídica de las mujeres 
con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás61, y que las 
mujeres con discapacidad tienen derecho a fundar una familia y a recibir 
asistencia adecuada para criar a sus hijos.

46. Los estereotipos nocivos de género y/o discapacidad basados en 
conceptos como la incapacidad o la inhabilidad pueden dar lugar a que las 
madres con discapacidad sufran discriminación jurídica, motivo por el cual 
esas mujeres están excesivamente representadas en procedimientos de 
protección del menor y pierden de manera desproporcionada el contacto y 
la custodia de sus hijos, que son objeto de procedimientos de adopción y/o 
son colocados en una institución. Además, puede concederse al marido la 
separación o el divorcio sobre la base de la discapacidad psicosocial de 
su esposa.

C. Discriminación contra las mujeres con discapacidad en 
otros artículos de la Convención

Toma de conciencia (art. 8)

47. Las mujeres con discapacidad están expuestas a estereotipos complejos 
que pueden ser particularmente nocivos. Entre los estereotipos de género 
y discapacidad que afectan a las mujeres con discapacidad cabe citar: son 
una carga para otros (es decir, deben ser atendidas, causan dificultades, 
son un infortunio y una responsabilidad o requieren protección); son 
vulnerables (es decir, se consideran indefensas, dependientes, confiadas 
o inseguras); son víctimas (es decir, se considera que sufren, son pasivas 
o están desamparadas) o son inferiores (es decir, se considera que son 
deficientes, ineptas, débiles o inútiles); tienen una anomalía sexual (por 
ejemplo, son estereotipadas como asexuales, inactivas, hiperactivas, 
incapaces o sexualmente perversas); o son misteriosas o siniestras (son 
estereotipadas como malditas, poseídas por los espíritus, practicantes 
de brujería, dañinas o que traen buena o mala suerte). La fijación de un 
estereotipo de género y/o discapacidad es la práctica de atribuir a una 
determinada persona una creencia estereotipada; es nocivo cuando 
da lugar a vulneraciones de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. Un ejemplo de ello es que el sistema de justicia no exige 

61  Ibid., párr. 31. Véase también el art. 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, y el art. 15 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer.
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responsabilidades al autor de la violencia sexual contra una mujer con 
discapacidad sobre la base de las opiniones estereotipadas sobre la 
sexualidad de la mujer o su credibilidad como testigo.

Accesibilidad (art. 9)

48. El hecho de que no se haya prestado atención a las cuestiones de género 
y/o a aspectos de la discapacidad en las políticas relativas al entorno físico, 
el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas 
y las tecnologías al respecto, y otros servicios e instalaciones abiertos al 
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales, impide que 
las mujeres con discapacidad vivan de forma independiente y participen 
plenamente en todos los aspectos de la vida en igualdad de condiciones 
con las demás. Esto es especialmente pertinente respecto del acceso de 
las mujeres con discapacidad a centros de acogida, servicios de apoyo 
y procedimientos que ofrezcan protección efectiva y significativa frente a 
la violencia, el abuso y la explotación, o de la prestación de servicios de 
atención de la salud, en particular de atención de la salud reproductiva62.

Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias (art. 11)

49. En situaciones de conflicto armado, ocupación de territorios, desastres 
naturales y emergencias humanitarias, las mujeres con discapacidad 
están más expuestas a la violencia sexual y tienen menos probabilidades 
de tener acceso a servicios de recuperación y rehabilitación o de tener 
acceso a la justicia63. Las mujeres refugiadas, migrantes y solicitantes de 
asilo con discapacidad también pueden estar más expuestas a la violencia 
porque se les niega el derecho a acceder a los sistemas de salud y de 
justicia debido a su situación en relación con la ciudadanía.

50. Las mujeres con discapacidad en situaciones de riesgo y emergencias 
humanitarias corren un riesgo mayor de violencia sexual, como se indica 
en la sección anterior. Además, la falta de instalaciones de saneamiento 
aumenta la discriminación contra las mujeres con discapacidad, que se 
enfrentan a diversos obstáculos para acceder a la ayuda humanitaria. 
Aunque se da prioridad a las mujeres y los niños en la distribución de la ayuda 
humanitaria, las mujeres con discapacidad no siempre pueden obtener 
información sobre proyectos de socorro, ya que a menudo la información 
no está disponible en formatos accesibles. Cuando reciben información, 
tal vez no pueden acceder físicamente a los puntos de distribución. 
E incluso si lo consiguen, es posible que no puedan comunicarse con 
el personal. Asimismo, si las mujeres con discapacidad son víctimas 
de violencia, explotación o abuso, es posible que las líneas telefónicas 
de ayuda y de emergencia no sean accesibles. Los campamentos 

62  Véase Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 2 
(2014) sobre la accesibilidad.

63  “Statement of the Committee on the Rights of Persons with Disabilities on disability inclusion for 
the World Humanitarian Summit”, puede consultarse en el sitio web del Comité (www.ohchr.org/EN/ 
HRBodies/CRPD/Pages/CRPDIndex.aspx).
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de refugiados a menudo carecen de mecanismos de protección de la 
infancia para los niños con discapacidad. Además, a menudo no existen 
instalaciones de saneamiento accesibles para garantizar la gestión de 
la higiene menstrual, lo que a su vez puede aumentar la exposición de 
las mujeres con discapacidad a la violencia. Las mujeres solteras con 
discapacidad se enfrentan con obstáculos para una evacuación accesible 
a raíz de una situación de emergencia o desastre, en particular si van 
acompañadas de sus hijos en el momento de la evacuación. Esto afecta de 
manera desproporcionada a las mujeres desplazadas con discapacidad 
que no cuentan con un familiar adulto, amigos o cuidadores. Las niñas 
desplazadas con discapacidad se enfrentan a obstáculos adicionales para 
acceder a la educación formal y no formal, especialmente en situaciones 
de crisis.

Igual reconocimiento como persona ante la ley (art. 12)

51. A las mujeres con discapacidad, con mayor frecuencia que a los hombres 
con discapacidad y que a las mujeres sin discapacidad, se les niega el 
derecho a la capacidad jurídica. Sus derechos a mantener el control de 
su salud reproductiva, en particular sobre la base de un consentimiento 
libre e informado64, a fundar una familia, a elegir dónde y con quién 
vivir, a la integridad física y mental, a ser propietarias y heredar bienes, 
controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad 
de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades 
de crédito financiero65, son a menudo vulnerados mediante los sistemas 
patriarcales de sustitución en la adopción de decisiones.

Acceso a la justicia (art. 13)

52. Las mujeres con discapacidad se enfrentan con obstáculos para acceder 
a la justicia, en particular con respecto a la explotación, la violencia y el 
abuso, debido a los estereotipos nocivos, la discriminación y la falta de 
ajustes razonables y procesales, que pueden dar lugar a que se dude 
de su credibilidad y se desestimen sus acusaciones66. Las actitudes 
negativas en la aplicación de los procedimientos pueden intimidar a 
las víctimas o disuadirlas de buscar justicia. Los procedimientos de 
información complicados o degradantes, la remisión de las víctimas a 
los servicios sociales en lugar de proporcionarles recursos jurídicos o la 
actitud displicente de la policía u otras fuerzas del orden son ejemplos 
de esas actitudes. Esto podría redundar en la impunidad y la invisibilidad 
del problema, lo que a su vez podría dar lugar a la persistencia de la 
violencia durante períodos prolongados67. Es posible que las mujeres con 

64  Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 1 (2014) 
relativa al igual reconocimiento como persona ante la ley.

65  World Survey on the Role of Women in Development 2014: Gender Equality and Sustainable Development 
(publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta E.14.IV.6)

66  Véanse A/HRC/20/5 y Add.1 y Corr.1, párr. 41, y A/67/227, párr. 42.
67  Véase A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 19.
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discapacidad también teman denunciar los casos de violencia, explotación 
o abuso porque les preocupa que puedan perder el apoyo necesario de 
los cuidadores68.

Libertad y seguridad de la persona y protección contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (arts. 14 y 15)

53. Las violaciones relativas a la privación de la libertad afectan de manera 
desproporcionada a las mujeres con discapacidad intelectual o psicosocial 
y a las que se encuentran en entornos institucionales. Las personas 
privadas de libertad en lugares como instituciones psiquiátricas, sobre 
la base de una deficiencia real o subjetiva, son objeto de niveles más 
elevados de violencia, así como de tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes69 y están segregadas y expuestas al riesgo de violencia 
sexual y de trata de personas en instituciones de atención y de educación 
especial70. La violencia contra las mujeres con discapacidad internadas 
en instituciones incluye: ser desvestidas por personal masculino en contra 
de la voluntad de la mujer; la administración forzosa de medicación 
psiquiátrica; y la sobremedicación, lo que puede reducir la capacidad de 
describir y/o recordar la violencia sexual. Los autores pueden actuar con 
impunidad porque consideran que hay escaso riesgo de ser descubiertos o 
sancionados, ya que el acceso a los recursos judiciales está estrictamente 
restringido y es poco probable que las mujeres con discapacidad víctimas 
de este tipo de violencia puedan acceder a líneas telefónicas de ayuda o 
a otras formas de apoyo para denunciar esas violaciones.

Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes y protección de la integridad personal (arts. 15 y 17)

54. Las mujeres con discapacidad tienen más probabilidades de ser sometidas 
a intervenciones forzadas que las mujeres en general y que los hombres 
con discapacidad. Esas intervenciones médicas forzosas, que suelen 
justificarse erróneamente alegando teorías de incapacidad y de necesidad 
terapéutica, se ven legitimadas por las leyes nacionales y pueden llegar 
a gozar de un amplio apoyo público al realizarse en aras del presunto 
“interés superior” de la persona afectada71. Las intervenciones forzadas 
vulneran diversos derechos consagrados en la Convención, a saber: el 
derecho al igual reconocimiento como persona ante la ley; el derecho a 
la protección contra la explotación, la violencia y el abuso; el derecho a 
fundar una familia; el derecho a la integridad personal; el derecho a la 
salud sexual y reproductiva, y el derecho a la protección contra la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes72.

68  Ibid., párr. 16.
69  Ibid., párr. 39.
70  Véase CRPD/C/UKR/CO/1, párr. 11.
71  Véase A/HRC/22/53, párr. 64.
72  Véase CRPD/C/SWE/CO/1, párr. 37.
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Derecho a vivir de forma independiente y a ser 
incluido en la comunidad (art. 19)

55. El derecho de las mujeres con discapacidad a elegir su lugar de residencia 
puede verse afectado por las normas culturales y los valores de la familia 
patriarcal que limitan la autonomía y las obligan a vivir con arreglo a un 
sistema de vida específico. Por lo tanto, la discriminación múltiple puede 
impedir el disfrute pleno y en condiciones de igualdad del derecho a vivir 
de forma independiente y a ser incluidas en la comunidad. La edad y la 
discapacidad, por separado o conjuntamente, pueden aumentar el riesgo de 
institucionalización de las personas de edad con discapacidad73. Además, 
se ha documentado ampliamente que la institucionalización puede hacer 
que las personas con discapacidad sean vulnerables a la violencia y los 
abusos, estando las mujeres con discapacidad particularmente expuestas 
a ese peligro74.

Educación (art. 24)

56. Los estereotipos nocivos de género y discapacidad se combinan para 
fomentar actitudes, políticas y prácticas discriminatorias, por ejemplo: 
dar mayor valor a la educación de los niños en detrimento de las niñas, 
utilizar material educativo que perpetúe estereotipos nocivos de género y 
discapacidad, alentar el matrimonio infantil de las niñas con discapacidad, 
realizar actividades familiares basadas en el género, asignar funciones 
de cuidadores a las mujeres y las niñas, y no proporcionar instalaciones 
de saneamiento accesibles en las escuelas para asegurar la gestión de 
la higiene menstrual. A su vez, esto redunda en tasas más elevadas de 
analfabetismo, fracaso escolar, tasas irregulares de asistencia diaria, 
absentismo y en el abandono total de los estudios.

Salud y rehabilitación (arts. 25 y 26)

57. Las mujeres con discapacidad se enfrentan con obstáculos para acceder 
a los servicios de salud y rehabilitación. Entre ellos cabe mencionar: la 
falta de educación e información sobre la salud y los derechos sexuales 
y reproductivos; las barreras físicas a los servicios de ginecología, 
obstetricia y oncología; y las barreras debidas a la actitud respecto de 
la fecundidad y los tratamientos hormonales. También es posible que los 
servicios de rehabilitación física y psicológica, incluido el asesoramiento 
en caso de actos de violencia de género, no sean accesibles, inclusivos o 
no tengan en cuenta el género y la edad.

Trabajo y empleo (art. 27)

58. Además de los obstáculos generales que afrontan las personas con 
discapacidad cuando tratan de ejercer su derecho al trabajo, las mujeres 
con discapacidad se enfrentan también a obstáculos especiales que 

73  Véase E/2012/51 y Corr.1.
74  Véase A/HRC/28/37, párr. 24.
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entorpecen su participación en pie de igualdad en el lugar de trabajo, en 
particular el acoso sexual, la desigualdad de remuneración y la falta de 
acceso a una reparación porque debido a las actitudes discriminatorias se 
desestiman sus denuncias, así como a obstáculos físicos y relativos a la 
información y las comunicaciones75.

Protección social (art. 28)

59. Como consecuencia de la discriminación, las mujeres representan un 
porcentaje desproporcionado de los pobres del mundo, lo que da lugar 
a una falta de opciones y oportunidades, especialmente en cuanto a 
los ingresos generados por un empleo formal. La pobreza es un factor 
agravante y el resultado de la discriminación múltiple. Las mujeres de edad 
con discapacidad se enfrentan en particular a numerosas dificultades 
para acceder a una vivienda adecuada, tienen más probabilidades de 
ser institucionalizadas y no tienen un acceso equitativo a programas de 
protección social y reducción de la pobreza76.

Participación en la vida política y pública (art. 29)

60. Históricamente se ha silenciado la voz de las mujeres y las niñas con 
discapacidad, y por este motivo están infrarrepresentadas de forma 
desproporcionada en la adopción de decisiones públicas. Debido a los 
desequilibrios de poder y a la discriminación múltiple han tenido menos 
oportunidades de crear organizaciones que puedan representar sus 
necesidades como mujeres, niñas y personas con discapacidad, o de 
afiliarse a ellas.

V. Aplicación nacional

61. En su examen de los informes de los Estados partes, el Comité ha señalado 
que los Estados partes se enfrentan a una serie de desafíos constantes 
para garantizar a las mujeres con discapacidad el pleno disfrute de todos 
sus derechos sin discriminación y en igualdad de condiciones con las 
demás, de conformidad con el artículo 6 y otros artículos conexos de la 
Convención.

62. Habida cuenta del contenido normativo y de las obligaciones que se han 
descrito en el presente documento, los Estados partes deben adoptar 
las medidas siguientes para asegurar la plena aplicación del artículo 6 y 
prever recursos adecuados a este respecto.

63. Los Estados partes deben combatir la discriminación múltiple, en particular 
mediante lo siguiente:

75  Véanse A/HRC/20/5 y Corr.1, párr. 40, y A/67/227, párr. 67.
76  Véase A/70/297.
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a) La derogación de las leyes, políticas y prácticas discriminatorias 
que impiden que las mujeres con discapacidad disfruten de todos 
los derechos consagrados en la Convención; la prohibición de la 
discriminación basada en el género y la discapacidad y sus formas 
interseccionales; la tipificación como delito de la violencia sexual 
contra las niñas y las mujeres con discapacidad; la prohibición de 
todas las formas de esterilización forzada, aborto forzado y control 
de la natalidad no consensuado; la prohibición de todas las formas 
de tratamiento médico forzado relacionado con el género y/o la 
discapacidad, y la adopción de todas las medidas legislativas 
adecuadas para proteger a las mujeres con discapacidad contra la 
discriminación;

b) La adopción de leyes, políticas y medidas adecuadas para garantizar 
que los derechos de las mujeres con discapacidad se incluyan en 
todas las políticas, especialmente en relativas a la mujer en general y 
a la discapacidad;

c) La superación de todos los obstáculos que impiden o limitan la 
participación de las mujeres con discapacidad y la garantía que las 
mujeres con discapacidad, así como las opiniones de las niñas con 
discapacidad, a través de sus organizaciones representativas, se 
incluyan en la elaboración, la aplicación y el seguimiento de todos los 
programas que repercuten en sus vidas, y la inclusión de las mujeres 
con discapacidad en todos los sectores y órganos del sistema de 
vigilancia nacional;

d) La reunión y el análisis de datos sobre la situación de las mujeres con 
discapacidad en todos los ámbitos que les conciernen en consulta con 
las organizaciones de mujeres con discapacidad, con miras a orientar 
la planificación de políticas para la aplicación del artículo 6 y eliminar 
todas las formas de discriminación, especialmente la discriminación 
múltiple e interseccional, y la mejora de los sistemas de reunión de 
datos para lograr un seguimiento y una evaluación adecuados;

e) La garantía de que todas las actividades de cooperación internacional 
tengan en cuenta el género y la discapacidad y sean inclusivas, y 
la incorporación de datos y estadísticas sobre las mujeres con 
discapacidad en la aplicación de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, comprendidos los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
junto con sus metas e indicadores, así como en otros marcos 
internacionales.

64. Los Estados partes deben adoptar todas las medidas pertinentes para 
asegurar el desarrollo, el adelanto y la potenciación de las mujeres con 
discapacidad, en particular mediante lo siguiente:
a) La derogación de todas las leyes o políticas que impidan la 

participación plena y efectiva de las mujeres con discapacidad en la 
vida política y pública en igualdad de condiciones con las demás, en 
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especial en lo que respecta al derecho a crear organizaciones y redes 
de mujeres en general y de mujeres con discapacidad en particular, y 
afiliarse a ellas.

b) La adopción de medidas de acción afirmativa para el desarrollo, 
el adelanto y la potenciación de las mujeres con discapacidad, en 
consulta con organizaciones de mujeres con discapacidad, a fin 
de abordar de inmediato las desigualdades y asegurar que gocen 
de las mismas oportunidades que las demás. Esas medidas deben 
adoptarse en particular con respecto al acceso a la justicia, la 
eliminación de la violencia, el respeto del hogar y de la familia, la 
salud sexual y los derechos reproductivos, la salud, la educación, 
el empleo y la protección social. Los servicios y las instalaciones 
públicos y privados utilizados por las mujeres con discapacidad 
deben ser plenamente accesibles de conformidad con el artículo 9 
de la Convención y la observación general núm. 2 (2014) relativa a 
la accesibilidad, y los proveedores de servicios públicos y privados 
deben recibir capacitación e instrucción sobre las normas de 
derechos humanos aplicables y para detectar y combatir las normas 
y los valores discriminatorios a fin de que puedan prestar la atención, 
el apoyo y la asistencia debidos a las mujeres con discapacidad.

c) La adopción de medidas efectivas a fin de ofrecer a las mujeres con 
discapacidad acceso al apoyo que puedan necesitar para ejercer su 
capacidad jurídica, de conformidad con la observación general núm. 1 
del Comité (2014) relativa al igual reconocimiento como persona ante 
la ley, dar su consentimiento libre e informado y adoptar decisiones 
sobre su propia vida.

d) El apoyo y fomento de la creación de organizaciones y redes de 
mujeres con discapacidad, y el apoyo y aliento a las mujeres con 
discapacidad para que asuman funciones de liderazgo en los órganos 
de adopción de decisiones públicas a todos los niveles.

e) El fomento de la realización de investigaciones específicas 
sobre la situación de las mujeres con discapacidad, en particular 
investigaciones sobre los obstáculos que impiden su desarrollo, 
adelanto y potenciación en todos los ámbitos relacionados con 
ellas; el hecho de tomar en consideración a las mujeres con 
discapacidad en la reunión de datos relativos a las personas con 
discapacidad y a las mujeres en general; la debida formulación de 
políticas específicas para el desarrollo, el adelanto y la potenciación 
de las mujeres con discapacidad; la participación de las mujeres 
con discapacidad y las organizaciones que las representan en la 
concepción de las actividades de reunión de datos, en su ejecución, 
supervisión y evaluación, así como en la capacitación pertinente; y 
el establecimiento de mecanismos de consulta para crear sistemas 
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capaces de detectar y captar efectivamente las diversas experiencias 
vitales de las mujeres con discapacidad con objeto de mejorar las 
políticas y prácticas públicas.

f) El apoyo y el fomento de la cooperación y la asistencia internacionales 
en consonancia con todos los esfuerzos nacionales por eliminar 
los obstáculos jurídicos, procesales, prácticos y sociales al pleno 
desarrollo, adelanto y potenciación de las mujeres con discapacidad 
en sus comunidades, así como en los niveles nacional, regional y 
mundial, y de la inclusión de las mujeres con discapacidad en el 
diseño, la ejecución y la supervisión de los proyectos y programas de 
cooperación internacional que afectan a sus vidas.

65. Los Estados partes deben tener en cuenta las recomendaciones de los 
órganos pertinentes de las Naciones Unidas que se ocupan de la igualdad 
de género y aplicarlas a las mujeres y las niñas con discapacidad77.

77  Véase E/CN.6/2016/3. Véanse también: Comisión Europea, Centro Internacional de Formación de la 
Organización Internacional del Trabajo y ONU-Mujeres, Handbook on costing gender equality (Nueva 
York, 2015), se puede consultar en www.unwomen.org/en/digital-library/publications/2015/7/ han-
dbook-on-costing-gender-equality; ONU-Mujeres, Guidebook on CEDAW General Recommendation no. 
30 and the UN Security Council resolutions on women, peace and security (Nueva York, 2015), se puede 
consultar en www.unwomen.org/en/digital-library/publications/2015/8/ guidebook -cedawgene-
ralrecommendation30-womenpeacesecurity; ONU-Mujeres, Guidance Note on Gender Mainstreaming 
in Development Programming (Nueva York, 2014), se puede consultar en www.unwomen.org/en/
digital-library/publications/2015/02/gender-mainstreaming-issues; ONUMujeres, Guía de evaluación 
de programas y proyectos con perspectiva de género, derechos humanos e interculturalidad (Nueva 
York, 2014) se puede consultar en www.unwomen.org/ en/digital-library/publications/2014/7/
guide-for-the-evaluation-of-programmes-and-projects-with-a-gender-perspective; ONU-Mujeres, 
Monitoring Gender Equality and the Empowerment of Women and Girls in the 2030 Agenda for Sustainable 
Development: Opportunities and Challenges (Nueva York, 2015), se puede consultar en www.unwomen.
org/en/digital-library/publications/2015/9/ indicators-position-paper.
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Observación general núm. 4 (2016) sobre 
el derecho a la educación inclusiva

Distr. General: 25 de noviembre de 2016

I. Introducción

1. Históricamente se ha considerado a las personas con discapacidad como 
beneficiarias de ayudas sociales, pero ahora el derecho internacional 
las reconoce como titulares de derechos y pueden reclamar su derecho 
a la educación sin discriminación y sobre la base de la igualdad de 
oportunidades. La Convención sobre los Derechos del Niño (1989), la 
Declaración Mundial sobre Educación para Todos (1990), las Normas 
Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad (1993) y la Declaración de Salamanca y Plan de Acción 
(1994) incluyen todas ellas medidas que demuestran una conciencia y 
una comprensión cada vez mayores del derecho de las personas con 
discapacidad a la educación.

2. En los últimos treinta años el reconocimiento de que la inclusión es 
fundamental para lograr hacer efectivo el derecho a la educación ha 
aumentado y está consagrado en la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, que es el primer instrumento jurídicamente 
vinculante que contiene una referencia al concepto de educación inclusiva 
de calidad. El Objetivo de Desarrollo Sostenible 4 también reconoce el valor 
de la educación inclusiva, de calidad y equitativa. La educación inclusiva 
es indispensable para que todos los alumnos reciban una educación de 
gran calidad, incluidas las personas con discapacidad, y para el desarrollo 
de sociedades inclusivas, pacíficas y justas. Además, existen poderosas 
razones educativas, sociales y económicas. Como figura en el informe 
de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos acerca del estudio temático sobre el derecho de las 
personas con discapacidad a la educación, solo la educación inclusiva 
puede ofrecer educación de calidad y desarrollo social a las personas con 
discapacidad, y una garantía de universalidad y no discriminación en el 
derecho a la educación78.

3. Si bien se han realizado progresos, el Comité está preocupado porque 
siguen existiendo problemas profundos. Muchos millones de personas 
con discapacidad se ven privadas del derecho a la educación y muchas 
más solo disponen de ella en entornos en los que las personas con 
discapacidad están aisladas de sus compañeros y donde reciben una 
educación de una calidad inferior.

78  Véase A/HRC/25/29 y Corr.1, párrs. 3 y 68.
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4. Las barreras que impiden a las personas con discapacidad acceder a la 
educación inclusiva para pueden deberse a numerosos factores, entre 
ellos:
a) El hecho de no entender o aplicar el modelo de derechos humanos 

de la discapacidad, según el cual las barreras en la comunidad y la 
sociedad, en lugar de deberse a deficiencias personales, excluyen a 
las personas con discapacidad;

b) La persistencia de la discriminación contra las personas con 
discapacidad, agravada por el aislamiento de las personas que 
permanecen en instituciones residenciales de larga estancia, y las 
pocas expectativas que se depositan en las que se encuentran en 
entornos educativos generales, propiciando que los prejuicios y el 
miedo aumenten y no se combatan;

c) El desconocimiento de la naturaleza y las ventajas de la educación 
inclusiva y de calidad y de la diversidad, entre otros ámbitos en lo que 
respecta a la competitividad, en el aprendizaje para todos; la falta de 
divulgación entre todos los padres; y la falta de respuestas adecuadas 
a las necesidades de apoyo, lo que genera temores y estereotipos 
infundados de que la inclusión provocará un deterioro en la calidad de 
la educación o repercutirá negativamente en los demás;

d) La falta de datos desglosados y de investigación (ambos elementos 
necesarios para la rendición de cuentas y la elaboración de 
programas), lo que impide la formulación de políticas eficaces y las 
intervenciones para promover la educación inclusiva y de calidad;

e) La falta de voluntad política y de capacidad y conocimientos técnicos 
para hacer efectivo el derecho a la educación inclusiva, lo que incluye 
la capacitación insuficiente de todo el personal docente;

f) Los mecanismos de financiación inadecuados e insuficientes para 
ofrecer los incentivos y realizar los ajustes razonables encaminados 
a la inclusión de alumnos con discapacidad, la coordinación 
interministerial, el apoyo y la sostenibilidad;

g) La falta de recursos legales y de mecanismos para obtener reparación 
por las violaciones.

5. Los Estados partes en la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad deben tener en cuenta los principios generales 
fundamentales de la Convención en todas las medidas adoptadas para 
instaurar la educación inclusiva y velar por que el proceso y los resultados 
de elaborar un sistema de educación inclusiva cumplan lo dispuesto en el 
artículo 3.

6. La presente observación general es aplicable a todas las personas con 
discapacidad real o aparente79. El Comité reconoce que algunos grupos 
están más expuestos que otros a quedar excluidos de la educación, como: 

79  Art. 1, párr. 2, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
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las personas con discapacidad intelectual o discapacidades múltiples, 
las personas sordociegas, las personas con autismo y las personas con 
discapacidad en situaciones de emergencia humanitaria.

7. De conformidad con el artículo 4, párrafo 3, los Estados partes deben 
consultar y colaborar activamente con las personas con discapacidad, 
incluidos los niños con discapacidad, a través de las organizaciones que 
las representan, en todos los aspectos de la planificación, aplicación, 
supervisión y evaluación de las políticas de educación inclusiva. Se debe 
reconocer a las personas con discapacidad y, cuando proceda, a sus 
familias, como colaboradores y no solo beneficiarios de la educación.

II. Contenido normativo del artículo 24

8. De conformidad con el artículo 24, párrafo 1, los Estados partes deben 
velar por que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho 
a la educación mediante un sistema de educación inclusiva a todos 
los niveles, que incluya los ciclos educativos de preescolar, primaria, 
secundaria y superior, la formación profesional y la enseñanza a lo largo 
de la vida, y las actividades extraescolares y sociales, y para todos los 
alumnos, incluidas las personas con discapacidad, sin discriminación y en 
igualdad de condiciones con las demás.

9. Garantizar el derecho a la educación inclusiva conlleva una transformación 
de la cultura, la política y la práctica en todos los entornos educativos 
formales e informales para dar cabida a las diferentes necesidades 
e identidades de cada alumno, así como el compromiso de eliminar 
los obstáculos que impiden esa posibilidad. También entraña el 
fortalecimiento de la capacidad del sistema educativo para llegar a todos 
los alumnos. Además, la participación plena y efectiva, la accesibilidad, 
la asistencia y el buen rendimiento académico de todos los alumnos, en 
particular de aquellos que, por diferentes razones, están en situación de 
exclusión o pueden ser objeto de marginación, ocupan un lugar central 
a la hora de garantizar el derecho a la educación inclusiva. La inclusión 
comprende el acceso a una educación formal e informal de gran calidad 
no discriminatoria y los progresos logrados en este sentido. Tiene por 
objeto permitir a las comunidades, los sistemas y las estructuras luchar 
contra la discriminación, incluidos los estereotipos nocivos, reconocer 
la diversidad, promover la participación y superar los obstáculos que 
dificultan el aprendizaje y la participación de todos centrándose en el 
bienestar y el éxito de los alumnos con discapacidad. Requiere además 
una profunda transformación de los sistemas educativos en las esferas de 
la legislación, las políticas y los mecanismos para financiar, administrar, 
diseñar, impartir y supervisar la educación.

10. La educación inclusiva deben entenderse como:
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a) Un derecho humano fundamental de todo alumno. Más concretamente, 
la educación es un derecho de los alumnos y no de los padres o 
cuidadores, en el caso de los niños. Las responsabilidades de los 
padres a este respecto están supeditadas a los derechos del niño.

b) Un principio que valora el bienestar de todos los alumnos, respeta su 
dignidad y autonomía inherentes y reconoce las necesidades de las 
personas y su capacidad efectiva de ser incluidas en la sociedad y 
contribuir a ella.

c) Un medio para hacer efectivos otros derechos humanos. Es el 
principal medio para que las personas con discapacidad salgan de la 
pobreza y obtengan los recursos para participar plenamente en sus 
comunidades y protegerse de la explotación80. También es el principal 
medio para lograr sociedades inclusivas.

d) El resultado de un proceso de compromiso continuo y dinámico para 
eliminar las barreras que impiden el derecho a la educación, así como 
de cambios en la cultura, las políticas y las prácticas de las escuelas 
de educación general para acoger y hacer efectiva la inclusión de 
todos los alumnos.

11. El Comité destaca la importancia de reconocer las diferencias entre 
exclusión, segregación, integración e inclusión. La exclusión se produce 
cuando se impide o se deniega directa o indirectamente el acceso de los 
alumnos a todo tipo de educación. La segregación tiene lugar cuando 
la educación de los alumnos con discapacidad se imparte en entornos 
separados diseñados o utilizados para responder a una deficiencia 
concreta o a varias deficiencias, apartándolos de los alumnos sin 
discapacidad. La integración es el proceso por el que las personas con 
discapacidad asisten a las instituciones de educación general, con el 
convencimiento de que pueden adaptarse a los requisitos normalizados 
de esas instituciones81. La inclusión implica un proceso de reforma 
sistémica que conlleva cambios y modificaciones en el contenido, los 
métodos de enseñanza, los enfoques, las estructuras y las estrategias de 
la educación para superar los obstáculos con la visión de que todos los 
alumnos de los grupos de edad pertinentes tengan una experiencia de 
aprendizaje equitativa y participativa y el entorno que mejor corresponda 
a sus necesidades y preferencias. La inclusión de los alumnos con 
discapacidad en las clases convencionales sin los consiguientes cambios 
estructurales, por ejemplo, en la organización, los planes de estudios 
y las estrategias de enseñanza y aprendizaje, no constituye inclusión. 
Además, la integración no garantiza automáticamente la transición de la 
segregación a la inclusión.

80  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 13 (1999) relativa 
al derecho a la educación.

81  Véase A/HRC/25/29 y Corr.1, párr. 4, y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), The 
Right of Children with Disabilities to Education: A Right-Based Approach to Inclusive Education (Ginebra, 
2012).
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12. La educación inclusiva tiene las siguientes características fundamentales:
a) Un enfoque que integra “todos los sistemas”: los ministerios de 

educación deben asegurarse de que se invierten todos los recursos 
en la promoción de la educación inclusiva y en la introducción e 
incorporación de los cambios necesarios en la cultura, las políticas y 
las prácticas institucionales.

b) Un “entorno educativo integral”: el liderazgo comprometido de las 
instituciones educativas es fundamental para introducir e incorporar 
la cultura, las políticas y las prácticas necesarias a fin de lograr una 
educación inclusiva a todos los niveles y en todos los ámbitos, lo que 
incluye la enseñanza que se imparte en las aulas y las relaciones que 
allí se establecen, las juntas escolares, la supervisión de los docentes, 
los servicios de asesoramiento y la atención médica, las excursiones 
escolares, las asignaciones presupuestarias, toda interacción con los 
padres de los alumnos con y sin discapacidad y, cuando proceda, la 
comunidad local o el público en general.

c) Un enfoque que integra a “todas las personas”: se reconoce la 
capacidad de cada persona para aprender y se depositan grandes 
expectativas en todos los alumnos, incluidos los que tienen 
discapacidad. La educación inclusiva ofrece planes de estudio flexibles 
y métodos de enseñanza y aprendizaje adaptados a las diferentes 
capacidades, necesidades y estilos de aprendizaje. Este enfoque 
conlleva prestar apoyo, realizar ajustes razonables e intervenir a una 
edad temprana a fin de que todos los alumnos puedan desarrollar su 
potencial. En la planificación de las actividades docentes se presta 
más atención a las capacidades y las aspiraciones de los alumnos 
que al contenido. El planteamiento de integrar a “todas las personas” 
tiene por objeto poner fin a la segregación en los entornos educativos 
garantizando que la enseñanza se imparta en aulas inclusivas y que 
los entornos de aprendizaje sean accesibles y dispongan de los 
apoyos adecuados. El sistema educativo debe ofrecer una respuesta 
educativa personalizada, en lugar de esperar que los alumnos 
encajen en el sistema.

d) El apoyo al personal docente: todos los maestros y demás personal 
reciben la educación y la formación necesarias con el fin de adquirir 
los valores y las competencias básicas para adaptarse a entornos de 
aprendizaje inclusivos, que incluyan a maestros con discapacidad. 
Una cultura inclusiva ofrece un entorno accesible y propicio que 
fomenta el trabajo colaborativo, la interacción y la resolución de 
problemas.

e) El respeto y el valor de la diversidad: todos los miembros de la 
comunidad discente tienen cabida por igual y el respeto por la 
diversidad se manifiesta independientemente de la discapacidad, la 
raza, el color de la piel, el sexo, el idioma, la cultura lingüística, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico, 
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indígena o social, el patrimonio, el nacimiento, la edad o cualquier otra 
condición. Todos los alumnos deben sentirse valorados, respetados, 
incluidos y escuchados. Existen medidas eficaces para prevenir los 
abusos y el acoso. La inclusión adopta un enfoque individual con los 
alumnos.

f) Un ambiente que favorece el aprendizaje: los entornos de aprendizaje 
inclusivos son entornos accesibles en los que todas las personas 
se sienten seguras, apoyadas, estimuladas y pueden expresar sus 
opiniones, y donde se hace especial hincapié en que los alumnos 
participen en la creación de un ambiente positivo en la comunidad 
escolar. Se muestra reconocimiento por los grupos de alumnos que 
se encuentran en circunstancias similares en el aprendizaje, forjando 
relaciones positivas, amistades y aceptación.

g) Las transiciones efectivas: los alumnos con discapacidad reciben 
apoyo para que su transición del aprendizaje escolar a la formación 
profesional y la enseñanza superior y, por último, el entorno laboral 
se realice de manera efectiva. Se desarrollan las capacidades y la 
confianza de los alumnos y estos reciben los ajustes razonables, son 
objeto de un trato igualitario en los procedimientos de evaluación 
y examen y se certifican sus capacidades y logros en igualdad de 
condiciones con los demás.

h) El reconocimiento de las asociaciones: se insta a todas las 
asociaciones de maestros, asociaciones y federaciones de alumnos, 
organizaciones de personas con discapacidad, juntas escolares, 
asociaciones de padres y maestros y otros grupos de apoyo escolares 
en funcionamiento, tanto oficiales como oficiosos, a que comprendan 
y conozcan mejor la discapacidad. La participación de los padres 
o cuidadores y de la comunidad se considera un activo que aporta 
recursos y ventajas. La relación entre el entorno de aprendizaje y 
la comunidad en general debe considerarse un camino para lograr 
sociedades inclusivas.

i) La supervisión: la educación inclusiva es un proceso continuo y, por 
ello, debe estar sujeta a una supervisión y evaluación periódicas para 
garantizar que no se esté produciendo ni segregación ni integración, 
ya sea formal o informalmente. De conformidad con el artículo 33, 
la supervisión debe contar con la participación de las personas con 
discapacidad, incluidos los niños y las personas con necesidades de 
apoyo intensivo, a través de las organizaciones que los representan, 
así como de los padres o los cuidadores de los niños con discapacidad, 
cuando proceda. Se deben elaborar indicadores de la inclusión de 
la discapacidad y su uso debe estar en consonancia con la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible.

13. De conformidad con la Convención relativa a la Lucha contra las 
Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) 



135

y a fin de dar efecto al artículo 24, párrafo 1, de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, los Estados partes deben 
velar por que se garantice el derecho a la educación sin discriminación y 
sobre la base de la igualdad de oportunidades. Los Estados partes deben 
prohibir toda discriminación por motivos de discapacidad y garantizar a 
todas las personas con discapacidad una protección igual y efectiva contra 
la discriminación por cualquier motivo. Las personas con discapacidad 
pueden ser objeto de discriminación interseccional por motivos de 
discapacidad, género, religión, condición jurídica, origen étnico, edad, 
orientación sexual o idioma. Además, por extensión, los padres, los 
hermanos y otros familiares también pueden sufrir discriminación por 
motivos de discapacidad. Entre las medidas necesarias para hacer frente 
a todas las formas de discriminación figuran la identificación y eliminación 
de las barreras jurídicas, físicas, de comunicación y lingüísticas, sociales, 
financieras y actitudinales en las instituciones educativas y la comunidad. 
El derecho a la no discriminación incluye el derecho a no ser objeto de 
segregación y a que se realicen los ajustes razonables, y debe entenderse 
en el contexto de la obligación de proporcionar entornos educativos 
accesibles y ajustes razonables.

14. Las situaciones de conflicto armado, las emergencias humanitarias y los 
desastres naturales tienen un efecto desproporcionado en el derecho a 
la educación inclusiva. Los Estados partes deben adoptar estrategias 
inclusivas de reducción del riesgo de desastres para la seguridad 
general de las escuelas en las situaciones de emergencia en las que los 
alumnos con discapacidad puedan verse especialmente afectados. Los 
entornos educativos provisionales en esos contextos deben garantizar el 
derecho de las personas con discapacidad, en particular los niños con 
discapacidad, a la educación en condiciones de igualdad con los demás. 
Deben disponer de materiales educativos, instalaciones escolares y 
asesoramiento accesibles y ofrecer acceso a la formación en la lengua de 
señas local para los alumnos sordos. De conformidad con el artículo 11 de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y 
habida cuenta de que existe un mayor riesgo de violencia sexual en esas 
situaciones, se deben adoptar medidas para garantizar que los entornos 
educativos sean seguros y accesibles para las mujeres y las niñas con 
discapacidad. No se debe privar a los alumnos con discapacidad de acceso 
a los establecimientos educativos sobre la base de que su evacuación en 
situaciones de emergencia sería imposible, y se deben realizar los ajustes 
razonables.

15. Para hacer efectivo el artículo 24, párrafo 1, apartado a), y en consonancia 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la Convención sobre 
los Derechos del Niño, la enseñanza debe estar orientada a desarrollar 
plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima 
y reforzar el respeto por los derechos humanos y la diversidad humana. 
Los Estados partes deben velar por que la enseñanza se adecue a los 
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propósitos y objetivos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, interpretado a la luz de la Declaración Mundial 
sobre Educación para Todos (art. 1), la Convención sobre los Derechos 
del Niño (art. 29, párr. 1), la Declaración y el Programa de Acción de Viena 
(parte I, párr. 33, y parte II, párr. 80) y el Plan de Acción para el Decenio 
de las Naciones Unidas para la Educación en la Esfera de los Derechos 
Humanos (párr. 2). En esos textos figuran elementos adicionales, como 
las referencias a la igualdad entre los géneros y el respeto por el medio 
ambiente82. Garantizar el derecho a la educación es una cuestión tanto 
de acceso como de contenido, y los esfuerzos deben encaminarse a 
fomentar el respeto de una amplia gama de valores, como la comprensión 
y la tolerancia83. La educación inclusiva debe tener por objeto promover el 
respeto mutuo y el valor de todas las personas y crear entornos educativos 
en los que el enfoque educativo, la cultura de la institución educativa y los 
propios planes de estudios reflejen el valor de la diversidad.

16. Para dar cumplimiento al artículo 24, párrafo 1, apartado b), la educación 
debe estar encaminada a desarrollar al máximo la personalidad, los 
talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, así como sus 
capacidades mentales, físicas y comunicacionales. La educación de las 
personas con discapacidad se centra con demasiada frecuencia en una 
perspectiva de déficit, en su deficiencia real o percibida y en la limitación de 
sus oportunidades a supuestos predefinidos y negativos de su potencial. 
Los Estados partes deben apoyar la creación de oportunidades para 
aprovechar los puntos fuertes y el talento únicos de todas las personas 
con discapacidad.

17. Para hacer efectivo el artículo 24, párrafo 1, apartado c), los objetivos de la 
educación deben estar encaminados a que las personas con discapacidad 
participen plena y efectivamente en una sociedad libre. El Comité 
recuerda el artículo 23, párrafo 3, de la Convención sobre los Derechos 
del Niño y subraya que, en relación con los niños con discapacidad, es 
preciso prestar asistencia para asegurar que tengan un acceso efectivo a 
la educación y lograr así su plena integración social y desarrollo individual. 
Los Estados partes deben reconocer que el apoyo individual y los ajustes 
razonables son cuestiones prioritarias y deben ofrecerse gratuitamente en 
todos los niveles de la enseñanza obligatoria.

18. Para aplicar el artículo 24, párrafo 2, apartado a), se debe prohibir que 
las personas con discapacidad queden excluidas del sistema general 
de educación mediante, entre otras cosas, disposiciones legislativas o 
reglamentarias que limiten su inclusión en razón de su deficiencia o grado 
de dicha deficiencia, condicionando, por ejemplo, la inclusión al alcance 
del potencial de la persona o alegando una carga desproporcionada o 
indebida para eludir la obligación de realizar los ajustes razonables. 

82  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 13.
83  Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 1 (2001) sobre los propósitos de la 

educación.
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Por educación general se entienden todos los entornos de enseñanza 
ordinaria y el departamento de enseñanza. La exclusión directa consistiría 
en clasificar a determinados alumnos como “ineducables” y que, por 
consiguiente, no reúnen las condiciones para acceder a la educación. 
La exclusión indirecta consistiría en imponer el requisito de aprobar un 
examen común como condición para asistir a la escuela sin realizar los 
ajustes razonables ni ofrecer el apoyo pertinente.

19. Para dar cumplimiento al artículo 4, párrafo 1, apartado b), de la Convención, 
los Estados partes deben adoptar todas las medidas pertinentes, incluidas 
las medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, 
costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra 
las personas con discapacidad y contravengan el artículo 24. Cuando sea 
necesario, se habrán de derogar o modificar las leyes, los reglamentos, 
las costumbres y las prácticas discriminatorias de forma sistemática y con 
arreglo a plazos establecidos.

20. Para hacer efectivo el artículo 24, párrafo 2, apartado b), las personas con 
discapacidad deben tener acceso a una educación primaria y secundaria 
inclusiva, de calidad y gratuita, y llevar a cabo una transición gradual entre 
ambas en igualdad de condiciones con las demás, en la comunidad en que 
vivan. El Comité se basa en la recomendación del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de que, para cumplir esa obligación, 
el sistema educativo debe tener cuatro características interrelacionadas: 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad84.

Disponibilidad

21. Las instituciones educativas públicas y privadas y los programas de 
enseñanza deben estar disponibles en cantidad y calidad suficientes. Los 
Estados partes deben garantizar una amplia disponibilidad de plazas en 
centros educativos para los alumnos con discapacidad en cada uno de los 
niveles por toda la comunidad.

Accesibilidad

22. De conformidad con el artículo 9 de la Convención y con la observación 
general núm. 2 (2014) del Comité sobre accesibilidad, las instituciones 
y los programas de enseñanza han de ser accesibles para todas las 
personas, sin discriminación. El sistema educativo en su conjunto debe 
ser accesible, incluidos los edificios, las herramientas de información y 
comunicación (que abarcan los sistemas de asistencia ambiental o de 
frecuencia modulada), los planes de estudios, los materiales educativos, 
los métodos de enseñanza, y los servicios de evaluación, lingüísticos y de 
apoyo. El entorno de los alumnos con discapacidad debe estar diseñado de 
manera que fomente la inclusión y garantice su igualdad a lo largo de sus 
estudios85. Por ejemplo, el transporte escolar, las instalaciones de agua y 

84  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 13.
85  Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 2.
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los servicios sanitarios (incluidos los servicios de higiene y los inodoros), 
las cafeterías y los espacios de recreo escolares deben ser inclusivos, 
accesibles y seguros. Los Estados partes deben comprometerse a 
introducir con prontitud el diseño universal. Asimismo, los Estados 
partes deben prohibir y sancionar que en el futuro se construya cualquier 
infraestructura educativa que sea inaccesible y establecer un mecanismo 
eficiente de supervisión y un calendario para dotar de accesibilidad a todos 
los entornos educativos existentes. Los Estados partes también deben 
comprometerse a realizar ajustes razonables en los entornos educativos 
cuando sea necesario. El enfoque del diseño universal no excluye que 
se proporcionen dispositivos, aplicaciones y programas informáticos 
de apoyo a los alumnos con discapacidad que puedan necesitarlos. 
La accesibilidad es un concepto dinámico y su aplicación requiere la 
realización periódica de adaptaciones técnicas y normativas. Los Estados 
partes deben garantizar que todos los alumnos, incluidos aquellos con 
discapacidad, tengan acceso al desarrollo rápido de innovaciones y 
nuevas tecnologías diseñadas para mejorar el aprendizaje.

23. El Comité pone de relieve la falta generalizada de libros de texto y 
materiales didácticos en formatos y lenguajes accesibles, en particular 
la lengua de señas. Los Estados partes deben invertir en el desarrollo 
oportuno de recursos en tinta o braille y en formatos digitales mediante, 
entre otras cosas, el uso de tecnología innovadora. También deberían 
considerar la posibilidad de elaborar normas y directrices para la 
conversión del material impreso a formatos y lenguajes accesibles y hacer 
de la accesibilidad un aspecto central en las adquisiciones relacionadas 
con la educación. El Comité exhorta a los Estados partes a ratificar y 
aplicar con carácter urgente el Tratado de Marrakech para Facilitar el 
Acceso a las Obras Publicadas a las Personas Ciegas, con Discapacidad 
Visual o con Otras Dificultades para Acceder al Texto Impreso.

24. La accesibilidad exige que la enseñanza sea asequible para los alumnos 
con discapacidad en todos los niveles. La realización de ajustes razonables 
no debe entrañar costos adicionales para dichos alumnos. La educación 
primaria obligatoria, de calidad, gratuita y accesible es una obligación 
inaplazable. En consonancia con la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, los Estados partes deben adoptar progresivamente medidas 
para garantizar que todos los niños, incluidos los niños con discapacidad, 
terminen el ciclo de enseñanza secundaria, que ha de ser gratuito, 
equitativo y de calidad, y para asegurar el acceso igualitario de todos 
los hombres y las mujeres con discapacidad a una formación técnica, 
profesional y superior asequible y de calidad, incluida la enseñanza 
universitaria, y el aprendizaje durante toda la vida. Los Estados partes 
también deben velar por que las personas con discapacidad puedan 
acceder a la enseñanza en instituciones académicas públicas y privadas 
en igualdad de condiciones con las demás.
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Aceptabilidad

25. La aceptabilidad es la obligación de que todas las instalaciones, bienes y 
servicios relacionados con la educación se diseñen y utilicen de forma que 
tengan plenamente en cuenta las necesidades, las culturas, las opiniones 
y los lenguajes de las personas con discapacidad y los respeten. La forma 
y el fondo de la educación han de ser aceptables para todos. Los Estados 
partes deben adoptar medidas de acción afirmativa para garantizar una 
enseñanza de buena calidad para todos86. La inclusión y la calidad son 
recíprocas: un enfoque inclusivo puede contribuir considerablemente a la 
calidad de la enseñanza.

Adaptabilidad

26. El Comité alienta a los Estados partes a que adopten el enfoque de diseño 
universal para el aprendizaje, que consiste en un conjunto de principios 
que estructura las acciones de los maestros y demás personal para crear 
entornos de aprendizaje adaptables y desarrollar la formación con el fin de 
responder a las diversas necesidades de todos los alumnos. Reconoce la 
singularidad del aprendizaje de cada alumno, lo que implica: desarrollar 
formas flexibles de aprendizaje, creando un entorno participativo en las 
aulas; depositar grandes expectativas en todos los alumnos, al tiempo 
que se permiten diferentes formas de cumplir esas expectativas; facultar 
al personal docente para que cambie su forma de pensar acerca de 
sus propios métodos de enseñanza; y centrarse en los resultados de 
la enseñanza para todos, incluidas las personas con discapacidad. La 
elaboración, el diseño y la aplicación de los planes de estudio han de 
responder y adecuarse a las necesidades de todos los alumnos, así como 
ofrecer respuestas educativas apropiadas. Las evaluaciones normalizadas 
deben sustituirse por métodos de evaluación flexibles y múltiples y por el 
reconocimiento de los progresos individuales hacia objetivos generales 
que aportan itinerarios de aprendizaje alternativos.

27. De conformidad con el artículo 24, párrafo 2, apartado b), de la Convención, 
las personas con discapacidad deben poder acceder a escuelas de 
primaria y secundaria en la comunidad en que vivan. No debe enviarse 
a los alumnos a estudiar lejos de sus hogares. El entorno educativo 
debe estar al alcance físico de las personas con discapacidad e incluir 
medios de transporte seguro; como alternativa, debe poder ser accesible 
mediante el uso de tecnologías de la información y de las comunicaciones. 
Ahora bien, los Estados partes deben evitar depender exclusivamente de 
la tecnología como alternativa a la participación directa de los alumnos 
con discapacidad y a la interacción con los profesores y los modelos 
de conducta en el entorno educativo. La participación activa con otros 
alumnos, incluidos los hermanos de los alumnos con discapacidad, es un 
componente importante del derecho a la educación inclusiva.

86  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 13.



140

28. De conformidad con el artículo 24, párrafo 2, apartado c), los Estados partes 
deben hacer los ajustes que sean razonables para que los alumnos tengan 
acceso a la educación en igualdad de condiciones con los demás. Se 
considera “razonable” el resultado de una prueba contextual que entrañe 
un análisis de la relevancia y la eficacia del ajuste y el objetivo esperado 
de combatir la discriminación. Al evaluar la carga desproporcionada se 
determinan la disponibilidad de recursos y las consecuencias financieras. 
La obligación de realizar ajustes razonables es exigible desde el momento 
en que se presenta una solicitud al respecto87. Deben adoptarse políticas 
en las que se adquiera el compromiso de realizar ajustes razonables en 
los ámbitos nacional, local y de las instituciones educativas, y en todos los 
niveles de la educación. La medida en que se realizan ajustes razonables 
debe examinarse habida cuenta de la obligación general de desarrollar 
un sistema de educación inclusiva, maximizando el uso de los recursos 
existentes y desarrollando otros nuevos. Aducir una falta de recursos y la 
existencia de crisis financieras para justificar la falta de avances en pro de 
la educación inclusiva contraviene el artículo 24.

29. El Comité reitera la diferencia entre la obligación de garantizar la 
accesibilidad general y la de realizar ajustes razonables88. La accesibilidad 
beneficia a grupos de la población y se basa en un conjunto de normas 
que se aplican gradualmente. No puede invocarse la desproporcionalidad 
o la carga indebida para defender la falta de accesibilidad. Los ajustes 
razonables se refieren a una persona y son complementarios a la 
obligación relativa a la accesibilidad. Una persona está legitimada para 
solicitar medidas de ajuste razonable, incluso si el Estado parte ha 
cumplido su obligación de garantizar la accesibilidad.

30. La definición de lo que es proporcionado variará necesariamente en 
función del contexto. La disponibilidad de ajustes ha de examinarse en 
relación con un mayor número de recursos educativos disponibles en 
el sistema de educación y que no se limitan a los recursos disponibles 
en la institución académica en cuestión; debería ser posible transferir 
recursos dentro del sistema. No existe un enfoque único para los ajustes 
razonables, ya que diferentes alumnos con la misma deficiencia pueden 
requerir ajustes diferentes. Los ajustes pueden consistir en: cambiar 
la ubicación de un aula; ofrecer diferentes formas de comunicación en 
clase; aumentar el tamaño de letra, facilitar los materiales e/o impartir las 
asignaturas por señas u ofrecer folletos en un formato alternativo; y poner 
a disposición de los alumnos una persona que se encargue de tomar notas 
o un intérprete o permitir que los alumnos utilicen tecnología auxiliar en 
situaciones de aprendizaje y evaluación. También se debe considerar la 
posibilidad de realizar ajustes inmateriales, como permitir que un alumno 
disponga de más tiempo, reducir los niveles de ruido de fondo (sensibilidad 
a la sobrecarga sensorial), utilizar métodos de evaluación alternativos y 

87  Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 2.
88  Ibid.
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sustituir un elemento del plan de estudios por una alternativa. A fin de 
garantizar que el ajuste responda a las necesidades, la voluntad, las 
preferencias y las opciones de los alumnos y que la institución proveedora 
esté en condiciones de realizarlo, deben celebrarse consultas entre las 
autoridades y los proveedores educativos, la institución académica, los 
alumnos con discapacidad y, cuando proceda, en función de la edad y 
la capacidad de los alumnos, sus padres, cuidadores u otros familiares. 
La realización de ajustes razonables no podrá estar supeditada a un 
diagnóstico médico de deficiencia y, en su lugar, deberá basarse en la 
evaluación de las barreras sociales a la educación.

31. El hecho de denegar un ajuste razonable es constitutivo de discriminación 
y la obligación de realizar dicho ajuste es de aplicación inmediata y no está 
sujeta a la progresiva efectividad. Los Estados partes deben establecer 
sistemas independientes para supervisar la idoneidad y la efectividad de 
los ajustes y ofrecer mecanismos de reparación seguros, oportunos y 
accesibles cuando los alumnos con discapacidad y, llegado el caso, sus 
familiares, consideren que los ajustes no se han previsto adecuadamente 
o que han sido objeto de discriminación. Las medidas para proteger a las 
víctimas de discriminación contra la victimización durante el proceso de 
reparación son fundamentales.

32. Para dar cumplimiento al artículo 24, párrafo 2, apartado d), los alumnos 
con discapacidad deben tener derecho a recibir el apoyo necesario que les 
facilite su formación efectiva y les permita desarrollarse en pie de igualdad 
con los demás. El apoyo en lo relativo a la disponibilidad general de los 
servicios y las instalaciones en el sistema educativo debería garantizar 
que los alumnos con discapacidad puedan desarrollar su potencial al 
máximo proporcionando, por ejemplo, personal docente, consejeros 
escolares, psicólogos y otros profesionales pertinentes de los servicios 
sanitarios y sociales que dispongan de la formación y el apoyo debidos, 
así como el acceso a becas y recursos financieros.

33. Para hacer efectivo al artículo 24, párrafo 2, apartado e), debe 
proporcionarse directamente un apoyo adecuado, continuo y 
personalizado. El Comité hace hincapié en la necesidad de ofrecer 
planes educativos individualizados que puedan determinar los ajustes 
razonables y el apoyo concreto necesarios para cada alumno, entre otros 
medios proporcionando ayudas compensatorias de apoyo, materiales 
didácticos específicos en formatos alternativos y accesibles, modos y 
medios de comunicación, ayudas para la comunicación, y tecnologías 
de la información y auxiliares. El apoyo también puede consistir en un 
asistente de apoyo cualificado para la enseñanza, compartido entre varios 
alumnos o dedicado exclusivamente a uno de ellos, dependiendo de las 
necesidades del alumno. Los planes educativos personalizados deben 
abordar las transiciones experimentadas por los alumnos que pasan 
de entornos segregados a entornos convencionales, así como entre los 
ciclos de enseñanza. La eficacia de esos planes se debe someter a una 
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supervisión y evaluación periódicas con la participación directa del alumno 
afectado. La naturaleza de los servicios prestados debe determinarse 
en colaboración con los alumnos, así como, cuando proceda, con los 
padres, cuidadores o terceras personas. El alumno debe tener acceso a 
mecanismos de recurso si el apoyo no está disponible o es insuficiente.

34. Todas las medidas de apoyo previstas deben adecuarse al objetivo de la 
inclusión. Por consiguiente, deben estar encaminadas a que los alumnos 
con discapacidad tengan más oportunidades de participar en las clases 
y las actividades extraescolares junto con sus compañeros, en lugar de 
marginarlos.

35. En cuanto al artículo 24, párrafo 3, muchos Estados partes no están 
adoptando las medidas adecuadas para que las personas con 
discapacidad, en particular las personas con trastornos del espectro 
autista, las que tienen deficiencias de comunicación y las personas que 
presentan discapacidad sensorial, adquieran las habilidades básicas para 
la vida, así como lingüísticas y sociales, a fin de participar en la educación 
y en sus comunidades:
a) Los alumnos ciegos y con capacidad visual reducida deben tener la 

oportunidad de aprender braille, escritura alternativa, modos, medios 
y formatos de comunicación aumentativos o alternativos, así como 
habilidades de orientación y de movilidad. Se debería fomentar 
la inversión en el acceso a la tecnología adecuada y los sistemas 
alternativos de comunicación para facilitar el aprendizaje. Asimismo, 
deberían introducirse y fomentarse planes de apoyo y tutorías entre 
alumnos.

b) Las personas sordas y con dificultades auditivas deben tener la 
oportunidad de aprender la lengua de señas y se deben adoptar 
medidas para reconocer y promover la identidad lingüística de la 
comunidad sorda. El Comité señala a la atención de los Estados 
partes la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones 
en la Esfera de la Enseñanza, que establece el derecho de los niños a 
recibir enseñanza en su propia lengua, y recuerda a los Estados partes 
que, de conformidad con el artículo 30, párrafo 4, de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, las personas 
con discapacidad tienen derecho, en igualdad de condiciones con 
las demás, al reconocimiento y el apoyo de su identidad cultural y 
lingüística específica, incluidas la lengua de señas y la cultura de 
los sordos. Además, los alumnos con dificultades auditivas también 
deben tener acceso a servicios de calidad en materia de terapia del 
lenguaje, tecnología de bucle de inducción y subtitulación.

c) Los alumnos ciegos, sordos o sordociegos deben contar con una 
enseñanza que se imparta en los lenguajes y los modos y medios 
de comunicación más apropiados para la persona y en entornos 
que permitan alcanzar su máximo desarrollo personal, académico y 
social, tanto en los entornos escolares formales como informales. El 
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Comité destaca que, para que existan esos entornos inclusivos, los 
Estados partes deben brindar el apoyo necesario, ya sea en forma 
de recursos, tecnología auxiliar o habilidades de orientación y de 
movilidad, entre otros.

d) Los alumnos con deficiencias de comunicación deben tener la 
oportunidad de expresarse y aprender a hacer uso de medios de 
comunicación alternativos o aumentativos, que pueden comprender 
la lengua de señas, las ayudas de comunicación de un nivel 
tecnológico bajo y alto como las tabletas con síntesis de voz, las 
ayudas de comunicación con emisión de voz o los audiolibros. Los 
Estados partes deben invertir en el desarrollo de conocimientos 
especializados, tecnología y servicios a fin de promover el acceso a 
la tecnología adecuada y los sistemas de comunicación alternativos 
para facilitar el aprendizaje.

e) Los alumnos con dificultades de comunicación social deben recibir 
apoyo adaptando la organización de las aulas mediante, entre otras 
cosas, el trabajo en parejas, las tutorías entre alumnos o sentándose 
cerca del maestro y creando un entorno estructurado y previsible.

f) Los alumnos con discapacidad intelectual deben disponer de material 
didáctico y de aprendizaje concreto, observable/visual y de lectura 
fácil en un entorno de aprendizaje seguro, tranquilo y estructurado, 
que se centre en las capacidades que mejor preparan a los alumnos 
para la vida autónoma y los contextos profesionales. Los Estados 
partes deben invertir en aulas inclusivas e interactivas donde se haga 
uso de estrategias docentes y métodos de evaluación alternativos.

36. Para hacer efectivo el artículo 24, párrafo 4, los Estados partes deben 
adoptar las medidas adecuadas para contratar a personal administrativo 
y personal docente y no docente con los conocimientos necesarios para 
trabajar con eficacia en entornos de educación inclusiva, cualificados en 
lengua de señas y/o braille y con habilidades de orientación y de movilidad. 
Disponer del suficiente personal escolar cualificado y comprometido es 
fundamental para introducir y lograr la sostenibilidad de la educación 
inclusiva. La falta de comprensión y de capacidad siguen representando 
barreras importantes para la inclusión. Los Estados partes deben velar 
por que todo el personal docente reciba formación en educación inclusiva 
y que dicha formación se base en el modelo de la discapacidad basado en 
los derechos humanos.

37. Los Estados partes deben invertir en la contratación y la formación 
continua de maestros con discapacidad y proporcionar apoyo en este 
sentido. Esto conlleva eliminar los obstáculos legislativos o normativos 
que exijan a los candidatos cumplir determinados requisitos médicos 
y realizar los ajustes razonables para que puedan participar como 
maestros. Su presencia servirá para promover la igualdad de derechos 
de las personas con discapacidad en su acceso a la profesión docente, 
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aportará unos conocimientos y unas habilidades únicas a los entornos 
de aprendizaje, contribuirá a eliminar las barreras y servirá de modelo de 
conducta importante.

38. Para dar cumplimiento al artículo 24, párrafo 5, los Estados partes 
asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso general 
a la educación superior, la formación profesional, la educación para 
adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en 
igualdad de condiciones con las demás. A fin de asegurar el acceso en 
condiciones de igualdad, se han de determinar y eliminar las barreras a la 
educación debidas a la actitud, así como las barreras físicas, lingüísticas, 
de comunicación, financieras, jurídicas y de otra índole en esos niveles. 
Para garantizar que las personas con discapacidad no sean objeto de 
discriminación, deben realizarse los ajustes que sean razonables. Los 
Estados partes deben considerar la posibilidad de adoptar medidas de 
acción afirmativa en la educación superior para favorecer a los alumnos 
con discapacidad.

III. Obligaciones de los Estados partes

39. Los Estados partes deben respetar, proteger y llevar a efecto cada 
una de las características fundamentales del derecho a la educación 
inclusiva: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad. La 
obligación de respetar dichas características exige evitar las medidas 
que obstaculicen el disfrute del derecho, como la legislación que priva 
de educación a algunos niños con discapacidad o la denegación de 
accesibilidad o de ajustes razonables. La obligación de protegerlas 
exige adoptar medidas que impidan a terceros interferir en el disfrute del 
derecho, por ejemplo, los padres que se niegan a enviar a la escuela a 
las niñas con discapacidad o las instituciones privadas que se niegan 
a inscribir a las personas con discapacidad debido a la deficiencia que 
presentan. La obligación de llevar a efecto esas características exige 
adoptar medidas que permitan y ayuden a las personas con discapacidad 
a disfrutar del derecho a la educación, por ejemplo, asegurando que las 
instituciones educativas sean accesibles y que los sistemas educativos se 
adapten debidamente a los recursos y servicios.

40. El artículo 4, párrafo 2, exige que los Estados partes adopten medidas 
hasta el máximo de sus recursos disponibles con respecto a los derechos 
económicos, sociales y culturales y, cuando sea necesario, en el marco de 
la cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno 
ejercicio de estos derechos. La progresiva efectividad significa que los 
Estados partes tienen la obligación concreta y permanente de proceder 
lo más expedita y eficazmente posible para lograr la plena aplicación 
del artículo 2489. Esto no es compatible con el mantenimiento de dos 

89  Véase Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 3 (1990), 
sobre la índole de las obligaciones de los Estados partes, párr. 9.
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sistemas de enseñanza: un sistema de enseñanza general y un sistema 
de enseñanza segregada o especial. La progresiva efectividad debe 
interpretarse conjuntamente con el objetivo general de la Convención a fin 
de establecer obligaciones claras para los Estados partes con respecto a la 
plena efectividad de los derechos en cuestión. Del mismo modo, se alienta 
a los Estados partes a que redefinan las asignaciones presupuestarias 
destinadas a la educación, entre otros medios transfiriendo parte de 
sus presupuestos al desarrollo de la educación inclusiva. Ninguna de 
las medidas de carácter deliberadamente retroactivo en este sentido 
debe afectar desproporcionadamente a los alumnos con discapacidad 
en ninguno de los niveles de la educación90. Las medidas deben ser 
únicamente temporales, limitadas al período de crisis, necesarias y 
proporcionadas, no resultar discriminatorias y comprender todas las 
medidas posibles para reducir las desigualdades91.

41. La progresiva efectividad no prejuzga esas obligaciones, que son de 
aplicación inmediata. Como figura en la observación general núm. 3 
(1990) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
sobre la índole de las obligaciones de los Estados partes, los Estados 
partes tienen una obligación mínima de asegurar la satisfacción de por lo 
menos niveles esenciales de cada uno de los aspectos del derecho a la 
educación92. Por consiguiente, los Estados partes deben hacer efectivos 
los siguientes derechos básicos con efecto inmediato:
a) La no discriminación en todos los aspectos de la educación y abarcar 

todos los motivos de discriminación prohibidos internacionalmente. 
Los Estados partes deben garantizar que las personas con 
discapacidad no queden excluidas de la educación y eliminar las 
desventajas estructurales para lograr la participación efectiva y la 
igualdad de todas las personas con discapacidad. Deben adoptar 
medidas urgentes para eliminar todas las formas de discriminación 
jurídica, administrativa y de otra índole que obstaculicen el derecho 
de acceso a la educación inclusiva. La adopción de medidas de 
acción afirmativa no constituye una violación del derecho a la no 
discriminación en lo que se refiere a la educación, siempre y cuando 
esas medidas no conlleven el mantenimiento de normas no equitativas 
o de separación para los diferentes grupos.

b) Los ajustes razonables para asegurar que las personas con 
discapacidad no queden excluidas de la educación. La denegación 
de ajustes razonables constituye discriminación por motivos de 
discapacidad.

90  Ibid.
91  Carta de fecha 16 de mayo de 2012 dirigida a los Estados partes en el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales por el Presidente del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.

92  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, observación general núm. 3.
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c) La enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos. Los Estados 
partes deben adoptar todas las medidas necesarias para garantizar 
ese derecho, sobre la base de la inclusión, a todos los niños y 
jóvenes con discapacidad. El Comité insta a los Estados partes a 
garantizar que todos los niños y jóvenes puedan cursar y finalicen 
por lo menos 12 años de educación primaria y secundaria de calidad, 
gratuita, pública, inclusiva y equitativa, de los que al menos 9 años 
sean obligatorios, así como que los niños y jóvenes que no asisten 
a la escuela puedan acceder a una educación de calidad mediante 
una serie de modalidades, como se indica en el Marco de Acción 
Educación 2030.

42. Los Estados partes deben adoptar y aplicar una estrategia nacional de 
educación que incluya la prestación de servicios educativos a todos los 
niveles para todos los alumnos, sobre la base de la inclusión y la igualdad 
de oportunidades. Los objetivos educativos previstos en el artículo 24, 
párrafo 1, imponen obligaciones equivalentes a los Estados partes y, por 
lo tanto, el criterio de inmediatez debe considerarse comparable.

43. Con respecto a la cooperación internacional y en consonancia con el 
Objetivo de Desarrollo Sostenible 4 y el Marco de Acción Educación 2030, 
toda cooperación bilateral y multilateral debe tener por objeto fomentar una 
educación de calidad inclusiva y equitativa y promover las oportunidades de 
aprendizaje durante toda la vida para todos, entre otras formas apoyando 
la creación de capacidad, el intercambio de información y de mejores 
prácticas, la investigación, la asistencia técnica y económica y el acceso a 
tecnologías accesibles y auxiliares. Todos los datos recopilados y toda la 
asistencia internacional dedicada a la educación deben desglosarse por 
tipo de deficiencia. El establecimiento de un mecanismo internacional de 
coordinación sobre educación inclusiva para aplicar el Objetivo 4 y reunir 
pruebas contribuirá a mejorar el diálogo sobre políticas y dar seguimiento 
a los progresos.

IV. Relación con otras disposiciones de la Convención

44. Los Estados partes deben reconocer la indivisibilidad e interdependencia 
de todos los derechos humanos. La educación es fundamental para la 
efectividad plena de otros derechos93. Por el contrario, solo se puede dar 
cumplimiento al derecho a la educación inclusiva si se respetan otros 
derechos. Además, el derecho a la educación inclusiva debe basarse 
en la creación de entornos inclusivos en toda la sociedad. Esto requerirá 
la aprobación del modelo de la discapacidad basado en los derechos 
humanos, que reconoce la obligación de eliminar las barreras sociales, que 

93  Ibid., observación general núm. 11 (1999) sobre los planes de acción para la enseñanza primaria y 
observación general núm. 13.
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conllevan la exclusión y marginación de las personas con discapacidad, 
y la necesidad de adoptar medidas para garantizar la aplicación de los 
derechos que figuran a continuación.

45. En el artículo 5 se consagra el principio de la protección por igual de 
todas las personas ante la ley. Los Estados partes deben prohibir toda 
discriminación por motivos de discapacidad y brindar protección igual y 
efectiva a todas las personas contra la discriminación por cualquier motivo. 
Para hacer frente a la discriminación sistémica y estructural y garantizar 
que la “ley beneficie a todas las personas en igual medida”, los Estados 
partes deben adoptar medidas de acción afirmativa, como la eliminación 
de las barreras arquitectónicas, de comunicación o de otra índole a la 
educación general.

46. En el artículo 6 se reconoce que las mujeres y niñas con discapacidad 
están sujetas a múltiples formas de discriminación y que los Estados 
partes deben adoptar medidas para garantizar que puedan disfrutar de 
sus derechos en pie de igualdad. La discriminación interseccional y la 
exclusión oponen importantes barreras al ejercicio del derecho a la 
educación de las mujeres y las niñas con discapacidad. Los Estados 
partes deben identificar y eliminar esas barreras, incluidas la violencia de 
género y la falta de valor que se atribuye a la educación de las mujeres 
y las niñas, e introducir medidas concretas para que el derecho a la 
educación no se vea obstaculizado por el género y/o la discriminación 
por motivos de discapacidad, los estigmas o los prejuicios. Deben 
eliminarse los estereotipos perjudiciales de género y/o discapacidad en 
los libros de texto y los planes de estudio. La educación desempeña un 
papel fundamental en la lucha contra las nociones tradicionales de género 
que perpetúan los marcos de la sociedad patriarcal y paternalista94. Los 
Estados partes deben garantizar el acceso de las niñas y las mujeres 
con discapacidad a la educación y los servicios de rehabilitación, y su 
permanencia en ellos, como instrumentos para su desarrollo, adelanto y 
empoderamiento.

47. En el artículo 7 se afirma que en todas las actividades relacionadas con 
los niños y las niñas con discapacidad, una consideración primordial será 
la protección del interés superior del niño. El concepto del interés superior 
tiene por objeto garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos 
y el desarrollo holístico del niño95. Toda determinación del interés superior 
de un niño con discapacidad debe tener en cuenta las opiniones del propio 
niño y su identidad individual, la preservación de la familia, su cuidado, 
protección y seguridad, cualquier vulnerabilidad particular y su derecho a 
la salud y la educación. En la Convención sobre los Derechos del Niño se 
afirma que la determinación de las normas y disposiciones educativas debe 
basarse en el interés superior del niño. Asimismo, en el artículo 7, párrafo 

94  Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, “Nota conceptual relativa al proyecto 
de recomendación general sobre el derecho a la educación de las niñas y las mujeres” (2014).

95  Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013) sobre el derecho del niño a que 
su interés superior sea una consideración primordial.
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3, se dispone que los niños y las niñas con discapacidad tienen derecho a 
expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten, 
opinión que recibirá la debida consideración teniendo en cuenta su edad 
y madurez, en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y 
a recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad. El 
derecho de los niños a participar en su educación debe aplicarse por 
igual a los niños con discapacidad, en sus propios planes educativos de 
aprendizaje personalizados, en las técnicas pedagógicas, a través de los 
consejos escolares, en la elaboración de políticas y sistemas escolares y 
en la formulación de la política educativa más amplia96.

48. En el artículo 8 se pide que se adopten medidas para concienciar y 
para combatir los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas 
relacionados con las personas con discapacidad, centrándose en 
particular en las prácticas que afectan a las mujeres y las niñas con 
discapacidad, las personas con discapacidad intelectual y las personas 
con necesidades de apoyo intensivo. Los estereotipos, los prejuicios y 
las prácticas nocivas constituyen barreras que impiden el acceso al 
aprendizaje en el sistema educativo y que este se desarrolle con eficacia. 
El Comité observa la práctica de algunos padres de sacar a sus hijos con 
discapacidad de las escuelas inclusivas por la falta de concienciación y 
de comprensión acerca de la naturaleza de la discapacidad. Los Estados 
partes deben adoptar medidas para crear una cultura de la diversidad, 
fomentar la participación y la implicación en la vida de la comunidad y 
hacer hincapié en la educación inclusiva como medio para lograr una 
educación de calidad para todos los alumnos, con y sin discapacidad, 
padres, personal docente y administraciones escolares, así como 
la comunidad y la sociedad. Asimismo, deben velar por que existan 
mecanismos para fomentar una actitud de respeto de los derechos de las 
personas con discapacidad en todos los niveles del sistema educativo y 
entre los padres y el público en general. La sociedad civil, en particular las 
organizaciones que representan a las personas con discapacidad, debe 
participar en todas las actividades de concienciación.

49. Los artículos 9 y 24 están estrechamente relacionados entre sí. La 
accesibilidad es una condición previa para que las personas con 
discapacidad puedan participar plenamente y en pie de igualdad 
en la sociedad. Las personas con discapacidad no pueden disfrutar 
efectivamente de su derecho a la educación inclusiva sin un entorno 
construido accesible, que incluya las escuelas y todos los demás centros de 
enseñanza, y sin un transporte público, unos servicios y unas tecnologías 
de la información y de las comunicaciones accesibles. Los modos y 
medios de enseñanza deben ser accesibles y la actividad docente debe 
llevarse a cabo en entornos accesibles. Todo el entorno de aprendizaje de 

96  Ibid., observación general núm. 12 (2009) sobre el derecho del niño a ser escuchado.
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los alumnos con discapacidad debe diseñarse de tal forma que fomente la 
inclusión. La educación inclusiva es también un instrumento eficaz para la 
promoción de la accesibilidad y el diseño universal.

50. El Comité señala a la atención de los Estados partes su observación 
general núm. 1 (2014) sobre el igual reconocimiento como persona ante 
la ley y destaca que la educación inclusiva ofrece a los alumnos con 
discapacidad, en particular a aquellos con discapacidades psicosociales 
o intelectuales, la oportunidad de expresar su voluntad y sus preferencias. 
Los Estados partes deben velar por que la educación inclusiva contribuya 
a fomentar la confianza de los alumnos con discapacidad en el ejercicio de 
la capacidad jurídica, prestando el apoyo necesario en todos los niveles 
de la enseñanza, entre otros fines para reducir las futuras necesidades de 
servicios de apoyo si así lo desean.

51. Las personas con discapacidad, en particular las mujeres y las niñas 
con discapacidad, pueden verse afectadas de manera desproporcionada 
por la violencia y los abusos, incluidos los castigos físicos y humillantes 
infligidos por el personal docente, por ejemplo, mediante el uso de 
métodos de inmovilización y reclusión y la intimidación por parte de 
otros alumnos en la escuela o de camino a ella. Para dar cumplimiento al 
artículo 16, párrafo 2, los Estados partes deben adoptar todas las medidas 
pertinentes para proteger a las personas con discapacidad e impedir que 
sean objeto de toda forma de explotación, violencia y abusos, incluida la 
violencia sexual. Esas medidas deben tener en cuenta la edad, el género 
y la discapacidad. El Comité apoya firmemente las recomendaciones del 
Comité de los Derechos del Niño, el Comité de Derechos Humanos y el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de que los Estados 
partes prohíban todas las formas de castigos corporales y tratos crueles, 
inhumanos y degradantes en todos los entornos, incluidas las escuelas, 
y garanticen la eficacia de las sanciones contra los autores97. También 
alienta a las escuelas y otros centros educativos a que promuevan la 
participación de los alumnos, incluidos los alumnos con discapacidad, en 
la formulación de políticas, como mecanismos de protección accesibles, 
para combatir las medidas disciplinarias y el acoso escolar, incluido el 
ciberacoso, considerado cada vez más una característica de la vida de los 
alumnos que crece en importancia, en particular entre los niños.

52. La educación inclusiva exige el reconocimiento del derecho de las 
personas con discapacidad a vivir en la comunidad y disfrutar de la 
inclusión y participación en ella (art. 19). También exige que se reconozca 
que las personas con discapacidad tienen el mismo derecho a la vida 
familiar o, en su defecto, a las modalidades alternativas de cuidado en 
un entorno comunitario (art. 23). Se debe garantizar el derecho de los 
niños a cargo del Estado parte, que residen en hogares de guarda o 
centros de acogida, a la educación inclusiva y su derecho a recurrir las 

97  Ibid., observación general núm. 8 (2006) sobre el derecho del niño a la protección contra los castigos 
corporales y otras formas de castigo crueles o degradantes.
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decisiones del Estado parte por las que se deniegue dicho derecho. De 
conformidad con el derecho de las personas con discapacidad, entre otras 
cosas, a la vida familiar, la vida comunitaria, la libertad de asociación, la 
protección contra la violencia y el acceso a la justicia, son demasiadas las 
personas que permanecen en instituciones de acogida de larga estancia, 
sin acceso a servicios comunitarios como la educación. La introducción 
de la educación inclusiva en la comunidad local debe ir acompañada de 
un compromiso estratégico de poner fin a la práctica de internar a las 
personas con discapacidad (véase el párr. 66 infra). Los Estados partes 
deben tomar conocimiento de la función que desempeñará el ejercicio del 
derecho a la educación inclusiva en el desarrollo de los puntos fuertes, las 
capacidades y las competencias necesarias para que todas las personas 
con discapacidad puedan disfrutar y beneficiarse de sus comunidades 
locales, y contribuir a ellas.

53. Para que la educación inclusiva se haga efectiva, las personas con 
discapacidad deben gozar de movilidad personal con independencia (art. 
20). Cuando no se dispone fácilmente de transporte y no hay asistentes 
personales de apoyo para acceder a las instituciones educativas, las 
personas con discapacidad, en particular las personas ciegas y con 
capacidad visual reducida, deben recibir la formación adecuada en técnicas 
de movilidad a fin de promover una mayor independencia. Los Estados 
partes también deben procurar que las personas con discapacidad tengan 
la oportunidad de adquirir ayudas y dispositivos para la movilidad a un 
precio asequible.

54. La efectividad del derecho de las personas con discapacidad a disfrutar 
del más alto nivel posible de salud sin discriminación (art. 25) forma 
parte de la oportunidad de beneficiarse plenamente de la educación. La 
capacidad para asistir a entornos educativos y aprender efectivamente 
se ve seriamente comprometida si no se puede acceder a la salud o a 
los tratamientos y los cuidados adecuados. Los Estados partes deben 
crear programas de salud, higiene y nutrición con una perspectiva de 
género que estén integrados en los servicios educativos y permitan la 
supervisión continua de todas las necesidades de salud. Esos programas 
deben elaborarse basándose en los principios de diseño universal y 
accesibilidad, disponer visitas periódicas de enfermeros a las escuelas y 
exámenes médicos, y crear asociaciones comunitarias. Se debe ofrecer 
a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, una educación sexual adaptada a su edad, integral e inclusiva, 
basada en pruebas científicas y en las normas de derechos humanos, y 
en formatos accesibles.

55. Los Estados partes deben adoptar medidas eficaces para proporcionar 
servicios de habilitación y rehabilitación en el sistema educativo, incluidos 
servicios de atención de la salud, ocupacionales, físicos, sociales, 
de asesoramiento y de otra índole (art. 26). Dichos servicios deben 
comenzar en la etapa más temprana posible, basarse en una evaluación 
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multidisciplinar de las capacidades de los alumnos y apoyar la máxima 
independencia, autonomía, respeto de la dignidad, capacidad física, 
mental, social y vocacional plenas, y la inclusión y participación en todos 
los aspectos de la vida. El Comité subraya la importancia de apoyar el 
desarrollo de la rehabilitación basada en la comunidad que permite la 
pronta detección y alienta el apoyo de personas que se hallen en las 
mismas circunstancias.

56. La educación inclusiva de calidad debe preparar a las personas 
con discapacidad para la vida laboral mediante la adquisición de los 
conocimientos, las aptitudes y la confianza necesarios para participar en 
el mercado abierto de trabajo y en un entorno laboral abierto, inclusivo y 
accesible (art. 27).

57. La plena participación en la vida política y pública se impulsa mediante el 
ejercicio del derecho a la educación inclusiva. Los planes de estudios para 
todos los alumnos deben incluir el tema de la ciudadanía y las capacidades 
de autopromoción y autorrepresentación como base fundamental para la 
participación en los procesos políticos y sociales. En los asuntos públicos 
se incluyen la formación de organizaciones estudiantiles, como los 
sindicatos de alumnos, y la participación en ellos, y los Estados partes 
deben promover la creación de un entorno en el que las personas con 
discapacidad puedan formar tales organizaciones estudiantiles, adherirse 
a ellas y participar efectiva y plenamente en su funcionamiento, haciendo 
uso de las formas de comunicación y lenguaje de su elección (art. 29).

58. Los Estados partes deben eliminar las barreras y promover la accesibilidad 
y disponibilidad de oportunidades inclusivas para que las personas con 
discapacidad puedan participar en igualdad de condiciones con las 
demás en actividades lúdicas, recreativas y deportivas que se realicen 
dentro del sistema escolar y como actividades extraescolares, incluidas 
las que se realicen en otros entornos educativos (art. 30)98. Deben existir 
medidas pertinentes en el entorno educativo para que las personas 
con discapacidad tengan la oportunidad de acceder a la vida cultural y 
de desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, no 
solo en su propio beneficio sino también para el enriquecimiento de la 
sociedad. Esas medidas deben garantizar el derecho de las personas 
con discapacidad al reconocimiento de su identidad cultural y lingüística 
específica, incluidas la lengua de señas y la cultura de los sordos.

98  Ibid., observación general núm. 17 (2013) sobre el derecho del niño al descanso, el esparcimiento, el 
juego, las actividades recreativas, la vida cultural y las artes.
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V. Aplicación en el plano nacional

59. El Comité ha detectado una serie de problemas a los que se enfrentan 
los Estados partes en la aplicación del artículo 24. A fin de aplicar y 
mantener un sistema de educación inclusiva para todas las personas con 
discapacidad, las medidas que figuran a continuación deben abordarse a 
escala nacional.

60. La responsabilidad de la educación de las personas con discapacidad en 
todos los niveles, así como de la educación de las demás personas, debe 
recaer en el ministerio de educación. En muchos países, la educación 
de las personas con discapacidad está marginada en el ministerio de 
bienestar social o el de salud, lo que ha dado lugar, entre otras cosas, 
a que quede excluida de la legislación, las políticas, la planificación y 
la asignación de recursos generales en materia de educación, a que la 
educación de las personas con discapacidad disponga de unos niveles 
más bajos de inversión per capita, a que la educación inclusiva carezca 
de estructuras globales y coherentes de apoyo, a que no exista una 
recopilación de datos integrada sobre la matriculación, la permanencia y 
los resultados, y a que el profesorado no reciba formación en educación 
inclusiva. Es urgente que los Estados partes adopten medidas para que la 
competencia de la educación de los alumnos con discapacidad recaiga en 
el ministerio de educación.

61. Los Estados partes deben asumir un compromiso amplio e intersectorial 
con la educación inclusiva en todo el sistema de gobierno. Los ministerios 
de educación no pueden lograr la educación inclusiva por sí solos. Todos 
los ministerios y las comisiones con responsabilidades que abarcan 
los artículos sustantivos de la Convención deben comprometerse con 
las implicaciones de un sistema de educación inclusiva y armonizar su 
interpretación al respecto a fin de lograr un enfoque integrado y colaborar 
hacia un programa común. Deben establecerse medidas de rendición de 
cuentas para todos los ministerios competentes a fin de que mantengan 
esos compromisos. También deben establecerse asociaciones con 
proveedores de servicios, organizaciones que representan a las 
personas con discapacidad, medios de comunicación, organizaciones 
de la sociedad civil, autoridades locales, asociaciones y federaciones de 
alumnos, universidades y escuelas superiores de magisterio.

62. Los Estados partes deben aplicar o aprobar legislación en todos los 
niveles con arreglo al modelo de discapacidad basado en los derechos 
humanos que se ajuste plenamente al artículo 24. El Comité recuerda que 
el artículo 4, párrafo 5, exige a los Estados federales que velen por la 
aplicación del artículo 24, sin limitaciones ni excepciones, en todas las 
regiones del Estado parte.

63. Se debe introducir un marco legislativo y normativo amplio y coordinado 
para la educación inclusiva, acompañado de un calendario de aplicación 
claro y apropiado y unas sanciones por incumplirlo. Ese marco debe 
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abordar las cuestiones de la flexibilidad, la diversidad y la igualdad en 
todas las instituciones educativas para todos los alumnos y determinar las 
responsabilidades en todos los niveles de gobierno. Entre los elementos 
fundamentales figuran:
a) El respeto de las normas internacionales de derechos humanos.
b) Una definición clara de inclusión y los objetivos específicos que se 

pretende alcanzar en todos los niveles de la enseñanza. Los principios 
y las prácticas de inclusión deben considerarse como parte integral 
de la reforma, y no simplemente como un programa añadido.

c) Un derecho sustantivo a la educación inclusiva como un elemento 
fundamental del marco legislativo. Se deben derogar las disposiciones 
que definen a determinadas categorías de alumnos como, por 
ejemplo, “ineducables”.

d) Una garantía de que los alumnos con y sin discapacidad tengan 
el mismo derecho de acceso a las oportunidades de aprendizaje 
inclusivo dentro del sistema de enseñanza general y de que todo 
alumno pueda acceder a los servicios de apoyo necesarios en todos 
los niveles.

e) Un requisito de que se siga el principio de diseño universal en el 
diseño y la construcción de toda escuela nueva mediante normas 
de accesibilidad, junto con un calendario de adaptación para las 
escuelas existentes en consonancia con la observación general núm. 
2 del Comité. Se alienta el uso de la contratación pública para aplicar 
este elemento.

f) La introducción de normas integrales de calidad para la educación 
inclusiva y de mecanismos para supervisar la inclusión de las 
personas con discapacidad y hacer un seguimiento de los avances 
en su aplicación a todos los niveles, y para que las políticas y los 
programas se apliquen y cuenten con la inversión necesaria.

g) La introducción de mecanismos accesibles de supervisión para 
garantizar la aplicación de las políticas y la inversión adecuada.

h) El reconocimiento de la necesidad de realizar ajustes razonables para 
apoyar la inclusión, sobre la base de las normas de derechos humanos 
y no del uso eficiente de los recursos, así como las sanciones por no 
hacerlo.

i) La afirmación clara en toda la legislación que pueda tener un impacto 
en la educación inclusiva de que la inclusión es un objetivo concreto.

j) Un marco coherente destinado a la identificación temprana, la 
evaluación y el apoyo necesarios para que las personas con 
discapacidad puedan prosperar en entornos de aprendizaje inclusivos.
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k) La obligación de las autoridades locales de planificar y proporcionar 
a todos los alumnos, incluidas las personas con discapacidad, aulas 
y entornos inclusivos, formatos accesibles y modos y medios de 
comunicación, también en los lenguajes más adecuados.

l) La legislación que garantice a todas las personas con discapacidad, 
incluidos los niños con discapacidad, el derecho a ser oídas y que sus 
opiniones se tengan debidamente en cuenta en el sistema educativo, 
entre otros medios a través de los consejos escolares, los órganos 
rectores, los gobiernos locales y nacionales y los mecanismos para 
impugnar y recurrir las decisiones relativas a la educación.

m) El establecimiento de asociaciones y actividades de coordinación 
entre todos los interesados, incluidas las personas con discapacidad 
a través de las organizaciones que las representan, diferentes 
organismos, organizaciones de desarrollo, organizaciones no 
gubernamentales y los padres o cuidadores.

64. La legislación debe contar con el apoyo de un plan para el sector educativo, 
elaborado en colaboración con las organizaciones de personas con 
discapacidad, incluidos los niños con discapacidad, en el que se detalle el 
proceso para la implantación de un sistema de educación inclusiva. Debe 
incluir un calendario y unos objetivos mensurables, incluidas medidas para 
garantizar la coherencia. El plan debe basarse en un análisis exhaustivo 
de la situación en la que se encuentra la educación inclusiva actualmente 
a fin de proporcionar un punto de partida para avanzar, que incluya 
datos sobre, por ejemplo, las asignaciones presupuestarias actuales, la 
calidad de los métodos de recopilación de datos, el número de niños con 
discapacidad que no asisten a la escuela, los problemas y las barreras, 
las leyes y políticas vigentes, y las principales preocupaciones de las 
personas con discapacidad, las familias y el Estado parte.

65. Los Estados partes deben establecer mecanismos de denuncia y recursos 
legales independientes, eficaces, accesibles, transparentes, seguros y 
aplicables en los casos de violaciones del derecho a la educación. Las 
personas con discapacidad deben tener acceso a unos sistemas de justicia 
que entiendan la manera de integrarlas y sean capaces de hacer frente a 
las denuncias por motivos de la discapacidad. Los Estados partes también 
deben velar por que la información sobre el derecho a la educación y sobre 
la forma de impugnar la denegación o violación de ese derecho sea objeto 
de amplia difusión y publicidad entre las personas con discapacidad, con 
la participación de las organizaciones que las representan.

66. La educación inclusiva es incompatible con el internamiento. Los 
Estados partes deben iniciar un proceso de desinstitucionalización 
bien planificado y estructurado de las personas con discapacidad. En 
ese proceso se debe abordar: una transición ordenada que establezca 
un plazo definido para llevarla a cabo; la introducción de un requisito 
legislativo para desarrollar la prestación de servicios comunitarios; la 
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reasignación de fondos y la introducción de marcos multidisciplinares 
para apoyar y mejorar dichos servicios comunitarios; la prestación de 
apoyo a las familias; y la colaboración y consulta con las organizaciones 
que representan a las personas con discapacidad, incluidos los niños 
con discapacidad, así como con los padres o cuidadores. En espera 
del proceso de desinstitucionalización, las personas en entornos de 
acogida institucionales deben tener acceso a la educación inclusiva con 
carácter inmediato mediante su vinculación con instituciones académicas 
inclusivas en la comunidad.

67. Las intervenciones en la primera infancia pueden ser especialmente 
valiosas para los niños con discapacidad, ya que sirven para mejorar su 
capacidad de beneficiarse de la educación y promueven su matriculación y 
asistencia escolar. Todas esas intervenciones deben garantizar el respeto 
de la dignidad y la autonomía de los niños. En consonancia con la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, en particular el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible 4, se insta a los Estados partes a que garanticen el acceso 
al desarrollo del niño en la primera infancia, a atención y a educación 
preescolar que sean de calidad, y ofrezcan apoyo y capacitación a los 
padres y los cuidadores de los niños pequeños con discapacidad. Si la 
identificación de los niños con discapacidad y el apoyo que reciben tiene 
lugar a una edad temprana, aumentará la probabilidad de que realicen una 
transición sin trabas a los entornos de educación inclusiva de preprimaria 
y primaria. Los Estados partes deben asegurar la coordinación entre 
todos los ministerios, autoridades y órganos competentes, así como 
las organizaciones de personas con discapacidad y otros asociados no 
gubernamentales.

68. De conformidad con el artículo 31, los Estados partes deben recopilar 
datos desglosados que sean pertinentes para formular políticas, planes 
y programas encaminados a cumplir con las obligaciones contraídas 
en virtud del artículo 24. Deben adoptar medidas para subsanar la falta 
de datos precisos sobre la prevalencia de personas con diferentes 
deficiencias, así como la escasez de investigaciones de calidad y 
de datos relativos al acceso y la permanencia en la educación y a los 
avances en este sentido, la realización de ajustes razonables y los 
resultados asociados. Los datos del censo y los estudios, así como los 
datos administrativos, incluidos los del Sistema de Información sobre la 
Gestión Educacional deben recabar información sobre los alumnos con 
discapacidad, incluidos los que viven en entornos institucionales. Los 
Estados partes también deben reunir pruebas y datos desglosados sobre 
las barreras que impiden a las personas con discapacidad tener acceso 
a una educación inclusiva de calidad, y permanecer y lograr progresos 
en ella, con el fin de poder adoptar medidas eficaces para desmantelar 
esas barreras. Deben adoptarse estrategias para que los mecanismos 
normalizados de recopilación de datos cuantitativos y cualitativos superen 
la exclusión de las personas con discapacidad, también cuando esta se 



156

deba a la reticencia de los padres a admitir la existencia de un hijo con 
discapacidad, a la falta de inscripción de los nacimientos y a la invisibilidad 
en las instituciones.

69. Los Estados partes deben destinar recursos financieros y humanos 
suficientes a la elaboración de un plan del sector de la educación y de 
planes intersectoriales para apoyar la aplicación de la educación inclusiva, 
de conformidad con el principio de la progresiva efectividad. Los Estados 
partes deben reformar sus sistemas de gobierno y sus mecanismos 
de financiación para garantizar el derecho a la educación de todas las 
personas con discapacidad. También deben asignar presupuestos 
utilizando los mecanismos disponibles en el marco de los procesos 
de contratación pública y las asociaciones con el sector privado. Esas 
asignaciones deben dar prioridad, entre otras cosas, a que se destinen 
los recursos suficientes para que los entornos educativos existentes sean 
accesibles en un tiempo estipulado, invirtiendo en formación docente 
inclusiva, realizando los ajustes que sean razonables, proporcionando 
transporte escolar accesible, poniendo a disposición libros de texto 
y materiales de enseñanza y aprendizaje adecuados y accesibles, 
proporcionando tecnologías auxiliares y lengua de señas, y llevando 
a cabo iniciativas de concienciación para hacer frente al estigma y la 
discriminación, en particular la intimidación en los entornos educativos.

70. El Comité insta a los Estados partes a que transfieran recursos de los 
entornos segregados a los inclusivos. Los Estados partes deben elaborar 
un modelo de financiación que asigne recursos e incentivos para que 
se proporcione el apoyo necesario a las personas con discapacidad en 
entornos educativos inclusivos. El enfoque de financiación más adecuado 
estará determinado en gran medida por el entorno educativo existente y 
las necesidades de los posibles alumnos con discapacidad que se vean 
afectados por él.

71. Se debe iniciar un proceso de capacitación de todo el personal docente 
de la enseñanza preescolar, primaria, secundaria, superior y de formación 
profesional a fin de dotarlo de las competencias básicas y los valores 
necesarios para trabajar en entornos educativos inclusivos. Un proceso 
de esa índole requiere adaptar las actividades de capacitación previas al 
empleo y en el empleo para alcanzar los niveles de cualificación adecuados 
en el menor tiempo posible y facilitar la transición a un sistema de 
educación inclusiva. Todos los maestros deben contar con dependencias 
o módulos especializados que les preparen para trabajar en entornos 
inclusivos, así como entornos de aprendizaje basados en experiencias 
prácticas en los que puedan desarrollar las aptitudes y la confianza para 
resolver problemas mediante el planteamiento de dificultades diversas 
en materia de inclusión. En el contenido básico de la formación del 
profesorado se debe abordar un entendimiento básico de la diversidad, el 
crecimiento y el desarrollo humanos, el modelo de la discapacidad basado 
en los derechos humanos y la pedagogía inclusiva que permite al personal 
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docente determinar la capacidad funcional de los alumnos (capacidades, 
aptitudes y estilos de aprendizaje) para garantizar su participación en 
entornos educativos inclusivos. La formación del profesorado debería 
incluir el aprendizaje sobre el uso de medios aumentativos y alternativos, 
los medios y los formatos de comunicación como el braille, la letra de 
imprenta grande, los recursos audiovisuales, la lectura fácil, el lenguaje 
sencillo, la lengua de señas y la cultura de los sordos, y las técnicas y 
los materiales educativos para apoyar a las personas con discapacidad. 
Además, los maestros necesitan orientación y apoyo prácticos para, entre 
otras cosas: impartir una enseñanza individualizada; enseñar los mismos 
contenidos utilizando métodos docentes diferentes para responder a los 
estilos de aprendizaje y las capacidades singulares de cada persona; 
elaborar y aplicar planes educativos individuales para responder a las 
necesidades específicas de aprendizaje; e introducir una pedagogía 
centrada en los objetivos educativos de los alumnos.

72. La educación inclusiva requiere un sistema de apoyo y de recursos para los 
maestros en todos los niveles de las instituciones educativas. Ese sistema 
puede incluir el establecimiento de asociaciones entre instituciones de 
enseñanza próximas, como las universidades, la promoción de prácticas 
de colaboración, como la enseñanza en equipo, los grupos de estudio, los 
procesos de evaluación conjunta de los alumnos, el apoyo entre alumnos 
y el intercambio de visitas, así como las asociaciones con la sociedad 
civil. Los padres y cuidadores de los alumnos con discapacidad pueden, 
cuando proceda, actuar como asociados en el desarrollo y la aplicación 
de los programas de enseñanza, incluidos los planes de enseñanza 
personalizada. El asesoramiento y apoyo de los padres y cuidadores a los 
profesores puede desempeñar un papel fundamental en las actividades 
de apoyo a los alumnos, pero nunca debe ser un requisito para que estos 
sean admitidos en el sistema educativo. Los Estados partes deben utilizar 
todas las fuentes de apoyo posibles para los maestros, lo que incluye a 
las organizaciones que representan a las personas con discapacidad, 
los alumnos con discapacidad y los miembros de la comunidad local 
que pueden contribuir de manera significativa en forma de tutorías, 
colaboración y resolución de problemas entre personas que se hallan 
en las mismas circunstancias. Su participación constituye un recurso 
adicional en el aula y sirve para establecer vínculos con las comunidades 
locales, eliminando barreras y mejorando la capacidad de respuesta y 
la sensibilidad de los maestros a las capacidades y necesidades de los 
alumnos con discapacidad.

73. Las autoridades de todos los niveles deben tener la capacidad, el 
compromiso y los recursos para aplicar leyes, políticas y programas de 
apoyo a la educación inclusiva. Los Estados partes deben velar por que 
se elaboren y ofrezcan actividades de capacitación para que todas las 
autoridades competentes estén informadas de las responsabilidades que 
les atañen con arreglo a la ley y se comprendan mejor los derechos de las 
personas con discapacidad. Entre las capacidades, la comprensión y los 
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conocimientos necesarios para poner en práctica las políticas y prácticas 
de educación inclusiva figuran: comprender el concepto del derecho 
a una educación inclusiva y sus objetivos, conocer las leyes y políticas 
internacionales y nacionales pertinentes, desarrollar planes y actividades 
de colaboración y asociación relacionados con la educación inclusiva en 
el plano local, apoyar, orientar y supervisar a las instituciones educativas 
locales, dar seguimiento y evaluar.

74. La educación inclusiva de calidad requiere métodos de evaluación y 
seguimiento de los progresos realizados por los alumnos que tengan en 
cuenta las barreras a las que se enfrentan los que tienen discapacidad. 
Los sistemas tradicionales de evaluación, que utilizan la puntuación de 
los exámenes de evaluación normalizados como único indicador de éxito 
para los estudiantes y las escuelas, pueden desfavorecer a los alumnos 
con discapacidad. Debe hacerse hincapié en los progresos individuales 
hacia objetivos generales. Con las metodologías de enseñanza, el apoyo 
y los ajustes adecuados, todos los planes de estudios pueden adaptarse 
para satisfacer las necesidades de todos los alumnos, incluidos aquellos 
con discapacidad. Los sistemas de evaluación inclusivos de los alumnos 
pueden reforzarse mediante un sistema de apoyo individualizado.

75. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 33, y para medir los 
progresos logrados en el ejercicio del derecho a la educación mediante el 
establecimiento de un sistema de educación inclusiva, los Estados partes 
deben elaborar marcos de seguimiento con indicadores estructurales, de 
proceso y de resultados, y puntos de referencia y objetivos concretos para 
cada indicador, en consonancia con el Objetivo de Desarrollo Sostenible 
499. Las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan, deben participar en la determinación de los indicadores y la 
recopilación de datos y estadísticas. Los indicadores estructurales deben 
medir las barreras a la educación inclusiva y no limitarse simplemente a 
recopilar datos desglosados por tipo de deficiencia. Los indicadores de 
proceso, como los relativos a los cambios en la accesibilidad de los entornos 
físicos, las adaptaciones curriculares o la formación de los docentes, 
permitirán supervisar los progresos de la transformación. También deben 
establecerse los indicadores de resultado, como el porcentaje de alumnos 
con discapacidad en entornos de aprendizaje inclusivos que han obtenido 
una certificación o un diploma final oficial o el porcentaje de alumnos 
con discapacidad admitidos en la enseñanza secundaria. Los Estados 
partes también deben considerar la posibilidad de medir la calidad de la 
educación mediante, por ejemplo, las cinco dimensiones recomendadas 
por la UNESCO: el respeto de los derechos, la equidad, la relevancia, la 
pertinencia, la eficiencia y la eficacia. También puede tenerse en cuenta 
la supervisión de las medidas de acción afirmativa, como las cuotas o los 
incentivos.

99  Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Indicadores de 
Derechos Humanos: Guía para la medición y la aplicación (Nueva York y Ginebra, 2012).
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76. El Comité observa que en muchos países ha aumentado la educación 
privada. Los Estados partes deben reconocer que el derecho a la educación 
inclusiva abarca la prestación de todos los servicios educativos, no los 
prestados únicamente por las autoridades públicas. Asimismo, deben 
adoptar medidas de protección contra las violaciones de los derechos 
por terceros, incluido el sector empresarial. En cuanto al derecho a la 
educación, esas medidas deben abordar la obligación de garantizar 
la prestación de servicios de educación inclusiva e incluir, cuando sea 
necesario, la legislación y reglamentación, la vigilancia, la supervisión, la 
aplicación y la adopción de políticas para determinar la forma en que las 
empresas pueden influir en que las personas con discapacidad disfruten 
y ejerzan de manera efectiva los derechos. Las instituciones educativas, 
incluidas las instituciones educativas privadas y las empresas, no deben 
cobrar tasas adicionales por integrar la accesibilidad y/o realizar los 
ajustes razonables.
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Observación general núm. 5 (2017) sobre el derecho a vivir de 
forma independiente y a ser incluido en la comunidad

Distr. General: 27 de octubre de 2017

I. Introducción

1. A lo largo de la historia, se ha negado a las personas con discapacidad la 
posibilidad de tomar opciones y ejercer el control de manera personal e 
individual en todas las esferas de su vida. Se ha supuesto que muchas de 
ellas eran incapaces de vivir de forma independiente en comunidades de 
su propia elección. No se dispone de apoyo o su prestación está vinculada 
a determinados sistemas de vida, y la infraestructura de la comunidad no 
se ajusta al diseño universal. Los recursos se invierten en instituciones 
y no en el desarrollo de las posibilidades que tienen las personas con 
discapacidad de vivir de forma independiente en la comunidad. Ello ha dado 
lugar al abandono, la dependencia de los familiares, la institucionalización, 
el aislamiento y la segregación.

2. El artículo 19 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad reconoce el derecho en igualdad de condiciones de todas 
las personas con discapacidad a vivir de forma independiente y a ser 
incluidas en la comunidad, con la libertad de elegir y controlar su vida. El 
artículo se basa en el principio fundamental de derechos humanos de que 
todos los seres humanos nacen iguales en dignidad y en derechos y todas 
las vidas tienen el mismo valor.

3. El artículo 19 pone de relieve que las personas con discapacidad son 
sujetos de derechos y titulares de derechos. Los principios generales de 
la Convención (art. 3), en particular el respeto de la dignidad inherente a 
la persona, su autonomía y su independencia (art. 3 a)) y la participación 
e inclusión plenas y efectivas en la sociedad (art. 3 c)), son la base del 
derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad. 
Otros principios consagrados en la Convención son también esenciales 
para interpretar y aplicar el artículo 19.

4. La vida independiente e inclusiva en la comunidad es una idea 
históricamente procedente de las personas con discapacidad que 
reivindican ejercer el control sobre la manera en que quieren vivir, mediante 
la creación de formas de apoyo que potencien el pleno ejercicio de sus 
derechos, como la asistencia personal, y piden que las instalaciones 
comunitarias se ajusten a los principios del diseño universal.

5. En el preámbulo de la Convención, los Estados partes reconocen que 
muchas personas con discapacidad viven en la pobreza, y destacan la 
necesidad de hacer frente a las consecuencias que esta tiene. El costo 
de la exclusión social es elevado, ya que perpetúa la dependencia y, por 



161

lo tanto, la injerencia en las libertades individuales. La exclusión social 
también engendra estigmatización, segregación y discriminación, que 
pueden conducir a la violencia, la explotación y el abuso, así como a la 
creación de estereotipos negativos que alimentan el ciclo de marginación 
de las personas con discapacidad. Las políticas y los planes de acción 
concretos para lograr la inclusión social de estas personas mediante, entre 
otras cosas, la promoción de su derecho a vivir de forma independiente 
(art. 19) representan un mecanismo eficaz en relación con los costos 
para garantizar el disfrute de los derechos, el desarrollo sostenible y la 
reducción de la pobreza.

6. La presente observación general tiene por objeto ayudar a los Estados 
partes a aplicar el artículo 19 y cumplir las obligaciones que les impone 
la Convención. Atañe principalmente a la obligación de garantizar a todas 
las personas el disfrute del derecho a vivir de forma independiente y a 
ser incluidas en la comunidad, pero también está relacionada con otras 
disposiciones de la Convención. El artículo 19 es una de las disposiciones 
de mayor alcance y más interdisciplinar de la Convención, y debe 
considerarse esencial para la plena aplicación de ese instrumento.

7. El artículo 19 se refiere tanto a los derechos civiles y políticos como a los 
económicos, sociales y culturales, y es un ejemplo de la interrelación, 
interdependencia e indivisibilidad de todos los derechos humanos. El 
derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad 
solo puede lograrse si se hacen efectivos todos los derechos económicos, 
civiles, sociales y culturales establecidos en esa norma. El derecho 
internacional de los derechos humanos impone unas obligaciones de 
efecto inmediato y otras que pueden cumplirse progresivamente100. La 
efectividad plena también requiere cambios estructurales que quizá 
tengan que introducirse por etapas, ya se trate de derechos civiles y 
políticos o de sociales, económicos y culturales.

8. El artículo 19 refleja la diversidad de enfoques culturales existentes en 
relación con la vida humana y asegura un contenido que no favorezca 
determinadas normas y valores culturales en detrimento de otros. La 
idea de vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad es 
un concepto básico de la vida humana en todo el mundo y se aplica 
en el contexto de la discapacidad. Implica tener libertad de elección y 
capacidad de control sobre las decisiones que afectan a la propia vida 
con el máximo grado de libre determinación e interdependencia en la 
sociedad. Este derecho debe hacerse efectivo en los diferentes contextos 
económicos, sociales, culturales y políticos. El derecho a vivir de forma 
independiente y a ser incluido en la comunidad incumbe a todas las 
personas con discapacidad, independientemente de la raza; el color; 
la ascendencia; el sexo; el embarazo y la maternidad; el estado civil o 
la situación familiar o profesional; la identidad de género; la orientación 

100   Véase la observación general núm. 3 (1990) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les sobre la índole de las obligaciones de los Estados partes, párrs. 1 y 2.
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sexual; el idioma; la religión; la opinión política o de otra índole; el origen 
nacional, étnico, indígena o social; la condición de migrante, solicitante 
de asilo o refugiado; la pertenencia a una minoría nacional o la situación 
económica o patrimonial; el estado de salud; la predisposición genética o 
de otro tipo hacia alguna enfermedad; el nacimiento y la edad o cualquier 
otra condición.

9. El derecho amparado en el artículo 19 está muy arraigada en el derecho 
internacional de los derechos humanos. La Declaración Universal de 
Derechos Humanos destaca en el artículo 29, párrafo 1, la interdependencia 
del desarrollo personal de un individuo y el aspecto social de formar 
parte de la comunidad: “Toda persona tiene deberes respecto a la 
comunidad, puesto que solo en ella puede desarrollar libre y plenamente 
su personalidad”. El artículo 19 se sustenta tanto en los derechos civiles 
y políticos como en los económicos, sociales y culturales: el derecho de 
toda persona a circular libremente y a escoger libremente su residencia 
(artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), el 
derecho a un nivel de vida adecuado, que incluye alimentación, vestido 
y vivienda adecuados (artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales), y los derechos básicos a comunicarse 
constituyen la base del derecho a vivir de forma independiente y a ser 
incluido en la comunidad. La libertad de circulación, un nivel de vida 
adecuado y la capacidad de entender y de hacer entender las propias 
preferencias, opciones y decisiones son condiciones indispensables a la 
dignidad humana y al libre desarrollo de la persona101.

10. La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer hace hincapié en la igualdad entre la mujer y el hombre 
y condena la discriminación contra la mujer en todas sus formas (art. 1). 
Asimismo, reafirma la igualdad entre mujeres y hombres en materia legal, 
incluida la capacidad jurídica y las oportunidades para el ejercicio de esa 
capacidad (art. 15, párr. 2). También establece que los Estados partes les 
reconocerán los mismos derechos con respecto a la legislación relativa al 
derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para elegir su 
residencia y domicilio (art. 15, párr. 4).

11. El artículo 9, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño 
establece que los Estados partes “velarán por que el niño no sea 
separado de sus padres contra la voluntad de estos, excepto cuando, a 
reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de 
conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación 
es necesaria en el interés superior del niño”. Los Estados partes en la 
presente Convención “prestarán la asistencia apropiada a los padres y a 
los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que 
respecta a la crianza del niño”, según se garantiza en el artículo 18, párrafo 

101   Véanse la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 22; la observación general núm. 27 
(1997) del Comité de Derechos Humanos sobre la libertad de circulación, párr. 1; y la observación 
general núm. 4 (1991) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el derecho a 
una vivienda adecuada, párr. 7.
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2. Además, el artículo 20, párrafo 1, establece que “los niños temporal o 
permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés 
exija que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y 
asistencia especiales del Estado”, y el párrafo 2 dispone que “los Estados 
partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos 
de cuidado para esos niños”. Sería discriminatorio prestar otros tipos de 
cuidado a causa de la discapacidad.

12. Además, el artículo 23, párrafo 1, establece que todos los niños con 
discapacidad deberán disfrutar de una vida en condiciones que aseguren 
su dignidad, les permitan llegar a bastarse a sí mismos y faciliten su 
participación activa en la comunidad. El Comité de los Derechos del 
Niño ha expresado su preocupación por el gran número de niños con 
discapacidad que son internados en instituciones e instó a los Estados 
partes a que, mediante programas de desinstitucionalización, apoyaran 
su capacidad de vivir con su familia o la familia ampliada o en hogares de 
guarda102.

13. La igualdad y la no discriminación son principios básicos del derecho 
internacional de los derechos humanos y están consagrados en todos los 
instrumentos fundamentales de derechos humanos. En su observación 
general núm. 5, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales subraya que “la segregación y el aislamiento conseguidos 
mediante la imposición de impedimentos físicos y sociales” se consideran 
discriminación. También destaca, en relación con el artículo 11, que el 
derecho a un nivel de vida adecuado no solo incluye el acceso en igualdad 
de condiciones a una alimentación adecuada, una vivienda accesible y 
otras necesidades materiales básicas, sino también la disponibilidad de 
servicios de apoyo y de recursos y tecnologías auxiliares que respeten 
plenamente los derechos humanos de las personas con discapacidad.

14. El artículo 19 y el contenido de la presente observación general también 
deben orientar y apoyar la aplicación de la Nueva Agenda Urbana 
aprobada por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Vivienda y 
el Desarrollo Urbano Sostenible (Hábitat III) como parte integrante de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible. La Nueva Agenda Urbana promueve un modelo de ciudades 
y asentamientos humanos en los que todas las personas puedan disfrutar 
de los derechos y oportunidades en pie de igualdad, promoviendo que 
sean inclusivos, justos, seguros, saludables, accesibles, asequibles, 
adaptables y sostenibles. En lo que atañe al artículo 19 de la Convención, 
la meta 10.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (potenciar y 
promover la inclusión social, económica y política de todas las personas) 
y la meta 11.1 (asegurar el acceso de todas las personas a viviendas y 
servicios básicos adecuados, seguros y asequibles) revisten especial 
importancia.

102   Véase la observación general núm. 9 (2006) del Comité de los Derechos del Niño sobre los derechos 
de los niños con discapacidad, párr. 47.
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15. El Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha 
constatado avances en la aplicación del artículo 19 durante la última 
década, pero también observa una brecha entre los objetivos y el espíritu 
del artículo 19 y el alcance de su aplicación. Entre las barreras que 
persisten, cabe citar las siguientes:
a) La negación de la capacidad jurídica, ya sea mediante leyes y 

prácticas oficiales o de facto por la sustitución en la adopción de 
decisiones relativas a los sistemas de vida;

b) La falta de adecuación de los sistemas de apoyo y protección social 
para garantizar una forma de vida independiente en la comunidad;

c) La ausencia de asignaciones presupuestarias y marcos jurídicos 
adecuados para la prestación de asistencia personal y apoyo 
individualizado;

d) La institucionalización física y reglamentaria, también de niños, y 
todas las formas de tratamiento forzoso;

e) La falta de estrategias y planes de desinstitucionalización y la 
continuación de las inversiones en instituciones de prestación de 
cuidados;

f) Las actitudes negativas, los estigmas y los estereotipos que impiden 
que las personas con discapacidad sean incluidas en la comunidad y 
accedan a los servicios de asistencia disponibles;

g) Las ideas erróneas sobre el derecho a vivir de forma independiente 
en la comunidad;

h) La falta de servicios e instalaciones disponibles, aceptables, 
asequibles, accesibles y adaptables, como transporte, atención de la 
salud, escuelas, espacios públicos, viviendas, teatros, cines, bienes 
y servicios, y edificios públicos;

i) La ausencia de mecanismos de supervisión apropiados para asegurar 
la aplicación adecuada del artículo 19, incluida la participación de 
organizaciones que representan a las personas con discapacidad;

j) La integración insuficiente de la discapacidad en las asignaciones 
presupuestarias generales;

k) Una descentralización inapropiada, lo que da lugar a disparidades 
entre las autoridades locales y a la desigualdad en las posibilidades 
de vivir de manera independiente dentro de la comunidad en un 
Estado parte.

II. Contenido normativo del artículo 19

A. Definiciones

16. En la presente observación general se adoptan las definiciones siguientes:
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a) Vivir de forma independiente. Vivir de forma independiente significa 
que las personas con discapacidad cuenten con todos los medios 
necesarios para que puedan tomar opciones y ejercer el control 
sobre sus vidas, y adoptar todas las decisiones que las afecten. 
La autonomía personal y la libre determinación son fundamentales 
para la vida independiente, incluidos el acceso al transporte, la 
información, la comunicación y la asistencia personal, el lugar de 
residencia, la rutina diaria, los hábitos, el empleo digno, las relaciones 
personales, la ropa, la nutrición, la higiene y la atención de la salud, 
las actividades religiosas y culturales, y los derechos sexuales 
y reproductivos. Las siguientes actividades están vinculadas al 
desarrollo de la identidad y la personalidad de cada individuo: dónde 
vivimos y con quién, qué comemos, si nos gusta dormir hasta tarde 
o acostarnos a altas horas de la noche, si preferimos quedarnos 
en casa o salir, si nos gusta poner mantel y velas en la mesa, tener 
animales domésticos o escuchar música. Tales acciones y decisiones 
nos hacen ser quienes somos. La vida independiente es una parte 
esencial de la autonomía y la libertad de la persona y no significa 
necesariamente vivir solo. Tampoco debe interpretarse únicamente 
como la capacidad de llevar a cabo actividades cotidianas por uno 
mismo. Por el contrario, debe considerarse como la libertad de 
elección y de control, en consonancia con el respeto de la dignidad 
inherente y la autonomía individual consagradas en el artículo 3 a) de 
la Convención. La independencia como forma de autonomía personal 
implica que la persona con discapacidad no se vea privada de la 
posibilidad de elegir y controlar su modo de vida y sus actividades 
cotidianas;

b) Ser incluido en la comunidad. El derecho a ser incluido en la 
comunidad se refiere al principio de inclusión y participación plenas y 
efectivas en la sociedad consagrado, entre otros, en el artículo 3 c) de 
la Convención. Incluye llevar una vida social plena y tener acceso a 
todos los servicios que se ofrecen al público, así como a los servicios 
de apoyo proporcionados a las personas con discapacidad para que 
puedan ser incluidas y participar plenamente en todos los ámbitos de 
la vida social. Esos servicios pueden referirse, entre otras cosas, a 
la vivienda, el transporte, las compras, la educación, el empleo, las 
actividades recreativas y todas las demás instalaciones y servicios 
ofrecidos al público, incluidos los medios de comunicación social. 
Ese derecho también incluye tener acceso a todas las medidas y 
acontecimientos de la vida política y cultural de la comunidad, entre 
otras cosas reuniones públicas, eventos deportivos, festividades 
culturales y religiosos y cualquier otra actividad en la que la persona 
con discapacidad desee participar;

c) Sistemas de vida independiente. Vivir de forma independiente y ser 
incluido en la comunidad son conceptos que se refieren a entornos para 
vivir fuera de las instituciones residenciales de todo tipo. No se trata 
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“simplemente” de vivir en un edificio o lugar particular; significa, sobre 
todo y ante todo, no perder la capacidad de elección y la autonomía 
personales como resultado de la imposición de una forma y unos 
sistemas de vida determinados. Ni las grandes instituciones con más 
de un centenar de residentes ni los pequeños hogares funcionales 
con entre cinco y ocho personas, ni siquiera los hogares individuales, 
pueden ser llamados sistemas de vida independiente si contienen 
otros elementos definitorios de instituciones o de institucionalización. 
Si bien los entornos institucionalizados pueden variar en tamaño, 
nombre y organización, tienen ciertos elementos inherentes, como 
el hecho de compartir de forma obligatoria los asistentes con otras 
personas y la escasa o nula influencia que se puede ejercer sobre 
aquellos de quienes se debe aceptar la ayuda; el aislamiento y la 
segregación respecto de la vida independiente en la comunidad; la 
falta de control sobre las decisiones cotidianas; la nula posibilidad de 
elegir con quién se vive; la rigidez de la rutina independientemente 
de la voluntad y las preferencias de la persona; actividades idénticas 
en el mismo lugar para un grupo de personas sometidas a una cierta 
autoridad; un enfoque paternalista de la prestación de los servicios; la 
supervisión del sistema de vida; y, por lo general, una desproporción 
en el número de personas con discapacidad que viven en el mismo 
entorno. Los entornos institucionales pueden ofrecer a las personas 
con discapacidad un cierto grado de posibilidades de elección y de 
control, pero esas decisiones se limitan a esferas concretas de la 
vida y no modifican el carácter de segregación que conllevan las 
instituciones. Por lo tanto, las políticas de desinstitucionalización 
requieren la aplicación de reformas estructurales que van más allá del 
cierre de los entornos institucionales. Los hogares funcionales, tanto 
grandes como pequeños, son especialmente peligrosos para los 
niños, para los que no hay alternativa a la necesidad de crecer en una 
familia. Las instituciones “de tipo familiar” siguen siendo instituciones 
y no pueden sustituir el cuidado de una familia;

d) Asistencia personal. La asistencia personal se refiere al apoyo 
humano dirigido por el interesado o el “usuario” que se pone a 
disposición de una persona con discapacidad como un instrumento 
para permitir la vida independiente. Aunque las formas de asistencia 
personal pueden variar, hay ciertos elementos que la diferencian de 
otros tipos de ayuda personal, a saber:
i) La financiación de la asistencia personal debe proporcionarse 

sobre la base de criterios personalizados y tener en cuenta las 
normas de derechos humanos para un empleo digno. Debe estar 
controlada por la persona con discapacidad y serle asignada a ella 
para que pague cualquier asistencia que necesite. Se basa en una 
evaluación de las necesidades individuales y las circunstancias 
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vitales de cada persona. Los servicios individualizados no deben 
dar lugar a una reducción del presupuesto ni a un pago personal 
más elevado;

ii) El servicio está controlado por la persona con discapacidad, 
lo que significa que puede contratar servicios entre una serie 
de proveedores o actuar como empleador. Las personas con 
discapacidad pueden personalizar su servicio, es decir, planearlo 
y decidir por quién, cómo, cuándo, dónde y de qué manera se 
presta, así como dar instrucciones y dirigir a las personas que los 
presten;

iii) Este tipo de asistencia es una relación personal. Los asistentes 
personales deben ser contratados, capacitados y supervisados 
por las personas que reciban la asistencia, y no deben ser 
“compartidos” sin el consentimiento pleno y libre de cada una 
de estas personas. El hecho de compartir a los asistentes 
personales podría limitar y obstaculizar la libre determinación y 
la participación espontánea en la comunidad;

iv) La autogestión de la prestación de los servicios. Las personas 
con discapacidad que requieran asistencia personal pueden 
elegir libremente el grado de control personal a ejercer sobre la 
prestación del servicio en función de sus circunstancias vitales 
y sus preferencias. Aunque otra entidad desempeñe la función 
de “empleador”, la persona con discapacidad sigue detentando 
siempre el poder de decisión respecto de la asistencia, es a 
quien debe preguntarse y cuyas preferencias individuales deben 
respetarse. El control de la asistencia personal puede ejercerse 
mediante el apoyo para la adopción de decisiones.

17. Los proveedores de servicios de apoyo a menudo describen erróneamente 
su servicio utilizando los términos “vida independiente” o “en la 
comunidad” y “asistencia personal”, aunque en la práctica esos servicios 
no cumplan los requisitos que plantea el artículo 19. Las “soluciones 
combinadas” obligatorias que, entre otras cosas, vinculan la disponibilidad 
de un servicio determinado a otro, presuponen que dos o más personas 
han de vivir juntas o solo pueden ofrecerse en el marco de sistemas de 
vida especiales no se ajustan al artículo 19. El concepto de asistencia 
personal en que la persona con discapacidad no ejerce plenamente la 
libre determinación y el control de sí misma no se considerará conforme 
con el artículo 19. Las personas con necesidades de comunicación 
complejas, incluidas las que utilizan medios de comunicación informales 
(es decir, la comunicación a través de medios no representativos, como 
la expresión facial, la posición corporal y la vocalización) deben recibir 
apoyos adecuados que les permitan formular y transmitir sus órdenes, 
decisiones, elecciones y/o preferencias, y con los que estas puedan ser 
reconocidas y respetadas.



168

B. Artículo 19, párrafo introductorio

18. El artículo 19 reafirma la no discriminación y el reconocimiento del derecho 
de todas las personas con discapacidad a vivir de forma independiente en 
la comunidad en igualdad de condiciones. Para dar efectividad al derecho 
a vivir de forma independiente, en condiciones de igualdad con las demás 
personas respecto a las opciones, y a ser incluido en la comunidad, los 
Estados partes deben adoptar medidas efectivas y pertinentes para 
facilitar que las personas con discapacidad gocen sin restricciones de 
este derecho y se incluyan y participen plenamente en la comunidad.

19. El artículo abarca dos conceptos que solo se mencionan con claridad en 
el párrafo introductorio: el derecho a vivir de forma independiente y el 
derecho a ser incluido en la comunidad. Mientras que el derecho a una 
vida independiente remite a una dimensión individual, como un derecho 
a la propia emancipación sin ver denegados accesos ni oportunidades, 
el derecho a ser incluido en la comunidad entraña una dimensión social, 
es decir, el derecho positivo a crear entornos inclusivos. El derecho 
consagrado en el artículo 19 abarca ambos conceptos.

20. El artículo 19 se refiere explícitamente a todas las personas con 
discapacidad. Ni la privación total o parcial de cualquier “grado” de 
capacidad jurídica ni el nivel de apoyo requerido pueden alegarse 
para negar o limitar el derecho de las personas con discapacidad a la 
independencia y a vivir de forma independiente en la comunidad.

21. Cuando se estima que las personas con discapacidad exigen un alto 
nivel de servicios personales, los Estados partes suelen contemplar 
las instituciones como la única solución, especialmente cuando dichos 
servicios personales se consideran “demasiado costosos” o se piensa que 
la persona con discapacidad es “incapaz” de vivir fuera de un entorno 
institucional. A menudo se considera que las personas con discapacidad 
intelectual, especialmente aquellas con necesidades de comunicación 
complejas, entre otras cosas, no pueden vivir fuera de entornos 
institucionales. Ese razonamiento va en contra del artículo 19, que hace 
extensivo el derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la 
comunidad a todas las personas con discapacidad, independientemente 
de su capacidad intelectual, nivel de autonomía o necesidad de apoyo.

22. Todas las personas con discapacidad deben tener libertad para elegir ser 
activas y pertenecer a culturas de su elección, y deben tener el mismo 
grado de opción y control sobre sus vidas que los demás miembros de 
la comunidad. La vida independiente no es compatible con la promoción 
de un estilo de vida individual “predeterminado”. Los jóvenes con 
discapacidad no deben verse obligados a vivir en entornos concebidos 
para las personas de edad con discapacidad y viceversa.
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23. Las personas con discapacidad de todos los géneros son titulares de 
derechos y gozan de igual protección en virtud del artículo 19. Deben 
tomarse todas las medidas apropiadas para asegurar el pleno desarrollo, el 
adelanto y el empoderamiento de la mujer. Las personas con discapacidad 
lesbianas, gais, bisexuales, transgénero, queer e intersexuales deben 
disfrutar de igual protección con arreglo al artículo 19 y, por lo tanto, del 
respeto hacia sus relaciones personales. Además, el derecho a vivir de 
forma independiente y a ser incluido en la comunidad incluye la protección 
de las personas con discapacidad pertenecientes a cualquier grupo de 
edad, grupo étnico, casta desfavorecida o minoría lingüística o religiosa, 
así como migrantes, solicitantes de asilo y refugiadas.

C. Artículo 19 a)

24. La elección de cómo, dónde y con quién vivir es la idea central del 
derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad. 
Por tanto, las decisiones personales no se limitan al lugar de residencia, 
sino que abarcan todos los aspectos del sistema de vida de la persona: 
sus horarios, rutinas y modo y estilo de vida, tanto en la esfera privada 
como en la pública y tanto en lo cotidiano como a largo plazo.

25. Las personas con discapacidad muchas veces no pueden tomar 
decisiones por falta de alternativas. Así sucede, por ejemplo, cuando el 
apoyo no profesional de la familia es la única opción existente, cuando 
no se dispone de apoyo fuera de las instituciones, cuando la vivienda 
es inaccesible o no hay apoyo en la comunidad, y cuando este solo se 
ofrece en determinadas formas de residencia, como hogares funcionales 
o instituciones.

26. Además, a las personas con discapacidad tal vez no se les permite elegir 
personalmente debido a la falta de información accesible sobre la gama 
de opciones disponibles y/o a restricciones derivadas de las leyes de 
tutela y normas o decisiones jurídicas similares que les impiden ejercer 
su capacidad jurídica. Aunque no haya legislación oficial vigente en la 
materia, otras personas, como familiares, cuidadores o autoridades 
locales, a veces ejercen el control y restringen las opciones personales 
actuando como sustitutos en la adopción de decisiones.

27. La personalidad jurídica y la capacidad de obrar son las bases para que 
las personas con discapacidad logren vivir de forma independiente en la 
comunidad. Por lo tanto, el artículo 19 está vinculado al reconocimiento 
y el ejercicio de la personalidad y la capacidad jurídicas establecidas 
en el artículo 12 de la Convención y explicadas con mayor detalle en la 
observación general núm. 1 (2014) del Comité sobre el igual reconocimiento 
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como persona ante la ley. Además, está relacionado con la absoluta 
prohibición de la privación de libertad por motivos de discapacidad, como 
se consagra en el artículo 14 y se detalla en las directrices respectivas103.

 D. Artículo 19 b)

28. Los servicios de apoyo individualizado deben considerarse un derecho 
y no una forma de atención médica, social o de beneficencia. Para 
muchas personas con discapacidad, el acceso a una variedad de 
servicios de apoyo personalizado es un prerrequisito para vivir de forma 
independiente en la comunidad. Dichas personas tienen derecho a 
elegir los servicios y a sus proveedores en función de sus necesidades 
individuales y sus preferencias personales, y el apoyo personalizado 
debe ser suficientemente flexible para adaptarse a las exigencias de 
los “usuarios” y no a la inversa. Esto impone a los Estados partes la 
obligación de garantizar que haya un número suficiente de especialistas 
cualificados que puedan hallar soluciones prácticas a los obstáculos que 
se oponen a la vida independiente en la comunidad, de conformidad con 
las necesidades y las preferencias de la persona.

29. El apartado b) menciona diversos servicios individualizados que forman 
parte de esa categoría de servicios de apoyo. No se limitan a los servicios 
prestados en el hogar, sino que es necesario que también puedan 
extenderse a las esferas del empleo, la educación y la participación 
política y cultural, la potenciación de la función parental y la capacidad de 
llegar a los familiares y otras personas, la participación en la vida política 
y cultural, los propios intereses y actividades de ocio, y los viajes y las 
actividades recreativas.

30. Si bien los servicios de apoyo individualizado pueden variar de nombre, 
tipo o categoría en función de las características culturales, económicas 
y geográficas del Estado parte, todos ellos deben estar concebidos para 
facilitar la vida en la comunidad y evitar el aislamiento y la separación 
respecto de las demás personas, y deben ser adecuados a tal fin. Es 
importante que la finalidad de esos servicios de apoyo sea lograr la plena 
inclusión en la comunidad. Por lo tanto, cualquier forma institucional de 
servicios de apoyo que segregue y limite la autonomía personal no está 
permitida por el artículo 19 b).

31. También es importante tener en cuenta que todos los servicios de 
apoyo deben concebirse y prestarse de manera que contribuyan al 
objetivo general de la norma, a saber, la inclusión y participación plenas, 
individualizadas, efectivas y de propia elección, y la vida independiente.

103   Directrices sobre el derecho a la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad (A/72/55, 
anexo).
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E. Artículo 19 c)

32. Los servicios y las instalaciones que se mencionan en esta sección 
del artículo no son servicios de apoyo e instalaciones específicos de la 
discapacidad sino destinados a la población de la comunidad en general 
y abarcan una amplia gama de servicios, como viviendas, bibliotecas 
públicas, hospitales, escuelas, medios de transporte, comercios, 
mercados, museos, Internet, medios de comunicación social y otros 
servicios e instalaciones similares. Estos deben estar disponibles y 
ser universalmente accesibles, aceptables y adaptables para todas las 
personas con discapacidad en la comunidad.

33. La accesibilidad de las instalaciones, bienes y servicios de la comunidad, 
así como el ejercicio del derecho a la educación, la atención de la salud 
y el empleo inclusivos y accesibles son condiciones esenciales para 
la inclusión y la participación de las personas con discapacidad en la 
comunidad. Diversos programas de desinstitucionalización han puesto 
de manifiesto que el cierre de las instituciones, independientemente 
de su tamaño, y la reubicación de los internos en la comunidad no son 
suficientes en sí mismos. Esas reformas deben ir acompañadas de 
servicios integrales y programas de desarrollo comunitario, incluidos 
programas de sensibilización. Las reformas estructurales destinadas 
a mejorar la accesibilidad general en el seno de la comunidad pueden 
reducir la demanda de servicios específicos para la discapacidad.

34. En cuanto al alcance material, el artículo 19 abarca el acceso a viviendas 
seguras y adecuadas, los servicios personales y las instalaciones y 
servicios comunitarios. El acceso a la vivienda supone la opción de vivir 
en la comunidad en igualdad de condiciones con las demás personas. 
El artículo 19 no se aplica adecuadamente si la vivienda solo se ofrece 
en zonas específicamente previstas y se organiza de manera que las 
personas con discapacidad tengan que vivir en el mismo edificio, complejo 
o barrio. Debe disponerse de un número suficiente de viviendas accesibles 
en todas las zonas de la comunidad que proporcionen alojamiento a las 
personas con discapacidad, ya vivan solas o como parte de una familia, 
para que estas disfruten del derecho a elegir y tengan la posibilidad de 
hacerlo. A tal fin, se necesita nueva construcción residencial sin barreras 
y la adaptación de las estructuras residenciales existentes para eliminar 
dichas barreras. Además, las viviendas deben ser asequibles para las 
personas con discapacidad.

35. También debe haber servicios de apoyo disponibles en un entorno físico 
y geográfico seguro al alcance de todas las personas con discapacidad, 
ya vivan en zonas urbanas o rurales, que sean asequibles, teniendo en 
cuenta a las personas con bajos ingresos. También deben ser aceptables, 
lo que significa que deben cumplir estándares de calidad y tener en cuenta 
las diferencias culturales y las relativas a la edad y el género.



172

36. Los servicios de apoyo individualizado que no permiten la elección personal 
y el control de sí mismo no ofrecen una forma de vida independiente en 
la comunidad. Los que se prestan como una combinación de servicios 
residenciales y de apoyo (proporcionados como un “paquete” combinado) 
suelen ser ofrecidos a las personas con discapacidad sobre la base de la 
eficacia en función de los costos. No obstante, si bien ese criterio puede 
rebatirse en términos económicos, la eficacia en relación con los costos 
no debe prevalecer sobre la esencia del derecho humano en cuestión. No 
debe exigirse por norma a las personas con discapacidad que compartan 
la asistencia y a los asistentes personales; esto debe hacerse solamente 
con su pleno y libre consentimiento. La capacidad de elección es uno de los 
tres elementos fundamentales del derecho a vivir de forma independiente 
en la comunidad.

37. El derecho a disfrutar de servicios de apoyo en pie de igualdad está ligado 
al deber de asegurar la participación e intervención de las personas 
con discapacidad en los procesos relacionados con las instalaciones 
y los servicios en la comunidad, cerciorándose de que respondan a 
las necesidades específicas, tengan en cuenta el género y la edad, y 
estén preparados para posibilitar la participación espontánea de dichas 
personas en la comunidad. En el caso de los niños, la esencia del derecho 
a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad implica el 
derecho a crecer en una familia.

F. Elementos fundamentales

38. El Comité considera importante identificar los elementos fundamentales 
del artículo 19 a fin de asegurar que cada Estado parte asuma la prestación 
de un nivel de apoyo mínimo establecido suficiente para permitir el 
ejercicio del derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la 
comunidad. Los Estados partes deben velar por que se respeten siempre 
los elementos fundamentales del artículo 19, sobre todo en períodos de 
crisis económica o financiera. Esos elementos fundamentales son:
a) Garantizar a todas las personas con discapacidad, independientemente 

de la deficiencia, el derecho a la capacidad jurídica, de conformidad 
con la observación general núm. 1 del Comité, para decidir dónde, 
con quién y cómo vivir;

b) Asegurar la no discriminación en el acceso a la vivienda, incluidos los 
elementos de ingresos y accesibilidad, y la adopción de normas de 
construcción obligatorias que permitan que haya viviendas nuevas y 
renovadas accesibles;

c) Elaborar un plan de acción concreto para que las personas con 
discapacidad vivan de forma independiente en el seno de la 
comunidad, que incluya la adopción de medidas para facilitar el apoyo 
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formal a la vida independiente en la comunidad, de manera que el 
apoyo informal, por ejemplo el que prestan las familias, no sea la 
única opción;

d) Elaborar, aplicar y supervisar legislación, planes y directrices sobre 
los requisitos de accesibilidad de los servicios generales básicos, 
y sancionar su incumplimiento, a fin de lograr la igualdad en la 
sociedad, incluida la participación de las personas con discapacidad 
en los medios de comunicación social, y garantizar la competencia 
adecuada en tecnologías de la información y las comunicaciones para 
asegurar que esas tecnologías se desarrollen, entre otros aspectos 
sobre la base del diseño universal, y se protejan;

e) Elaborar un plan de acción concreto y adoptar medidas con miras a 
desarrollar y poner en marcha servicios de apoyo específicos de la 
discapacidad básicos, personalizados, no compartidos y basados en 
los derechos, así como otros tipos de servicios;

f) Asegurar la no regresión en el logro del contenido del artículo 19, a 
menos que tales medidas hayan sido debidamente justificadas y se 
ajusten al derecho internacional;

g) Recopilar datos cuantitativos y cualitativos coherentes sobre las 
personas con discapacidad, que incluyan a las que aún viven en 
instituciones;

h) Utilizar toda financiación disponible, incluida la regional y la de la 
cooperación para el desarrollo, a fin de organizar servicios inclusivos 
y accesibles destinados a lograr una vida independiente.

III. Obligaciones de los Estados partes

39. Las obligaciones de los Estados partes deben reflejar la naturaleza de los 
derechos humanos, en su calidad de absolutos y de efectividad inmediata 
(derechos civiles y políticos) o de efectividad progresiva (derechos 
económicos, sociales y culturales). El artículo 19 a), relativo al derecho 
a elegir la propia residencia y a dónde, cómo y con quién vivir, es de 
aplicación inmediata, ya que es un derecho civil y político. El artículo 
19 b), sobre el derecho a acceder a servicios de apoyo individualizados 
y evaluados, es un derecho económico, social y cultural. El artículo 19 
c), que trata del derecho a acceder a las instalaciones de servicios, 
es un derecho económico, social y cultural, ya que muchos servicios 
generales, como tecnologías de la información y las comunicaciones, 
sitios web, medios de comunicación social, cines, parques públicos, 
teatros e instalaciones deportivas accesibles, sirven para fines sociales 
y culturales. La efectividad progresiva entraña la obligación inmediata de 
concebir y aprobar estrategias, planes de acción y recursos concretos 
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para desarrollar servicios de apoyo, y de hacer inclusivos los servicios 
generales, tanto existentes como de nueva creación, para las personas 
con discapacidad.

40. La obligación de respetar no solo tienen un aspecto negativo; su aspecto 
positivo exige a los Estados partes que adopten todas las medidas 
necesarias para garantizar que los derechos consagrados en el artículo 
19 no sean vulnerados por el Estado o por entidades privadas.

41. A fin de lograr la efectividad progresiva de los derechos económicos, 
sociales y culturales, los Estados partes deben adoptar medidas hasta 
el máximo de los recursos de que dispongan104. Esas medidas deben 
adoptarse de inmediato o dentro de un período de tiempo razonablemente 
breve, y deben ser deliberadas, concretas, selectivas y utilizar todos los 
medios apropiados105. La efectividad sistemática del derecho a vivir de 
forma independiente en la comunidad exige cambios estructurales, lo que 
se aplica, en particular, a la desinstitucionalización en todas sus formas.

42. Los Estados partes tienen la obligación inmediata de iniciar una 
planificación estratégica, con plazos adecuados y dotación de recursos 
suficientes, en consultas estrechas y respetuosas con las organizaciones 
que representan a las personas con discapacidad, para sustituir todo 
entorno institucionalizado por servicios de apoyo a la vida independiente. 
El margen de valoración de los Estados partes concierne a la ejecución de 
los programas, pero no a la cuestión de la sustitución. Los Estados partes 
deben elaborar planes de transición en consulta directa con las personas 
con discapacidad, a través de sus organizaciones representativas, para 
asegurar la plena inclusión de dichas personas en la comunidad.

43. Cuando un Estado parte pretenda introducir medidas regresivas con 
respecto al artículo 19, por ejemplo en respuesta a una crisis económica o 
financiera, estará obligado a demostrar que esas medidas son temporales, 
necesarias y no discriminatorias y que respetan sus obligaciones 
básicas106.

44. El deber de hacer progresivamente efectivo un derecho supone también 
que no se adopten medidas regresivas para el disfrute de los derechos 
económicos, sociales y culturales. Esas medidas impiden que las 
personas con discapacidad disfruten plenamente del derecho a vivir de 
forma independiente y a ser incluidas en la comunidad. En consecuencia, 
las medidas regresivas constituyen una violación del artículo 19.

104   Véase el artículo 2, párrafo 1, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
y el artículo 4, párrafo 2, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

105   Véase la observación general núm. 3, párrafo 2, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.

106   Carta de fecha 16 de mayo de 2012 dirigida a los Estados partes en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales por el Presidente del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, disponible en http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/ Down-
load.aspx?symbolno=INT%2fCESCR%2fSUS%2f6395&Lang=en.
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45. Se prohíbe a los Estados partes adoptar medidas regresivas con respecto 
a las obligaciones esenciales mínimas relativas al derecho a vivir de forma 
independiente en la comunidad, enumeradas en la presente observación 
general.

46. Los Estados partes tienen la obligación inmediata de eliminar la 
discriminación contra las personas o los grupos de personas con 
discapacidad y de garantizar su derecho, en igualdad de condiciones, a 
vivir de forma independiente y a participar en la comunidad. Para ello, 
deben derogar o reformar las leyes, políticas y prácticas que impiden a 
las personas con discapacidad, por ejemplo, elegir su lugar de residencia, 
lograr una vivienda asequible y accesible, alquilar un alojamiento o 
acceder a las instalaciones y servicios generales que su independencia 
pueda requerir. El deber de proporcionar ajustes razonables (art. 5, párr. 
3) tampoco puede ser objeto de cumplimiento progresivo.

A. Obligación de respetar

47. La obligación de respetar exige que los Estados partes se abstengan de 
toda injerencia directa o indirecta en el ejercicio individual del derecho 
a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad, y que 
no limiten en modo alguno dicho ejercicio. Los Estados partes no deben 
limitar ni denegar a nadie la posibilidad de llevar una vida independiente 
en la comunidad mediante, por ejemplo, leyes que restrinjan directa o 
indirectamente las opciones de las personas con discapacidad para elegir 
su lugar de residencia o dónde, cómo y con quién desean vivir, así como 
su autonomía. Asimismo, deben modificar las leyes que obstaculizan el 
ejercicio de los derechos consagrados en el artículo 19.

48. La obligación requiere también que los Estados partes deroguen y se 
abstengan de aprobar leyes, políticas y estructuras que mantengan y 
generen barreras para acceder a los servicios de apoyo, así como a las 
instalaciones y los servicios generales. Conlleva igualmente la obligación 
de poner en libertad a todas las personas que están confinados en contra 
de su voluntad en servicios de salud mental u otras formas de privación de 
libertad específicas de la discapacidad. Además, incluye la prohibición de 
todas las formas de tutela y la obligación de reemplazar los regímenes de 
sustitución en la adopción de decisiones con alternativas de apoyo para la 
adopción de decisiones.

49. Respetar los derechos de las personas con discapacidad contemplados 
en el artículo 19 significa que los Estados partes deben eliminar la 
institucionalización. No pueden construir nuevas instituciones ni pueden 
renovar las antiguas más allá de las medidas urgentes necesarias para 
salvaguardar la seguridad física de los residentes. No deben ampliarse 
las instituciones, no deben entrar nuevos residentes cuando otros las 
abandonen y no deben establecerse sistemas de vida “satélite” que son 
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una ramificación de las instituciones, es decir, que tienen la apariencia de 
una forma de vida individual (apartamentos o viviendas individuales) pero 
que gravitan en torno a las instituciones.

B. Obligación de proteger

50. La obligación de proteger requiere que los Estados partes adopten 
medidas para impedir que familiares o terceras partes se injieran, 
directa o indirectamente, en el disfrute del derecho a vivir de forma 
independiente en la comunidad. El deber de proteger exige a los Estados 
partes que aprueben y apliquen leyes y políticas que prohíban aquellos 
comportamientos de familiares y terceros, proveedores de servicios, 
arrendadores o proveedores de servicios generales que socaven el pleno 
disfrute del derecho a ser incluido y a llevar una vida independiente en la 
comunidad.

51. Los Estados partes deben velar por que los fondos públicos o privados 
no se gasten en el mantenimiento, la renovación, el establecimiento, la 
construcción o la creación de ningún tipo de institución o institucionalización. 
Además, deben cerciorarse de que no se establezcan instituciones 
privadas bajo la apariencia de “vida comunitaria”.

52. El apoyo debe basarse siempre en necesidades individuales, no en los 
intereses del proveedor de servicios. Los Estados partes deben establecer 
mecanismos para supervisar a dichos proveedores, adoptar medidas para 
proteger a las personas con discapacidad contra el ocultamiento en la 
familia o el aislamiento en instituciones, y a los niños contra el abandono 
o la institucionalización por motivos de discapacidad, y crear mecanismos 
apropiados para detectar las situaciones de violencia ejercida por terceros 
contra dichas personas. Los Estados partes también deben prohibir que 
los directores y/o los administradores de las instituciones residenciales se 
conviertan en tutores de los residentes.

53. El deber de proteger incluye igualmente la prohibición de las prácticas 
discriminatorias, como excluir a personas o grupos de la prestación de 
determinados servicios. Los Estados partes deben prohibir e impedir 
que terceras partes creen barreras prácticas o de procedimiento que 
impidan vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad, por 
ejemplo asegurando que los servicios prestados sean compatibles con 
una vida independiente en la comunidad, que no se niegue a las personas 
con discapacidad la posibilidad de alquilar o que estas no se vean 
desfavorecidas en el mercado inmobiliario. Los servicios comunitarios 
generales abiertos al público, como las bibliotecas, las piscinas, los 
parques y espacios públicos, los comercios, las oficinas postales y los 
cines, deben ser accesibles y tener en cuenta las necesidades de las 
personas con discapacidad, según se expresa en la observación general 
núm. 2 (2014) del Comité relativa a la accesibilidad.
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C. Obligación de dar efectividad

54. La obligación de dar efectividad requiere que los Estados promuevan, 
faciliten y ofrezcan las medidas legislativas, administrativas, 
presupuestarias, judiciales, programáticas, promocionales y de otro tipo 
que proceda para garantizar la plena efectividad del derecho a vivir de 
forma independiente y a ser incluido en la comunidad consagrado en la 
Convención. También exige que los Estados partes adopten medidas 
para eliminar las barreras de carácter práctico que se oponen a la plena 
efectividad de ese derecho, como las viviendas inaccesibles, el acceso 
limitado a servicios de apoyo para personas con discapacidad, las 
instalaciones, bienes y servicios comunitarios inaccesibles y los prejuicios 
contra dichas personas.

55. Los Estados partes deben potenciar el papel de los miembros de la familia 
para que apoyen a los familiares con discapacidad a hacer efectivo su 
derecho a vivir de forma independiente y a ser incluidos en la comunidad.

56. Cuando apliquen la legislación, las políticas y los programas, los Estados 
partes deben celebrar estrechas consultas y colaborar activamente 
con una gama diversa de personas con discapacidad a través de las 
organizaciones que las representan sobre todos los aspectos relativos a 
la vida independiente en la comunidad, en particular en lo que se refiere 
a la creación de servicios de apoyo y la inversión de recursos en dichos 
servicios dentro de la comunidad.

57. Los Estados partes deben adoptar una estrategia y un plan de acción 
concreto para la desinstitucionalización, que ha de incluir el deber de 
introducir reformas estructurales para mejorar la accesibilidad de las 
personas con discapacidad en la comunidad y sensibilizar a todos los 
miembros de la sociedad sobre la inclusión de dichas personas en la 
comunidad.

58. La desinstitucionalización también requiere una transformación sistémica, 
que incluye el cierre de instituciones y la eliminación de las normas de 
institucionalización como parte de una estrategia integral, junto con 
el establecimiento de una serie de servicios de apoyo personalizados, 
incluidos planes individualizados para la transición con presupuestos 
y plazos, así como servicios de apoyo inclusivos. En consecuencia, 
se necesita un enfoque interinstitucional coordinado para llevar a cabo 
reformas, presupuestos y cambios de actitud en todos los niveles y 
sectores del gobierno, incluidas las autoridades locales.

59. Los programas y las prestaciones que apoyan la vida independiente en la 
comunidad deben sufragar los gastos relacionados con la discapacidad. 
Además, es esencial para la desinstitucionalización que se garantice 
la disponibilidad de un número suficiente de viviendas accesibles y 
asequibles, incluidas viviendas familiares. También es importante que 
el acceso a la vivienda no esté supeditado a exigencias que reduzcan 
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la autonomía y la independencia de las personas con discapacidad. Los 
edificios y los espacios abiertos al público, así como todos los medios 
de transporte, deben diseñarse de modo que se tengan en cuenta las 
necesidades de todas esas personas. Los Estados partes deben adoptar 
medidas deliberadas e inmediatas para reasignar fondos destinados a 
hacer efectivo el derecho de las personas con discapacidad a vivir de 
forma independiente en la comunidad.

60. Los servicios de apoyo en relación con la discapacidad deben estar 
disponibles y ser accesibles, asequibles, aceptables y adaptables para 
todas las personas con discapacidad, y deben tener en cuenta las 
diferentes condiciones de vida, como la renta individual o familiar, y las 
circunstancias individuales, como el sexo, la edad, el origen nacional o 
étnico y la identidad lingüística, religiosa, sexual y/o de género. El modelo 
de la discapacidad basado en los derechos humanos no permite la 
exclusión de personas con discapacidad por ningún motivo, incluidos el 
tipo y la cantidad de los servicios de apoyo necesarios. Los servicios de 
apoyo, incluida la asistencia personal, no deben darse a conocer a otras 
personas si no es por una decisión basada en el consentimiento libre e 
informado.

61. Los Estados partes deben tener en cuenta los siguientes elementos en los 
criterios que establezcan para tener derecho a la asistencia: la evaluación 
debe basarse en un enfoque de la discapacidad basado en los derechos 
humanos, hay que centrarse en las necesidades de la persona debidas 
a las barreras existentes en la sociedad y no en la deficiencia, tener en 
cuenta y acatar la voluntad y las preferencias de la persona y asegurar la 
plena participación de las personas con discapacidad en el proceso de 
adopción de decisiones.

62. Las transferencias de efectivo, por ejemplo las prestaciones por 
discapacidad, son una de las formas en que los Estados partes brindan 
apoyo a las personas con discapacidad de conformidad con los artículos 19 
y 28 de la Convención. Esas transferencias de efectivo suelen reconocer 
los gastos relacionados con la discapacidad y facilitar la plena inclusión 
de las personas con discapacidad en la comunidad. También hacen 
frente a las situaciones de pobreza y de extrema pobreza en que pueden 
encontrarse algunas de esas personas. Los Estados partes no deben 
aumentar las dificultades que enfrentan las personas con discapacidad 
mediante la reducción de sus ingresos en épocas de crisis económicas 
o financieras o a través de medidas de austeridad que son incompatibles 
con las normas de derechos humanos establecidas en el párrafo 38 supra.

63. El apoyo a las personas con discapacidad debe evaluarse utilizando 
un enfoque personalizado y adaptado a las actividades específicas 
y las barreras reales a la inclusión en la comunidad que enfrentan 
dichas personas. La evaluación debe reconocer que las personas con 
discapacidad necesitan una forma de acceso a participar en actividades 
que varía con el tiempo. Los Estados partes deben asegurar que la 
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personalización del apoyo, incluidos los presupuestos personales y las 
transferencias de efectivo, tenga en cuenta y aborde las dificultades que 
experimentan las personas con discapacidad que viven en zonas rurales 
y/o en zonas urbanas.

64. Los Estados partes deben proporcionar y difundir de manera oportuna 
información actualizada y precisa que sea esencial para la adopción de 
decisiones fundamentadas sobre las opciones de vida independiente y 
los servicios de apoyo en la comunidad. Esta debe facilitarse en formatos 
accesibles, como el braille, la lengua de señas, formatos táctiles y de 
lectura fácil, y modos de comunicación alternativos y aumentativos.

65. Los Estados deben asegurarse de que el personal que trabaja o vaya 
a trabajar en servicios relacionados con la discapacidad, como el 
personal de los servicios, los responsables de la adopción de decisiones 
y los funcionarios que supervisan los servicios para las personas con 
discapacidad, reciban una formación adecuada sobre la vida independiente 
en la comunidad, en la teoría y en la práctica. Asimismo, deben establecer 
criterios, de conformidad con el artículo 19, relativos a las entidades que 
soliciten autorización a fin de prestar apoyo social a las personas con 
discapacidad para que vivan en la comunidad, y evaluar la forma en 
que desempeñan sus funciones. Los Estados partes deben cerciorarse 
también de que la cooperación internacional con arreglo al artículo 32 
de la Convención y las inversiones y los proyectos emprendidos en su 
marco no contribuyan a perpetuar las barreras a la vida independiente 
en la comunidad, sino más bien a eliminarlas y a apoyar el ejercicio del 
derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad. 
Después de las situaciones de desastre, es importante no reconstruir las 
barreras, como parte de la aplicación del artículo 11 de la Convención.

66. Los Estados partes deben garantizar el acceso a la justicia y proporcionar 
asistencia letrada y asesoramiento, recursos y apoyo jurídicos apropiados, 
entre otras formas mediante ajustes razonables y de procedimiento, a las 
personas con discapacidad que deseen hacer valer su derecho a vivir de 
forma independiente en la comunidad.

67. Los Estados partes deben prestar servicios de apoyo adecuados a los 
cuidadores de la familia a fin de que puedan, a su vez, apoyar a su hijo 
o su familiar a vivir de forma independiente en la comunidad. Ese apoyo 
debe incluir servicios de atención temporal, servicios de guardería y 
otros servicios de apoyo a la crianza de los hijos. También es crucial el 
apoyo financiero para los cuidadores familiares, que a menudo viven en 
situaciones de extrema pobreza sin posibilidad de acceder al mercado de 
trabajo. Los Estados partes deben prestar igualmente apoyo social a las 
familias y fomentar el desarrollo de servicios de orientación, círculos de 
apoyo y otras opciones de apoyo adecuadas.
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68. Los Estados partes deben realizar periódicamente encuestas y otras 
formas de análisis que proporcionen datos sobre las barreras físicas, 
de comunicación, ambientales, de infraestructura y actitudinales que 
encuentran las personas con discapacidad y sobre las necesidades para 
llevar a la práctica la vida independiente en la comunidad.

IV. Relación con otras disposiciones de la Convención

69. El derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad 
está interrelacionado con el disfrute de otros derechos humanos 
reconocidos en la Convención. Al mismo tiempo, es más que la suma de 
esos derechos, ya que afirma que todos los derechos deben ejercerse y 
disfrutarse en la comunidad en la que una persona elige vivir y en la única 
en la que puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.

70. Las consultas con las personas con discapacidad y su participación 
activa, a través de las organizaciones que las representan (art. 4, párr. 
3), es fundamental para la aprobación de todos los planes y estrategias, 
así como para el seguimiento y la supervisión a la hora de hacer 
efectivo el derecho a vivir de forma independiente en la comunidad. Los 
responsables de la adopción de decisiones a todos los niveles deben 
colaborar activamente y consultar con toda la variedad de personas con 
discapacidad, incluidas las organizaciones de mujeres con discapacidad, 
de personas de edad con discapacidad, de niños con discapacidad, de 
personas con discapacidad psicosocial y de personas con discapacidad 
intelectual.

71. La no discriminación (art. 5) respecto de la vida independiente y la 
inclusión en la comunidad es importante en lo que atañe al acceso a los 
servicios de apoyo y la recepción de estos. Los Estados partes deben 
establecer los criterios de elegibilidad y los procedimientos para acceder 
a dichos servicios de forma no discriminatoria, objetiva y centrada en las 
necesidades de la persona y no en la deficiencia, siguiendo un enfoque que 
respete los derechos humanos. La creación de servicios específicos para 
personas con discapacidad en las circunstancias particulares de dichas 
personas y con arreglo a sus necesidades, por ejemplo servicios para 
niños, estudiantes, empleados y personas de edad con discapacidad, no 
se considera una vulneración discriminatoria de la Convención, sino más 
bien una medida de acción afirmativa justa y legalmente disponible. Las 
personas con discapacidad que sean objeto de discriminación en relación 
con el artículo 19 han de tener a su alcance recursos jurídicos eficaces y 
asequibles.

72. A menudo las mujeres y las niñas con discapacidad (art. 6) sufren mayor 
exclusión y aislamiento, y se enfrentan a más restricciones en cuanto 
al lugar de residencia y a su sistema de vida debido a los estereotipos 
paternalistas y los modelos sociales patriarcales que discriminan a 
las mujeres en la sociedad. Las mujeres y las niñas con discapacidad 
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también son objeto de discriminación múltiple, interseccional y de género, 
y corren mayor riesgo de ser institucionalizadas y de sufrir violencia, 
incluida la violencia sexual, abusos y acoso107. Los Estados partes 
deben proporcionar recursos jurídicos y servicios de apoyo asequibles o 
gratuitos para las víctimas de la violencia y los abusos. Las mujeres con 
discapacidad que son víctimas de violencia doméstica suelen ser más 
dependientes económica, física o emocionalmente de sus agresores, 
que frecuentemente ejercen de cuidadores, situación que impide que 
estas pongan fin a relaciones abusivas y las lleva a un mayor aislamiento 
social. Por lo tanto, cuando se haga efectivo el derecho a vivir de forma 
independiente y a ser incluido en la comunidad se debe prestar especial 
atención a la igualdad de género, la eliminación de la discriminación por 
motivos de género y los modelos sociales patriarcales.

73. Las normas y los valores culturales puede restringir negativamente las 
opciones y el control que tienen las mujeres y las niñas con discapacidad 
sobre sus sistemas de vida, limitar su autonomía, obligarlas a vivir de una 
forma determinada, exigirles que obvien sus propias necesidades y, en 
su lugar, atiendan a las de los demás y hacer que adopten determinadas 
funciones en el seno de la familia108. Los Estados partes deben adoptar 
medidas para hacer frente a la discriminación contra la mujer y a las 
barreras que dificultan su acceso a los servicios sociales y el apoyo, 
así como garantizar que los diversos programas, políticas y estrategias 
relativos a dicho acceso tomen debidamente en consideración la igualdad 
entre mujeres y hombres.

74. Los Estados partes también deben cerciorarse de que las medidas 
orientadas al desarrollo, el empoderamiento y el adelanto de las mujeres 
y las niñas con discapacidad (art. 6, párr. 2) eviten las disparidades entre 
los géneros en el acceso al apoyo y la protección social. Asimismo, deben 
adoptar medidas adecuadas para fomentar el equilibrio entre el trabajo y 
la vida personal (recursos, tiempo y servicios) que apoyen a las mujeres 
con discapacidad a incorporarse (o reincorporarse) al mercado de trabajo 
abierto, y garantizar la igualdad de derechos y responsabilidades entre 
mujeres y hombres en el ejercicio de las responsabilidades parentales109. 
Es igualmente responsabilidad de los Estados partes velar por que los 
centros de acogida destinados a las víctimas de la violencia de género sean 
plenamente accesibles para las mujeres y las niñas con discapacidad.

75. La existencia de servicios de apoyo adecuados y que tengan en cuenta la 
edad para las niñas y los niños con discapacidad resulta indispensable para 
que puedan disfrutar de sus derechos humanos en igualdad de condiciones 
(art. 7). Es fundamental respetar la evolución de las facultades de los 
niños con discapacidad y apoyarles para que expresen su opinión acerca 

107   Véase Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, observación general núm. 3 
(2016) sobre las mujeres y las niñas con discapacidad.

108   Ibid. párrs. 8, 18, 29 y 55.
109   Véase la recomendación general núm. 21 (1994) del Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer relativa a la igualdad en el matrimonio y en las relaciones familiares.
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de las decisiones que les afecten. También es importante proporcionar 
apoyo, información y orientación a las familias (art. 23) a fin de prevenir la 
institucionalización de los niños con discapacidad y disponer de políticas 
inclusivas sobre la adopción para garantizar la igualdad de oportunidades 
de dichos niños.

76. En cuanto a las interacciones sociales y las relaciones con otros jóvenes, 
los adolescentes pueden preferir la asistencia personal o la interpretación 
profesional a la lengua de señas en lugar del apoyo informal que prestan 
los familiares. Los Estados partes deben establecer formas innovadoras de 
apoyo y servicios accesibles para niños y adolescentes con discapacidad 
mediante contactos personales o a través de sus organizaciones. Los 
niños con discapacidad pueden necesitar apoyo para practicar deportes 
o realizar actividades en la comunidad con otros niños de su edad. Los 
adolescentes con discapacidad deben poder dedicar tiempo a actividades 
recreativas junto con otros adolescentes y participar en ellas. Los Estados 
partes deben proporcionar dispositivos auxiliares y tecnológicos que 
puedan facilitar la inclusión de los adolescentes con discapacidad en 
las redes de jóvenes como ellos. Además, los servicios que facilitan la 
transición de los jóvenes a la edad adulta, incluido el apoyo para mudarse 
de la vivienda familiar, empezar a trabajar y continuar con la educación 
superior, son fundamentales para apoyar la vida independiente.

77. La concienciación (art. 8) es esencial para crear comunidades abiertas, 
propicias e inclusivas, ya que el artículo 19 trata en última instancia de 
transformar las comunidades. Deben erradicarse los estereotipos, la 
identificación de normalidad con ausencia de discapacidad y las ideas 
erróneas que impiden a las personas con discapacidad vivir de forma 
independiente, y hay que fomentar una imagen positiva de estas y de 
su contribución a la sociedad. La toma de conciencia incumbe a las 
autoridades, los funcionarios públicos, los profesionales, los medios de 
comunicación, la población en general y las personas con discapacidad 
y sus familias. Todas las actividades de concienciación deben llevarse a 
cabo en estrecha colaboración con las personas con discapacidad por 
conducto de las organizaciones que las representan.

78. Los derechos enunciados en el artículo 19 están vinculados a las 
obligaciones de los Estados partes relacionadas con la accesibilidad (art. 
9), puesto que la accesibilidad general de todo el entorno construido, 
los transportes, la información, y la comunicación y las instalaciones y 
servicios conexos abiertos al público en una comunidad es un requisito 
para vivir de forma independiente en la comunidad. El artículo 9 exige 
que se identifiquen y eliminen las barreras en los edificios abiertos al 
público, por ejemplo que se revisen los códigos de la construcción y de la 
planificación urbana, se incluyan normas de diseño universal en diversos 
sectores y se establezcan normas de accesibilidad para las viviendas.
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79. Los Estados partes deben prever la obligación que tienen de prestar 
servicios de apoyo a las personas con discapacidad en todas las 
actividades de gestión de desastres (art. 11) y velar por que no se las 
deje atrás ni se las olvide. También es importante que no se reconstruyan 
las barreras tras las situaciones de conflicto armado, las emergencias 
humanitarias o los desastres naturales. Los procesos de reconstrucción 
deben garantizar la plena accesibilidad de las personas con discapacidad 
a la vida independiente en la comunidad.

80. El igual reconocimiento como persona ante la ley (art. 12) garantiza 
que todas las personas con discapacidad tienen derecho a ejercer su 
capacidad jurídica plena y, por lo tanto, a elegir y controlar su propia vida 
en igualdad de condiciones con las demás, decidiendo dónde, cómo y con 
quién quieren vivir, así como a recibir apoyo con arreglo a su voluntad y 
sus preferencias. A fin de realizar plenamente la transición al apoyo para 
la toma de decisiones y hacer efectivos los derechos consagrados en el 
artículo 12, es imprescindible que las personas con discapacidad tengan 
la oportunidad de formar y expresar sus deseos y preferencias para 
ejercer su capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás. 
Para ello, tienen que formar parte de la comunidad. Además, el apoyo 
para el ejercicio de la capacidad jurídica debe prestarse con un enfoque 
basado en la comunidad que respete los deseos y las preferencias de 
dichas personas.

81. El acceso a la justicia, consagrado en el artículo 13, es fundamental para 
garantizar el pleno disfrute del derecho a vivir de forma independiente 
en la comunidad. Los Estados partes deben velar por que todas las 
personas con discapacidad tengan capacidad jurídica y de actuación en 
los tribunales. Además, deben asegurar que todas las decisiones relativas 
a la vida independiente en la comunidad puedan ser recurridas. El apoyo 
para permitir dicha vida independiente será ejecutable como un derecho 
y una prerrogativa. Para garantizar un acceso equitativo y efectivo a la 
justicia, son esenciales los derechos sustantivos a la asistencia letrada, al 
apoyo y a los ajustes de procedimiento y en función de la edad.

82. El internamiento involuntario por motivos de deficiencia o de circunstancias 
conexas como presunta “peligrosidad” u otros factores enumerados por el 
Comité en sus directrices sobre el artículo 14 suele estar originado o se 
ve incrementado por la falta de servicios de apoyo específicos para la 
discapacidad. La aplicación del artículo 19, por lo tanto, impedirá en última 
instancia la violación del artículo 14.

83. Es de primordial importancia que los servicios de apoyo no dejen margen 
para que puedan producirse casos de abuso, explotación o cualquier forma 
de violencia contra las personas con discapacidad (art. 16). Deben existir 
mecanismos de supervisión, recursos jurídicos y medios de reparación 
que tengan en cuenta la discapacidad, el género y la edad para todas las 
personas con discapacidad que utilicen los servicios contemplados en el 
artículo 19 y puedan ser objeto de abuso, violencia y explotación. Habida 
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cuenta de que las instituciones tienden a aislar a quienes residen en 
ellas del resto de la comunidad, las mujeres y las niñas con discapacidad 
internadas son más vulnerables a la violencia de género, incluida la 
esterilización forzada, el abuso sexual y el maltrato físico, el maltrato 
emocional y un mayor aislamiento. También se enfrentan a obstáculos 
mayores para denunciar esos actos de violencia. Es imperativo que los 
Estados incluyan esas cuestiones en sus mecanismos de vigilancia de las 
instituciones y aseguren el acceso a la reparación para las mujeres con 
discapacidad que sean objeto de violencia de género en dichos centros.

84. Sin apoyo a la movilidad personal (art. 20), siguen existiendo barreras 
a la vida independiente en la comunidad para muchas personas con 
discapacidad. El suministro de formas de asistencia humana o animal e 
intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para 
la movilidad de calidad a precios asequibles, como se prevé en el artículo 
20, es una condición necesaria para la inclusión y participación plenas de 
las personas con discapacidad en sus respectivas comunidades.

85. Las personas con discapacidad tienen derecho a poder consultar toda 
la información pública en formatos accesibles y a recabar, recibir y 
transmitir información e ideas en igualdad de condiciones con las demás 
(art. 21). La comunicación puede realizarse en las formas y los formatos 
que elija el interesado, como el braille, la lengua de señas, los sistemas 
de comunicación táctil y los formatos de lectura fácil, y los modos, 
medios y formatos alternativos de comunicación. Es importante que la 
comunicación y el intercambio de información en ambas direcciones, así 
como los servicios e instalaciones, sean accesibles para las personas que 
utilizan diferentes formas de comunicación. Es especialmente importante 
que la información sobre los servicios de apoyo y los planes de protección 
social, incluidos los mecanismos relacionados con la discapacidad, sea 
accesible y esté disponible de diversas fuentes para que las personas 
con discapacidad puedan tomar decisiones y hacer elecciones con pleno 
conocimiento de causa acerca de dónde, con quién y cómo desean vivir 
y del tipo de servicio que más les conviene. También es fundamental que 
los mecanismos para formular comentarios y presentar denuncias sean 
accesibles en lo que se refiere a la comunicación.

86. Los Estados partes deben garantizar que, en la prestación de los servicios 
de apoyo previstos en el artículo 19, se protejan la privacidad, la familia, 
el hogar, la correspondencia y el honor de las personas con discapacidad 
frente a toda injerencia ilegal (art. 22). En caso de producirse tal injerencia, 
deben existir mecanismos de supervisión, recursos jurídicos y medios de 
reparación que tengan en cuenta la discapacidad, el género y la edad para 
todas las personas con discapacidad que utilicen servicios de apoyo.

87. El derecho a vivir de forma independiente en la comunidad está 
estrechamente relacionado con el derecho a la familia en el caso de 
los niños y los padres con discapacidad (art. 23). El hecho de que no 
existan servicios ni apoyo en la comunidad puede entrañar presiones y 



185

limitaciones financieras para las familias de las personas con discapacidad; 
los derechos consagrados en el artículo 23 son fundamentales para 
evitar que los niños sean separados de sus familias e internados en 
instituciones, y para que las familias puedan vivir en la comunidad. Esos 
derechos son igualmente importantes para garantizar que los niños no 
sean separados de sus padres en razón de la discapacidad de estos. Los 
Estados partes deben proporcionar información, orientación y apoyo a las 
familias para defender los derechos de sus hijos y promover la inclusión y 
la participación en la comunidad.

88. El derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad 
está intrínsecamente vinculado con la educación inclusiva (art. 24) y exige 
el reconocimiento del derecho de las personas con discapacidad a vivir 
de forma independiente y a disfrutar de la inclusión y la participación en 
la comunidad110. La inclusión de dichas personas en el sistema general 
de educación genera una mayor inclusión de estas en la comunidad. La 
desinstitucionalización también conlleva la introducción de la educación 
inclusiva. Los Estados partes deben ser conscientes de la función que 
desempeña el ejercicio del derecho a la educación inclusiva en el desarrollo 
de las cualidades, las aptitudes y las competencias necesarias para que 
todas las personas con discapacidad puedan disfrutar y beneficiarse de 
su comunidad y contribuir a ella.

89. Las instalaciones y los servicios sanitarios generales (art. 25) deben estar 
disponibles, ser accesibles, adaptables y aceptables para las personas 
con discapacidad en sus comunidades, e incluir el apoyo que necesitan 
algunas personas con discapacidad (por ejemplo, las que tienen 
necesidades de comunicación complejas, discapacidad psicosocial 
o intelectual y/o las personas sordas) durante las hospitalizaciones, 
operaciones quirúrgicas y consultas médicas. Los servicios de enfermería, 
fisioterapia, psiquiatría o psicología, tanto en hospitales como a domicilio, 
forman parte de la atención de la salud y no debe considerarse que los 
Estados partes cumplen con ello las obligaciones dimanantes del artículo 
19, sino las del artículo 25.

90. La vida independiente en la comunidad, la habilitación y la rehabilitación 
(art. 26) son interdependientes. Algunas personas con discapacidad no 
pueden participar en servicios de rehabilitación si no reciben un apoyo 
individualizado suficiente. Al mismo tiempo, el propósito de la rehabilitación 
es que las personas con discapacidad puedan participar plena y 
eficazmente en la comunidad. La habilitación y la rehabilitación de una 
persona con discapacidad siempre deben contar con su consentimiento 
libre e informado. La habilitación y la rehabilitación son especialmente 
pertinentes en relación con la educación, el empleo, la salud y los asuntos 
sociales.

110   Observación general núm. 4 (2016) del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
relativa al derecho a la educación inclusiva.
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91. La existencia de servicios de apoyo individualizado, incluida la asistencia 
personal, suele ser un prerrequisito para el disfrute efectivo del derecho 
al trabajo y el empleo (art. 27). Además, las personas con discapacidad 
deben convertirse también en empleadores, administradores o formadores 
en los servicios de apoyo específicos de la discapacidad. La aplicación del 
artículo 19, por lo tanto, contribuirá a eliminar progresivamente el empleo 
protegido.

92. A fin de que las personas con discapacidad disfruten de un nivel de vida 
adecuado (art. 28), los Estados partes deben proporcionar, entre otras 
cosas, acceso a servicios de apoyo que les permitan vivir de forma 
independiente. Por consiguiente, los Estados partes tienen la obligación 
de garantizar el acceso a servicios, dispositivos y otros tipos de asistencia 
según la deficiencia que sean apropiados y asequibles, especialmente 
para las personas con discapacidad que viven en la pobreza. Además, es 
necesario el acceso a los programas de vivienda pública y subvencionada 
en la comunidad. Se considera contrario a la Convención que las personas 
con discapacidad sufraguen por sí mismas los gastos relacionados con la 
discapacidad.

93. Para influir y participar en las decisiones que repercuten en el desarrollo 
de su comunidad, todas las personas con discapacidad deben disfrutar 
y ejercer sus derechos de participación en la vida política y pública (art. 
29) de manera individual o a través de sus organizaciones. Un apoyo 
adecuado puede proporcionar una valiosa asistencia a las personas 
con discapacidad a la hora de ejercer su derecho a votar, a participar 
en la vida política y a dirigir asuntos públicos. Es importante asegurar 
que los asistentes u otro personal de apoyo no restrinjan las opciones de 
las personas con discapacidad, ni abusen de ellas, cuando ejerzan sus 
derechos de sufragio.

94. La vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte 
(art. 30) son dimensiones importantes de la vida en la comunidad en las 
que es posible buscar y conseguir la inclusión, por ejemplo asegurándose 
de que los eventos, las actividades y las instalaciones sean inclusivos y 
accesibles para las personas con discapacidad. Los asistentes personales, 
los guías, los lectores y los intérpretes profesionales de lengua de señas 
o de comunicación táctil, entre otros, contribuyen a una vida inclusiva 
en la comunidad de acuerdo con la voluntad y las preferencias de las 
personas con discapacidad. Es importante que el uso de cualquier tipo de 
apoyo se considere parte de los gastos relacionados con la discapacidad, 
ya que tales servicios de apoyo contribuyen a fomentar la inclusión en 
la comunidad y la vida independiente. Los asistentes necesarios para 
participar en actividades culturales y recreativas no deben estar obligados 
a pagar las tasas de admisión. Asimismo, no debe haber ninguna 
restricción respecto de cuándo, dónde y para qué tipo de actividades se 
puede utilizar la asistencia, a nivel nacional e internacional.



187

95. Los datos y la información han de desglosarse sistemáticamente (art. 31) 
por discapacidad en todos los sectores, entre otros aspectos en relación 
con la vivienda, los sistemas de vida y los planes de protección social, 
así como el acceso a la vida independiente y a apoyo y servicios. La 
información debe permitir realizar análisis periódicos sobre los progresos 
en la desinstitucionalización y la transición a servicios de apoyo en la 
comunidad. Es importante que los indicadores reflejen las circunstancias 
concretas de cada Estado parte.

96. La cooperación internacional (art. 32) ha de llevarse a cabo de forma que 
la ayuda extranjera se invierta en servicios de apoyo en las comunidades 
locales que respeten la voluntad y las preferencias de las personas con 
discapacidad y promuevan el derecho de estas a elegir dónde y con quién 
vivir y según qué sistema, en consonancia con el artículo 19. No es aceptable 
invertir los fondos obtenidos en el marco de la cooperación internacional 
en la creación de nuevas instituciones o lugares de internamiento o en 
modelos de atención residenciales, porque ello conduce a la segregación 
y el aislamiento de las personas con discapacidad.

V. Aplicación a nivel nacional

97. El Comité observa que los Estados partes pueden encontrar dificultades a 
nivel nacional para hacer efectivo el derecho a vivir de forma independiente 
y a ser incluido en la comunidad. Sin embargo, en consonancia con el 
contenido normativo y las obligaciones que se han reseñado más arriba, 
los Estados partes deben adoptar las siguientes medidas para garantizar 
la plena aplicación del artículo 19 de la Convención:
a) Derogar todas las leyes que impiden a las personas con discapacidad, 

independendientemente del tipo de deficiencia, elegir dónde, con 
quién y cómo vivir, lo que incluye el derecho a no ser recluido sea 
cual sea el tipo de discapacidad;

b) Promulgar y aplicar leyes, normas y otro tipo de medidas con el 
propósito de lograr que el entorno y las comunidades locales, así 
como la información y la comunicación, sean accesibles para todas 
las personas con discapacidad;

c) Velar por que los programas de protección social satisfagan las 
necesidades de la diversa variedad de personas con discapacidad en 
igualdad de condiciones con las demás personas;

d) Incorporar el principio del diseño universal tanto para el espacio físico 
como para el virtual en las políticas, leyes, normas y otras medidas, 
entre otros medios supervisando el cumplimiento de las obligaciones; 
revisar los códigos de la construcción para asegurarse de que acaten 
los principios del diseño universal y las directrices legislativas sobre 
la construcción, según se establece en la observación general núm. 2 
del Comité;
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e) Otorgar a todas las personas con discapacidad derechos sustantivos 
y procesales para vivir de forma independiente en la comunidad;

f) Informar a las personas con discapacidad sobre su derecho a vivir de 
forma independiente y a ser incluido en la comunidad de manera que 
puedan comprenderlo, e impartir capacitación a fin de potenciar su 
papel con el objetivo de apoyarlas para que aprendan a hacer valer 
sus derechos;

g) Adoptar estrategias claras orientadas a la desinstitucionalización, 
con plazos fijos y presupuestos suficientes, a fin de eliminar todas 
las formas de aislamiento, segregación e institucionalización de 
personas con discapacidad; se debe prestar especial atención a las 
personas con discapacidad psicosocial y/o intelectual y a los niños 
con discapacidad internados actualmente en instituciones;

h) Elaborar programas de concienciación que hagan frente a las 
actitudes negativas y los estereotipos sobre las personas con 
discapacidad y logren transformar las comunidades en un esfuerzo 
por crear servicios generales individualizados y accesibles;

i) Asegurar la participación de las personas con discapacidad, de forma 
individual y por conducto de sus organizaciones representativas, en 
la transformación de los servicios de apoyo y las comunidades y en la 
formulación y ejecución de estrategias de desinstitucionalización;

j) Formular políticas y directrices legislativas integrales y asignar 
recursos financieros para la construcción de viviendas, el entorno 
edificado, espacios públicos y transportes asequibles y accesibles, 
fijando plazos suficientes para su aplicación y sanciones que 
sean efectivas, disuasorias y proporcionadas en caso de que las 
autoridades públicas o privadas las incumplan;

k) Asignar recursos al desarrollo de servicios de apoyo apropiados y 
suficientes, autogestionados y dirigidos por el interesado o el “usuario” para 
todas las personas con discapacidad, como asistencia personal, guías, 
lectores e intérpretes profesionales de lengua de señas o de otro tipo;

l) Organizar procesos de licitación para la prestación de servicios 
de apoyo a las personas con discapacidad que viven de forma 
independiente en la comunidad de forma que tengan en cuenta el 
contenido normativo del artículo 19;

m) Establecer mecanismos para supervisar las instituciones y los servicios 
residenciales existentes, las estrategias de desinstitucionalización y 
la implantación de formas de vida independiente en la comunidad, 
teniendo presente el papel de los marcos independientes de 
supervisión;

n) Realizar las actividades de seguimiento y aplicación previstas en el 
artículo 19 consultando a las personas con discapacidad y contando 
con su plena participación por conducto de las organizaciones que 
las representan.



189

Observación general núm. 6 (2018) sobre 
la igualdad y la no discriminación

Distr. General: 26 de abril de 2018

I. Introducción

1. La finalidad de la presente observación general es aclarar las obligaciones 
de los Estados partes en relación con la no discriminación y la igualdad, 
consagradas en el artículo 5 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad.

2. Al Comité le preocupa el hecho de que las leyes y políticas de los Estados 
partes sigan considerando la discapacidad desde la perspectiva del 
modelo médico o de beneficencia, a pesar de que esos modelos son 
incompatibles con la Convención. El uso persistente de esos paradigmas 
impide reconocer a las personas con discapacidad como plenos sujetos 
de derecho y titulares de derechos. Además, el Comité observa que los 
esfuerzos realizados por los Estados partes para superar las barreras 
actitudinales con respecto a la discapacidad han sido insuficientes. Cabe 
citar como ejemplo los estereotipos humillantes y duraderos, y el estigma 
y los prejuicios contra las personas con discapacidad, que son percibidas 
como una carga para la sociedad. En respuesta a ello, es fundamental 
que las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que 
las representan, desempeñen una función central en la reforma de las 
leyes y las políticas.

3. La ampliación de las leyes contra la discriminación y los marcos de 
derechos humanos ha permitido mejorar la protección de los derechos de 
las personas con discapacidad en muchos Estados partes. No obstante, 
las leyes y los marcos regulatorios siguen siendo a menudo imperfectos 
e incompletos o ineficaces, o bien reflejan un conocimiento insuficiente 
del modelo de discapacidad basado en los derechos humanos. Muchas 
leyes y políticas nacionales perpetúan la exclusión y el aislamiento de las 
personas con discapacidad, así como la discriminación y la violencia contra 
ellas. No suelen reconocer la discriminación múltiple e interseccional ni la 
discriminación por asociación; no reconocen que la denegación de ajustes 
razonables constituye discriminación; y carecen de mecanismos eficaces 
de reparación jurídica y resarcimiento. Para muchos, esas leyes y políticas 
no entrañan discriminación por motivos de discapacidad, ya que están 
justificadas porque su propósito es proteger o atender a las personas con 
discapacidad o velar por su interés superior.
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II. La igualdad y la no discriminación de las personas con 
discapacidad en el derecho internacional

4. La igualdad y la no discriminación son dos de los principios y derechos 
más fundamentales del derecho internacional de los derechos humanos. 
Dado que están intrínsecamente conectados con la dignidad humana, son 
la piedra angular de todos los derechos humanos. En sus artículos 1 y 2, 
la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que todas las 
personas son iguales en dignidad y derechos, y condena la discriminación 
por una serie de motivos no exhaustiva.

5. La igualdad y la no discriminación son un elemento esencial de todos los 
tratados de derechos humanos. El Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales prohíben la discriminación por una lista de motivos abierta, en 
la que se basó el artículo 5 de la Convención. Todas las convenciones de 
derechos humanos de las Naciones Unidas dedicadas a temas específicos 
tienen por objeto establecer la igualdad y eliminar la discriminación, 
y comprenden disposiciones sobre la igualdad y la no discriminación. 
La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
ha tenido en cuenta la experiencia de las demás convenciones, y los 
principios de igualdad y no discriminación que contiene representan la 
evolución de la tradición y el enfoque de las Naciones Unidas.

6. El término “dignidad” aparece en la Convención con más frecuencia 
que en ninguna otra convención de derechos humanos de las Naciones 
Unidas. Figura en el preámbulo, en el que los Estados miembros 
recuerdan la Carta de las Naciones Unidas y los principios de esta que 
proclaman que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base 
el reconocimiento de la dignidad y el valor inherentes y de los derechos 
iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana.

7. La igualdad y la no discriminación constituyen el núcleo de la Convención 
y son evocadas sistemáticamente en sus artículos sustantivos con el uso 
reiterado de la expresión “en igualdad de condiciones con las demás”, que 
vincula todos los derechos sustantivos de la Convención con el principio 
de no discriminación. Las personas con deficiencias reales o percibidas 
han visto denegadas su dignidad, su integridad y su igualdad. Han sido y 
siguen siendo objeto de discriminación, incluso en formas brutales como la 
esterilización sistemática y las intervenciones médicas u hormonales que 
se practican por la fuerza o sin el consentimiento de la persona afectada 
(por ejemplo, la lobotomía y el tratamiento de Ashley), la administración 
forzada de medicamentos y electrochoques, el internamiento, el asesinato 
sistemático bajo la denominación de “eutanasia”, el aborto forzado y bajo 
coacción, la denegación de acceso a la atención de salud, la mutilación y 
el tráfico de órganos, en particular de personas con albinismo.



191

III. El modelo de la discapacidad basado en los derechos 
humanos y la igualdad inclusiva

8. Los modelos médico o individual de la discapacidad impiden que se aplique 
el principio de igualdad a las personas con discapacidad. En el modelo 
médico de la discapacidad no se reconoce a las personas con discapacidad 
como titulares de derechos, sino que estas quedan “reducidas” a sus 
deficiencias. En estos modelos se considera la norma dispensar un trato 
diferencial o discriminatorio a las personas con discapacidad y excluirlas, y 
esa actitud se legitima mediante un enfoque de la discapacidad basado en 
la perspectiva médica. Los modelos médico o individual se utilizaron para 
determinar las primeras leyes y políticas internacionales relacionadas con 
la discapacidad, incluso después de los primeros intentos por aplicar el 
concepto de igualdad al contexto de la discapacidad. La Declaración de los 
Derechos del Retrasado Mental (1971) y la Declaración de los Derechos 
de los Impedidos (1975) fueron los primeros instrumentos de derechos 
humanos que contenían disposiciones relativas a la igualdad y la no 
discriminación de las personas con discapacidad. Si bien esos primeros 
instrumentos no vinculantes en materia de derechos humanos allanaron el 
camino para aplicar un enfoque de igualdad a la discapacidad, todavía se 
basaban en el modelo médico de la discapacidad, ya que las deficiencias 
se consideraban un motivo legítimo para restringir o denegar derechos. 
También incluyen expresiones que ahora se consideran inadecuadas u 
obsoletas. En 1993 se produjo un nuevo avance con la aprobación de las 
Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad, en las que se proclamó la “igualdad de oportunidades” 
como concepto fundamental de las políticas y la legislación sobre la 
discapacidad.

9. El modelo de discapacidad basado en los derechos humanos reconoce 
que la discapacidad es una construcción social y que las deficiencias 
no deben considerarse un motivo legítimo para denegar o restringir 
los derechos humanos. Según ese modelo, la discapacidad es uno de 
los diversos estratos de identidad. Por lo tanto, las leyes y políticas de 
discapacidad deben tener en cuenta la diversidad de personas con 
discapacidad. Ese modelo también reconoce que los derechos humanos 
son interdependientes, indivisibles y están relacionados entre sí.

10. La igualdad de oportunidades, como principio general de la Convención 
en virtud del artículo 3, constituye un paso importante en la transición de 
un modelo de igualdad formal a un modelo de igualdad sustantiva. La 
igualdad formal lucha contra la discriminación directa tratando de manera 
similar a las personas que están en situación similar. Puede ayudar a 
combatir los estereotipos negativos y los prejuicios, pero no puede ofrecer 
soluciones al “dilema de la diferencia”, ya que no tiene en cuenta ni acepta 
las diferencias entre los seres humanos. La igualdad sustantiva, en cambio, 
aborda también la discriminación indirecta y estructural, y tiene en cuenta 



192

las relaciones de poder. Admite que el “dilema de la diferencia” entraña 
tanto ignorar las diferencias entre los seres humanos como reconocerlas, 
a fin de lograr la igualdad.

11. La igualdad inclusiva es un nuevo modelo de igualdad que se desarrolla a 
lo largo de toda la Convención. Abarca un modelo de igualdad sustantiva, 
al tiempo que amplía y detalla el contenido de la igualdad en las 
dimensiones siguientes: a) una dimensión redistributiva justa para afrontar 
las desventajas socioeconómicas; b) una dimensión de reconocimiento 
para combatir el estigma, los estereotipos, los prejuicios y la violencia, y 
para reconocer la dignidad de los seres humanos y su interseccionalidad; 
c) una dimensión participativa para reafirmar el carácter social de las 
personas como miembros de grupos sociales y el reconocimiento pleno 
de la humanidad mediante la inclusión en la sociedad; y d) una dimensión 
de ajustes para dar cabida a la diferencia como aspecto de la dignidad 
humana. La Convención se basa en la igualdad inclusiva.

IV. El carácter jurídico de la no discriminación y la igualdad

12. La igualdad y la no discriminación son tanto principios como derechos. 
En la Convención se hace referencia a ambas, en el artículo 3 como 
principios y en el artículo 5 como derechos. También son un instrumento 
interpretativo de todos los demás principios y derechos consagrados en 
la Convención. Los principios y derechos de igualdad y no discriminación 
son una piedra angular de la protección internacional garantizada por la 
Convención. Promover la igualdad y luchar contra la discriminación son 
obligaciones transversales de cumplimiento inmediato, no están sujetas a 
un cumplimiento progresivo.

13. El artículo 5 de la Convención, al igual que el artículo 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establece de por sí un 
derecho autónomo independiente de otras disposiciones. Prohíbe la 
discriminación de iure o de facto en cualquier ámbito regulado y protegido 
por las autoridades públicas. Leído conjuntamente con el artículo 4, 
párrafo 1 e), resulta también evidente que abarca al sector privado.

V. Contenido normativo

A. Artículo 5, párrafo 1, sobre la igualdad ante la ley y en virtud de 
ella

14. Varios tratados internacionales de derechos humanos contienen la 
expresión “igualdad ante la ley”, que describe el derecho de las personas 
a la igualdad de trato por ley y también en la aplicación de la ley, como 
ámbito. A fin de que pueda realizarse plenamente este derecho, los 
funcionarios del poder judicial y los encargados de hacer cumplir la ley no 
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deben discriminar a las personas con discapacidad en la administración 
de justicia. La “igualdad en virtud de la ley” es un concepto exclusivo de 
la Convención. Hace referencia a la posibilidad de entablar relaciones 
jurídicas. Si bien la igualdad ante la ley se refiere al derecho a recibir 
protección de la ley, la igualdad en virtud de la ley se refiere al derecho a 
utilizar la ley en beneficio personal. Las personas con discapacidad tienen 
derecho a recibir protección de manera efectiva y a intervenir de manera 
positiva. La propia ley garantizará la igualdad sustantiva de todas las 
personas de una jurisdicción determinada. Por lo tanto, el reconocimiento 
de que todas las personas con discapacidad son iguales en virtud de la 
ley significa que no deben existir leyes que permitan denegar, restringir o 
limitar específicamente los derechos de las personas con discapacidad, 
y que deben incorporarse las consideraciones relativas a la discapacidad 
en todas las leyes y políticas.

15. Esta interpretación de los términos “igualdad ante la ley” e “igualdad en 
virtud de la ley” está en consonancia con el artículo 4, párrafo 1 b) y c), 
de la Convención, según el cual los Estados partes deben velar por que 
las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto 
en la Convención; se modifiquen o deroguen las leyes, los reglamentos, 
las costumbres y las prácticas existentes que constituyan discriminación 
contra las personas con discapacidad; y se tengan en cuenta, en todas las 
políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos 
de las personas con discapacidad.

B. Artículo 5, párrafo 1, sobre el derecho a igual protección 
legal y a beneficiarse de la ley en igual medida

16. Las expresiones “igual protección legal” y “beneficiarse de la ley en igual 
medida” reflejan nociones de igualdad y no discriminación que están 
relacionadas, pero son distintas. La expresión “igual protección legal” es 
bien conocida en el derecho internacional de los tratados de derechos 
humanos y se utiliza para exigir que los órganos legislativos nacionales se 
abstengan de mantener o generar discriminación contra las personas con 
discapacidad al promulgar leyes y formular políticas. Al leer el artículo 5 
en conjunción con los artículos 1, 3 y 4 de la Convención, resulta evidente 
que los Estados partes deben adoptar medidas positivas para facilitar 
que las personas con discapacidad disfruten en igualdad de condiciones 
de los derechos garantizados en la legislación. Con frecuencia deben 
proporcionar accesibilidad, ajustes razonables y apoyos individuales. A 
fin de garantizar la igualdad de oportunidades para todas las personas 
con discapacidad, se emplea la expresión “beneficiarse de la ley en 
igual medida”, lo que significa que los Estados partes deben eliminar las 
barreras que obstaculizan el acceso a todos los tipos de protección de la 
ley y a los beneficios de la igualdad de acceso a la ley y la justicia para 
hacer valer sus derechos.
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C. Artículo 5, párrafo 2, sobre la prohibición de la discriminación 
y la protección legal igual y efectiva

17. El artículo 5, párrafo 2, contiene los requisitos jurídicos para el logro de la 
igualdad de derechos de las personas con discapacidad y las personas 
asociadas a ellas. La obligación de prohibir toda discriminación por 
motivos de discapacidad comprende a las personas con discapacidad 
y a las personas de su entorno, por ejemplo a los padres de niños con 
discapacidad. La obligación de garantizar a todas las personas con 
discapacidad protección legal igual y efectiva contra la discriminación por 
cualquier motivo tiene un gran alcance e impone a los Estados partes 
obligaciones positivas de protección. La discriminación por motivos 
de discapacidad se define en el artículo 2 como “cualquier distinción, 
exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito 
o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, 
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, 
entre ellas, la denegación de ajustes razonables”. Esa definición se 
basa en las definiciones jurídicas de la discriminación que figuran en 
tratados internacionales de derechos humanos, como el artículo 1 de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial y el artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. No obstante, 
trasciende esas definiciones en dos aspectos: en primer lugar, incluye 
la “denegación de ajustes razonables” como forma de discriminación 
por motivos de discapacidad; y, en segundo lugar, la expresión “en 
igualdad de condiciones” es un elemento nuevo. La Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
contiene, en sus artículos 1 y 3, frases similares, aunque más limitadas: 
“sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer” y “en igualdad de 
condiciones con el hombre”. La frase “en igualdad de condiciones con 
las demás” no solamente figura en la definición de discriminación por 
motivos de discapacidad, sino que impregna toda la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad. Por una parte, significa 
que no se otorgará a las personas con discapacidad ni más ni menos 
derechos o prestaciones que a la población en general. Por otra, exige 
que los Estados partes adopten medidas específicas concretas para 
lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad a fin de 
que puedan disfrutar realmente de todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales.

18. La obligación de prohibir “toda discriminación” incluye todas las formas 
de discriminación. La práctica internacional en materia de derechos 
humanos distingue cuatro formas principales de discriminación que 
pueden manifestarse de forma independiente o simultánea:
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a) La “discriminación directa” se produce cuando, en una situación 
análoga, las personas con discapacidad reciben un trato menos 
favorable que otras personas debido a su condición personal diferente 
por alguna causa relacionada con un motivo prohibido. Incluye actos 
u omisiones que causen perjuicio y se basen en alguno de los motivos 
prohibidos de discriminación cuando no exista una situación similar 
comparable. El motivo o la intención de la parte que haya incurrido 
en discriminación no es pertinente para determinar si esta se ha 
producido. Por ejemplo, una escuela pública que se niega a admitir a 
un niño o una niña con discapacidad para no tener que modificar los 
programas escolares lo hace únicamente a causa de su discapacidad 
y es un ejemplo de discriminación directa;

b) La “discriminación indirecta” significa que las leyes, las políticas o 
las prácticas son neutras en apariencia, pero perjudican de manera 
desproporcionada a las personas con discapacidad. Se produce 
cuando una oportunidad, que en apariencia es accesible, en realidad 
excluye a ciertas personas debido a que su condición no les permite 
beneficiarse de ella. Por ejemplo, si una escuela no proporciona libros 
en formato de lectura fácil, estaría incurriendo en discriminación 
indirecta contra las personas con discapacidad intelectual que, 
aunque técnicamente pueden asistir a esa escuela, de hecho, han de 
matricularse en otra. Análogamente, si se convoca a un candidato con 
movilidad reducida a una entrevista de trabajo en una oficina situada 
en la segunda planta de un edificio sin ascensor, se encontrará en una 
situación de desigualdad, aunque haya sido admitido a la entrevista;

c) La “denegación de ajustes razonables”, según el artículo 2 de 
la Convención, constituye discriminación si se deniegan las 
modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas (que 
no impongan una “carga desproporcionada o indebida”) cuando 
se requieran para garantizar el goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de derechos humanos o libertades fundamentales. 
Son ejemplos de denegación de ajustes razonables no admitir a un 
acompañante o negarse a realizar adaptaciones en favor de una 
persona con discapacidad;

d) El “acoso” es una forma de discriminación cuando se produce un 
comportamiento no deseado relacionado con la discapacidad u 
otro motivo prohibido que tenga por objetivo o consecuencia atentar 
contra la dignidad de la persona y crear un entorno intimidatorio, 
hostil, degradante, humillante u ofensivo. Puede ocurrir mediante 
actos o palabras que tengan por efecto perpetuar la diferencia y la 
opresión de las personas con discapacidad. Se debe prestar especial 
atención a las personas con discapacidad que viven en lugares 
segregados, como instituciones residenciales, escuelas especiales 
u hospitales psiquiátricos, donde este tipo de discriminación es más 
probable y resulta invisible, por lo que tiene menos probabilidad 
de ser castigada. El “acoso escolar” y sus modalidades de acoso 
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en Internet, ciberacoso y ciberodio, constituyen también delitos 
motivados por prejuicios particularmente violentos y dañinos. Entre 
otros ejemplos cabe mencionar todo tipo de violencia (en razón de la 
discapacidad), como la violación, los malos tratos y la explotación, los 
delitos motivados por el odio y las palizas.

19. La discriminación puede basarse en una característica única, como 
la discapacidad o el género, o en características múltiples y/o 
interrelacionadas. La “discriminación interseccional” se produce cuando 
una persona con discapacidad o asociada a una discapacidad experimenta 
algún tipo de discriminación a causa de esa discapacidad, en combinación 
con el color, el sexo, el idioma, la religión, el origen étnico, el género u 
otra condición. La discriminación interseccional puede aparecer en forma 
de discriminación directa o indirecta, denegación de ajustes razonables 
o acoso. Por ejemplo, aunque denegar el acceso a información general 
relacionada con la salud debido a la utilización de un formato inaccesible 
afecta a todas las personas en razón de su discapacidad, denegar a una 
mujer ciega el acceso a servicios de planificación familiar restringe sus 
derechos por la intersección del género y la discapacidad. En muchos 
casos, resulta difícil separar esos motivos. Los Estados partes deben hacer 
frente a la discriminación múltiple e interseccional contra las personas 
con discapacidad. Según el Comité, la “discriminación múltiple” es aquella 
situación en la que una persona puede experimentar discriminación por 
dos o más motivos, lo que hace que la discriminación sea compleja o 
agravada. La discriminación interseccional se refiere a una situación en 
la que varios motivos operan e interactúan al mismo tiempo de forma que 
son inseparables y, de ese modo, exponen a las personas afectadas a 
tipos singulares de desventajas y discriminación.

20. La “discriminación por motivos de discapacidad” puede afectar a personas 
que tienen una discapacidad en ese momento, que la han tenido en el 
pasado, que tienen predisposición a una posible discapacidad futura o 
que tienen una discapacidad presunta, así como a las personas asociadas 
a personas con discapacidad. Esto último se conoce como “discriminación 
por asociación”. El motivo del amplio alcance del artículo 5 es erradicar 
y combatir todas las situaciones de discriminación y conductas 
discriminatorias que están vinculadas con la discapacidad.

21. La protección contra “la discriminación por cualquier motivo” significa que 
deben tenerse en cuenta todos los motivos posibles de discriminación 
y sus intersecciones. Los motivos posibles incluyen, entre otros: la 
discapacidad; el estado de salud; la predisposición genética o de otro 
tipo a alguna enfermedad; la raza; el color; la ascendencia; el sexo; el 
embarazo y la maternidad/paternidad; el estado civil; la situación familiar o 
profesional; la expresión de género; el sexo; el idioma; la religión; la opinión 
política o de otra índole; el origen nacional, étnico, indígena o social; la 
condición de migrante, refugiado o asilado; la pertenencia a una minoría 
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nacional; la situación económica o patrimonial; el nacimiento; y la edad, 
o una combinación de cualesquiera de esos motivos o de características 
asociadas con alguno de ellos.

22. La “protección legal igual y efectiva contra la discriminación” significa 
que los Estados partes tienen la obligación positiva de proteger a las 
personas con discapacidad contra la discriminación, unida a la obligación 
de promulgar legislación específica y completa contra la discriminación. 
La prohibición explícita de la discriminación por motivos de discapacidad 
y de otros tipos de discriminación contra las personas con discapacidad 
en la legislación debe ir acompañada de recursos jurídicos y sanciones 
apropiados y efectivos en relación con la discriminación interseccional en 
las actuaciones civiles, administrativas y penales. Cuando la discriminación 
sea de carácter sistémico, la mera concesión de una indemnización a una 
persona tal vez no tenga efectos reales en lo que respecta al cambio de 
enfoque. En esos casos, los Estados partes también deberían prever 
“reparaciones no pecuniarias orientadas al futuro” en su legislación, lo que 
significa que el Estado parte proporciona una protección mayor y eficaz 
contra la discriminación ejercida por partes y organizaciones del sector 
privado.

D. Artículo 5, párrafo 3, sobre los ajustes razonables

23. Los ajustes razonables son una parte intrínseca de la obligación, 
de cumplimiento inmediato, de no discriminar en el contexto de la 
discapacidad. Algunos ejemplos de ajustes razonables son hacer que 
la información y las instalaciones existentes sean accesibles para 
una persona con discapacidad; modificar los equipos; reorganizar las 
actividades; cambiar la programación de las tareas; adaptar el material 
didáctico y las estrategias de enseñanza de los planes de estudio; adaptar 
los procedimientos médicos; o permitir el acceso a personal de apoyo sin 
imponer cargas desproporcionadas o indebidas.

24. La obligación de realizar ajustes razonables es diferente de las obligaciones 
en materia de accesibilidad. Los dos tipos de obligaciones tienen por 
objeto garantizar la accesibilidad, pero la obligación de proporcionar 
accesibilidad mediante el diseño universal o tecnologías de apoyo es una 
obligación ex ante, mientras que la de realizar ajustes razonables es una 
obligación ex nunc:
a) Al ser una obligación ex ante, la accesibilidad debe integrarse en los 

sistemas y procesos sin que importe la necesidad de una persona 
con discapacidad concreta de acceder a un edificio, un servicio o un 
producto, por ejemplo, en igualdad de condiciones con las demás. 
Los Estados partes deben establecer normas de accesibilidad que se 
elaboren y aprueben en consulta con las organizaciones de personas 
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con discapacidad, de conformidad con el artículo 4, párrafo 3, de 
la Convención. La obligación de proporcionar accesibilidad es una 
obligación proactiva y sistémica;

b) Al ser una obligación ex nunc, los ajustes razonables, deben 
realizarse desde el momento en que una persona con discapacidad 
requiera acceder a situaciones o entornos no accesibles, o quiera 
ejercer sus derechos. Los ajustes razonables son solicitados a 
menudo, aunque no necesariamente, por la persona que requiere el 
acceso o los representantes de una persona o un grupo de personas 
facultados para hacerlo. Los ajustes razonables deben negociarse 
con el solicitante o los solicitantes. En determinadas circunstancias, 
los ajustes razonables realizados pasan a ser un bien público o 
colectivo. En otros casos, solo beneficiarán a quienes los solicitan. La 
obligación de realizar ajustes razonables es una obligación reactiva 
individualizada, que debe atenderse desde el momento en que se 
recibe una solicitud de ajustes. Los ajustes razonables exigen que 
el garante de los derechos entable un diálogo con la persona con 
discapacidad. Es importante señalar que la obligación de proporcionar 
ajustes razonables no se limita a situaciones en que una persona con 
discapacidad haya pedido un ajuste o en que se pueda demostrar 
que el garante de los derechos en cuestión era consciente de que 
esa persona tenía una discapacidad. También se aplica cuando el 
posible garante de los derechos debería haberse dado cuenta de que 
la persona en cuestión tenía una discapacidad que tal vez obligara a 
realizar ajustes para que esta pudiera superar obstáculos al ejercicio 
de sus derechos.

25. La obligación de realizar ajustes razonables de conformidad con los 
artículos 2 y 5 de la Convención puede dividirse en dos partes: la primera 
impone una obligación jurídica positiva de proporcionar ajustes razonables, 
que constituyen una modificación o adaptación que sea necesaria y 
adecuada, cuando se requiera en un caso particular para garantizar el 
goce o ejercicio de los derechos de una persona con discapacidad. La 
segunda parte asegura que los ajustes requeridos no impongan una carga 
desproporcionada o indebida al garante de los derechos.
a) “Ajustes razonables” es un único término y “razonables” no debe 

interpretarse erróneamente como una cláusula de excepción; el 
concepto de “razonabilidad” no debería considerarse un elemento 
calificativo o modificador de la obligación. No es un medio de evaluar 
los costos del ajuste ni la disponibilidad de recursos —esto se hace 
en una etapa posterior, cuando se estima la “carga desproporcionada 
o indebida”. Por el contrario, la razonabilidad de un ajuste hace 
referencia a su pertinencia, idoneidad y eficacia para la persona con 
discapacidad. Por tanto, un ajuste es razonable si logra el objetivo (o 
los objetivos) para el que se realiza y si está diseñado para satisfacer 
los requerimientos de la persona con discapacidad;
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b) La “carga desproporcionada o indebida” debe entenderse como 
un concepto único que establece los límites de la obligación de 
proporcionar ajustes razonables. Ambos términos deben considerarse 
sinónimos, ya que se refieren a la misma idea: que la solicitud de 
ajustes razonables tendrá como límite una posible carga excesiva o 
injustificable para la parte que debe atenderla;

c) Además, los “ajustes razonables” no deben confundirse con las 
“medidas específicas”, lo que comprende las “medidas de acción 
afirmativa”. Si bien ambos conceptos tienen por finalidad lograr la 
igualdad de hecho, los ajustes razonables son una obligación de 
no discriminación, mientras que las medidas específicas implican 
un trato preferente a las personas con discapacidad respecto de las 
demás para solucionar la exclusión histórica y sistemática o sistémica 
de los beneficios derivados del ejercicio de los derechos. Como 
ejemplos de medidas específicas cabe citar las medidas temporales 
para contrarrestar el escaso número de mujeres con discapacidad 
empleadas en el sector privado y los programas de apoyo destinados 
a aumentar el número de estudiantes con discapacidad en la 
educación terciaria. Del mismo modo, los ajustes razonables no 
deben confundirse con la prestación de apoyo, como los asistentes 
personales, en relación con el derecho a vivir de forma independiente 
y a ser incluido en la comunidad, ni con el apoyo para el ejercicio de 
la capacidad jurídica;

d) Los “ajustes de procedimiento”, en el contexto del acceso a la justicia, 
no deben confundirse con los ajustes razonables; estos últimos están 
limitados por el concepto de desproporcionalidad, mientras que los 
ajustes de procedimiento no lo están.

26. Entre los elementos fundamentales que guían la aplicación de la obligación 
de realizar ajustes razonables figuran los siguientes:
a) Detectar y eliminar los obstáculos que repercuten en el goce de los 

derechos humanos de las personas con discapacidad, mediante el 
diálogo con la persona con discapacidad de que se trate;

b) Evaluar si es factible realizar un ajuste (jurídicamente o en la práctica), 
ya que un ajuste imposible, por razones jurídicas o materiales, no es 
realizable;

c) Evaluar si el ajuste es pertinente (es decir, necesario y adecuado) o 
eficaz para garantizar el ejercicio del derecho en cuestión;

d) Evaluar si la modificación impone una carga desproporcionada o 
indebida al garante de los derechos; para determinar si un ajuste 
razonable supone una carga desproporcionada o indebida, hay que 
evaluar la proporcionalidad que existe entre los medios empleados y 
la finalidad, que es el disfrute del derecho en cuestión;
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e) Velar por que el ajuste razonable sea adecuado para lograr el objetivo 
esencial de promover la igualdad y eliminar la discriminación contra 
las personas con discapacidad. Por consiguiente, se requiere un 
enfoque caso por caso basado en consultas con el órgano competente 
responsable del ajuste razonable y con la persona interesada. 
Entre los posibles factores que deben tenerse en cuenta figuran los 
costos financieros, los recursos disponibles (incluidos los subsidios 
públicos), el tamaño de la parte que ha de realizar los ajustes (en 
su integralidad), los efectos de la modificación para la institución o 
empresa, las ventajas para terceros, los efectos negativos para 
otras personas y los requisitos razonables de salud y seguridad. 
En lo que respecta al Estado parte en su conjunto y a las entidades 
del sector privado, se han de considerar los activos globales, y no 
solo los recursos de una determinada unidad o dependencia de una 
estructura orgánica;

f) Garantizar que los costos no recaigan sobre las personas con 
discapacidad en general;

g) Velar por que la carga de la prueba recaiga sobre el garante de 
los derechos que sostenga que la carga sería desproporcionada o 
indebida.

27. La justificación de la denegación de un ajuste razonable debe 
fundamentarse en criterios objetivos, y debe analizarse y comunicarse 
oportunamente a la persona con discapacidad que requiera el ajuste. La 
justificación de un ajuste razonable ha de tener en cuenta la duración de 
la relación entre el garante y el titular de los derechos.

E. Artículo 5, párrafo 4, sobre las medidas específicas

28. Las medidas específicas, que no han de considerarse discriminación, son 
medidas positivas o de acción afirmativa que tienen por finalidad acelerar 
o lograr la igualdad de hecho de las personas con discapacidad. Esas 
medidas se mencionan en otros tratados internacionales de derechos 
humanos, como el artículo 4 de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer o el artículo 
1, párrafo 4, de la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Racial, y consisten en introducir 
o mantener ciertas ventajas en favor de un grupo insuficientemente 
representado o marginado. Suelen ser de carácter temporal, aunque en 
algunos casos se precisan medidas específicas permanentes, en función 
del contexto y las circunstancias, como una deficiencia concreta o los 
obstáculos estructurales de la sociedad. Como ejemplos de medidas 
específicas cabe mencionar los programas de divulgación y apoyo, 
la asignación o reasignación de recursos, la selección, contratación y 
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promoción selectivas, los sistemas de cuotas, las medidas de adelanto 
y empoderamiento, así como los servicios de relevo y la tecnología de 
apoyo.

29. Las medidas específicas que adopten los Estados partes en virtud 
del artículo 5, párrafo 4, de la Convención deben ser compatibles con 
todos los principios y disposiciones establecidos en ella. En particular, 
no deben perpetuar el aislamiento, la segregación, los estereotipos, la 
estigmatización ni otros tipos de discriminación contra las personas con 
discapacidad. Por lo tanto, los Estados partes deben celebrar consultas 
estrechas con las organizaciones de personas con discapacidad y 
colaborar activamente con ellas al adoptar medidas específicas.

VI. Obligaciones generales de los Estados partes en virtud de 
la Convención relativas a la no discriminación y la igualdad

30. Los Estados partes tienen la obligación de respetar, proteger y hacer 
efectivo el derecho de todas las personas con discapacidad a la igualdad y 
la no discriminación. En ese sentido, los Estados partes deben abstenerse 
de toda acción que discrimine a las personas con discapacidad. En 
particular, deberán modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y 
prácticas existentes que constituyan discriminación contra esas personas. 
El Comité ha dado a menudo ejemplos de ello, por ejemplo: leyes de 
tutela y otras normas que vulneran el derecho a la capacidad jurídica ; 
leyes de salud mental que legitiman la institucionalización forzada y la 
administración forzada de tratamientos, que son discriminatorias y 
deben abolirse ; la esterilización de mujeres y niñas con discapacidad 
sin su consentimiento; políticas de institucionalización y de alojamientos 
inaccesibles ; leyes y políticas de educación segregada ; y leyes electorales 
que privan de derechos a las personas con discapacidad .

31. El goce efectivo de los derechos a la igualdad y la no discriminación exige 
la adopción de medidas de aplicación, como las siguientes:
a) Medidas para crear conciencia entre toda la población sobre los 

derechos que asisten a las personas con discapacidad en virtud de 
la Convención, el significado de la discriminación y vías judiciales de 
recurso existentes;

b) Medidas para garantizar que los derechos consagrados en la 
Convención sean exigibles ante los tribunales nacionales y den 
acceso a la justicia a todas las personas que han sido objeto de 
discriminación;

c) Protección contra las represalias, como un trato adverso o 
consecuencias negativas tras una denuncia o en un proceso para 
hacer cumplir las disposiciones en materia de igualdad;
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d) Derecho a entablar un proceso ante los tribunales y presentar 
reclamaciones a través de asociaciones, organizaciones u otras 
entidades jurídicas que tengan un interés legítimo en hacer valer el 
derecho a la igualdad;

e) Normas específicas relacionadas con los indicios y las pruebas a fin 
de garantizar que las actitudes estereotipadas sobre la capacidad 
de las personas con discapacidad no impidan que las víctimas de 
discriminación obtengan reparación;

f) Sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias en caso de 
vulneración del derecho a la igualdad y a medios de reparación 
adecuados;

g) Prestación de asistencia jurídica suficiente y accesible para garantizar 
el acceso a la justicia a los demandantes en litigios por discriminación.

32. Los Estados partes deben identificar ámbitos o subgrupos de personas 
con discapacidad (incluidas las que experimentan discriminación 
interseccional) que requieran medidas específicas para acelerar o lograr 
la igualdad inclusiva. Los Estados partes tienen la obligación de adoptar 
medidas específicas en favor de esos grupos.

33. En lo relativo a la obligación de los Estados partes de efectuar consultas, 
el artículo 4, párrafo 3, y el artículo 33, párrafo 3, de la Convención 
recalcan la importante función de las organizaciones de personas con 
discapacidad en la aplicación y el seguimiento de la Convención. Los 
Estados partes deben asegurarse de realizar consultas estrechas y 
conseguir la participación activa de esas organizaciones, que representan 
la enorme diversidad de la sociedad, incluidos los niños, las personas 
con autismo, las personas con una alteración genética o neurológica, las 
personas con una enfermedad rara o crónica, las personas con albinismo, 
las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, los 
pueblos indígenas, las comunidades rurales, las personas de edad, las 
mujeres, las víctimas de conflictos armados o las personas de minorías 
étnicas o de origen migrante. Es la única manera en que se puede hacer 
frente a todas las formas de discriminación, incluidas la discriminación 
múltiple y la interseccional.

34. Los Estados partes tienen obligaciones in materia de información que 
dimanan del artículo 5 de la Convención, ya que deben reunir y analizar 
los datos y la información de investigación que proceda para detectar 
desigualdades, prácticas discriminatorias y cuadros de desventaja, y 
analizar la eficacia de las medidas destinadas a promover la igualdad. 
El Comité ha observado que muchos Estados partes carecen de datos 
actualizados sobre la discriminación por motivos de discapacidad y que, a 
menudo, cuando la legislación y los reglamentos nacionales lo permiten, 
no se hacen distinciones por deficiencia, género, sexo, identidad de 
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género, etnia, religión, edad u otros estratos de la identidad. Esos datos y 
su análisis son de importancia primordial para formular medidas eficaces 
de lucha contra la discriminación y en favor de la igualdad.

35. Los Estados partes también deberían realizar investigaciones apropiadas 
sobre la discriminación por motivos de discapacidad y la igualdad 
de derechos de las personas con discapacidad. Los programas de 
investigación deben incorporar a las personas con discapacidad en 
los procesos de investigación desde la fase de formulación, a fin de 
asegurar su participación significativa en la investigación. Los procesos 
de investigación inclusiva y participativa deberían garantizar un espacio 
seguro para los participantes y centrarse en las experiencias vividas por 
las personas con discapacidad y sus requerimientos.

VII. Relación con otros artículos específicos de la Convención

A. Artículo 6 sobre las mujeres con discapacidad

36. Las mujeres y las niñas con discapacidad figuran entre los grupos de 
personas con discapacidad que con mayor frecuencia experimentan 
discriminación múltiple e interseccional. El artículo 6 es un artículo 
transversal y debe tenerse en cuenta en relación con todas las 
disposiciones de la Convención. Aunque el término “múltiples formas 
de discriminación” solo se menciona en el artículo 6, la discriminación 
múltiple e interseccional puede ocurrir con cualquier combinación de dos 
o más motivos. El artículo 6 es un artículo vinculante sobre la igualdad 
y la no discriminación en el que se prohíbe la discriminación contra las 
mujeres y las niñas con discapacidad y se obliga a los Estados partes 
a promover la igualdad tanto de oportunidades como de resultados. 
Además, al igual que el artículo 7, debe considerarse que tiene carácter 
ilustrativo y no exhaustivo, y establece obligaciones en relación con los 
dos ejemplos destacados de discriminación múltiple e interseccional.

B. Artículo 7 sobre los niños y las niñas con discapacidad

37. Los niños y las niñas con discapacidad suelen ser objeto de discriminación 
múltiple e interseccional. Los Estados partes deben prohibir todas 
las formas de discriminación por motivos de discapacidad dirigidas 
específicamente contra los niños y las niñas, proporcionar vías de 
recurso eficaces y accesibles, y crear conciencia entre el público y los 
profesionales para prevenir y eliminar la discriminación. En muchos 
Estados partes, por ejemplo, la ley permite agredir a los niños con el 
pretexto de impartir “disciplina” o velar por la “seguridad” (por ejemplo, 
inmovilizándolos). Estos castigos corporales a menudo afectan de manera 
desproporcionada a los niños y las niñas con discapacidad. Los Estados 
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partes deben prohibir todas las formas de castigo corporal y todos los 
tratos crueles, inhumanos y degradantes a los niños y las niñas en todos 
los entornos, y han de garantizar que se adopten las medidas adecuadas 
para aplicar esta prohibición.

38. El concepto de “interés superior del niño” que figura en el artículo 3 
de la Convención sobre los Derechos del Niño debe aplicarse a los 
niños y las niñas con discapacidad atendiendo meticulosamente a sus 
circunstancias. Los Estados partes deben promover la incorporación 
de la perspectiva de la discapacidad en las leyes y políticas generales 
sobre la infancia y la adolescencia. Sin embargo, el concepto del interés 
superior no debe utilizarse para impedir que los niños, especialmente 
las niñas con discapacidad, ejerzan su derecho a la integridad física. 
Debe utilizarse para asegurar que los niños y las niñas con discapacidad 
sean informados, consultados y escuchados en todos los procesos de 
adopción de decisiones relacionadas con su situación. En particular, los 
Estados partes deberían poner fin a los actos de violencia y las medidas 
de institucionalización contra los niños y las niñas con discapacidad, a 
los que se niega el derecho a crecer en el seno de su familia como forma 
de discriminación. Los Estados partes deben implementar estrategias de 
desinstitucionalización que ayuden a los niños a vivir con sus familias o 
en formas alternativas de acogimiento familiar en la comunidad. También 
deben adoptar medidas de apoyo a fin de que todos los niños con 
discapacidad puedan ejercer su derecho a ser escuchados en todos los 
procedimientos que los afectan, incluso en los parlamentos, comités y 
órganos de adopción de decisiones políticas.

C. Artículo 8 sobre la toma de conciencia

39. La discriminación no puede combatirse sin la toma de conciencia de todos 
los sectores del Gobierno y la sociedad. Por lo tanto, todas las acciones 
en favor de la no discriminación y la igualdad deben acompañarse de 
medidas adecuadas de creación de conciencia y de medidas destinadas 
a modificar o abolir los estereotipos peyorativos agravados y las actitudes 
negativas en relación con la discapacidad. Además, las campañas de 
concienciación deben abordar la violencia, las prácticas nocivas y los 
prejuicios. Los Estados partes deben adoptar medidas para fomentar, 
entre otras cosas, que los medios de comunicación difundan una imagen 
de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito 
de la Convención y para modificar las opiniones perjudiciales sobre las 
personas con discapacidad, como las que las presentan, de forma poco 
realista, como peligrosas para sí mismas y para otras personas, o como 
personas que sufren o son objeto de cuidados y constituyen una carga 
social y económica improductiva para la sociedad.



205

D. Artículo 9 sobre la accesibilidad

40. La accesibilidad es una condición previa y un medio para lograr la 
igualdad de hecho para todas las personas con discapacidad. A fin de que 
las personas con discapacidad participen efectivamente en la comunidad, 
los Estados partes deben abordar la accesibilidad del entorno construido 
y el transporte público, así como de los servicios de información y 
comunicaciones, que deben ser accesibles y que todas las personas con 
discapacidad deben poder utilizar en igualdad de condiciones con las 
demás. La accesibilidad en el contexto de los servicios de comunicaciones 
incluye la prestación de apoyo social y para la comunicación.

41. Como ya se ha indicado, la accesibilidad y los ajustes razonables son dos 
conceptos distintos en las leyes y políticas de igualdad:
a) Las obligaciones relacionadas con la accesibilidad se refieren a los 

grupos y deben aplicarse de forma gradual, pero sin condiciones;
b) Las obligaciones relacionadas con los ajustes razonables, por el 

contrario, son individualizadas, se aplican de forma inmediata a todos 
los derechos, y pueden verse limitadas por la desproporcionalidad.

42. Dado que la realización gradual de la accesibilidad en el entorno construido, 
el transporte público y los servicios de información y comunicación puede 
llevar tiempo, cabe utilizar ajustes razonables entre tanto como medio 
para facilitar el acceso a una persona, por ser una obligación inmediata. 
El Comité exhorta a los Estados partes a que se guíen por su observación 
general núm. 2 (2014) sobre la accesibilidad.

E. Artículo 11 sobre situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

43. La no discriminación se debe garantizar en situaciones de riesgo y 
emergencias humanitarias, también sobre la base de las obligaciones 
dimanantes del derecho internacional humanitario, incluido el derecho 
sobre el desarme humanitario, a fin de hacer frente al mayor riesgo de 
discriminación contra las personas con discapacidad inherente a esas 
situaciones.

44. Con frecuencia, las personas con discapacidad desplazadas 
internacionalmente o los refugiados con discapacidad no gozan de 
igualdad en el acceso a bienes de primera necesidad, como el agua, el 
saneamiento, los alimentos y la vivienda. Muchas veces no se dispone, 
por ejemplo, de instalaciones de higiene accesibles, como letrinas y 
duchas, o su número es insuficiente.
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45. Las mujeres y las niñas con discapacidad en situaciones de riesgo y 
emergencias humanitarias están más expuestas a la violencia, lo que 
incluye los abusos, la explotación y la violencia de carácter sexual, y 
tienen menos posibilidades de acceder a servicios de recuperación y 
rehabilitación, o a la justicia.

46. Por consiguiente, los Estados partes tienen la obligación de aplicar el 
principio de no discriminación en todos los programas y actividades. 
Esto significa incluir a las personas con discapacidad en los protocolos 
de emergencia nacionales en igualdad de condiciones con las demás 
personas, reconocer plenamente a las personas con discapacidad en 
situaciones de evacuación, ofrecerles líneas telefónicas de información 
y comunicación y líneas directas de emergencia que sean accesibles, 
asegurar que la asistencia humanitaria de socorro se distribuya en 
forma accesible y no discriminatoria a las personas con discapacidad 
en las emergencias humanitarias, y asegurar que en los alojamientos de 
emergencia y los campamentos de refugiados haya agua, saneamiento e 
instalaciones de higiene disponibles y accesibles para las personas con 
discapacidad. Después de las emergencias, la reconstrucción accesible es 
decisiva para garantizar la igualdad de las personas con discapacidad en 
la sociedad. A fin de asegurar estos elementos, los Estados partes deben 
colaborar estrechamente con las personas con discapacidad, a través de 
las organizaciones que las representan, en la elaboración, la aplicación, la 
supervisión y la evaluación de las leyes y políticas relacionadas con todas 
las etapas de las situaciones de emergencia.

F. Artículo 12 sobre el igual reconocimiento como persona ante la ley

47. El derecho a la capacidad jurídica es un derecho mínimo, es decir, es 
necesario para el disfrute de casi todos los demás derechos contemplados 
en la Convención, incluido el derecho a la igualdad y la no discriminación. 
Los artículos 5 y 12 están intrínsecamente relacionados, ya que la igualdad 
ante la ley debe incluir el disfrute de la capacidad jurídica de todas las 
personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás. 
La discriminación mediante la denegación de la capacidad jurídica puede 
adoptar distintas formas, como en los sistemas basados en la condición, 
los sistemas funcionales y los sistemas basados en los resultados. La 
denegación de la adopción de decisiones sobre la base de la discapacidad 
mediante cualquiera de esos sistemas es discriminatoria.

48. Una diferencia fundamental entre la obligación de efectuar ajustes 
razonables en virtud del artículo 5 de la Convención y el apoyo que se 
debe proporcionar a las personas con discapacidad en el ejercicio de su 
capacidad jurídica en virtud del artículo 12, párrafo 3, es que la obligación 
establecida en este artículo 12, párrafo 3, no tiene ningún límite. El hecho 
de que el apoyo para el ejercicio de la capacidad pueda imponer una carga 
desproporcionada o indebida no limita la obligación de proporcionarlo.
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49. A fin de asegurar la coherencia entre los artículos 5 y 12 de la Convención, 
los Estados partes deben:
a) Reformar la legislación vigente para prohibir la denegación 

discriminatoria de la capacidad jurídica, fundamentada en modelos 
basados en la condición, funcionales o basados en los resultados. 
Cuando proceda, sustituir esos modelos con otros de apoyo para la 
adopción de decisiones, teniendo en cuenta la capacidad jurídica 
universal de los adultos, sin discriminación de ningún tipo;

b) Proporcionar recursos a los sistemas de apoyo para la adopción de 
decisiones con objeto de asistir a las personas con discapacidad 
a fin de que se desenvuelvan en los sistemas jurídicos existentes. 
La regulación de esos servicios y la asignación de recursos para 
prestarlos deben ser conformes con las disposiciones fundamentales 
señaladas en el párrafo 29 de la observación general núm. 1 (2014) 
sobre el igual reconocimiento como persona ante la ley. Esto incluye 
basar los sistemas de apoyo en la aplicación de los derechos, 
la voluntad y las preferencias de quienes reciben dicho apoyo, en 
lugar de en lo que se percibe como su interés superior. Cuando no 
sea factible determinar la voluntad y las preferencias de la persona, 
en lugar de aplicar el concepto del interés superior en todas las 
cuestiones relacionadas con personas adultas se debería realizar la 
mejor interpretación de su voluntad y sus preferencias;

c) Los Estados partes deberían proteger contra la discriminación 
estableciendo una red accesible de asesoramiento o asistencia 
jurídicos gratuitos de gran calidad, disponible a nivel local, con pocos 
requisitos mínimos, que debe respetar la voluntad y las preferencias 
de esas personas y proteger sus derechos procesales (derecho a la 
capacidad jurídica) al mismo nivel que en otros tipos de representación 
jurídica. Los Estados partes deben garantizar sistemáticamente que 
los instrumentos de protección no se basen en la supresión de la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad ni en otro tipo 
de obstáculos a su acceso a la justicia.

50. Se debe impartir formación y educación a los organismos pertinentes, 
como los encargados de la adopción de decisiones, los proveedores de 
servicios u otros interesados. Los Estados partes tienen la obligación de 
asegurar la igualdad en el disfrute de todos los bienes y servicios ofrecidos 
en la sociedad, entre otros, los bienes y servicios que se enumeran en 
el artículo 12, párrafo 5, en el que se indican algunos bienes que están 
vedados especialmente a las personas con discapacidad, por ejemplo 
los bienes o servicios relacionados con asuntos financieros, como las 
hipotecas. En el artículo 25 e) se menciona otro servicio que no suele ser 
accesible para las personas con discapacidad, a saber, los seguros de 
vida y los seguros de salud (privados). Los Estados partes deben adoptar 
un enfoque activo y amplio para garantizar la igualdad en el disfrute de los 
bienes y servicios del sector privado. Eso incluye fortalecer la legislación 
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contra la discriminación en lo relacionado con el sector privado. Deberían 
cooperar con los sindicatos y otros agentes para encontrar asociados que 
estén dispuestos a lograr el cambio.

G. Artículo 13 sobre el acceso a la justicia

51. Los derechos y las obligaciones en materia de igualdad y no discriminación 
indicados en el artículo 5 suscitan una consideración especial con respecto 
al artículo 13 que, entre otras cosas, exige ajustes de procedimiento y 
adecuados a la edad. Estos ajustes difieren de los ajustes razonables en 
que no están limitados por la desproporcionalidad. Un ejemplo de ajustes 
procesales es el reconocimiento de los distintos métodos de comunicación 
de las personas con discapacidad en los juzgados y tribunales. Los ajustes 
adecuados a la edad pueden consistir en divulgar información sobre los 
mecanismos disponibles para presentar denuncias y acceder a la justicia 
utilizando un lenguaje sencillo y adecuado a la edad.

1. Artículo 13, párrafo 1

52. A fin de garantizar el acceso efectivo a la justicia, los procesos deben 
permitir la participación y ser transparentes. Entre las medidas que 
permiten la participación cabe mencionar las siguientes:
a) Transmisión de información de manera comprensible y accesible;
b) Reconocimiento de distintas formas de comunicación y adaptación a 

su uso;
c) Accesibilidad física en todas las etapas del proceso;
d) Apoyo financiero en el caso de la asistencia letrada, si procede, y con 

sujeción a los requisitos reglamentarios en cuanto a los medios de 
vida y la justificación de esa ayuda.

53. Las medidas adecuadas para proteger a las personas que no pueden 
defenderse contra la discriminación, aunque reciban apoyo, o cuyas 
opciones se vean muy limitadas por el temor a las consecuencias negativas 
de sus esfuerzos por defenderse, son medidas de interés público (acción 
popular).

54. Además, en aras de la transparencia, las medidas de los Estados partes 
deben garantizar que toda la información pertinente esté disponible y sea 
accesible, que se lleve un registro adecuado de todas las reclamaciones, 
las causas y las órdenes judiciales y que se informe al respecto.



209

2. Artículo 13, párrafo 2

55. A fin de promover un respeto e implementación adecuados de los derechos 
y las obligaciones, es necesario capacitar a los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley, crear conciencia entre los titulares de derechos e 
incrementar la capacidad de los garantes de derechos. Una capacitación 
adecuada debe incluir:
a) Las complejidades de la interseccionalidad y el hecho de que las 

personas no deben identificarse exclusivamente en razón de la 
deficiencia. La creación de conciencia sobre las cuestiones de 
interseccionalidad debe ser pertinente para formas concretas de 
discriminación y opresión;

b) La diversidad de personas con discapacidad y lo que cada una 
requiere para tener un acceso efectivo a todos los aspectos del 
sistema de justicia en igualdad de condiciones con las demás;

c) La autonomía individual de las personas con discapacidad y la 
importancia de la capacidad jurídica para todos;

d) La capital importancia de una comunicación eficaz y auténtica para 
una inclusión satisfactoria;

e) Las medidas adoptadas para asegurar la capacitación eficaz acerca 
de los derechos de las personas con discapacidad de todo el personal, 
lo que incluye a abogados, magistrados, jueces, funcionarios de 
prisiones, intérpretes de lengua de señas e integrantes del sistema 
policial y penitenciario.

H. Artículo 14 sobre libertad y seguridad de la persona, artículo 15 
sobre protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, artículo 16 sobre protección contra la 
explotación, la violencia y el abuso y artículo 17 sobre protección de 
la integridad personal

56. Las personas con discapacidad pueden verse afectadas de manera 
desproporcionada por la violencia, los malos tratos y otros castigos crueles 
y degradantes, que pueden ser en forma de medidas de contención o 
segregación, así como de agresiones violentas. Preocupan especialmente 
al Comité los actos que se indican a continuación cometidos contra personas 
con discapacidad, incluidos los niños, en razón de su deficiencia, que son 
discriminatorios por definición: separación de niños con discapacidad de 
su familia e internamiento forzoso en instituciones; privación de libertad; 
tortura o tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; violencia; y 
administración forzosa de tratamientos a las personas con discapacidad, 
tanto dentro como fuera de los centros de salud mental. Los Estados 
partes deben adoptar todas las medidas que proceda para proteger a las 
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personas con discapacidad e impedir que sean objeto de toda forma de 
explotación, violencia y abusos. Los tratamientos forzosos para corregir la 
discapacidad deberían prohibirse.

I. Artículo 19 sobre el derecho a vivir de forma independiente y a ser 
incluido en la comunidad

57. El artículo 19 de la Convención reafirma la no discriminación y el 
reconocimiento del derecho de todas las personas con discapacidad 
a vivir con plena inclusión y participar de forma independiente en la 
comunidad en igualdad de condiciones. Para dar efectividad al derecho a 
vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad, los Estados 
partes deben adoptar medidas efectivas y pertinentes para facilitar el 
pleno goce de este derecho por las personas con discapacidad y su 
plena inclusión y participación en la comunidad. Con ese fin, es necesario 
aplicar estrategias de desinstitucionalización y, de conformidad con la 
observación general núm. 5 del Comité (2017) sobre el derecho a vivir de 
forma independiente y a ser incluido en la comunidad, asignar recursos 
para servicios de apoyo a la vida independiente, viviendas accesibles y 
asequibles, servicios de apoyo para los familiares cuidadores y acceso a 
la educación inclusiva.

58. En el artículo 19 de la Convención se reconoce el derecho a no verse 
obligado a vivir con arreglo a un sistema de vida específico en razón de la 
discapacidad. La institucionalización es discriminatoria, ya que demuestra 
la incapacidad para crear apoyo y servicios en la comunidad para las 
personas con discapacidad, quienes se ven obligadas a renunciar a su 
participación en la vida comunitaria para poder recibir tratamiento. La 
institucionalización de personas con discapacidad como condición para 
recibir servicios de salud mental del sector público constituye un trato 
diferenciado por motivos de discapacidad y, por lo tanto, es discriminatorio.

59. Los criterios y procedimientos de admisibilidad para recibir servicios 
de apoyo deben establecerse de forma objetiva y no discriminatoria, y 
han de centrarse en los requerimientos de la persona, en lugar de en la 
deficiencia, siguiendo un enfoque basado en los derechos humanos. La 
creación de servicios de apoyo debería centrarse en las personas, tener 
en cuenta la edad y las diferencias de género, y ser apropiada desde el 
punto de vista cultural.

60. Los Estados partes deberían prohibir e impedir que terceras partes 
impongan barreras prácticas o de procedimiento que impidan vivir de forma 
independiente y ser incluido en la comunidad, por ejemplo asegurando 
que los servicios sean compatibles con una vida independiente y en 
la comunidad, que no se niegue a las personas con discapacidad 
la posibilidad de alquilar y que estas no se vean desfavorecidas en el 
mercado inmobiliario.
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J. Artículo 23 sobre el respeto del hogar y de la familia

61. Las personas con discapacidad son a menudo discriminadas en el ejercicio 
de su derecho a contraer matrimonio o en sus derechos familiares y a la 
patria potestad, debido a leyes y políticas discriminatorias y a medidas 
administrativas. Con frecuencia se considera que los progenitores con 
discapacidad no son aptos o capaces de cuidar a sus hijos. La separación 
de un niño o una niña de sus padres en razón de su discapacidad, de la 
de los progenitores, o de ambos constituye discriminación y contraviene 
el artículo 23.

62. El internamiento de niños en instituciones en razón de su deficiencia 
también es una forma de discriminación prohibida por el artículo 23, párrafo 
5, de la Convención. Los Estados deben velar por que los progenitores 
con discapacidad y los progenitores de niños con discapacidad tengan el 
apoyo necesario en la comunidad para atender a sus hijos.

K. Artículo 24 sobre la educación

63. El hecho de que algunos Estados partes no ofrezcan a los alumnos 
con discapacidad (incluidos los alumnos cuya discapacidad es visible 
o invisible y los que experimentan formas múltiples de discriminación o 
discriminación interseccional) un acceso igualitario a escuelas generales 
con educación inclusiva y de calidad es discriminatorio, contrario a los 
objetivos de la Convención y vulnera directamente los artículos 5 y 24. El 
artículo 5, párrafo 1, interactúa con el artículo 24 y obliga a los Estados 
partes a eliminar todos los tipos de obstáculos discriminatorios, incluidos 
los obstáculos jurídicos y sociales, a la educación inclusiva.

64. Los modelos de educación segregada, que excluyen a los estudiantes 
con discapacidad de la educación general e inclusiva en razón de esa 
discapacidad, contravienen los artículos 5, párrafo 2, y 24, párrafo 1 a), 
de la Convención. El artículo 5, párrafo 3, exige que los Estados partes 
adopten todas las medidas adecuadas para asegurar la realización de 
ajustes razonables. Este derecho se ve reforzado, para las personas con 
discapacidad, en el artículo 24, párrafo 2 b), que obliga a los Estados partes 
a asegurar una educación inclusiva para las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones con las demás, en la comunidad en que 
viven. Ese objetivo puede lograrse proporcionando ajustes razonables 
que respondan a lo que requiera el interesado, de conformidad con el 
artículo 24, párrafo 2 c), y desarrollando entornos nuevos e inclusivos con 
arreglo al diseño universal. Los sistemas de evaluación normalizados, 
como los exámenes de admisión que excluyen directa o indirectamente a 
los estudiantes con discapacidad, son discriminatorios y contravienen los 
artículos 5 y 24. Las obligaciones de los Estados partes van más allá de la 
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escuela. Han de garantizar que se proporciona transporte escolar a todos 
los estudiantes con discapacidad cuando las opciones de transporte sean 
limitadas debido a barreras sociales o económicas.

65. A fin de garantizar la igualdad y la no discriminación de los niños sordos 
en la educación, se les deben proporcionar entornos de aprendizaje en 
lengua de señas con otros niños sordos y con adultos sordos que les 
sirvan de modelos de conducta. Por tanto, se considera discriminatorio 
que los docentes de niños sordos no dominen la lengua de señas y que 
los entornos escolares no sean accesibles y excluyan a los niños sordos. 
El Comité exhorta a los Estados partes a que se guíen por su observación 
general núm. 4 (2016) sobre el derecho a la educación inclusiva, al aplicar 
las medidas necesarias para cumplir las obligaciones que les incumben 
en virtud de los artículos 5 y 24.

L. Artículo 25 sobre la salud

66. En virtud de los artículos 5 y 25 de la Convención, los Estados partes 
tienen la obligación de prohibir y prevenir la denegación discriminatoria 
de servicios de salud a las personas con discapacidad y de proporcionar 
servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, 
incluidos los derechos en materia de salud sexual y reproductiva. Los 
Estados partes también deben hacer frente a las formas de discriminación 
que vulneran el derecho de las personas con discapacidad, que coartan 
su derecho a recibir atención de la salud sobre la base del consentimiento 
libre e informado, o que hacen inaccesibles las instalaciones o la 
información.

M. Artículo 27 sobre el trabajo y el empleo

67. Para lograr la igualdad de hecho de conformidad con la Convención, los 
Estados partes deben velar por que no haya discriminación por motivos de 
discapacidad en relación con el trabajo y el empleo. A fin de garantizar los 
ajustes razonables como se indica en el artículo 5, párrafo 3, y de lograr o 
acelerar la igualdad de hecho en el entorno de trabajo como se indica en 
el artículo 5, párrafo 4, los Estados partes deberían:
a) Facilitar la transición desde entornos laborales segregados para 

las personas con discapacidad y apoyar la participación de esas 
personas en el mercado de trabajo abierto y, entre tanto, garantizar 
también la aplicabilidad inmediata de los derechos laborales a esos 
entornos;

b) Promover el derecho al empleo con apoyo, lo que incluye la 
asistencia laboral, la preparación individual al trabajo y programas de 
cualificación profesional; proteger los derechos de los trabajadores 
con discapacidad; y garantizar el derecho a elegir libremente el 
empleo;
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c) Velar por que las personas con discapacidad reciban una remuneración 
no inferior al salario mínimo y no pierdan las prestaciones por 
discapacidad cuando empiecen a trabajar;

d) Reconocer expresamente la denegación de ajustes razonables como 
discriminación y prohibir la discriminación múltiple e interseccional y 
el acoso;

e) Asegurar a las personas con discapacidad una transición adecuada 
y no discriminatoria al empezar a trabajar o cesar en un empleo. 
Los Estados partes están obligados a garantizar el acceso efectivo 
y en condiciones de igualdad a prestaciones y derechos, como la 
jubilación o las prestaciones por desempleo. La exclusión del empleo 
menoscabaría esos derechos y exacerbaría la situación de exclusión;

f) Promover el trabajo en entornos laborales inclusivos y accesibles, en 
condiciones de seguridad e higiene, en los sectores público y privado;

g) Velar por que las personas con discapacidad gocen de igualdad de 
oportunidades en lo que respecta a la promoción profesional mediante 
reuniones periódicas de evaluación con sus superiores y definiendo 
los objetivos que deben alcanzar, como elemento de una estrategia 
amplia;

h) Garantizar el acceso de los empleados con discapacidad a la formación, 
el perfeccionamiento y la educación, lo que incluye la formación 
profesional y el fomento de la capacidad, y la capacitación acerca del 
empleo de personas con discapacidad y los ajustes razonables para 
los empleadores, las organizaciones que representan a empleados y 
empleadores, los sindicatos y las autoridades competentes;

i) Promover medidas de aplicación universal en materia de seguridad 
e higiene en el trabajo para las personas con discapacidad, como 
reglamentos sobre seguridad y salud ocupacional que no sean 
discriminatorios y fomenten la inclusión de las personas con 
discapacidad;

j) Reconocer el derecho de las personas con discapacidad a tener 
acceso a las organizaciones gremiales y sindicales.

N. Artículo 28 sobre el nivel de vida adecuado y la protección social

68. Como se indica en el párrafo 59 de la observación general núm. 3 del 
Comité, la pobreza es tanto un factor agravante como el resultado de 
la discriminación múltiple. El hecho de no hacer efectivo el derecho de 
las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado para ellos 
y sus familias va en contra de los objetivos de la Convención. Esto es 
especialmente preocupante en lo que respecta a las personas con 
discapacidad que viven en condiciones de pobreza extrema o indigencia. 
Para lograr un nivel de vida adecuado comparable al de los demás, las 
personas con discapacidad suelen incurrir en gastos adicionales. Esto 
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representa una desventaja especial para los niños o las mujeres de edad 
con discapacidad que viven en la pobreza extrema o la indigencia. Los 
Estados partes deben adoptar medidas eficaces para que las personas 
con discapacidad puedan sufragar los gastos adicionales relacionados 
con la discapacidad. Los Estados partes deben adoptar medidas 
inmediatas para proporcionar a las personas con discapacidad que viven 
en la pobreza extrema y la indigencia unos niveles mínimos básicos de 
alimentación, vestido y vivienda adecuados.

69. En lo que respecta a la protección social, los Estados partes deben aplicar 
también una protección básica mínima.

O. Artículo 29 sobre la participación en la vida política y pública

70. La exclusión de los procesos electorales y de otras formas de participación 
en la vida política son ejemplos frecuentes de discriminación basada en la 
discapacidad. A menudo está estrechamente relacionada con la negación 
o la limitación de la capacidad jurídica. Los Estados partes deberían tratar 
de aplicar las medidas siguientes:
a) Reformar las leyes, las políticas y los reglamentos que impiden 

sistemáticamente a las personas con discapacidad votar o presentarse 
como candidatas en las elecciones;

b) Velar por que el proceso electoral sea accesible a todas las personas 
con discapacidad antes, durante y después de las elecciones;

c) Realizar ajustes razonables para determinadas personas con 
discapacidad e implementar medidas de apoyo en función de los 
requerimientos individuales de las personas con discapacidad para 
que participen en la vida política y pública;

d) Apoyar a las organizaciones que representan a las personas con 
discapacidad y colaborar con ellas en el proceso de participación 
política en los niveles nacional, regional e internacional, por ejemplo 
consultando con ellas asuntos que conciernen directamente a las 
personas con discapacidad;

e) Dotarse de sistemas de información y de legislación que posibiliten 
una participación política continua de las personas con discapacidad, 
en particular en los períodos entre elecciones.

P. Artículo 31 sobre la recopilación de datos y estadísticas

71. La recopilación y el análisis de datos son medidas fundamentales 
para hacer un seguimiento de las políticas y leyes de lucha contra la 
discriminación. Los Estados partes deben recopilar y analizar datos, 
que deben desglosarse por discapacidad y categoría interseccional. Los 
datos recopilados deben aportar información sobre todas las formas de 
discriminación. Esos datos deben ser amplios y abarcar estadísticas, 
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descripciones y otros tipos de información como indicadores para evaluar 
la aplicación y el seguimiento de los progresos y la eficacia de iniciativas y 
políticas nuevas o en curso. Deben elaborarse indicadores que tengan en 
cuenta la cuestión de la discapacidad, y estos deben utilizarse con arreglo 
a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. El diseño, la recopilación y 
el análisis de los datos deberían ser participativos, es decir, llevarse a cabo 
a través de consultas estrechas y significativas con las organizaciones 
que representan a las personas con discapacidad, incluidos los niños. Las 
investigaciones y los estudios en los que se recopilan datos a menudo 
pasan por alto a las personas que viven en lugares cerrados, como las 
instituciones y los hospitales psiquiátricos, y que deberían ser incluidas 
sistemáticamente en esos estudios.

Q. Artículo 32 sobre la cooperación internacional

72. Todos los esfuerzos de cooperación internacional, incluida la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, deben ser inclusivos y accesibles a las 
personas con discapacidad, además de guiarse por la Convención. Los 
Estados partes deben elaborar marcos de supervisión con indicadores 
de derechos humanos, así como metas y parámetros de referencia para 
cada indicador, en consonancia con el Objetivo 10 de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. Todo tipo de cooperación internacional debe aspirar 
a promover las leyes y políticas contra la discriminación que busquen la 
plena inclusión, de conformidad con la Convención y la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, así como otros marcos internacionales de 
derechos humanos conexos.

VIII. Aplicación a nivel nacional

73. A la luz del contenido normativo y las obligaciones que se han reseñado 
más arriba, los Estados partes deberían adoptar las medidas siguientes 
para garantizar la aplicación plena del artículo 5 de la Convención:
a) Realizar estudios sobre la armonización de la legislación y las 

prácticas nacionales con la Convención, derogar las leyes y 
los reglamentos discriminatorios que sean incompatibles con la 
Convención, y modificar o abolir los usos y las prácticas que sean 
discriminatorios contra las personas con discapacidad;

b) Elaborar leyes contra la discriminación cuando no existan y 
promulgar leyes contra la discriminación que incluyan a las personas 
con discapacidad, tengan un amplio alcance personal y material 
y ofrezcan recursos jurídicos efectivos. Esas leyes solo pueden 
ser eficaces si se basan en una definición de la discapacidad que 
comprenda a las personas que tengan deficiencias tanto físicas como 
psicosociales, intelectuales o sensoriales a largo plazo, y deberían 
incluir discapacidades pasadas, presentes, futuras y presuntas, así 
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como a las personas asociadas con las personas con discapacidad. 
Las personas que hayan sido víctimas de discriminación por motivos 
de discapacidad y que busquen una reparación jurídica no deberían 
tener que enfrentarse a la carga de demostrar que tienen “un grado 
suficiente” de discapacidad para beneficiarse de la protección de la 
ley. La legislación de lucha contra la discriminación inclusiva con 
respecto a las personas con discapacidad debe tener por efecto 
prohibir y prevenir actos discriminatorios, en lugar de centrarse en un 
grupo protegido concreto. En ese sentido, una definición amplia de 
discapacidad relacionada con las deficiencias sería conforme con la 
Convención;

c) Velar por que la legislación contra la discriminación se extienda a 
las esferas pública y privada; abarque, entre otros, los ámbitos 
de la educación, el empleo, los bienes y los servicios; y aborde la 
discriminación específica por motivos de discapacidad, como la 
educación segregada, la institucionalización, la negación o limitación 
de la capacidad jurídica, el tratamiento forzoso de la salud mental, 
la denegación de la enseñanza en lengua de señas y de intérpretes 
profesionales de lengua de señas, y la denegación de comunicación en 
braille u otros modos, medios y formatos alternativos o aumentativos 
de comunicación;

d) Promover la plena inclusión en los servicios generales de empleo 
y formación profesional, incluidos los que fomentan el espíritu 
empresarial y apoyan la creación de cooperativas y otras formas de 
economía social;

e) Velar por que la protección contra la discriminación de las personas 
con discapacidad tenga el mismo nivel que la de otros grupos sociales;

f) Elaborar e implementar programas de adquisición de conocimientos 
y fomento de la capacidad, como la capacitación en los organismos 
públicos y la economía informal, a fin de asegurar el cumplimiento 
de la Convención. La concienciación y el fomento de la capacidad 
deben desarrollarse y aplicarse con la participación genuina de las 
personas con discapacidad y las organizaciones que representan a la 
diversa variedad de personas con discapacidad, y son componentes 
cruciales para establecer una cultura de tolerancia y diversidad, que 
es el fundamento de la legislación y las políticas de lucha contra la 
discriminación;

g) Hacer un seguimiento del número de denuncias de discriminación 
por motivos de discapacidad, como proporción del número total de 
denuncias de discriminación, desglosadas por sexo, edad, barreras 
detectadas y sector en que se produjo la presunta discriminación, 
y proporcionar información sobre los casos que se resolvieron 
extrajudicialmente, que están ante los tribunales y que se han 
juzgado, y el número de fallos que dieron lugar a indemnizaciones o 
sanciones;
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h) Establecer mecanismos de reparación accesibles y eficaces y 
garantizar el acceso a la justicia, en igualdad de condiciones, para las 
víctimas de discriminación por motivos de discapacidad. Esto abarca 
el acceso de todas las personas con discapacidad a procedimientos 
judiciales o administrativos eficaces, lo que incluye mecanismos de 
denuncia accesibles y eficaces, y a asistencia jurídica apropiada, 
de calidad y, cuando proceda y con sujeción a los requisitos 
reglamentarios en cuanto a los medios de vida y la justificación de 
esa ayuda, asequible. Los Estados partes deben intervenir de manera 
eficaz y oportuna en caso de acciones u omisiones de agentes 
públicos y privados que vulneren el derecho a la igualdad y la no 
discriminación de las personas con discapacidad y los grupos de 
personas con discapacidad, tanto en lo que se refiere a los derechos 
civiles y políticos, como a los derechos económicos, sociales y 
culturales. El reconocimiento de recursos judiciales de índole colectiva 
o de demandas colectivas puede contribuir de manera considerable 
a garantizar eficazmente el acceso a la justicia en situaciones que 
afecten a grupos de personas con discapacidad;

i) Incluir en la legislación nacional de lucha contra la discriminación la 
protección de las personas contra un trato adverso o consecuencias 
negativas en respuesta a las denuncias o actuaciones destinadas a 
hacer cumplir las disposiciones relativas a la igualdad. La legislación 
contra la discriminación también debe velar por que no se impida 
indebidamente que las víctimas de discriminación obtengan 
reparación y evitar su revictimización. En particular, las normas 
procesales deberían desplazar la carga de la prueba del demandante 
al demandado, en los procedimientos civiles, cuando de los hechos 
se desprenda que ha habido discriminación;

j) Elaborar, en estrecha consulta con las organizaciones de personas 
con discapacidad, las instituciones nacionales de derechos humanos 
y otros interesados pertinentes, como los organismos de promoción 
de la igualdad, una política y una estrategia de igualdad que sean 
accesibles e incluyan a todas las personas con discapacidad;

k) Mejorar el conocimiento en todos los sectores de la sociedad, incluso 
entre los funcionarios de todos los ámbitos de la administración 
pública y en el sector privado, del alcance, el contenido y las 
consecuencias prácticas de los derechos a la no discriminación y la 
igualdad de todas las personas con discapacidad;

l) Adoptar medidas adecuadas para hacer un seguimiento periódico y 
completo de la igualdad inclusiva. Esto incluye la recopilación y el 
análisis de datos desglosados sobre la situación de las personas con 
discapacidad;
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m) Velar por que los mecanismos nacionales de supervisión establecidos 
en virtud del artículo 33 de la Convención sean independientes, 
colaboren con las organizaciones que representan a las personas 
con discapacidad y cuenten con recursos suficientes para hacer 
frente a la discriminación contra las personas con discapacidad;

n) Ofrecer medidas específicas de protección contra todo acto de 
violencia, explotación y abuso, o atentado contra la integridad física, 
de que son objeto exclusivamente o de manera desproporcionada 
las personas con discapacidad, y ejercer la diligencia debida para 
prevenirlos y proporcionar reparación;

o) Adoptar medidas concretas para lograr la igualdad inclusiva, en 
particular para las personas con discapacidad que son objeto de 
discriminación interseccional, como las mujeres, las niñas, los niños, 
las personas de edad y las personas indígenas con discapacidad;

p) Los Estados partes que reciben gran número de solicitantes de 
asilo, refugiados o migrantes deben establecer procedimientos 
formales, definidos por ley, que permitan garantizar la accesibilidad 
para las personas con discapacidad, como las mujeres y los niños 
con discapacidad y las personas con discapacidad psicosocial e 
intelectual, en los centros de acogida y otros entornos. Los Estados 
partes deben velar por que se brinde asesoramiento psicosocial y 
jurídico, apoyo y rehabilitación a las personas con discapacidad, y por 
que los servicios de protección estén adaptados a la discapacidad, la 
edad y el género de cada persona y sean apropiados desde el punto 
de vista cultural.
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Observación general núm. 7 (2018) sobre la 
participación de las personas con discapacidad, 

incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a 
través de las organizaciones que las representan, en 

la aplicación y el seguimiento de la Convención

Distr. General: 9 de noviembre de 2018

I. Introducción

1. Las personas con discapacidad participaron plenamente y desempeñaron 
un papel determinante en la negociación, la elaboración y la redacción 
de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
La celebración de consultas estrechas y la colaboración activa con las 
personas con discapacidad, por conducto de organizaciones de personas 
con discapacidad y sus asociados, influyeron positivamente en la 
calidad de la Convención y su pertinencia para esas personas. También 
demostraron la fuerza, la influencia y el potencial de las personas con 
discapacidad, que propiciaron un tratado de derechos humanos sin 
precedentes y el establecimiento del modelo de la discapacidad basado 
en los derechos humanos. La participación genuina y efectiva de las 
personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan, es, pues, uno de los pilares de la Convención.

2. La participación activa e informada de todas las personas en las decisiones 
que afectan a sus vidas y derechos está en consonancia con el enfoque 
de derechos humanos en los procesos de adopción de decisiones en el 
ámbito público y garantiza una buena gobernanza y la responsabilidad 
social.

3. El principio de participación en la vida pública se establece claramente 
en el artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y se 
reafirma en el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. La participación, como principio y derecho humano, se reconoce 
también en otros instrumentos de derechos humanos, por ejemplo en el 
artículo 5 c) de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación Racial, el artículo 7 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y los 
artículos 12 y 23, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
reconoce la participación como obligación general y como cuestión 
transversal. De hecho, consagra la obligación de los Estados partes de 
celebrar consultas estrechas y colaborar activamente con las personas 
con discapacidad (art. 4, párr. 3) y la participación de las personas con 
discapacidad en el proceso de seguimiento (art. 33, párr. 3), como parte 
de un concepto más amplio de participación en la vida pública.
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4. Muchas veces no se consulta a las personas con discapacidad en la 
adopción de decisiones sobre cuestiones que guardan relación con su vida 
o repercuten en esta, y las decisiones se siguen adoptando en su nombre. 
En las últimas décadas, se ha reconocido la importancia de consultar a 
las personas con discapacidad gracias a la aparición de movimientos de 
personas con discapacidad que exigen que se reconozcan sus derechos 
humanos y su papel en la determinación de esos derechos. El lema “nada 
sobre nosotros sin nosotros” se hace eco de la filosofía y la historia del 
movimiento de defensa de los derechos de las personas con discapacidad, 
basado en el principio de participación genuina.

5. Las personas con discapacidad siguen encontrando importantes barreras 
actitudinales, físicas, jurídicas, económicas, sociales y de comunicación 
a su participación en la vida pública. Antes de la entrada en vigor de 
la Convención, se prescindía de las opiniones de las personas con 
discapacidad, anteponiendo las de terceros que las representaban, como 
las organizaciones “para” personas con discapacidad.

6. Los procesos de participación y la integración de las personas con 
discapacidad, a través de organizaciones que las representaban, en la 
negociación y la redacción de la Convención ha resultado ser un excelente 
ejemplo del principio de participación plena y efectiva, autonomía personal 
y libertad para tomar las propias decisiones. Como resultado, el derecho 
internacional de los derechos humanos ya reconoce inequívocamente 
a las personas con discapacidad como “sujetos” de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales.

7. Basándose en su jurisprudencia, el Comité procede a aclarar, en la 
presente observación general, las obligaciones que incumben a los 
Estados partes en virtud de los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3, y la 
forma de cumplirlas. El Comité observa los progresos realizados por los 
Estados partes en el último decenio en lo que respecta a la aplicación de 
las disposiciones de los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3, como la 
concesión de asistencia financiera o de otra índole a las organizaciones 
de personas con discapacidad, incluidas las personas con discapacidad 
en los marcos independientes de supervisión establecidos con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 33, párrafo 2, de la Convención, y en los 
procesos de seguimiento. Además, algunos Estados partes han celebrado 
consultas con organizaciones de personas con discapacidad en el proceso 
de preparación de sus informes iniciales y periódicos para el Comité, de 
conformidad con los artículos 4, párrafo 3, y 35, párrafo 4.

8. Sin embargo, el Comité observa que sigue existiendo una importante 
brecha entre los objetivos y el espíritu de los artículos 4, párrafo 3, y 33, 
párrafo 3, por un lado, y el grado en que se han aplicado, por otro. Ello se 
debe, entre otras cosas, a la falta de colaboración y consultas sustantivas 
con las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que 
las representan, en la elaboración y aplicación de las políticas y los 
programas.
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9. Los Estados partes deberían reconocer los efectos positivos en los 
procesos de adopción de decisiones y la necesidad de asegurar la 
integración y la participación de las personas con discapacidad, a través de 
las organizaciones que las representan, en esos procesos, sobre todo por 
las experiencias que han vivido y su mayor conocimiento de los derechos 
que deben hacerse efectivos. Los Estados partes también deberían tener 
en cuenta los principios generales enunciados en la Convención en todas 
las medidas adoptadas en relación con su aplicación y seguimiento, así 
como en la promoción de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y 
sus objetivos.

II. Contenido normativo de los artículos 4, párrafo 3, y 33, 
párrafo 3

A. Definición de “organizaciones que representan a las personas 
con discapacidad”

10. La integración y participación de las personas con discapacidad a través 
de las “organizaciones que las representan”, o de organizaciones de 
personas con discapacidad, son inherentes tanto al artículo 4, párrafo 3, 
como al artículo 33, párrafo 3. Para una aplicación adecuada, es importante 
que los Estados partes y los interesados pertinentes definan el alcance 
de las organizaciones de personas con discapacidad y reconozcan los 
distintos tipos que suelen existir.

11. El Comité considera que las organizaciones de personas con discapacidad 
deberían basarse en los principios y derechos reconocidos en la 
Convención, comprometerse a aplicarlos y respetarlos plenamente. Solo 
pueden ser aquellas dirigidas, administradas y gobernadas por personas 
con discapacidad y la mayoría de sus miembros han de ser personas 
con discapacidad. Las organizaciones de mujeres con discapacidad, 
niños y niñas con discapacidad y personas que viven con el VIH/sida son 
organizaciones de personas con discapacidad a tenor de lo dispuesto 
en la Convención. Las organizaciones de personas con discapacidad 
presentan determinadas características, como el hecho de que:
a) Se establecen principalmente con el objetivo de actuar, expresar, 

promover, reivindicar y/o defender colectivamente los derechos de 
las personas con discapacidad y, en general, deben ser reconocidas 
como tales;

b) Emplean o nombran/designan específicamente a personas con 
discapacidad, les asignan mandatos o están representadas por estas;

c) En la mayoría de los casos, no están afiliadas a ningún partido 
político y son independientes de las autoridades públicas u otras 
organizaciones no gubernamentales de las que podrían ser parte o 
miembro;
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d) Pueden representar a uno o más grupos de personas sobre la base 
de deficiencias reales o percibidas, o pueden admitir como miembros 
a todas las personas con discapacidad;

e) Representan a grupos de personas con discapacidad que reflejan 
toda la diversidad de situaciones (en términos, por ejemplo, de sexo, 
género, raza, edad o situación de migrante o refugiado). Pueden 
incluir a grupos basados en identidades transversales (por ejemplo, 
niños, mujeres o personas indígenas con discapacidad) e incluir a 
miembros con diversas deficiencias;

f) Pueden tener alcance local, nacional, regional o internacional;
g) Pueden funcionar como organizaciones individuales, coaliciones 

u organizaciones coordinadoras o que engloban a personas con 
distintos tipos de discapacidad, con el objetivo de hacer oír a las 
personas con discapacidad de forma colaborativa y coordinada en 
sus relaciones con las autoridades públicas, las organizaciones 
internacionales y las entidades privadas, entre otros.

12. Entre los distintos tipos de organizaciones de personas con discapacidad 
que el Comité ha identificado figuran las siguientes:
a) Organizaciones coordinadoras de personas con discapacidad, 

que son coaliciones de organizaciones que representan a esas 
personas. Idealmente, solo debería haber una o dos organizaciones 
coordinadoras en cada nivel de adopción de decisiones. A fin de 
ser abiertas, democráticas y representar de manera integral a la 
amplia diversidad de personas con discapacidad, deberían aceptar 
a todas las organizaciones de personas con discapacidad como 
miembros. Deberían estar organizadas, dirigidas y controladas por 
personas con discapacidad. Solo deberían hablar en nombre de las 
organizaciones que las integran y únicamente acerca de asuntos 
de interés mutuo que se hayan decidido de forma colectiva. Sin 
embargo, no pueden representar a personas con discapacidad de 
forma individual porque suelen carecer de conocimientos detallados 
sobre su situación personal. Las organizaciones individuales 
de personas con discapacidad que representan a comunidades 
concretas son más aptas para desempeñar ese papel. No obstante, 
las personas con discapacidad deberían poder decidir por sí mismas 
qué organizaciones quieren que las representen. La existencia de 
organizaciones coordinadoras en los Estados partes no debería ser 
óbice, en ninguna circunstancia, para la participación de personas u 
organizaciones de personas con discapacidad en consultas u otras 
formas de promover los intereses de las personas con discapacidad;
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b) Organizaciones que representan a personas con distintos tipos de 
discapacidad, que están integradas por personas que representan 
todas o algunas de las muy diversas deficiencias existentes. 
Normalmente se organizan a nivel local y/o nacional, pero pueden 
existir también a nivel regional e internacional;

c) Organizaciones de autogestores que representan a las personas con 
discapacidad en distintas redes y plataformas, muchas veces poco 
estructuradas y/o constituidas a nivel local. Promueven los derechos 
de las personas con discapacidad, en especial de las personas 
con discapacidad intelectual. Su creación, con apoyo adecuado 
y a veces amplio, para que sus miembros puedan expresar sus 
opiniones, reviste una importancia fundamental para la participación 
política y los procesos de adopción de decisiones, seguimiento 
y aplicación. Esto adquiere especial relevancia en el caso de las 
personas a las que se impide ejercer su capacidad jurídica, que se 
encuentran institucionalizadas o a las que se deniega el derecho a 
votar. En muchos países, las organizaciones de autogestores están 
discriminadas porque se les deniega un estatuto jurídico a causa de 
leyes y reglamentos que privan a sus miembros de capacidad jurídica;

d) Organizaciones que comprenden a los familiares y/o los parientes 
de personas con discapacidad, que desempeñan un papel central 
en lo que se refiere a facilitar, promover y garantizar los intereses y 
apoyar la autonomía y la participación activa de sus familiares con 
discapacidad intelectual, demencia y/o niños y niñas con discapacidad, 
cuando esos grupos de personas con discapacidad desean el apoyo 
de sus familias en forma de organizaciones o redes unidas. En esos 
casos, esas organizaciones deberían ser incluidas en los procesos 
de consulta, adopción de decisiones y seguimiento. El papel de 
los padres, los familiares y los cuidadores en esas organizaciones 
debería consistir en empoderar y prestar asistencia a las personas 
con discapacidad para que estas tengan voz y tomen el pleno control 
de sus vidas. Esas organizaciones deberían promover y utilizar 
activamente los procesos de apoyo para la adopción de decisiones 
a fin de asegurar que se respete el derecho de las personas con 
discapacidad a ser consultadas y a expresar su propia opinión;

e) Organizaciones de mujeres y niñas con discapacidad, que 
representan a las mujeres y niñas con discapacidad como grupo 
heterogéneo. La diversidad de mujeres y niñas con discapacidad 
debería comprender todos los tipos de deficiencias. Es imprescindible 
asegurar la participación de las mujeres y niñas con discapacidad en 
las consultas sobre cuestiones específicas que las afectan de forma 
exclusiva o desproporcionada, así como las cuestiones relativas a 
las mujeres y las niñas en general, como las políticas de igualdad de 
género;
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f) Organizaciones e iniciativas de niños y jóvenes con discapacidad, 
que son fundamentales en lo que se refiere a la participación de los 
niños en la vida pública y comunitaria, su derecho a ser escuchados 
y su libertad de expresión y asociación. Los adultos tienen un papel 
de apoyo esencial para fomentar un entorno que permita a los niños 
y jóvenes con discapacidad establecer sus propias organizaciones e 
iniciativas y actuar a través de ellas, de manera oficial u oficiosa, entre 
otras cosas mediante la cooperación con adultos y con otros niños y 
jóvenes.

B. Distinción entre organizaciones de personas con discapacidad y 
otras organizaciones de la sociedad civil

13. Debe distinguirse entre organizaciones “de” personas con discapacidad 
y organizaciones “para” las personas con discapacidad, que prestan 
servicios y/o defienden los intereses de las personas con discapacidad 
lo que, en la práctica, puede dar lugar a conflictos de intereses si esas 
organizaciones anteponen sus objetivos como entidades de carácter 
privado a los derechos de las personas con discapacidad. Los Estados 
partes deberían conceder una importancia particular a las opiniones 
de las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que 
las representan, respaldar la capacidad y el empoderamiento de esas 
organizaciones, y cerciorarse de que se dé prioridad a conocer su opinión 
en los procesos de adopción de decisiones.

14. También debe diferenciarse entre las organizaciones de personas 
con discapacidad y las organizaciones de la sociedad civil. El 
término “organización de la sociedad civil” comprende distintos tipos 
de organizaciones, por ejemplo las organizaciones e institutos de 
investigación, las organizaciones de prestatarios de servicios y otros 
interesados de carácter privado. Las organizaciones de personas con 
discapacidad son un tipo concreto de organización de la sociedad civil. 
Pueden formar parte de una organización coordinadora general de la 
sociedad civil o de coaliciones que no necesariamente promueven los 
derechos de las personas con discapacidad de forma específica, pero 
pueden apoyar la incorporación de los derechos de esas personas en la 
agenda de derechos humanos. De conformidad con el artículo 33, párrafo 3, 
todas las organizaciones de la sociedad civil, incluidas las organizaciones 
de personas con discapacidad, tienen un papel que desempeñar en el 
seguimiento de la Convención. Los Estados partes deberían dar prioridad 
a las opiniones de las organizaciones de personas con discapacidad al 
abordar cuestiones relativas a estas personas, y establecer marcos para 
solicitar a las organizaciones de la sociedad civil y a otros interesados que 
consulten e integren a las organizaciones de personas con discapacidad 
en su labor relativa a los derechos consagrados en la Convención y otros 
asuntos, como la no discriminación, la paz y los derechos ambientales.
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C. Alcance del artículo 4, párrafo 3

15. A fin de cumplir las obligaciones dimanantes del artículo 4, párrafo 3, 
los Estados partes deberían incluir la obligación de celebrar consultas 
estrechas e integrar activamente a las personas con discapacidad, a través 
de sus propias organizaciones, en los marcos jurídicos y reglamentarios 
y los procedimientos en todos los niveles y sectores del Gobierno. Los 
Estados partes deberían considerar las consultas y la integración de las 
personas con discapacidad como medida obligatoria antes de aprobar 
leyes, reglamentos y políticas, ya sean de carácter general o relativos a la 
discapacidad. Por lo tanto, las consultas deberían comenzar en las fases 
iniciales y contribuir al resultado final en todos los procesos de adopción 
de decisiones. Las consultas deberían comprender a las organizaciones 
que representan a la amplia diversidad de personas con discapacidad a 
nivel local, nacional, regional e internacional.

16. Todas las personas con discapacidad, sin exclusión alguna en razón del 
tipo de deficiencia que presenten, como las personas con discapacidad 
psicosocial o intelectual, pueden participar eficaz y plenamente, sin 
discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. El derecho 
a participar en las consultas, a través de las organizaciones que las 
representan, debería reconocerse a todas las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones, con independencia, por ejemplo, de su 
orientación sexual y su identidad de género. Los Estados partes deberían 
adoptar un marco general de lucha contra la discriminación para garantizar 
los derechos y las libertades fundamentales de todas las personas con 
discapacidad, y derogar la legislación que penalice a las personas y a 
las organizaciones de personas con discapacidad por motivos de sexo, 
género o condición social de sus miembros y les deniegue el derecho a 
participar en la vida política y pública.

17. La obligación jurídica de los Estados partes de garantizar las consultas 
con organizaciones de personas con discapacidad engloba el acceso a 
los espacios de adopción de decisiones del sector público y también a 
otros ámbitos relativos a la investigación, el diseño universal, las alianzas, 
el poder delegado y el control ciudadano . Además, es una obligación que 
incluye a las organizaciones mundiales y/o regionales de personas con 
discapacidad.

1. Cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad

18. La expresión “cuestiones relacionadas con las personas con 
discapacidad”, que figura en artículo 4, párrafo 3, abarca toda la gama 
de medidas legislativas, administrativas y de otra índole que puedan 
afectar de forma directa o indirecta a los derechos de las personas con 
discapacidad. La interpretación amplia de las cuestiones relacionadas 
con las personas con discapacidad permite a los Estados partes tener 
en cuenta la discapacidad mediante políticas inclusivas, garantizando 
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que las personas con discapacidad sean consideradas en igualdad de 
condiciones con las demás. También asegura que el conocimiento y 
las experiencias vitales de las personas con discapacidad se tengan en 
consideración al decidir nuevas medidas legislativas, administrativas o de 
otro tipo. Ello comprende los procesos de adopción de decisiones, como 
las leyes generales y los presupuestos públicos, y las leyes específicas 
sobre la discapacidad, que podrían afectar a la vida de esas personas.

19. Las consultas previstas en el artículo 4, párrafo 3, excluyen todo contacto 
o práctica de los Estados partes que no sea compatible con la Convención 
y los derechos de las personas con discapacidad. En caso de controversia 
sobre los efectos directos o indirectos de las medidas de que se trate, 
corresponde a las autoridades públicas de los Estados partes demostrar 
que la cuestión examinada no tendría un efecto desproporcionado sobre 
las personas con discapacidad y, en consecuencia, que no se requiere la 
celebración de consultas.

20. Algunos ejemplos de cuestiones que afectan directamente a las personas 
con discapacidad son la desinstitucionalización, los seguros sociales y 
las pensiones de invalidez, la asistencia personal, los requerimientos en 
materia de accesibilidad y las políticas de ajustes razonables. Las medidas 
que afectan indirectamente a las personas con discapacidad podrían 
guardar relación con el derecho constitucional, los derechos electorales, 
el acceso a la justicia, el nombramiento de las autoridades administrativas 
a cargo de las políticas en materia de discapacidad o las políticas públicas 
en los ámbitos de la educación, la salud, el trabajo y el empleo.

2. “Celebrar consultas estrechas y colaborar activamente”

21. La “celebración de consultas estrechas y la colaboración activa” con 
las personas con discapacidad a través de las organizaciones que las 
representan es una obligación dimanante del derecho internacional de los 
derechos humanos que exige el reconocimiento de la capacidad jurídica 
de todas las personas para participar en los procesos de adopción de 
decisiones sobre la base de su autonomía personal y libre determinación. 
La consulta y colaboración en los procesos de adopción de decisiones 
para aplicar la Convención, así como en otros procesos de adopción 
de decisiones, deberían incluir a todas las personas con discapacidad 
y, cuando sea necesario, regímenes de apoyo para la adopción de 
decisiones.

22. Los Estados deberían contactar, consultar y colaborar sistemática y 
abiertamente, de forma sustantiva y oportuna, con las organizaciones de 
personas con discapacidad. Ello requiere acceso a toda la información 
pertinente, incluidos los sitios web de los órganos públicos, mediante 
formatos digitales accesibles y ajustes razonables cuando se requiera, 
como la interpretación en lengua de señas, los textos en lectura fácil y 
lenguaje claro, el braille y la comunicación táctil. Las consultas abiertas 
dan a las personas con discapacidad acceso a todos los espacios de 
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adopción de decisiones en el ámbito público en igualdad de condiciones 
con las demás, lo cual incluye los fondos nacionales y todos los órganos 
públicos de adopción de decisiones competentes para la aplicación y el 
seguimiento de la Convención.

23. Las autoridades públicas deberían considerar, con la debida atención 
y prioridad, las opiniones y perspectivas de las organizaciones de 
personas con discapacidad cuando examinen cuestiones relacionadas 
directamente con esas personas. Las autoridades públicas que dirijan 
procesos de adopción de decisiones tienen el deber de informar a las 
organizaciones de personas con discapacidad de los resultados de esos 
procesos, en particular proporcionando una explicación clara, en un 
formato comprensible, de las conclusiones, las consideraciones y los 
razonamientos de las decisiones sobre el modo en que se tuvieron en 
cuenta sus opiniones y por qué.

3. Inclusión de los niños y las niñas con discapacidad

24. El artículo 4, párrafo 3, reconoce también la importancia de “incluir a los 
niños y las niñas con discapacidad” de forma sistemática en la elaboración 
y la aplicación de la legislación y las políticas para hacer efectiva la 
Convención, así como en otros procesos de adopción de decisiones, a 
través de las organizaciones de niños con discapacidad o que apoyan 
a esos niños. Esas organizaciones son fundamentales para facilitar, 
promover y garantizar la autonomía personal y la participación activa de 
los niños con discapacidad. Los Estados partes deberían crear un entorno 
favorable para el establecimiento y funcionamiento de organizaciones 
que representen a niños con discapacidad, como parte de su obligación 
de defender el derecho a la libertad de asociación, entre otras cosas 
mediante recursos adecuados para el apoyo.

25. Los Estados partes deberían aprobar leyes y reglamentos y elaborar 
programas para asegurar que todas las personas entiendan y respeten la 
voluntad y las preferencias de los niños y tengan en cuenta su capacidad 
personal evolutiva en todo momento. El reconocimiento y la promoción 
del derecho a la autonomía personal reviste capital importancia para que 
todas las personas con discapacidad, incluidos los niños, sean respetadas 
como titulares de derechos. Los niños con discapacidad son los que 
están mejor situados para expresar qué es lo que requieren y cuáles son 
sus experiencias, lo cual es necesario para elaborar leyes y programas 
adecuados en consonancia con la Convención.

26. Los Estados partes pueden organizar seminarios y reuniones en los que 
se invite a los niños con discapacidad a expresar su opinión. También 
podrían formular invitaciones abiertas a los niños con discapacidad para 
que envíen redacciones sobre temas concretos, alentándoles a exponer 
sus experiencias personales y sus expectativas vitales. Las redacciones 
podrían resumirse e incluirse directamente, como una contribución de los 
propios niños, en los procesos de adopción de decisiones.
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4. Participación plena y efectiva

27. La “participación plena y efectiva” (art. 3 c)) en la sociedad se refiere 
a la colaboración con todas las personas, incluidas las personas con 
discapacidad, a fin de que sientan que pertenecen a la sociedad y forman 
parte de ella. Comprende alentarles y proporcionarles el apoyo adecuado, 
entre otras cosas apoyo de sus pares y apoyo para participar en la 
sociedad, así como no estigmatizarlas y hacer que se sientan seguras y 
respetadas cuando hablen en público. La participación plena y efectiva 
requiere que los Estados partes faciliten la participación y consulta de 
personas con discapacidad que representen a la amplia diversidad de 
deficiencias.

28. El derecho a participar es un derecho civil y político y una obligación 
de cumplimiento inmediato, sin sujeción a ninguna forma de restricción 
presupuestaria, aplicable a los procesos de adopción de decisiones, 
implementación y seguimiento, en relación con la Convención. Al 
garantizar la participación de las organizaciones de personas con 
discapacidad en cada una de esas etapas, las personas con discapacidad 
pueden determinar y señalar mejor las medidas susceptibles de promover 
u obstaculizar sus derechos, lo que, en última instancia, redunda en 
mejores resultados para esos procesos decisorios. La participación 
plena y efectiva debería entenderse como un proceso y no como un 
acontecimiento puntual aislado.

29. La participación de las personas con discapacidad en la aplicación y el 
seguimiento de la Convención es posible cuando esas personas pueden 
ejercer sus derechos a la libertad de expresión, reunión pacífica y 
asociación, consagrados en los artículos 19, 21 y 22 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos. Si las personas con discapacidad y las 
organizaciones que las representan participan en los procesos públicos 
de adopción de decisiones para aplicar y supervisar la Convención, 
hay que reconocer su papel de defensores de los derechos humanos y 
protegerlas contra la intimidación, el acoso y las represalias, en particular 
cuando manifiesten opiniones divergentes.

30. El derecho a participar engloba también las obligaciones relativas al 
derecho a las debidas garantías procesales y al derecho a ser oído. Los 
Estados partes que celebran consultas estrechas y colaboran activamente 
con las organizaciones de personas con discapacidad en la adopción de 
decisiones en el ámbito público también hacen efectivo el derecho de las 
personas con discapacidad a una participación plena y efectiva en la vida 
política y pública, lo que incluye el derecho a votar y a ser elegidas (art. 29 
de la Convención).

31. La participación plena y efectiva entraña la inclusión de las personas con 
discapacidad en distintos órganos de decisión, tanto a nivel local, regional 
y nacional como internacional, y en las instituciones nacionales de 
derechos humanos, los comités especiales, las juntas y las organizaciones 
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regionales o municipales. Los Estados partes deberían reconocer, en su 
legislación y práctica, que todas las personas con discapacidad pueden 
ser designadas o elegidas para cualquier órgano representativo: por 
ejemplo, asegurando que se nombre a personas con discapacidad para 
formar parte de las juntas que se ocupan de cuestiones relativas a la 
discapacidad a nivel municipal o como responsables de los derechos 
de las personas con discapacidad en las instituciones nacionales de 
derechos humanos.

32. Los Estados partes deberían fortalecer la participación de las 
organizaciones de personas con discapacidad en el plano internacional, 
por ejemplo, en el foro político de alto nivel sobre el desarrollo sostenible, así 
como en los mecanismos regionales y universales de derechos humanos. 
De ese modo, la participación de las personas con discapacidad, a través 
de las organizaciones que las representan, propiciará una mayor eficacia 
y una utilización equitativa de los recursos públicos y, por consiguiente, 
mejores resultados para esas personas y sus comunidades.

33. La participación plena y efectiva puede ser también una herramienta de 
transformación para cambiar la sociedad y promover el empoderamiento y 
la capacidad de acción de las personas. La integración de las organizaciones 
de personas con discapacidad en todas las formas de adopción de 
decisiones refuerza la capacidad de esas personas para negociar y 
defender sus derechos, y las empodera para que expresen sus opiniones 
de forma más firme, hagan realidad sus aspiraciones y fortalezcan sus 
voces colectivas y diversas. Los Estados partes deberían asegurar la 
participación plena y efectiva de las personas con discapacidad, a través 
de las organizaciones que las representan, como medida para alcanzar 
su inclusión en la sociedad y combatir la discriminación de que son objeto. 
Los Estados partes que garantizan la participación plena y efectiva y 
colaboran con las organizaciones de personas con discapacidad mejoran 
la transparencia y la rendición de cuenta, y consiguen responder mejor a 
los requerimientos de esas personas.

D. Artículo 33: participación de la sociedad civil en la aplicación y el 
seguimiento nacionales

34. El artículo 33 de la Convención establece mecanismos de aplicación y los 
marcos independientes de supervisión nacionales y prevé la participación 
de las organizaciones de personas con discapacidad en ellos. El artículo 
33 debería leerse y entenderse como un complemento al artículo 4, 
párrafo 3.

35. En el artículo 33, párrafo 1, se pide a los Estados partes que designen a uno 
o más organismos o mecanismos de coordinación que se encarguen de 
velar por la aplicación de la Convención y faciliten la adopción de medidas 
al respecto. El Comité recomienda que los organismos y/o mecanismos 
de coordinación de los Estados partes incluyan a representantes de 
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organizaciones de personas con discapacidad y prevean procedimientos 
formales de colaboración y diálogo con esas organizaciones, en los 
procesos de consulta relativos a la Convención.

36. Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 33, párrafo 2, el Comité ha 
reconocido la importancia de establecer, mantener y promover marcos 
independientes de supervisión, entre ellos instituciones nacionales de 
derechos humanos, en todas las etapas del proceso de seguimiento. 
Esas instituciones desempeñan un papel fundamental en el proceso de 
seguimiento de la Convención, en la promoción del cumplimiento a nivel 
nacional y en la facilitación de las medidas coordinadas de los agentes 
nacionales, lo cual incluye a las instituciones estatales y a la sociedad 
civil, a fin de proteger y promover los derechos humanos.

37. En el artículo 33, párrafo 3, se hace hincapié en la obligación de los 
Estados partes de asegurar que la sociedad civil esté integrada y pueda 
participar en el marco independiente de supervisión establecido con 
arreglo a la Convención. La integración de la sociedad civil debería incluir 
a las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan.

38. Los Estados partes deberían velar por que los marcos independientes 
de supervisión posibiliten, faciliten y garanticen la integración activa de 
las organizaciones de personas con discapacidad en esos marcos y 
procesos, mediante mecanismos formales, velando por que sus voces 
sean escuchadas y reconocidas en los informes y análisis que se realicen. 
La inclusión de personas con discapacidad en el marco independiente de 
supervisión y su labor en ese contexto puede adoptar diversas formas, 
por ejemplo, la designación de miembros en las juntas o los órganos de 
asesoramiento de los marcos independientes de supervisión.

39. El artículo 33, párrafo 3, implica que los Estados partes deberían apoyar y 
financiar el fortalecimiento de la capacidad de la sociedad civil, en particular 
de las organizaciones de personas con discapacidad, a fin de velar por 
su participación eficaz en los procesos de los marcos independientes de 
supervisión. Las organizaciones de personas con discapacidad deberían 
disponer de recursos suficientes, entre otras cosas de apoyo a través 
de una financiación independiente y gestionada por ellas mismas, para 
participar en los marcos independientes de supervisión y garantizar que se 
atiendan los requerimientos de ajustes razonables y accesibilidad de sus 
miembros. El apoyo y la financiación de las organizaciones de personas 
con discapacidad en relación con el artículo 33, párrafo 3, completan las 
obligaciones que dimanan del artículo 4, párrafo 3, de la Convención para 
los Estados partes, y no las excluyen.

40. Tanto la Convención como las estrategias de aplicación conexas deben 
traducirse, y hay que asegurar que sean accesibles y estén disponibles 
para las personas que representan la amplia diversidad de deficiencias. Los 
Estados partes deberían proporcionar a las personas con discapacidad un 
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acceso a la información que les permita entender y evaluar las cuestiones 
en los procesos de adopción de decisiones y realizar contribuciones 
significativas.

41. A fin de aplicar el artículo 33, párrafo 3, los Estados partes deberían 
cerciorarse de que las organizaciones de personas con discapacidad 
puedan acceder fácilmente a las entidades de enlace del Gobierno o al 
mecanismo de coordinación.

III. Obligaciones de los Estados partes

42. En sus observaciones finales, el Comité ha recordado a los Estados 
partes su obligación de celebrar consultas estrechas y oportunas con las 
personas con discapacidad y de integrarlas activamente, a través de las 
organizaciones que las representan, incluidas las que representan a las 
mujeres y los niños con discapacidad, en la elaboración y la aplicación de 
leyes y políticas para aplicar la Convención y otros procesos de adopción 
de decisiones.

43. Los Estados partes tienen la obligación de garantizar la transparencia de 
los procesos de consulta, proporcionar información adecuada y accesible 
y fomentar una participación continua desde las primeras etapas. Los 
Estados partes no deberían retener información, condicionar a las 
organizaciones de personas con discapacidad ni impedir que expresen 
libremente sus opiniones en las consultas y los procesos de adopción 
de decisiones. Esto se refiere tanto a las organizaciones registradas 
como a las no registradas, de conformidad con el derecho a la libertad 
de asociación, que debería estar prescrito por la ley y amparar a las 
asociaciones que no están registradas en igualdad de condiciones con 
las demás.

44. Los Estados partes no deberían exigir que ninguna organización de 
personas con discapacidad esté registrada como condición previa para 
participar en los procesos amplios de consulta. Sin embargo, deberían 
asegurarse de que las organizaciones de personas con discapacidad 
tengan la posibilidad de registrarse y de ejercer su derecho a participar 
con arreglo a lo dispuesto en los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3, 
estableciendo sistemas de registro gratuitos y accesibles y facilitando el 
registro de esas organizaciones.

45. Los Estados partes deberían velar por que todas las instalaciones y 
todos los procedimientos relacionados con las consultas y la adopción de 
decisiones en el ámbito público sean accesibles para las personas con 
discapacidad. Los Estados partes deberían adoptar medidas adecuadas 
para dar acceso a las personas con discapacidad, incluidas las personas 
con autismo, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, 
lo que incluye los edificios, el transporte, la educación, la información y 
las comunicaciones en el propio idioma, y también los nuevos sistemas 
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y tecnologías, además de los sitios web de los órganos públicos y otros 
servicios e instalaciones abiertos o prestados al público, tanto en los 
entornos urbanos como en los rurales. Los Estados partes deberían velar 
por que los procesos de consulta sean accesibles —por ejemplo, facilitando 
intérpretes de lengua de señas, braille y documentos en lectura fácil— y 
deben proporcionar apoyo y financiación, así como ajustes razonables, 
cuando proceda y se soliciten, a fin de garantizar la participación de los 
representantes de todas las personas con discapacidad en los procesos 
de consulta, según se define en los párrafos 11, 12 y 50.

46. Las organizaciones de personas con deficiencias sensoriales e 
intelectuales, incluidas las organizaciones de autogestores y de personas 
con discapacidad psicosocial, deberían tener acceso a asistentes y 
personas de apoyo para las reuniones, información en formatos accesibles 
(como el lenguaje claro, la lectura fácil, los sistemas de comunicación 
alternativos y aumentativos y los pictogramas), interpretación en lengua 
de señas, intérpretes guía para las personas sordociegas y/o subtítulos 
para personas sordas durante los debates públicos . Los Estados partes 
también deberían asignar recursos financieros para cubrir los gastos 
relacionados con los procesos de consulta para los representantes de 
organizaciones de personas con discapacidad, lo que incluye el transporte 
y otros gastos necesarios para asistir a las reuniones técnicas o de otra 
índole.

47. Las consultas con las organizaciones de personas con discapacidad 
deberían basarse en la transparencia, el respeto mutuo, el diálogo 
genuino y una voluntad sincera de alcanzar un acuerdo colectivo 
sobre procedimientos que respondan a la diversidad de personas con 
discapacidad. Esos procesos deberían prever calendarios razonables 
y realistas, habida cuenta de la naturaleza de las organizaciones de 
personas con discapacidad, que muchas veces dependen del trabajo 
de “voluntarios”. Los Estados partes deberían realizar evaluaciones 
periódicas del funcionamiento de sus mecanismos de participación y 
consulta, con la colaboración activa de las organizaciones de personas 
con discapacidad.

48. La opinión de las personas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan, debería recibir la debida consideración. Los Estados 
partes deberían garantizar que se les escucha no solo como una mera 
formalidad o un gesto simbólico. Los Estados partes deberían tener en 
cuenta los resultados de esas consultas y reflejarlos en las decisiones que 
se adopten, informando debidamente a los participantes del resultado del 
proceso.

49. Los Estados partes deberían establecer, en consulta estrecha y eficaz 
y con la participación activa de las organizaciones de personas con 
discapacidad, mecanismos y procedimientos adecuados y transparentes, 
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en los distintos niveles y sectores del Gobierno, para tener expresamente 
en cuenta las opiniones de esas organizaciones cuando se motive una 
decisión pública.

50. Los Estados partes deberían garantizar la consulta estrecha y la integración 
activa de organizaciones de personas con discapacidad que representen a 
todas las personas con discapacidad, incluidas, aunque no exclusivamente, 
las mujeres, las personas de edad, las niñas y los niños, las personas que 
requieren un nivel elevado de apoyo , las víctimas de minas terrestres, 
los migrantes, los refugiados, los solicitantes de asilo, los desplazados 
internos, las personas indocumentadas y los apátridas, las personas con 
deficiencia psicosocial real o percibida, las personas con discapacidad 
intelectual, las personas neurodiversas, incluidas las que presentan 
autismo o demencia, las personas con albinismo, con deficiencias físicas 
permanentes, dolor crónico, lepra y deficiencias visuales, y las personas 
que son sordas, sordociegas o tienen otras deficiencias auditivas y las 
personas que viven con el VIH/sida. La obligación de los Estados partes 
de integrar a las organizaciones de personas con discapacidad abarca 
también a las personas con discapacidad que tienen una orientación 
sexual o identidad de género determinadas, las personas intersexuales 
con discapacidad y las personas con discapacidad que pertenecen a 
pueblos indígenas, minorías nacionales, étnicas, religiosas o lingüísticas, 
y las que residen en zonas rurales.

51. Los Estados partes deberían prohibir las prácticas discriminatorias o de 
otra índole de terceros, como los proveedores de servicios, que interfieran 
directa o indirectamente en el derecho de las personas con discapacidad 
a ser consultadas estrechamente e integradas de forma activa en los 
procesos de adopción de decisiones relativos a la Convención.

52. Los Estados partes deberían aprobar y aplicar leyes y políticas para 
asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho 
a ser consultadas y que no se les disuada de colaborar con otras 
personas. Esas medidas incluyen crear conciencia entre los familiares, 
los proveedores de servicios y los funcionarios sobre los derechos de las 
personas con discapacidad relativos a la participación en la vida política 
y pública. Los Estados partes deberían crear mecanismos para denunciar 
los conflictos de intereses de los representantes de las organizaciones de 
personas con discapacidad u otros interesados, a fin de evitar todo efecto 
negativo en la autonomía, la voluntad y las preferencias de las personas 
con discapacidad.

53. A fin de cumplir las obligaciones dimanantes del artículo 4, párrafo 3, los 
Estados partes deberían dotarse de marcos y procedimientos jurídicos y 
reglamentarios para garantizar la participación plena y en condiciones de 
igualdad de las personas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan, en los procesos de adopción de decisiones y la 
elaboración de legislación y políticas sobre cuestiones relacionadas 
con las personas con discapacidad, lo cual incluye legislación, políticas, 
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estrategias y planes de acción en materia de discapacidad. Los Estados 
partes deberían aprobar disposiciones que prevean puestos para las 
organizaciones de personas con discapacidad en comités permanentes 
y/o grupos de trabajo temporales, otorgándoles el derecho a designar a 
miembros para esos órganos.

54. Los Estados partes deberían establecer y regular procedimientos formales 
de consulta, como la planificación de encuestas, reuniones y otros métodos, 
el establecimiento de cronogramas adecuados, la colaboración de las 
organizaciones de personas con discapacidad desde las primeras etapas 
y la divulgación previa, oportuna y amplia de la información pertinente 
para cada proceso. Los Estados partes deberían diseñar herramientas 
accesibles en línea para la celebración de consultas y/o adoptar métodos 
alternativos de consulta en formatos digitales accesibles, en consulta con 
las organizaciones de personas con discapacidad. A fin de asegurarse 
de que no se deja a nadie atrás en relación con los procesos de consulta, 
los Estados partes deberían designar a personas encargadas de hacer 
un seguimiento de la asistencia, detectar grupos subrepresentados y 
velar por que se atiendan los requerimientos de accesibilidad y ajustes 
razonables. Asimismo, deberían cerciorarse de que las organizaciones 
de personas con discapacidad que representen a todos los grupos 
participen y sean consultadas, en particular facilitando información sobre 
los requerimientos de accesibilidad y ajustes razonables.

55. Los Estados partes deberían incluir las consultas y la colaboración con 
organizaciones de personas con discapacidad en los estudios y análisis 
preparatorios de la formulación de políticas. Los foros o procesos públicos 
de examen de las propuestas de política deberían ser plenamente 
accesibles para que las personas con discapacidad puedan participar.

56. Los Estados partes deberían cerciorarse de que la participación de 
personas con discapacidad en los procesos de seguimiento, mediante 
marcos independientes de supervisión, se base en procedimientos claros, 
calendarios adecuados y la divulgación previa de información pertinente. 
Los sistemas de seguimiento y evaluación deberían examinar el nivel de 
integración de las organizaciones de personas con discapacidad en todas 
las políticas y programas, y asegurar que se dé prioridad a las opiniones 
de esas personas. Para cumplir su responsabilidad principal de prestación 
de servicios, los Estados partes deberían estudiar el modo de colaborar 
con las organizaciones de personas con discapacidad para recabar 
aportaciones de los propios usuarios de esos servicios.

57. Los Estados partes deberían, preferiblemente, alentar la creación de 
una coalición representativa única, unida y diversa de organizaciones de 
personas con discapacidad que incluya a todos los grupos de personas 
con discapacidad y respete su diversidad y paridad, y asegurar su 
participación e integración en el seguimiento de la Convención a nivel 
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nacional. Las organizaciones de la sociedad civil, en general, no pueden 
representar a las organizaciones de personas con discapacidad ni 
funcionar como un duplicado de estas.

58. El fomento de la capacidad de autorrepresentación y el empoderamiento 
de las personas con discapacidad son aspectos fundamentales de su 
participación en los asuntos públicos; requieren la adquisición de aptitudes 
técnicas, administrativas y de comunicación, así como la facilitación del 
acceso a la información y a herramientas en relación con sus derechos, la 
legislación y la formulación de políticas.

59. Las barreras que experimentan las personas con discapacidad para 
tener acceso a una educación inclusiva comprometen sus posibilidades y 
menoscaban su capacidad para participar en la adopción de decisiones en 
el ámbito público, lo cual repercute a su vez en la capacidad institucional 
de sus organizaciones. Las barreras al transporte público, la falta de 
ajustes razonables, así como un nivel bajo o insuficiente de ingresos y 
el desempleo de las personas con discapacidad limitan asimismo la 
capacidad de esas personas para participar en actividades de la sociedad 
civil.

60. Los Estados partes deberían fortalecer la capacidad de las organizaciones 
de personas con discapacidad para participar en todas las etapas de 
la elaboración de políticas, ofreciéndoles actividades de fomento de la 
capacidad y de formación acerca del modelo de derechos humanos de la 
discapacidad, entre otras cosas a través de financiación independiente. 
Los Estados partes también deberían apoyar a las personas con 
discapacidad y las organizaciones que las representan en la adquisición 
de las competencias, los conocimientos y las aptitudes necesarios para 
promover de manera independiente su participación plena y efectiva en 
la sociedad, y en el desarrollo de principios más sólidos de gobierno 
democrático, como el respeto de los derechos humanos, el estado de 
derecho, la transparencia, la rendición de cuentas, el pluralismo y la 
participación. Además, los Estados partes deberían brindar orientación 
sobre el modo de acceder a financiación y diversificar las fuentes de 
apoyo.

61. Los Estados partes deberían asegurar que las organizaciones de 
personas con discapacidad puedan registrarse, fácil y gratuitamente, 
y solicitar y obtener fondos y recursos de donantes nacionales e 
internacionales, incluidos los particulares, las empresas privadas, todas 
las fundaciones públicas y privadas, las organizaciones de la sociedad civil 
y las organizaciones estatales, regionales e internacionales . El Comité 
recomienda a los Estados partes que adopten criterios para financiar las 
actividades de consulta, entre otras cosas:
 a) Proporcionando fondos directamente a organizaciones de personas 

con discapacidad, evitando que haya terceras partes como 
intermediarios;
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b) Priorizando los recursos para las organizaciones de personas con 
discapacidad que se centran principalmente en la defensa de los 
derechos de esas personas;

c) Asignando fondos específicos a las organizaciones de mujeres con 
discapacidad y de niños con discapacidad a fin de posibilitar su 
participación plena y efectiva en el proceso de redacción, elaboración 
y aplicación de leyes y políticas y en el marco de supervisión;

d) Distribuyendo fondos de forma equitativa entre las distintas 
organizaciones de personas con discapacidad, lo que incluye la 
financiación institucional básica, en lugar de limitarse a la financiación 
de proyectos puntuales;

e) Garantizando la autonomía de las organizaciones de personas con 
discapacidad en lo referente al establecimiento de su programa de 
promoción, a pesar de la financiación que hayan recibido;

f) Distinguiendo entre financiación para el funcionamiento de las 
organizaciones de las personas con discapacidad y los proyectos que 
estas llevan a cabo;

g) Facilitando financiación a todas las organizaciones de personas con 
discapacidad, incluidas las organizaciones de autogestores y las que 
todavía no han conseguido un estatuto jurídico debido a las leyes 
que deniegan la capacidad jurídica a sus miembros y obstaculizan el 
registro de sus organizaciones;

h) Aprobando y aplicando procesos de solicitud de financiación en 
formatos accesibles.

62. Los Estados partes deberían asegurar que las organizaciones de personas 
con discapacidad tengan acceso a los fondos nacionales para apoyar 
sus actividades y evitar situaciones en las que tengan que depender 
de fuentes externas, lo cual limitaría su capacidad para establecer 
estructuras orgánicas viables. Las organizaciones de personas con 
discapacidad que cuentan con apoyo de recursos financieros públicos 
y privados, completados con las cuotas de los miembros, están en 
mejores condiciones de garantizar la participación de las personas con 
discapacidad en todas las formas de adopción de decisiones políticas y 
administrativas, prestarles apoyo y crear y gestionar actividades sociales 
orientadas a particulares o a diferentes grupos.

63. Los Estados partes deberían garantizar una financiación adecuada 
y suficiente para las organizaciones de personas con discapacidad 
estableciendo un mecanismo oficial responsable reconocido por la ley, 
como los fondos fiduciarios, a nivel nacional e internacional.

64. Los Estados partes deberían incrementar los recursos públicos para 
la creación y el fortalecimiento de las organizaciones de personas con 
discapacidad que representen todo tipo de deficiencias. También deberían 
asegurar el acceso de estas a la financiación nacional, entre otras cosas 
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a través de exenciones fiscales y de los impuestos de sucesiones, y la 
lotería nacional . Los Estados partes deberían fomentar y facilitar el acceso 
de las organizaciones de personas con discapacidad a la financiación 
extranjera como parte de la cooperación internacional y la ayuda para el 
desarrollo, incluso a nivel regional, sobre la misma base que las demás 
organizaciones no gubernamentales del ámbito de los derechos humanos.

65. Los Estados partes deberían establecer mecanismos y procedimientos 
sólidos para imponer sanciones efectivas en caso de incumplimiento de 
las obligaciones que dimanan de los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 
3. La supervisión del cumplimiento debería estar a cargo de órganos 
independientes, como la oficina del defensor del pueblo o una comisión 
parlamentaria, con autoridad para abrir investigaciones y pedir cuentas 
a las autoridades competentes. Al mismo tiempo, las organizaciones 
de personas con discapacidad deberían tener la posibilidad de incoar 
actuaciones judiciales contra terceros si observan que estas han 
vulnerado los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3. Esos mecanismos 
deberían formar parte de los marcos jurídicos que rigen la consulta 
y la integración de organizaciones de personas con discapacidad, y la 
legislación nacional de lucha contra la discriminación, a todos los niveles 
de adopción de decisiones.

66. Los Estados partes deberían reconocer los recursos eficaces, como 
las acciones o demandas colectivas, para hacer valer el derecho de 
las personas con discapacidad a participar. Las autoridades públicas 
pueden contribuir de manera importante a garantizar eficazmente el 
acceso de las personas con discapacidad a la justicia en situaciones que 
repercutan negativamente en sus derechos. Algunos recursos eficaces 
serían: a) la suspensión del procedimiento; b) el retorno a una fase 
anterior del procedimiento para garantizar la consulta y la integración de 
las organizaciones de personas con discapacidad; c) el aplazamiento de 
la ejecución de la decisión hasta que se hayan efectuado las consultas 
pertinentes; y d) la anulación, total o parcial, de la decisión, por 
incumplimiento de los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3.

IV. Relación con otras disposiciones de la Convención

67. El artículo 3 enuncia una serie de principios generales que guían la 
interpretación y aplicación de la Convención. Incluye la “participación 
plena y efectiva en la sociedad”, que significa que la participación de 
las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan, inspira todo el texto y se aplica a la totalidad de la Convención.

68. Como parte de las obligaciones generales de los Estados partes, el 
artículo 4, párrafo 3, se aplica a toda la Convención y reviste importancia 
para la aplicación de todas las obligaciones que dimanan de ella.
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69. Los párrafos 1, 2 y 5 del artículo 4 son de capital importancia para la 
aplicación del párrafo 3 de ese mismo artículo, ya que comprenden las 
obligaciones principales de los Estados partes y las hacen extensivas a 
todas las partes de los Estados federales, sin limitaciones ni excepciones, 
en relación con el establecimiento de los organismos y marcos necesarios 
y la adopción de medidas para cumplir la Convención.

70. Deberían adoptarse y supervisarse políticas destinadas a promover 
la igualdad y la no discriminación de las personas con discapacidad, 
según se estipula en el artículo 5, en cumplimiento de los artículos 4, 
párrafo 3, y 33, párrafo 3. La estrecha consulta y la integración activa 
de las organizaciones de personas con discapacidad, que representan 
la diversidad de la sociedad, es un elemento clave para el éxito de la 
adopción y la supervisión de marcos jurídicos y materiales de orientación 
para fomentar la igualdad inclusiva y de facto, en particular mediante 
medidas de acción afirmativa.

71. Los procedimientos de consulta no deberían excluir a las personas 
con discapacidad ni discriminarlas en razón de una deficiencia. Los 
procedimientos y materiales conexos deberían ser inclusivos y accesibles 
para las personas con discapacidad y prever calendarios y asistencia 
técnica para la integración en los procesos de consulta desde las etapas 
iniciales. Deberían realizarse siempre ajustes razonables en todos los 
diálogos y procesos de consulta, y habría que elaborar leyes y políticas 
relativas a ese tipo de ajustes en estrecha consulta y con la participación 
activa de las organizaciones de personas con discapacidad.

72. El artículo 6 de la Convención exige que se adopten medidas para 
asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de las mujeres y las 
niñas con discapacidad. Los Estados partes deberían alentar y facilitar el 
establecimiento de organizaciones de mujeres y niñas con discapacidad 
como mecanismo para posibilitar su participación en la vida pública, en 
igualdad de condiciones con los hombres con discapacidad, a través de 
sus propias organizaciones. Los Estados partes deberían reconocer el 
derecho de las mujeres con discapacidad a representarse y organizarse 
ellas mismas y facilitar su participación efectiva en estrecha consulta con 
arreglo a lo dispuesto en los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3. Las 
mujeres y niñas con discapacidad también deberían ser incluidas, en 
igualdad de condiciones, en todos los sectores y organismos del marco de 
aplicación y supervisión independiente. Todos los órganos, mecanismos 
y procedimientos de consulta deberían tener en cuenta las cuestiones 
relativas a la discapacidad, ser inclusivos y garantizar la igualdad de 
género.

73. Las mujeres con discapacidad deberían formar parte de la dirección de las 
organizaciones de personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 
con los hombres con discapacidad, y tener su propio espacio y atribuciones 
en las organizaciones coordinadoras de personas con discapacidad, a 
través de una representación paritaria, comités de mujeres, programas 
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de empoderamiento, etc. Los Estados partes deberían velar por la 
participación de las mujeres con discapacidad, incluidas las mujeres objeto 
de cualquier modalidad de tutela o institucionalizadas, como requisito 
previo en el diseño, la aplicación y el seguimiento de todas las medidas 
que afectan a sus vidas. Las mujeres con discapacidad deberían poder 
participar en los procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones 
que repercutan de forma exclusiva o desproporcionada en ellas, y en los 
derechos de las mujeres y las políticas de igualdad de género en general, 
por ejemplo las políticas sobre salud y derechos sexuales y reproductivos, 
y todas las formas de violencia de género contra la mujer.

74. Los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3, son esenciales para la aplicación 
de los derechos de los niños y las niñas con discapacidad enunciados en 
el artículo 7. Los Estados partes deberían tomar medidas para asegurar la 
participación y la integración activa de los niños con discapacidad, a través 
de las organizaciones que los representan, en todos los aspectos de la 
planificación, la aplicación, el seguimiento y la evaluación de la legislación, 
las políticas, los servicios y los programas pertinentes que repercuten en 
su vida, tanto en la escuela como a nivel comunitario, local, nacional e 
internacional. El objetivo de la participación es el empoderamiento de los 
niños y las niñas con discapacidad y el reconocimiento, por los garantes 
de derechos, de que son titulares de derechos que pueden desempeñar 
un papel activo en la comunidad y la sociedad. Esto ocurre a diversos 
niveles, comenzando con el reconocimiento de su derecho a ser oídos y 
siguiendo con su participación activa en la materialización de sus propios 
derechos.

75. Los Estados partes deberían proporcionar a los niños con discapacidad 
apoyo para la adopción de decisiones, entre otras cosas ofreciéndoles 
y permitiéndoles utilizar cualquier modo de comunicación que sea 
necesario para facilitar la expresión de sus opiniones, lo que incluye 
información apta para su edad y un apoyo suficiente para que defiendan 
sus propios derechos, y garantizar la formación adecuada de todos los 
profesionales que trabajen con esos niños y para ellos. Los Estados 
partes también deberían facilitar asistencia y procedimientos relacionados 
con la discapacidad que sean adecuados para la edad, y prestar apoyo 
a los niños con discapacidad. La participación de las organizaciones de 
esos niños debería considerarse indispensable en las consultas relativas 
a las cuestiones concretas que les atañen, y su opinión debería tenerse 
siempre debidamente en cuenta en consonancia con su edad y grado de 
madurez.

76. El artículo 4, párrafo 3, reviste particular importancia en relación con la 
toma de conciencia (art. 8). El Comité recuerda sus recomendaciones a los 
Estados partes para que realicen, con la participación de las organizaciones 
de personas con discapacidad, programas sistemáticos de toma de 
conciencia que comprendan campañas en los medios de comunicación 
a través de las emisoras de radio y los programas de televisión pública, 



240

abarcando toda la diversidad de personas con discapacidad como titulares 
de derechos. Las campañas de toma de conciencia y los programas 
de formación destinados a todos los funcionarios públicos deben ser 
conformes con los principios de la Convención y basarse en el modelo de 
derechos humanos de la discapacidad a fin de erradicar los estereotipos 
de género y discapacidad arraigados en la sociedad.

77. Para que las organizaciones de personas con discapacidad puedan 
participar adecuadamente en los procesos de consulta y seguimiento de la 
Convención, es esencial que gocen de una accesibilidad óptima (art. 9) a 
los procedimientos, los mecanismos, la información y la comunicación, las 
instalaciones y los edificios, así como de ajustes razonables. Los Estados 
partes deberían elaborar, aprobar y aplicar normas internacionales de 
accesibilidad y el proceso de diseño universal, por ejemplo en el ámbito 
de la tecnología de la información y las comunicaciones , de modo que se 
asegure la estrecha consulta y la participación activa de las organizaciones 
de personas con discapacidad .

78. En las situaciones de riesgo y las emergencias humanitarias (art. 11), es 
importante que los Estados partes y los agentes humanitarios aseguren 
la participación activa, la coordinación y la consulta sustantiva de las 
organizaciones de personas con discapacidad, incluidas, a todos los 
niveles, las que representan a las mujeres, los hombres y los niños con 
discapacidad de cualquier edad. Ello requiere una colaboración activa 
con las organizaciones de personas con discapacidad en la elaboración, 
la aplicación y el seguimiento de legislación y políticas relacionadas con 
las situaciones de emergencia y el establecimiento de prioridades en la 
distribución de los socorros, de conformidad con el artículo 4, párrafo 3. 
Los Estados partes deberían promover la creación de organizaciones 
de desplazados internos o refugiados con discapacidad que puedan 
promover sus derechos en cualquier situación de riesgo, incluidos los 
conflictos armados.

79. El igual reconocimiento como persona ante la ley (art. 12) garantiza 
que todas las personas con discapacidad tengan derecho a ejercer su 
capacidad jurídica plena y disfruten del mismo derecho que las demás a 
elegir y a controlar las decisiones que les afectan. El igual reconocimiento 
como persona ante la ley es una condición previa para las consultas 
directas y efectivas y la participación de las personas con discapacidad 
en la elaboración y la aplicación de legislación y políticas para aplicar 
la Convención. El Comité recomienda que el incumplimiento del artículo 
12 no obste, en ninguna circunstancia, para la aplicación inclusiva de 
los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3. Deberían modificarse las leyes 
y políticas para eliminar esta barrera a la participación basada en la 
denegación de la capacidad jurídica.

80. El Comité recuerda su observación general núm. 1 (2014) sobre el igual 
reconocimiento como persona ante la ley, en la que afirma que la capacidad 
jurídica es indispensable para acceder, de manera plena y efectiva, a la 
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participación en la sociedad y a los procesos de adopción de decisiones, 
y que debería garantizarse a todas las personas con discapacidad, 
incluidas las personas con discapacidad intelectual, las personas con 
autismo y las personas con deficiencias psicosociales reales o percibidas, 
así como los niños con discapacidad, a través de sus organizaciones. Los 
Estados partes deberían cerciorarse de que se disponga de modalidades 
de apoyo para la adopción de decisiones que posibiliten la participación 
en la elaboración de políticas y consultas que respeten la autonomía, la 
voluntad y las preferencias de la persona.

81. El derecho de las personas con discapacidad a tener acceso a la justicia 
(art. 13) implica que estas personas tienen derecho a participar en igualdad 
de condiciones con las demás en el sistema de justicia en su conjunto. 
Esta participación adopta muchas formas y comprende el hecho de que 
las personas con discapacidad intervengan como demandantes, víctimas, 
acusados, jueces, jurados y abogados, por ejemplo, como parte de un 
sistema democrático que contribuya a la buena gestión de los asuntos 
públicos. Las consultas estrechas con las personas con discapacidad, a 
través de las organizaciones que las representan, son fundamentales en 
todos los procesos para promulgar o modificar las leyes, los reglamentos, 
las políticas y los programas que abordan la participación de esas 
personas en el sistema de justicia.

82. A fin de evitar todas las formas de explotación, violencia y abuso (art. 
16), los Estados partes deberían velar por que todos los establecimientos 
y programas diseñados para atender a personas con discapacidad 
sean vigilados eficazmente por autoridades independientes. El Comité 
ha observado que siguen produciéndose violaciones de los derechos 
de personas con discapacidad en instalaciones que “sirven” a esas 
personas, como las instituciones psiquiátricas o residenciales. Según 
lo dispuesto en el artículo 33, párrafo 3, eso significa que, aunque la 
autoridad independiente de supervisión a la que se asigne esa tarea con 
arreglo al artículo 16, párrafo 3, coincida con el marco independiente de 
seguimiento previsto en el artículo 33, párrafo 2, la sociedad civil, incluidas 
las organizaciones de personas con discapacidad, debería participar 
activamente en la supervisión de esos establecimientos y servicios.

83. Recordando su observación general núm. 5 (2017) sobre el derecho a vivir 
de forma independiente y a ser incluido en la comunidad, las consultas y 
la participación activa de las personas con discapacidad, a través de las 
organizaciones que las representan, son esenciales para la aprobación 
de todos los planes y estrategias, así como para el seguimiento y la 
supervisión, cuando se haga valer el derecho a vivir independiente y a 
ser incluido en la comunidad (art. 19). La integración y consulta activas, 
a todos los niveles, en los procesos de adopción de decisiones, deberían 
dar cabida a todas las personas con discapacidad. Las personas con 
discapacidad, incluidas las que estén viviendo en entornos institucionales, 
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deberían participar en la planificación, la aplicación y el seguimiento de 
las estrategias de desinstitucionalización, así como en la creación de 
servicios de apoyo, con especial atención a esas personas.

84. El acceso a la información (art. 21) es necesario para que las organizaciones 
de personas con discapacidad intervengan y participen plenamente, 
y expresen libremente su opinión, en el proceso de seguimiento. Esas 
organizaciones deben recibir la información en formatos accesibles, en 
particular en formatos digitales, y tecnologías adecuadas para todas las 
formas de discapacidad, de manera oportuna y sin costes adicionales. 
Ello comprende la utilización de las lenguas de señas, los textos en lectura 
fácil, lenguaje sencillo y braille, la comunicación aumentativa y alternativa 
y todos los demás medios, modos y formatos de comunicación accesible 
que elijan las personas con discapacidad para sus relaciones oficiales. 
Toda la información pertinente, incluida la información presupuestaria, 
estadística y de otra índole que sea pertinente y necesaria para formarse 
una opinión con conocimiento de causa, debería proporcionarse con 
antelación suficiente a cualquier consulta.

85. A fin de garantizar el derecho a la educación inclusiva (art. 24), de 
conformidad con la observación general núm. 4 (2016) del Comité relativa 
al derecho a la educación inclusiva, los Estados partes deberían consultar 
e integrar activamente a las personas con discapacidad, incluidos 
los niños con discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan, en todos los aspectos de la planificación, la aplicación, el 
seguimiento y la evaluación de políticas y leyes sobre educación inclusiva 
. La educación inclusiva es indispensable para la participación de las 
personas con discapacidad, como se describe en los artículos 4, párrafo 
3, y 33, párrafo 3. La educación favorece el desarrollo personal y aumenta 
la posibilidad de participar en la sociedad, lo cual es necesario para velar 
por la aplicación y el seguimiento de la Convención. Los Estados partes 
deberían cerciorarse de que las instituciones de enseñanza públicas y 
privadas consulten con las personas con discapacidad y asegurar que sus 
opiniones se tengan debidamente en cuenta en el sistema educativo.

86. La aprobación de todas las políticas relativas al derecho de las personas 
con discapacidad al trabajo y al empleo (art. 27) debería realizarse en 
consulta con las organizaciones que representan a las personas con 
discapacidad y en colaboración con estas. Las políticas deberían tener 
por objetivo garantizar el acceso al empleo; promover mercados y 
entornos laborales abiertos, inclusivos, no discriminatorios, accesibles 
y competitivos; asegurar la igualdad de oportunidades y la igualdad de 
género; y facilitar ajustes razonables y apoyo a todas las personas con 
discapacidad.

87. La efectividad del derecho a un nivel de vida adecuado y a protección 
social (art. 28) está directamente relacionada con el artículo 4, párrafo 
3. La participación de las organizaciones de personas con discapacidad 
en las políticas públicas es vital para asegurar que las autoridades de los 
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Estados partes tomen medidas para resolver situaciones concretas de 
exclusión, desigualdad y pobreza entre las personas con discapacidad y 
sus familias que viven con estrecheces. En particular, los Estados partes 
deberían tratar de colaborar con las organizaciones de personas con 
discapacidad y las personas con discapacidad que están desempleadas, 
carecen de un ingreso fijo o no pueden trabajar porque ello supondría 
la pérdida de prestaciones y subsidios, las personas en zonas rurales o 
remotas y las personas indígenas, las mujeres y las personas de edad. 
Cuando adopten y revisen las medidas, las estrategias, los programas, 
las políticas y las leyes relativas a la aplicación del artículo 28, y cuando 
lleven a cabo el correspondiente proceso de supervisión, los Estados 
partes deberían consultar estrechamente e integrar de forma activa a 
organizaciones de personas con discapacidad que representen a todas 
las personas con discapacidad, a fin de velar por la incorporación de una 
perspectiva de discapacidad y garantizar que se tengan debidamente en 
cuenta los requerimientos y las opiniones de estas personas.

88. El derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida 
política y pública (art. 29) reviste capital importancia para asegurar que 
las personas con discapacidad tengan las mismas posibilidades que 
las demás de participar y ser incluidas de manera plena y efectiva en la 
sociedad. El derecho a votar y a ser elegido es un componente esencial del 
derecho a participar, ya que los representantes electos deciden la agenda 
política y tienen un papel determinante en la aplicación y el seguimiento 
de la Convención, promoviendo sus derechos y sus intereses.

89. Los Estados partes deberían aprobar normativa, en estrecha consulta 
con las organizaciones de personas con discapacidad, para que las 
personas con discapacidad que requieren asistencia puedan emitir 
su voto ellas mismas. Para ello podría ser necesario poner medios de 
apoyo a disposición de las personas con discapacidad en las cabinas 
de votación (durante las jornadas electorales y en los procedimientos de 
voto anticipado) cuando se celebren elecciones nacionales y locales y 
referendos nacionales.

90. Las personas que representan a la totalidad o a parte de la amplia 
diversidad de deficiencias deberían ser consultadas e integradas, a través 
de las organizaciones que las representan, en el proceso y la aplicación 
de la recopilación de datos e información (art. 31).

91. Los Estados partes deberían establecer un sistema unificado para reunir 
datos de calidad, suficientes, oportunos y fiables, desglosados por sexo, 
edad, origen étnico, población rural o urbana, tipo de deficiencia y situación 
socioeconómica, en relación con todas las personas con discapacidad 
y su acceso a los derechos amparados por la Convención. Deberían 
establecer un sistema que permita formular y aplicar políticas para dar 
efectividad a la Convención, a través de una estrecha colaboración con 
las organizaciones de personas con discapacidad y apoyándose en el 
Grupo de Washington sobre Estadísticas de la Discapacidad. Podrían 
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utilizarse también otros instrumentos adicionales para recopilar datos con 
miras a obtener información sobre las percepciones y actitudes e incluir a 
los grupos no contemplados por el Grupo de Washington.

92. Cuando se decida y lleve a cabo la cooperación internacional (art. 32), 
es esencial una asociación, cooperación y participación estrechas de 
las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan, para la aprobación de políticas de desarrollo, con arreglo 
a lo dispuesto en la Convención. Las organizaciones de personas con 
discapacidad deberían ser consultadas e involucradas en todos los niveles 
de la preparación, la aplicación y el seguimiento de los planes, programas 
y proyectos de cooperación internacional, lo que incluye la Agenda 2030 
y el Marco de Sendái para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-
2030.

93. El artículo 34, párrafo 3, es importante para el respeto de los criterios 
establecidos para ser miembro del Comité. Exige a los Estados partes 
que examinen minuciosamente la disposición establecida en el artículo 
4, párrafo 3, cuando designen a sus candidatos. Por tanto, los Estados 
partes deberían consultar estrechamente e integrar de forma activa a 
las organizaciones de personas con discapacidad antes de designar a 
candidatos para el Comité. Deberían adoptarse marcos y procedimientos 
legislativos nacionales para disponer de procedimientos transparentes 
y participativos a fin de integrar a las organizaciones de personas 
con discapacidad y tener en cuenta los resultados de las consultas, 
reflejándolas en el nombramiento definitivo.

V. Aplicación a nivel nacional

94. El Comité reconoce que los Estados partes se enfrentan a numerosas 
dificultades para aplicar el derecho de las personas con discapacidad a ser 
consultadas e integradas en la elaboración, la aplicación y el seguimiento 
de leyes y políticas de aplicación de la Convención. Los Estados partes 
deberían adoptar, entre otras, las siguientes medidas para garantizar la 
aplicación plena de los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3:
a) Derogar todas las leyes, en particular las que denieguen la capacidad 

jurídica, que impidan a cualquier persona con discapacidad, 
independientemente del tipo de deficiencia que presente, ser 
consultada estrechamente e integrada de forma activa, a través de 
las organizaciones de personas con discapacidad;

b) Crear un entorno propicio para la creación y el funcionamiento de 
organizaciones de personas con discapacidad, estableciendo un 
marco de políticas favorable a su creación y funcionamiento sostenido. 
Ello comprende garantizar su independencia y autonomía respecto 
del Estado, crear, aplicar y dar acceso a mecanismos de financiación 
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adecuados, incluida la financiación pública y la cooperación 
internacional, y proporcionar apoyo, lo que comprende la asistencia 
técnica, para el empoderamiento y el fomento de la capacidad;

c) Prohibir toda práctica de intimidación, acoso o represalias contra las 
personas y organizaciones que promueven sus derechos al amparo 
de la Convención en los planos nacional e internacional. Los Estados 
partes también deberían adoptar mecanismos para proteger a las 
personas con discapacidad y las organizaciones que las representan 
contra la intimidación, el acoso y las represalias, en particular 
cuando colaboran con el Comité o con otros órganos y mecanismos 
internacionales de derechos humanos;

d) Alentar la creación de organizaciones coordinadoras de personas 
con discapacidad que se encarguen de coordinar y representar 
las actividades de sus miembros, y organizaciones individuales 
de personas con discapacidad que presenten distintos tipos de 
deficiencia, a fin de asegurar su inclusión y participación plenas en el 
proceso de seguimiento, sobre todo en el caso de las personas que 
están más subrepresentadas. Si un Estado parte encuentra obstáculos 
para integrar a todas las organizaciones individuales de personas con 
discapacidad en los procesos de adopción de decisiones, podrían 
incluir a representantes de esas organizaciones en grupos de trabajo 
temporales o permanentes, etc., cuando no pueda hacerse a través 
de organizaciones coordinadoras o coaliciones de organizaciones de 
personas con discapacidad;

e) Aprobar leyes y políticas que reconozcan el derecho de las 
organizaciones de personas con discapacidad a la participación e 
integración, y reglamentos que establezcan procedimientos claros 
para la celebración de consultas a todos los niveles jerárquicos y de 
adopción de decisiones. Ese marco legislativo y de políticas debería 
establecer la obligatoriedad de celebrar vistas públicas antes de la 
adopción de decisiones, e incluir disposiciones que exijan calendarios 
claros, la accesibilidad de las consultas y la provisión obligatoria 
de ajustes razonables y apoyo. Esto puede conseguirse mediante 
referencias claras a la participación y selección de representantes de 
organizaciones de personas con discapacidad en las leyes y demás 
normativa;

f) Establecer mecanismos permanentes de consulta con organizaciones 
de personas con discapacidad, por ejemplo mesas redondas, 
diálogos participativos, vistas públicas, encuestas y consultas en 
línea, respetando su diversidad y autonomía, según se indica en 
los párrafos 11, 12 y 50. Esto podría consistir también en una junta 
nacional de asesoramiento, por ejemplo una junta nacional de 
discapacidad que represente a las organizaciones de personas con 
discapacidad;
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g) Garantizar y apoyar la participación de personas con discapacidad, 
a través de las organizaciones de personas con discapacidad 
que reflejen la amplia diversidad de situaciones, lo que incluye el 
nacimiento y el estado de salud, la edad, la raza, el sexo, el idioma, 
el origen nacional, étnico, indígena o social, la orientación sexual y 
la identidad de género, la variación intersexual, la afiliación religiosa 
o política, la condición de migrante, los grupos de deficiencias o 
cualquier otra situación;

h) Colaborar con las organizaciones de personas con discapacidad que 
representan a las mujeres y niñas con discapacidad y garantizar su 
participación directa en todos los procesos de adopción de decisiones 
en el ámbito público, en un entorno seguro, sobre todo en lo que atañe 
a la elaboración de políticas relativas a los derechos de las mujeres y 
la igualdad de género, y la violencia de género contra las mujeres, lo 
que comprende la violencia sexual y los abusos sexuales;

i) Consultar e integrar activamente a las personas con discapacidad, 
incluidos los niños y las mujeres con discapacidad, a través de las 
organizaciones que las representan, en la planificación, ejecución, 
supervisión y medición de los procesos de adopción de decisiones 
en el ámbito público, a todos los niveles, en especial respecto de 
asuntos que les afecten, lo que comprende las situaciones de riesgo y 
las emergencias humanitarias, proporcionándoles plazos razonables 
y realistas para que presenten sus opiniones y facilitándoles una 
financiación y apoyo suficientes;

j) Alentar y apoyar la creación, el fortalecimiento de la capacidad, la 
financiación y la participación efectiva de las organizaciones de 
personas con discapacidad o grupos de personas con discapacidad, 
incluidos los padres y los familiares de personas con discapacidad en 
su papel de apoyo, en todos los niveles de adopción de decisiones. 
Esto comprende los planos local, nacional, regional (incluso en el 
marco de una organización de integración regional) o internacional, 
en la concepción, el diseño, la reforma y la aplicación de las políticas 
y los programas;

k) Garantizar la supervisión del cumplimiento dado por los Estados 
partes a los artículos 4, párrafo 3, y 33, párrafo 3, y facilitar el 
liderazgo de las organizaciones de personas con discapacidad en 
esa supervisión;

l) Elaborar y poner en marcha, con la participación de las organizaciones 
de personas con discapacidad, mecanismos eficaces de aplicación, 
con sanciones y recursos efectivos en caso de incumplimiento por los 
Estados partes de las obligaciones que dimanan de los artículos 4, 
párrafo 3, y 33, párrafo 3;

m) Garantizar la realización de ajustes razonables y la accesibilidad de 
la totalidad de las instalaciones, los materiales, las reuniones, las 
solicitudes de contribuciones, los procedimientos y la información y la 
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comunicación en relación con la adopción de decisiones, la consulta 
y el seguimiento en el ámbito público para todas las personas con 
discapacidad, lo que incluye a las personas aisladas en instituciones 
u hospitales psiquiátricos y las personas con autismo;

n) Prestar una asistencia que tenga en cuenta la discapacidad y la edad 
para posibilitar la participación de las personas con discapacidad, a 
través de las organizaciones que las representan, en los procesos de 
adopción de decisiones, consulta y seguimiento en el ámbito público. 
Elaborar estrategias para asegurar la participación de los niños y las 
niñas con discapacidad en procesos de consulta para la aplicación 
de la Convención que sean inclusivos, adecuados para su edad y 
transparentes y que respeten sus derechos relativos a la libertad de 
expresión y pensamiento;

o) Llevar a cabo las consultas y los procedimientos de manera abierta y 
transparente y utilizando formatos comprensibles, incluyendo a todas 
las organizaciones de personas con discapacidad;

p) Velar por que las organizaciones de personas con discapacidad 
puedan solicitar y obtener financiación y otros recursos de fuentes 
nacionales e internacionales, lo que incluye a particulares y empresas 
privadas, organizaciones de la sociedad civil, Estados partes y 
organizaciones internacionales, así como el acceso a exenciones 
fiscales y la lotería nacional;

q) Velar por que los procedimientos de consulta existentes en ámbitos 
legislativos que no traten específicamente de la discapacidad sean 
accesibles e incluyan a las personas con discapacidad, a través de 
las organizaciones que las representan;

r) Integrar de forma activa y consultar estrechamente a las personas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en 
los procesos de elaboración de presupuestos públicos, el seguimiento 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible a nivel nacional, la adopción 
de decisiones internacionales y la cooperación internacional con 
otros Estados partes, y aprobar políticas de desarrollo que incorporen 
los derechos y las opiniones de las personas con discapacidad en la 
aplicación y supervisión de la Agenda 2030 a nivel nacional;

s) Garantizar la participación, la representación y el fácil acceso de 
las personas con discapacidad a los organismos y mecanismos de 
coordinación a todos los niveles de gobierno, así como su cooperación 
y representación en los marcos independientes de supervisión;

t) Promover y garantizar la participación e integración de las personas 
con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, 
en los mecanismos internacionales de derechos humanos a nivel 
regional y mundial;
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u) Definir, en estrecha consulta con las organizaciones de personas con 
discapacidad, indicadores verificables de una participación adecuada, 
así como calendarios y responsabilidades concretos con respecto a 
la aplicación y el seguimiento. Esa participación puede medirse, por 
ejemplo, explicando el alcance de su participación en relación con 
las propuestas de enmienda de leyes o comunicando el número de 
representantes de esas organizaciones que han participado en los 
procesos de adopción de decisiones.
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